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DE LA COMISIÓN DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, CON PROYECTO DE 
DECRETO POR EL QUE SE ESTABLECEN LAS CARACTERÍSTICAS DE CINCO 
MONEDAS DE PLATA, RELATIVAS AL COMPLEJO ARQUITECTÓNICO DE 
CHICHÉN ITZÁ  

Febrero 10 de 2010.  

Honorable Asamblea:  

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción I, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, el Ejecutivo federal sometió a la consideración de la 
Cámara de Diputados, la iniciativa con proyecto de decreto por el que se establecen las 
características de cinco monedas de plata relativas al complejo arquitectónico de Chichén 
Itzá.  

Los integrantes de esta Comisión de Hacienda y Crédito Público, con base en las facultades 
que nos confieren los artículos 39, 45 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso 
de los Estados Unidos Mexicanos, así como los artículos 60, 65, 87, 88 y demás aplicables 
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos 
Mexicanos, sometemos a consideración de esta honorable asamblea el siguiente dictamen:  

Antecedentes  

1. En sesión de fecha 15 de diciembre de 2009, el Ejecutivo federal presentó la 
iniciativa con proyecto de decreto por el que se establecen las características de 
cinco monedas de plata relativas al complejo arquitectónico de Chichén Itzá.  

2. En esa misma fecha, la Mesa Directiva de esta honorable Cámara de Diputados 
turnó la iniciativa con proyecto de decreto antes señalada, a la Comisión de 
Hacienda y Crédito Público, para su estudio y dictamen.  

3. Los diputados integrantes de esta comisión dictaminadora realizaron diversos 
trabajos a efecto de revisar el contenido de la citada iniciativa, expresar sus 
observaciones y comentarios a la misma, e integrar el presente dictamen. 

Descripción de la iniciativa  

En la iniciativa del Ejecutivo federal, se manifiesta que la diversidad de culturas 
precolombinas que se desarrollaron en la región de Mesoamérica ha tenido una notable 
importancia a través del tiempo, debido al gran legado histórico que las mismas heredaron 
al mundo moderno.  

Dichas culturas, al haberse establecido en diferentes zonas del territorio mexicano, nos han 
permitido conocer y reconocer el arte precolombino a través de su arquitectura, escultura, 
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cerámica, textil y pintura, siendo la primera la más destacada y admirada a través del 
tiempo, por lo que representa un enorme orgullo contar con toda esa herencia cultural.  

Indica la iniciativa que una de las culturas más sobresalientes de la época prehispánica, en 
cuanto a su arquitectura, es la Maya, quienes en el siglo IV d.C., se trasladaron a diversas 
regiones, entre ellas, la que hoy conocemos como Península de Yucatán. De tal suerte, que 
se crearon un número significativo de colonias y ciudades en las zonas contiguas a dicha 
región.  

En la iniciativa se destaca que en el siglo IX, esta civilización sufrió de una extensa época 
de sequía, encuentros militares y escasez alimenticia, circunstancias que trajeron consigo 
que la civilización maya emigrara al norte y centro de la península.  

De esta manera, en el año 987 d.C., los mayas llegaron a una antigua ciudad conocida bajo 
el nombre de "Chich’en" (Orilla del pozo). Dicha urbe había sido edificada en el año 452 
d.C., pero también había sufrido del abandono de los pueblos mayas, por lo que deciden 
agregarle el nombre de la tribu "Brujo de agua", lo que en maya se traduce como "Itzá", 
quedando la denominación de la ciudad como "Chichén Itzá", misma que hasta la fecha, es 
motivo de admiración de propios y extraños por los imponentes sitios arqueológicos que 
muestran el desarrollo científico y astronómico que poseían y que reflejaron en cada una de 
sus construcciones, las cuales comprenden desde majestuosas pirámides hasta importantes 
centros religiosos. En esta ciudad, los mayas construyeron una serie de templos, canchas de 
juego de pelota y edificaron una pirámide en honor al dios Kukulcán, deidad que fue 
retomada de la religión tolteca de la figura de Quetzalcóatl. Así, su importancia ha sido tal 
que en 1988 fue declarada Patrimonio de la Humanidad por la UNESCO.  

Asimismo, como lo señala la propia iniciativa, el 7 de julio de 2007, (070707) se llevó a 
cabo en la ciudad de Lisboa, Portugal, la ceremonia donde se dieron a conocer los 
resultados de la encuesta mundial que se realizó para determinar las Siete Nuevas 
Maravillas del Mundo, en la cual nuestro país fue representado por el complejo 
arquitectónico de Chichén Itzá, resultando elegido para ser una de las Siete Nuevas 
Maravillas del Mundo.  

En virtud de tan importante distinción y aunado al interés de promover las culturas 
precolombinas e impulsar con ello la producción numismática nacional, esta Comisión está 
de acuerdo en que es adecuado estructurar un programa numismático que difunda a nivel 
mundial esa importante zona arqueológica, a través de la selección de cinco de las 
principales edificaciones integrantes de dicha zona que se consideran representativas de la 
misma: la pirámide de Kukulcán, el Templo de los Guerreros, la Iglesia, la Casa de las 
Monjas y el Observatorio, mediante el cual, se muestra una de las principales 
manifestaciones artísticas de la Cultura Maya como lo es la arquitectura, se considera que 
tanto coleccionistas como público en general, estarán interesados en adquirir estas piezas 
que tienen la intención de hacer un reconocimiento a nuestra ancestral riqueza cultural.  

Consideraciones de la comisión  
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Primera. En 1988 la UNESCO declaró como Patrimonio de la Humanidad el sitio 
arqueológico de Chichén Itzá, considerando que esta zona es el vestigio arqueológico más 
importante de la civilización Maya-Tolteca en Yucatán (siglos IX-XVI) y que sus 
monumentos se encuentran entre las obras maestras de la arquitectura mesoamericana por 
la belleza de sus proporciones, el refinamiento de sus construcciones y el esplendor de sus 
decoraciones esculpidas.  

Segunda. La importancia de Chichén Itzá ha sido reconocida en programas numismáticos 
de nuestro país, como la Colección Maya de la Serie Precolombina que fue acuñada en oro 
y plata en 1993 y que contó con gran aceptación por parte del público nacional e 
internacional. Asimismo, esta comisión también recuerda que en el reverso de los billetes 
de 1000 pesos fabricados por la American Bank Note Company se caracterizaba por la 
viñeta en la que se encontraba la pirámide "El Castillo".  

Tercera. Esta comisión dictaminadora concuerda con los argumentos del Ejecutivo federal, 
en cuanto a la importancia de estructurar un programa numismático a efectos de difundir la 
riqueza cultural de la civilización Maya, en especial su arquitectura, ya que la misma ha 
sido distinguida en primer lugar por la citada declaratoria de Patrimonio de la Humanidad 
por parte de la UNESCO, y recientemente, en la elección del complejo arquitectónico de 
Chichén Itzá como una de las Siete Nuevas Maravillas del Mundo, lo cual aumenta la 
difusión de esta zona arqueológica con los consecuentes beneficios para México.  

Cuarta. La declaratoria de Chichén Itzá como una de las nuevas 7 Maravillas del Mundo, 
en Lisboa Portugal en 2007, fortalece la presencia internacional y el conocimiento de 
nuestro país en otras naciones, y el uso del elemento "070707" en las monedas materia de la 
iniciativa seguramente contribuirá a que sean buscadas por coleccionistas de todo el 
mundo.  

Quinta. La que Dictamina considera procedente la acuñación de estas monedas, ya que 
siendo el 2010 un año de tal importancia para nuestro país, el rendir un homenaje a la 
arquitectura de la cultura maya, mediante la emisión de diversas monedas, fomenta la 
revaloración de los orígenes de nuestra patria.  

Por lo expuesto, la Comisión de Hacienda y Crédito Público considera que es de aprobarse 
y para los efectos del artículo 72, inciso A, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, pone a consideración del pleno el siguiente proyecto de:  

Decreto por el que se establecen las características de cinco monedas de plata relativas 
al complejo arquitectónico de Chichén Itzá  

Artículo Primero. Se establecen las características de una moneda de plata pura de 
conformidad con el inciso c) del artículo 2o. de la Ley Monetaria de los Estados Unidos 
Mexicanos:  

a) Valor nominal: Veinte pesos.  
b) Forma: Circular.  
c) Diámetro: 65.0 mm (Sesenta y cinco milímetros).  
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d) Canto: Estriado.  
e) Ley: 0.999 (Novecientos noventa y nueve milésimos) mínimo de plata pura.  
f) Peso: 155.515 g (Ciento cincuenta y cinco gramos, quinientos quince 
miligramos), equivalente a 5 (Cinco) onzas troy.  
g) Contenido: 5 (Cinco) onzas troy de plata pura.  
h) Tolerancia en ley: 0.001 (Un milésimo) en más.  
i) Tolerancia en peso: Por unidad: 0.940 g (Novecientos cuarenta miligramos); por 
conjunto de cien piezas: 9.500 g (Nueve gramos, quinientos miligramos). Ambas en 
más o en menos.  

j) Cuños:  

Anverso: Al centro el Escudo Nacional en relieve escultórico, circundado con la 
leyenda "ESTADOS UNIDOS MEXICANOS" en semicírculo superior. Rodeando a 
éste y siguiendo el contorno del marco, la reproducción de diferentes escudos 
utilizados a través de la historia de nuestro país, así como del águila que se 
encuentra en la parte central de la primera página del Códice Mendocino. El marco 
liso.  

Reverso: En el campo superior, al centro, en semicírculo el nombre "CHICHÉN 
ITZÁ", al centro la pirámide de Kukulcán o del Castillo de planta cuadrangular, en 
la fachada principal en el campo izquierdo, la escalera inicia con grandes cabezas de 
serpiente, debajo de la pirámide el nombre "PIRÁMIDE DE KUKULCÁN", en el 
campo superior izquierdo el signo de pesos "$" continuo el número "20", en el 
campo superior derecho la ceca de la Casa de Moneda de México, debajo el número 
"070707". El marco liso. 

Artículo Segundo. Se establecen las características de una moneda de plata pura de 
conformidad con el inciso c) del artículo 2o. de la Ley Monetaria de los Estados Unidos 
Mexicanos:  

a) Valor nominal: Diez pesos.  
b) Forma: Circular.  
c) Diámetro: 48.0 mm (Cuarenta y ocho milímetros).  
d) Canto: Estriado.  
e) Ley: 0.999 (Novecientos noventa y nueve milésimos) mínimo de plata pura.  
f) Peso: 62.206 g (Sesenta y dos gramos, doscientos seis miligramos), equivalente a 
2 (Dos) onzas troy.  
g) Contenido: 2 (Dos) onzas troy de plata pura.  
h) Tolerancia en ley: 0.001 (Un milésimo) en más.  
i) Tolerancia en peso: Por unidad: 0.350 g (Trescientos cincuenta miligramos). Por 
conjunto de mil piezas: 6.100 g (Seis gramos, cien miligramos). Ambas en más o en 
menos.  

j) Cuños:  

Anverso: Al centro el Escudo Nacional en relieve escultórico, circundado con la 
leyenda "ESTADOS UNIDOS MEXICANOS" en semicírculo superior. Rodeando a 
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éste y siguiendo el contorno del marco, la reproducción de diferentes escudos 
utilizados a través de la historia de nuestro país, así como del águila que se 
encuentra en la parte central de la primera página del Códice Mendocino. El marco 
liso.  

Reverso: En el campo superior, en semicírculo, el nombre "CHICHÉN ITZÁ", 
desfasado del centro a la derecha el Templo de los Guerreros, perteneciente a la 
Cultura Maya, en el campo superior izquierdo el signo de pesos "$" continuo el 
número "10", abajo la ceca de la Casa de Moneda de México y debajo de ésta el 
número "070707". En el exergo, la leyenda "TEMPLO DE LOS GUERREROS". El 
marco liso. 

Artículo Tercero. Se establecen las características de tres monedas de plata pura de 
conformidad con el inciso c) del artículo 2o. de la Ley Monetaria de los Estados Unidos 
Mexicanos:  

I. Características comunes:  

a) Valor nominal: Cinco pesos.  
b) Forma: Circular.  
c) Diámetro: 40.0 mm (Cuarenta milímetros).  
d) Canto: Estriado.  
e) Ley: 0.999 (Novecientos noventa y nueve milésimos) mínimo de plata pura.  
f) Peso: 31.103 g (Treinta y un gramos, ciento tres miligramos), equivalente a 1 
(Una) onza troy.  
g) Contenido: 1 (una) onza troy de plata pura.  
h) Tolerancia en ley: 0.001 (Un milésimo) en más.  
i) Tolerancia en peso: Por unidad: 0.175 g (Ciento setenta y cinco miligramos). Por 
conjunto de mil piezas: 1 g (un gramo). Ambas en más o en menos.  

II. Cuños:  

a) Anverso común: Al centro el Escudo Nacional en relieve escultórico, 
circundado con la leyenda "ESTADOS UNIDOS MEXICANOS" en semicírculo 
superior. Rodeando a éste y siguiendo el contorno del marco, la reproducción de 
diferentes escudos utilizados a través de la historia de nuestro país, así como del 
águila que se encuentra en la parte central de la primera página del Códice 
Mendocino. El marco liso.  

b) Reverso de la primera moneda: En el campo superior al centro en semicírculo 
el nombre "CHICHÉN ITZÁ", al centro el edificio de la Casa de las Monjas 
perteneciente a la Cultura Maya, labrada en piedra con mascarones del Dios Chaac, 
debajo de éste centrada la palabra "CASA DE LAS MONJAS", en el campo 
izquierdo el signo de pesos "$" continuo el número "5", en el campo derecho la ceca 
de la Casa de Moneda de México, debajo el número "070707". El marco liso.  

c) Reverso de la segunda moneda: En el campo superior al centro en semicírculo 
el nombre "CHICHÉN ITZÁ", al centro el edificio del Observatorio o Caracol 
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perteneciente a la Cultura Maya que funcionaba como observatorio astronómico, 
debajo de éste centrada la palabra "OBSERVATORIO". En el campo izquierdo el 
signo de pesos "$" continuo el número "5", en el campo derecho la ceca de la Casa 
de Moneda de México, debajo el número "070707". El marco liso.  

d) Reverso de la tercera moneda: En el campo superior al centro en semicírculo el 
nombre "CHICHÉN ITZÁ", al centro el edificio de la iglesia perteneciente a la 
Cultura Maya, con profusa decoración labrada en piedra en el que se observan 
figuras del Dios Chaac, debajo de éste centrada la palabra "LA IGLESIA"; en el 
campo izquierdo el signo de pesos "$" continuo el número "5", en el campo derecho 
la ceca de la Casa de Moneda de México, debajo el número "070707". El marco 
liso. 

Transitorios  

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación.  

Segundo. Las monedas a que se refiere el presente decreto podrán acuñarse a partir de la 
entrada en vigor del mismo.  

Tercero. Corresponderá a la Casa de Moneda de México realizar los ajustes técnicos que se 
requieran, los cuales deberán ser acordes con las características de las monedas descritas en 
el presente decreto.  

Sala de Comisiones de la honorable Cámara de Diputados, a 10 de febrero de 2010.  

La Comisión de Hacienda y Crédito Público  

Diputados: Mario Alberto Becerra Pocoroba (rúbrica), presidente; Graciela Ortiz González (rúbrica), 
David Penchyna Grub (rúbrica), Ovidio Cortázar Ramos (rúbrica), Luis Enrique Mercado Sánchez (rúbrica), 
Víctor Manuel Báez Ceja, Armando Ríos Piter (rúbrica), Adriana Sarur Torre (rúbrica), Óscar González 
Yáñez, Cora Cecilia Pinedo Alonso (rúbrica), María Guadalupe García Almanza (rúbrica), secretarios; 
Ricardo Ahued Bardahuil (rúbrica), Jesús Alberto Cano Vélez (rúbrica), Julio Castellanos Ramírez (rúbrica), 
Óscar Saúl Castillo Andrade (rúbrica), Alberto Emiliano Cinta Martínez (rúbrica), Raúl Gerardo Cuadra 
García, Mario Alberto di Costanzo Armenta (rúbrica), Roberto Gil Zuarth (rúbrica), Ildefonso Guajardo 
Villarreal (rúbrica), Baltazar Manuel Hinojosa Ochoa (rúbrica), Silvio Lagos Galindo, Juan Carlos Lastiri 
Quirós, Sebastián Lerdo de Tejada Covarrubias (rúbrica), Óscar Guillermo Levín Coppel (rúbrica), Ruth 
Esperanza Lugo Martínez (rúbrica), Emilio Andrés Mendoza Kaplan, José Narro Céspedes, Leticia Quezada 
Contreras (rúbrica), Pablo Rodríguez Regordosa (rúbrica), José Adán Ignacio Rubí Salazar (rúbrica), Claudia 
Ruiz Massieu Salinas, María Esther de Jesús Scherman Leaño, Luis Videgaray Caso.  
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022 

DE LA COMISIÓN DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, CON PROYECTO DE 
DECRETO POR EL QUE SE ESTABLECEN LAS CARACTERÍSTICAS DE CUATRO 
MONEDAS DE ORO  

Honorable Asamblea:  

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción I, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, el Ejecutivo federal sometió a la consideración de la 
Cámara de Diputados la iniciativa con proyecto de decreto por el que se establecen las 
características de cuatro monedas de oro.  

Los integrantes de esta Comisión de Hacienda y Crédito Público, con base en las facultades 
que nos confieren los artículos 39, 45 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso 
de los Estados Unidos Mexicanos, así como los artículos 60, 65, 87, 88 y demás aplicables 
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos 
Mexicanos, sometemos a consideración de esta honorable asamblea el siguiente dictamen:  

Antecedentes  

1. En sesión de fecha 15 de diciembre de 2009, el Ejecutivo federal presentó la 
Iniciativa con proyecto de decreto por el que se establecen las características de 
cuatro monedas de oro.  

2. En esa misma fecha, la Mesa Directiva de esta honorable Cámara de Diputados 
turnó la iniciativa antes señalada, a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, 
para su estudio y dictamen.  

3. Los diputados integrantes de esta comisión dictaminadora realizaron diversos 
trabajos a efecto de revisar el contenido de la citada iniciativa, expresar sus 
observaciones y comentarios a la misma, e integrar el presente dictamen. 

Descripción de la iniciativa  

En la iniciativa que se dictamina se comenta que México ha suministrado al mundo una 
gran diversidad de productos en los ámbitos culturales, metalúrgicos y alimenticios, como 
ejemplo de dichas aportaciones de México al resto del mundo, tenemos al maíz, el nopal, el 
agave, del cual derivan productos netamente mexicanos como el tequila, y el cacao, de éste 
último se produce el famoso chocolate mexicano.  

También como parte de este legado histórico, se menciona que la riqueza minera mexicana 
se ve reflejada en la plata y, en particular, con la circulación de monedas de plata mexicana 
acuñadas en nuestro país, que incluso circularon en el Continente Asiático hasta el siglo 
XIX; y la herencia arquitectónica que legaron las antiguas culturas precolombinas con sus 
imponentes centros ceremoniales, como los de "Chichén Itzá" y "Teotihuacán", entre otros.  
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El Ejecutivo también señala que por el lado europeo, la introducción del caballo como 
medio de transporte y de carga, sin duda fue una de las grandes aportaciones que incentivó 
a nuestra economía de manera importante, así como la introducción del trigo en la dieta de 
la población.  

Asimismo, la iniciativa señala que el promover este tipo de valores a través de la 
numismática, no es primicia para México, ya que este proyecto es la continuidad de un 
esquema de promoción cultural impulsado por nuestro país a nivel internacional desde 
1999. En dicho año, México contribuyó con una moneda de oro acuñando en su reverso el 
diseño del "Teocuitlatl", bajo el tema de La Historia del Oro, moneda que se emitió de 
conformidad con el decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación de fecha 20 de 
mayo de 1999.  

Así, debido al éxito de dicha moneda, se considera pertinente seguir promoviendo a nuestro 
país a través de medios como lo son las monedas en metales finos, pues además de tener un 
valor sentimental y cultural, tienen un valor intrínseco real que lo sustenta incluso como un 
medio de ahorro.  

Consideraciones de la comisión  

Primera. Esta Comisión Dictaminadora está de acuerdo con los argumentos del Ejecutivo 
federal, ya que promover el legado cultural que surge por la fusión de importantes culturas 
como la española, la azteca, la maya y tantas otras que habitaban en el territorio que 
actualmente conforma nuestro país, promueve la identidad nacional al revalorizar los 
orígenes del pueblo mexicano.  

Segunda. El origen de la actual nación mexicana no se podría comprender sin el estudio de 
la fusión de las culturas locales y la hispana, en donde cada cultura aportó elementos, ya sea 
arquitectónicos, de transporte o alimenticios. El legado que México ha dado al mundo se 
puede observar en cuestiones como el chocolate, el tequila y más importante, el maíz, 
alimento principal de los antiguos pobladores de México y que actualmente es consumido 
en el mundo entero. De España, México recibe entre otras cosas, la moneda como la 
conocemos actualmente, la arquitectura, el trigo y la religión.  

Tercera. Las monedas materia de la iniciativa destacan elementos característicos de las 
culturas arriba mencionadas, lo cual, en opinión de esta Comisión es adecuado para mostrar 
que México es una fusión de culturas, es decir, un sincretismo de elementos políticos, 
culturales, sociales y religiosos, los que conforman a México como una nación única.  

Cuarta. La que dictamina considera procedente la acuñación de estas monedas, por la 
relevancia histórica del tema y porque coincidentemente, el 2010 será un año en el que se 
recuerden los orígenes y formación de la nación mexicana, y mediante las monedas materia 
del presente dictamen, la fusión cultural de la cual provenimos será debidamente 
reconocida para mejor comprensión de nuestro pasado, presente y futuro.  
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Por lo anteriormente expuesto, la Comisión de Hacienda y Crédito Público considera que es 
de aprobarse y para los efectos del artículo 72, inciso A, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, pone a consideración del Pleno el siguiente proyecto de  

Decreto por el que se establecen las características de cuatro monedas de oro  

Artículo Único. Se establecen las características de cuatro monedas de oro de conformidad 
con el artículo 2o. Bis de la Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos:  

I. Características comunes:  

a) Diámetro: 13.0 mm (Trece milímetros).  
b) Ley: 0.750 (Setecientos cincuenta milésimos) de oro.  
c) Peso: 1.667 g (Un gramo, seiscientos sesenta y siete miligramos).  
d) Contenido: 1.25 g (Un gramo, veinticinco centésimos) de oro puro.  
e) Tolerancia en ley: 0.003 (Tres milésimas) en más o en menos.  
f) Tolerancia en peso: 0.020 g (Veinte miligramos) en más o en menos.  
g) Canto: Liso.  

II. Cuños:  

a) Anverso común: Al centro el Escudo Nacional en relieve escultórico, en 
semicírculo superior la leyenda "ESTADOS UNIDOS MEXICANOS". El marco 
liso.  

b) Reverso de la primera moneda: Del centro, desfasado al campo derecho, dos 
cabezas de perfil, una de un español con almete y sobrepuesto, un indígena con 
penacho. En el campo izquierdo, la ceca de la Casa de Moneda de México, en 
semicírculo, en conjunto, nopales y espigas de trigo, en el campo superior al centro 
y en semicírculo, la leyenda "FUSIÓN CULTURAL", debajo del mismo el año de 
acuñación; en el exergo el texto "1.25 g DE ORO PURO LEY 0.750". El marco 
liso.  

c) Reverso de la segunda moneda: Al centro y desfasados al campo superior, 
composición alegórica de elementos arquitectónicos prehispánicos y coloniales 
(pirámide, acueducto y cúpula de iglesia) con maguey debajo, la leyenda "FUSIÓN 
CULTURAL". En el campo inferior, tres monedas españolas, el fruto del cacao, en 
el campo inferior derecho, la ceca de la Casa de Moneda de México, en el campo 
superior izquierdo el año de acuñación; en el exergo el texto "1.25 g DE ORO 
PURO LEY 0.750". El marco liso.  

d) Reverso de la tercera moneda: En el campo izquierdo, una escultura azteca de 
un hombre cargando una vaina de cacao; en el campo derecho en semicírculo la 
leyenda "XOCOLATL PARA EL MUNDO", en el campo superior derecho el 
nombre "EL CACAO", debajo del mismo, el año de acuñación, debajo la ceca de la 
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Casa de Moneda de México, en el campo izquierdo inferior en semicírculo el texto 
"1.25 g DE ORO PURO LEY 0.750". El marco liso.  

e) Reverso de la cuarta moneda: En semicírculo, en el campo izquierdo superior, 
la leyenda "FUSIÓN CULTURAL", desfasado del centro al campo derecho, 
alegoría de la fusión cultural mesoamericana y española (caballo, mazorca de maíz, 
maguey, moneda de dos reales, vasija con cacao, espiga de trigo y cruz); en el 
campo derecho, la ceca de la Casa de Moneda de México; en el campo inferior 
izquierdo el texto "1.25 g DE ORO PURO LEY 0.750", debajo el año de acuñación. 
El marco liso. 

Transitorios  

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación.  

Segundo. Las monedas a que se refiere el presente decreto podrán acuñarse a partir de la 
entrada en vigor del mismo.  

Tercero. Corresponderá a la Casa de Moneda de México realizar los ajustes técnicos que se 
requieran, los cuales deberán ser acordes con las características de las monedas descritas en 
el presente decreto.  

Sala de Comisiones de la honorable Cámara de Diputados, a 10 de febrero de 2010.  

La Comisión de Hacienda y Crédito Público  

Diputados: Mario Alberto Becerra Pocoroba (rúbrica), presidente; Graciela Ortiz González (rúbrica), 
David Penchyna Grub (rúbrica), Ovidio Cortázar Ramos (rúbrica), Luis Enrique Mercado Sánchez (rúbrica), 
Víctor Manuel Báez Ceja, Armando Ríos Piter (rúbrica), Adriana Sarur Torre (rúbrica), Óscar González 
Yáñez, Cora Cecilia Pinedo Alonso (rúbrica), María Guadalupe García Almanza (rúbrica), secretarios; 
Ricardo Ahued Bardahuil (rúbrica), Jesús Alberto Cano Vélez (rúbrica), Julio Castellanos Ramírez (rúbrica), 
Óscar Saúl Castillo Andrade (rúbrica), Alberto Emiliano Cinta Martínez (rúbrica), Raúl Gerardo Cuadra 
García, Mario Alberto di Costanzo Armenta (rúbrica), Roberto Gil Zuarth (rúbrica), Ildefonso Guajardo 
Villarreal (rúbrica), Baltazar Manuel Hinojosa Ochoa (rúbrica), Silvio Lagos Galindo, Juan Carlos Lastiri 
Quirós, Sebastián Lerdo de Tejada Covarrubias (rúbrica), Óscar Guillermo Levín Coppel (rúbrica), Ruth 
Esperanza Lugo Martínez (rúbrica), Emilio Andrés Mendoza Kaplan, José Narro Céspedes, Leticia Quezada 
Contreras (rúbrica), Pablo Rodríguez Regordosa (rúbrica), José Adán Ignacio Rubí Salazar (rúbrica), Claudia 
Ruiz Massieu Salinas, María Esther de Jesús Scherman Leaño, Luis Videgaray Caso.  
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DE LA COMISIÓN DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, CON PROYECTO DE 
DECRETO POR EL QUE SE ESTABLECEN LAS CARACTERÍSTICAS DE UNA 
MONEDA DE ORO Y DOS DE PLATA, CONMEMORATIVAS DEL BICENTENARIO 
DEL INICIO DEL MOVIMIENTO DE INDEPENDENCIA NACIONAL; Y DOS 
MONEDAS DE PLATA CONMEMORATIVAS DEL CENTENARIO DEL INICIO DE 
LA REVOLUCIÓN MEXICANA  

Honorable Asamblea:  

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 71, fracción I, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, el Ejecutivo federal sometió a la consideración de la 
Cámara de Diputados, la iniciativa con proyecto de decreto que establece las características 
de una moneda de oro y dos de plata, conmemorativas del bicentenario del inicio del 
Movimiento de Independencia Nacional, y dos monedas de plata conmemorativas del 
centenario del inicio de la Revolución Mexicana.  

Los integrantes de esta Comisión de Hacienda y Crédito Público, con base en las facultades 
que nos confieren los artículos 39, 45 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso 
de los Estados Unidos Mexicanos, así como los artículos 60, 65, 87, 88 y demás aplicables 
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos 
Mexicanos, sometemos a consideración de esta honorable asamblea el siguiente dictamen:  

Antecedentes  

1. En sesión de fecha 15 de diciembre de 2009, el Ejecutivo federal presentó la iniciativa 
con proyecto de decreto que establece las características de una moneda de oro y dos de 
plata, conmemorativas del bicentenario del inicio del Movimiento de Independencia 
Nacional, y dos monedas de plata conmemorativas del centenario del inicio de la 
Revolución Mexicana.  

2. En esa misma fecha, la Mesa Directiva de esta honorable Cámara de Diputados turnó la 
iniciativa con proyecto de decreto antes señalada, a la Comisión de Hacienda y Crédito 
Público, para su estudio y dictamen.  

3. Los diputados integrantes de esta comisión dictaminadora realizaron diversos trabajos a 
efecto de revisar el contenido de la citada Iniciativa, expresar sus observaciones y 
comentarios a la misma, e integrar el presente dictamen.  

Descripción de la iniciativa  

En la iniciativa que se dictamina se comenta que durante los siglos XIX y XX, México 
vivió dos de sus más importantes transformaciones sociales e ideológicas, ya que dieron 
inicio en los años de 1810 y 1910, respectivamente, los movimientos sociales más 
significativos de su historia contemporánea. En el primero de esos años inició el 
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movimiento de la Independencia de México del trono español, mientras que en el segundo, 
comenzó una de las primeras revoluciones sociales del siglo XX.  

Posteriormente, el Ejecutivo señala que la trascendencia histórica de los eventos a que 
hemos hecho referencia, ha permanecido vigente hasta nuestros días ya que ambos cuentan 
con un profundo significado para la vida nacional al ser los principales bastiones para la 
construcción del México actual. De tal manera que, con el propósito de conmemorar 
acontecimientos tan destacados para nuestro país, el Congreso de la Unión declaró el 2010 
como el "Año del Bicentenario del inicio del Movimiento de Independencia Nacional y 
centenario del inicio de la Revolución Mexicana" y, decretó el establecimiento de la 
"Comisión Organizadora" de la conmemoración de los citados acontecimientos.  

También se menciona que, en México, a lo largo de estos años, se han venido 
conmemorando acontecimientos de importancia nacional a través de piezas numismáticas 
acuñadas en metales finos, las cuales nunca han estado ajenos a los movimientos de 
Independencia y de la Revolución, contando ya con varias piezas emitidas por los diversos 
aniversarios de ambas gestas, siendo la más reciente, la emisión de 37 monedas de curso 
corriente de 5 pesos, 19 de la Independencia y 18 de Revolución, de las cuales se 
establecieron las características mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 7 de diciembre de 2007.  

Es de señalar que los movimientos revolucionarios que conmemoramos en 2010, han tenido 
una estrecha relación con la numismática nacional. Al respecto, del movimiento 
independentista tenemos varios ejemplos: las monedas de diversas denominaciones 
emitidas por José María Morelos; los resellos que realizó el movimiento insurgente en las 
monedas de la Nueva España, y de especial trascendencia, las emitidas por la Suprema 
Junta Nacional Americana en Zitácuaro, en 1812, con un antecedente directo del Escudo 
Nacional actual, usado por primera vez en una moneda. También durante las diversas 
etapas del movimiento revolucionario, tenemos importantes emisiones por parte de 
Francisco Villa, con el famoso peso "Muera Huerta", Emiliano Zapata y Venustiano 
Carranza, entre otros.  

Consideraciones de la comisión  

Primera. Para esta comisión, es innegable la trascendencia del inicio de la gesta 
independentista de 1810. Si bien, las ideas precursoras de la independencia de México se 
pueden rastrear desde años antes, con personajes como Francisco Primo de Verdad y 
Ramos, quien en 1808 ante la invasión napoleónica de la península ibérica expresó que la 
soberanía al no existir un rey legítimo, residía en el pueblo, ya que durante la invasión 
Napoleónica, el rey Carlos IV había abdicado a favor de su hijo Fernando VII, y este último 
había abdicado en Bayona a favor de José Bonaparte.  

Segunda. La abdicación de los monarcas españoles trajo preocupación a los habitantes de 
la Nueva España, ya que el futuro del reino era incierto. En España se comenzaron a 
establecer "Juntas" las cuales gobernaban a nombre de Fernando VII, quien se convirtió en 
un símbolo, a nombre del cual se rechazaba la ocupación francesa, que era vista como 
hereje. Sin embargo, las ideas de Primo de Verdad no fueron bien recibidas por el Real 
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Acuerdo, aunque el Virrey José de Iturrigaray había expresado su anuencia a una reunión 
de representantes de la Nueva España a efectos de establecer un gobierno ante la falta de 
rey legítimo.  

Tercera. Ante esto algunos peninsulares liderados por el comerciante Gabriel de Yermo, 
tomaron preso al Virrey Iturrigaray, a Primo de Verdad y a los líderes del ayuntamiento de 
la Ciudad de México. Primo de Verdad murió en la celda de la inquisición y el Virrey 
Iturrigaray fue enviado a España junto con su familia. Se nombró a un militar de avanzada 
edad, el mariscal Pedro Garibay.  

Cuarta. En la Nueva España no se establecieron Juntas, ya que estas ideas se veían como 
peligrosamente independientes, por lo que diversos grupos, principalmente de criollos, 
empezaron a reunirse buscando defender la Nueva España de una posible invasión francesa. 
Entre esos grupos se encontraban el que se reunía en Querétaro, en la casa del corregidor 
Miguel Domínguez, quien junto con su esposa, Josefa Ortiz de Domínguez, realizaban 
reuniones literarias como cubierta para discutir una posible insurrección en diciembre de 
1810. A estas reuniones asistía el cura Miguel Hidalgo, los capitanes Juan Aldama e 
Ignacio Allende, entre otros criollos.  

Quinta. Descubierta la conspiración, la madrugada del domingo 16 de septiembre de 1810, 
el cura Hidalgo tocó la campana de la iglesia de Nuestra Señora de los Dolores y una vez 
reunido el pueblo lo convocó a luchar en contra del mal gobierno, de Fernando VII y de la 
religión.  

Sexta. Si bien la participación de Hidalgo se termina cuando, al igual que Allende, Aldama 
y Jiménez, es apresado y muerto en Chihuahua en 1811, la insurrección ya se había 
dispersado y líderes como José María Morelos, Mariano Matamoros y Hermenegildo 
Galeana continuarían la lucha.  

Séptima. Cien años después, el general Porfirio Díaz, héroe de la lucha contra la 
intervención francesa, había logrado pacificar el país bajo el lema positivista "Orden y 
progreso". Bajo su gobierno se había logrado mejorar las finanzas públicas, aumentar la 
inversión extranjera, crecer la infraestructura (principalmente la ferrocarrilera), mejorar la 
imagen de México en el extranjero y pacificar el país. Sin embargo esto había acarreado 
muchos descontentos debido a la poca rotación de los miembros del gabinete del general 
Díaz, la falta de democracia, la pobreza, y la inconveniencia de que una nación entera 
dependiera tanto de un solo hombre.  

Octava. Entre los que buscaban un cambio se encontraba el empresario Coahuilense 
Francisco I. Madero. Quién provenía de una familia de nivel económico elevado y se 
comenzó a interesar en la política tanto que en 1908 escribe un libro sobre la futura 
Sucesión Presidencial de 1910 en donde, si bien, no ignora las cualidades de Porfirio Díaz y 
señala, "yo, que profeso culto por todos nuestros grandes hombres, quiero que en el altar de 
la Patria y en el corazón de cada mexicano, ocupe un lugar preferente nuestro héroe de 
Miahuatlán y la Carbonera, nuestro gran Pacificador, nuestro eximio gobernante; pero para 
lograr su objeto, para que corone su obra, comprendo que tenemos que ayudarle todos los 
mexicanos", también escribe que México está apto para la democracia.  
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Novena. En 1910, se realizan elecciones y la fórmula Porfirio Díaz como Presidente y 
Ramón Corral como Vicepresidente triunfa, ante esto, Madero, como candidato 
presidencial señala un fraude y marca el 20 de noviembre de 1910 como el inicio de la 
lucha por la democracia con la frase "Sufragio Efectivo y No Reelección". Después de 
varias luchas entre federales y revolucionarios, en mayo de 1911 Porfirio Díaz renuncia a la 
presidencia, y con él, todo su gabinete.  

Décima. A finales de 1911 Madero es electo como Presidente, en una de las primeras 
elecciones presidenciales democráticas en la historia de México, sin embargo, diversos 
grupos buscaban que sus demandas sociales se incorporaran al plan de gobierno de Madero, 
como Emiliano Zapata con su lema "Tierra y Libertad".  

Décima Primera. Madero es traicionado por Victoriano Huerta y es asesinado junto con el 
vicepresidente José María Pino Suárez en 1913. Con lo cual inicia la segunda etapa de la 
Revolución Mexicana, la llamada Revolución Constitucionalista cuyo líder era Venustiano 
Carranza quine desconoce el gobierno de Victoriano Huerta.  

Décima Segunda. Ambos movimientos se encuentran plenamente recordados por la 
numismática nacional en piezas como las emitidas en 1960 y 1985 por los aniversarios de 
las gestas, por lo que la que dictamina considera adecuado el recordar estos movimientos 
mediante la emisión de las monedas conmemorativas que propone el Ejecutivo federal, ya 
que no solo se estaría conservando la tradición numismática de México, sino que, como se 
señala, el Gobierno Mexicano tendría diversos beneficios con la comercialización de 
monedas conmemorativas mexicanas acuñadas en metales finos, debido a la tradicional 
calidad de acuñación de éstas, mismas que se colocan en el mercado mundial  

Décima Tercera. Esta comisión dictaminadora encuentra plena coincidencia con los 
argumentos vertidos en la Iniciativa que nos ocupa, ya que las conmemoraciones de este 
2010, refieren a nuestra propia identidad nacional, al ser el inicio del Movimiento de 
Independencia Nacional la gesta por la que nacería México como nación libre. Mientras 
que la Revolución Mexicana fue un movimiento que buscaba crear valores democráticos en 
un país que por casi 100 años había vivido revueltas internas y desigualdad social, esos 
valores democráticos y ese país de instituciones es incluso una aspiración del México 
actual.  

Por lo anteriormente expuesto, la Comisión de Hacienda y Crédito Público considera que es 
de aprobarse y para los efectos del Artículo 72, inciso A, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, pone a consideración del Pleno el siguiente proyecto de  

Decreto por el que se establecen las características de una moneda de oro y dos de 
plata, conmemorativas del "bicentenario del inicio del Movimiento de Independencia 
Nacional" y dos monedas de plata conmemorativas del "centenario del inicio de la 
Revolución Mexicana"  

Artículo Primero. Se establecen las características de una moneda de oro, conmemorativa 
del bicentenario del inicio del Movimiento de Independencia Nacional, de conformidad con 
el inciso c) del artículo 2o. de la Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos:  
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a) Valor Nominal: Doscientos pesos.  
b) Forma: Circular.  
c) Diámetro: 37.0 mm (Treinta y siete milímetros).  
d) Canto: En hueco la inscripción "Independencia y Libertad".  
e) Ley: 0.900 (Novecientos milésimos) de oro.  
f) Peso: 41.667 g (Cuarenta y un gramos, seiscientos sesenta y siete miligramos).  
g) Contenido: 37.500 g (Treinta y siete gramos, quinientos miligramos) de oro 
puro.  
h) Tolerancia en ley: 0.001 (Un milésimo) en más o en menos.  
i) Tolerancia en peso: Por unidad: 0.070 g (Setenta miligramos). Por conjunto de 
mil piezas: 0.500 g (Quinientos miligramos). Ambas en más o en menos.  

j) Cuños:  

Anverso: Al centro, el Escudo Nacional en relieve escultórico, y en semicírculo 
superior la leyenda "ESTADOS UNIDOS MEXICANOS". El marco liso.  

Reverso: En el campo superior en semicírculo el texto, "BICENTENARIO" bajo 
éste, el número "1810" y debajo, el número "2010", al centro, en perspectiva, la 
figura de la Victoria Alada de la Columna de la Independencia, en el campo 
izquierdo en semicírculo, la leyenda "37.5 g ORO PURO", en el campo inferior 
derecho en conjunto el número "200" y la palabra "PESOS", gráfila escalonada, en 
el exergo la ceca de la Casa de Moneda de México. El marco liso. 

Artículo Segundo. Se establecen las características de dos monedas de plata 
conmemorativas del bicentenario del inicio del Movimiento de Independencia Nacional, de 
conformidad con el inciso c) del artículo 2o. de la Ley Monetaria de los Estados Unidos 
Mexicanos:  

I. Características comunes:  

a) Valor nominal: Veinte pesos.  
b) Forma: Circular.  
c) Diámetro: 48.0 mm (Cuarenta y ocho milímetros).  
d) Canto: Estriado.  
e) Ley: 0.999 (Novecientos noventa y nueve milésimos) mínimo de plata pura.  
f) Peso: 62.206 g (Sesenta y dos gramos, doscientos seis miligramos), equivalente a 
2 (Dos) onzas troy.  
g) Contenido: 2 (Dos) onzas troy de plata pura.  
h) Tolerancia en ley: 0.001 (Un milésimo) en más.  
i) Tolerancia en peso: Por unidad: 0.350 g (Trescientos cincuenta miligramos). Por 
conjunto de mil piezas: 6.100 g (Seis gramos, cien miligramos). Ambas en más o en 
menos.  

II. Cuños:  
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a) Anverso común: Al centro, el Escudo Nacional en relieve escultórico, y en 
semicírculo superior la leyenda "ESTADOS UNIDOS MEXICANOS". El marco 
liso.  

b) Reverso de la primera moneda: En semicírculo, iniciando en el campo inferior 
izquierdo y concluyendo en el campo inferior derecho, la leyenda "Bicentenario de 
la Independencia de México", en el campo derecho la fachada y torres de la 
Parroquia de Dolores, en la torre derecha la ceca de la Casa de Moneda de México, 
en el campo superior izquierdo la campana de la Parroquia, bajo ésta el número 
"1810", debajo de éste el número "2010". En el campo superior al centro el signo de 
pesos "$" continuo el número "20". El marco liso.  

c) Reverso de la segunda moneda: Al centro, en cuerpo completo y de pie, las 
efigies de los próceres de la Independencia, a la derecha el Padre de la Patria, Don 
Miguel Hidalgo y Costilla, a la izquierda el Generalísimo José María Morelos y 
Pavón, sosteniendo, con la mano derecha un sable y con la izquierda los 
Sentimientos de la Nación, este último sobrepuesto en parte, a don Miguel Hidalgo, 
en el campo superior en semicírculo paralelo al marco la leyenda "1810 — 
BICENTENARIO DE LA INDEPENDENCIA — 2010", en el campo izquierdo la 
ceca de la Casa de Moneda de México, en el campo superior al centro el signo de 
pesos "$" continuo el número 20, gráfila escalonada. El marco liso 

Artículo Tercero. Se establecen las características de dos monedas de plata 
conmemorativas del centenario del inicio de la Revolución Mexicana, de conformidad con 
el inciso c) del artículo 2o. de la Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos:  

I. Características comunes:  

a) Valor nominal: Diez pesos.  
b) Forma: Circular.  
c) Diámetro: 48.0 mm (Cuarenta y ocho milímetros).  
d) Canto: Estriado.  
e) Ley: 0.999 (Novecientos noventa y nueve milésimos) mínimo de plata pura.  
f) Peso: 62.206 g (Sesenta y dos gramos, doscientos seis miligramos), equivalente a 
2 (Dos) onzas troy.  
g) Contenido: 2 (Dos) onzas troy de plata pura.  
h) Tolerancia en ley: 0.001 (Un milésimo) en más.  
i) Tolerancia en peso: Por unidad: 0.350 g (Trescientos cincuenta miligramos). Por 
conjunto de mil piezas: 6.1 g (Seis gramos, cien miligramos). Ambas en más o en 
menos.  

II. Cuños:  

a) Anverso común: Al centro el Escudo Nacional en relieve escultórico, y en 
semicírculo superior la leyenda "ESTADOS UNIDOS MEXICANOS". El marco 
liso.  
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b) Reverso de la primera moneda: En el campo superior en semicírculo la leyenda 
"1910 – REVOLUCIÓN MEXICANA – 2010", al centro la imagen de una Adelita 
en la escalinata de un ferrocarril en actitud de observación, en el campo inferior 
derecho la ceca de la Casa de Moneda de México, en el exergo el signo de pesos "$" 
continuo el número "10". El marco liso.  

c) Reverso de la segunda moneda: En el campo derecho en semicírculo, la leyenda 
"REVOLUCIÓN MEXICANA", debajo en paralelo, los números "1910 – 2010", en 
el campo izquierdo, el frente de un ferrocarril con el número 739, cuatro 
revolucionarios sentados, ataviados con sombrero de paja y armados con fusil. En el 
campo derecho el signo de pesos "$" continuo el número "10", en el campo inferior 
derecho la ceca de la Casa de Moneda de México. El marco liso. 

Transitorios  

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación.  

Segundo. Las monedas a que se refiere el presente decreto podrán acuñarse a partir de la 
entrada en vigor del mismo.  

Tercero. Corresponderá a la Casa de Moneda de México realizar los ajustes técnicos que se 
requieran, los cuales deberán ser acordes con las características de las monedas descritas en 
el presente decreto.  

Cuarto. Adicionalmente a lo dispuesto en este decreto, el Banco de México podrá 
continuar ordenando la fabricación de las siguientes piezas: "Centenario" (50 Pesos Oro), 
"Azteca" (20 Pesos Oro), "Hidalgo" (10 Pesos Oro), "1/2 Hidalgo" (5 Pesos Oro), "1/4 
Hidalgo" (2.5 Pesos Oro), "1/5 Hidalgo" (2 Pesos Oro), mismas que, en su conjunto, son 
conocidas como "Familia del Centenario".  

Sala de Comisiones de la honorable Cámara de Diputados, a 10 de febrero de 2010.  

La Comisión de Hacienda y Crédito Público  

Diputados: Mario Alberto Becerra Pocoroba (rúbrica), presidente; Graciela Ortiz González (rúbrica), 
David Penchyna Grub (rúbrica), Ovidio Cortázar Ramos (rúbrica), Luis Enrique Mercado Sánchez (rúbrica), 
Víctor Manuel Báez Ceja, Armando Ríos Piter (rúbrica), Adriana Sarur Torre (rúbrica), Óscar González 
Yáñez, Cora Cecilia Pinedo Alonso (rúbrica), María Guadalupe García Almanza (rúbrica), secretarios; 
Ricardo Ahued Bardahuil (rúbrica), Jesús Alberto Cano Vélez (rúbrica), Julio Castellanos Ramírez (rúbrica), 
Óscar Saúl Castillo Andrade (rúbrica), Alberto Emiliano Cinta Martínez (rúbrica), Raúl Gerardo Cuadra 
García, Mario Alberto di Costanzo Armenta (rúbrica), Roberto Gil Zuarth (rúbrica), Ildefonso Guajardo 
Villarreal (rúbrica), Baltazar Manuel Hinojosa Ochoa (rúbrica), Silvio Lagos Galindo, Juan Carlos Lastiri 
Quirós, Sebastián Lerdo de Tejada Covarrubias (rúbrica), Óscar Guillermo Levín Coppel (rúbrica), Ruth 
Esperanza Lugo Martínez (rúbrica), Emilio Andrés Mendoza Kaplan, José Narro Céspedes, Leticia Quezada 
Contreras (rúbrica), Pablo Rodríguez Regordosa (rúbrica), José Adán Ignacio Rubí Salazar (rúbrica), Claudia 
Ruiz Massieu Salinas, María Esther de Jesús Scherman Leaño, Luis Videgaray Caso.  
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024 

DE LA COMISIÓN DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES, CON 
PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS 
DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA 
PROTECCIÓN AL AMBIENTE  

Honorable Asamblea:  

A la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales fue turnado, para análisis y 
elaboración del dictamen correspondiente, el expediente número 5045, que contiene la 
minuta con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones a la Ley 
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, presentada por los senadores 
Antonio Mejía Haro, integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución 
Democrática; y Francisco Javier Obregón Espinoza, del Grupo Parlamentario del Partido 
del Trabajo.  

Esta comisión, con fundamento en las facultades que confieren los artículos 73, fracción 
XXIX-G, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39, numerales 1 y 
2, fracción XXIV, 86, 89, 94 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso General de 
los Estados Unidos Mexicanos; y 56, 60, 65, 87, 88, 93 y demás relativos del Reglamento 
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, 
habiendo analizado el contenido de la citada minuta, se permite someter a consideración de 
los integrantes de esta honorable asamblea el presente dictamen, con base en los siguientes  

Antecedentes  

1. En la sesión plenaria celebrada el 21 de febrero de 2008, la Mesa Directiva de la Cámara 
de Senadores recibió una iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona 
diversas disposiciones a la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambiente, presentada por los senadores Antonio Mejía Haro, integrante del Grupo 
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática; y Francisco Javier Obregón 
Espinoza, integrante del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo.  

2. En la misma fecha, dicha iniciativa fue turnada a las Comisiones Unidas de Medio 
Ambiente, Recursos Naturales y Pesca; y de Estudios Legislativos, Segunda, del Senado de 
la República, iniciándose un cuidadoso proceso de análisis y consulta, a efecto de elaborar 
el dictamen correspondiente.  

3. En sesión celebrada el 9 de diciembre de 2008 fue aprobada por el pleno de la Cámara de 
Senadores la citada iniciativa, remitiéndose a esta soberanía para los efectos 
constitucionales correspondientes.  

4. En sesión celebrada el 11 de diciembre del 2008, la Mesa Directiva de la Cámara de 
Diputados recibió la minuta con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan 
diversas disposiciones a la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 
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Ambiente, presentada por los senadores Antonio Mejía Haro y Francisco Javier Obregón 
Espinoza, integrantes de los Grupos Parlamentarios de los Partidos de la Revolución 
Democrática y del Trabajo, respectivamente, la que fue turnada a la Comisión de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales, con el expediente número 5045.  

5. Que en el proceso de entrega-recepción de la LX a la LXI Legislaturas de la Comisión de 
Medio Ambiente y Recursos Naturales, se recibió como asunto de rezago la minuta con 
proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones a la Ley 
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, por lo cual esta comisión 
legislativa procedió a elaborar el presente dictamen.  

Contenido de la minuta  

La minuta objeto del presente dictamen tiene como finalidad incorporar en el sistema 
jurídico diversas disposiciones legales que permiten la instauración de políticas públicas en 
materia de cambio climático, con objeto de cumplir los compromisos internacionales, 
coadyuvando así en la reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero, a través 
de las siguientes premisas:  

I. Adiciona una definición de cambio climático, en el artículo 3 de la Ley General 
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, adición que es congruente 
con el espíritu de dicho numeral. Esta definición fue elaborada por la Convención 
Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, con la intención de 
unificar criterios y evitar divergencias en la interpretación del término cambio 
climático.  

II. Establece en el esquema de facultades concurrentes atribuciones a los tres 
órdenes de gobierno para llevar a cabo acciones tendentes a prevenir y controlar 
dicho fenómeno.  

III. Establece como causa de utilidad pública la formulación y ejecución de 
acciones para la prevención del cambio climático, lo que permitirá en el pleno 
marco de legalidad implantar las políticas públicas transversales que se estimen 
convenientes.  

IV. Finalmente, la reforma otorga facultades al gobierno federal, a los de las 
entidades federativas y a los de los municipios para fomentar las investigaciones 
científicas y promover programas para el desarrollo de técnicas y procedimientos 
que permitan la prevención y control de este fenómeno, fomentando así la 
participación de la sociedad, en específico de las instituciones de educación superior 
y centros de investigación, a efecto de coadyuvar con el gobierno en el desarrollo de 
proyectos y acciones. 

En este sentido, los textos propuestos en la iniciativa que nos ocupa se plantean de la 
siguiente forma:  

Artículo 3. Para los efectos de esta ley se entiende por  
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I. a V. …  

V Bis. Cambio climático: Es el atribuido directa o indirectamente a la 
actividad humana que altera la composición de la atmósfera mundial y que se 
suma a la variabilidad natural del clima observada durante periodos 
comparables;  

VI. a XXXVII. …  

Artículo 5. Son facultades de la federación  

I. a XIX. …  

XX. La atención de los asuntos que afecten el equilibrio ecológico de dos o más 
entidades federativas;  

XXI. La formulación de acciones y medidas para la prevención y control del 
cambio climático; y  

XXII. Las demás que esta ley u otras disposiciones legales atribuyan a la 
federación.  

Artículo 7. Corresponden a los estados, de conformidad con lo dispuesto en esta ley 
y las leyes locales en la materia, las siguientes facultades:  

I. a XIX. …  

XX. La atención coordinada con la federación de asuntos que afecten el equilibrio 
ecológico de dos o más entidades federativas, cuando así lo consideren conveniente 
las entidades federativas respectivas;  

XXI. La formulación y ejecución de acciones para la prevención del cambio 
climático, en coordinación con la federación y municipios; y  

XXII. La atención de los demás asuntos que en materia de preservación del 
equilibrio ecológico y protección del ambiente les concedan esta ley u otros 
ordenamientos en concordancia con ella y que no estén otorgados expresamente a la 
federación.  

Artículo 8. Corresponden a los municipios, de conformidad con lo dispuesto en esta 
ley y las leyes locales en la materia, las siguientes facultades:  

I. a XIV. …  

XV. La formulación, ejecución y evaluación del programa municipal de protección 
del ambiente;  
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XVI. La formulación y ejecución de acciones para la prevención del cambio 
climático; y  

XVII. La atención de los demás asuntos que en materia de preservación del 
equilibrio ecológico y protección del ambiente les concedan esta ley u otros 
ordenamientos en concordancia con ella y que no estén otorgados expresamente a la 
federación o a los estados.  

Artículo 11. La federación, por conducto de la secretaría, podrá suscribir convenios 
o acuerdos de coordinación, con objeto de que los gobiernos del Distrito Federal o 
de los estados, con la participación, en su caso, de sus municipios, asuman las 
siguientes facultades, en el ámbito de su jurisdicción territorial:  

I. a VII. …  

VIII. La realización de acciones operativas tendentes a cumplir los fines previstos 
en este ordenamiento;  

IX. La inspección y vigilancia del cumplimiento de esta ley y demás disposiciones 
que de ella deriven; y/o  

X. La prevención y control del cambio climático;  

…  

…  

Artículo 41. El gobierno federal, las entidades federativas y los municipios, con 
arreglo a lo que dispongan las legislaturas locales, fomentarán investigaciones 
científicas y promoverán programas para el desarrollo de técnicas y procedimientos 
que permitan prevenir, controlar y abatir la contaminación, propiciar el 
aprovechamiento racional de los recursos y proteger los ecosistemas, así como la 
prevención y control del cambio climático. Para ello, se podrán celebrar 
convenios con instituciones de educación superior, centros de investigación, 
instituciones del sector social y privado, investigadores y especialistas en la materia. 

Consideraciones  

El cambio climático es un problema con características únicas, ya que es de naturaleza 
global, sus efectos mayores serán en el largo plazo e involucra interacciones complejas 
entre procesos naturales (fenómenos ecológicos y climáticos) y procesos sociales, 
económicos y políticos a escala mundial.1  

Este fenómeno ha sido definido por la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el 
Cambio Climático, con la intención de unificar criterios, como el fenómeno atribuido 
directa o indirectamente a la actividad humana que altera la composición de la atmósfera 
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mundial y que se suma a la variabilidad natural del clima observada durante periodos 
comparables.  

Al respecto, hay evidencias científicas de que la acumulación de gases termoactivos en la 
atmósfera planetaria ha prevalecido en los últimos dos siglos y de que las amenazas de un 
cambio climático representan un gran desafío a todos los encargados de políticas públicas.  

Más aún, el cambio climático es un problema con enormes complicaciones debido a las 
considerables incertidumbres propias de una cuestión tan compleja; a la posibilidad de 
daños o costos irreversibles; a que son periodos muy largos entre las emisiones y los 
posibles efectos, que se tienen que considerar varios gases de efecto invernadero; a que las 
causas y los efectos varían extensamente entre regiones; y a que los resultados de acciones 
para mitigarlo son de muy largo plazo. La creación de políticas para proteger eficazmente 
los sistemas humanos y naturales del cambio climático se complica más si se considera que 
se requiere la cooperación internacional.2  

Precisamente atendiendo a las características propias de este fenómeno, debe prevalecer 
como premisa para enfrentar los efectos del cambio climático la cooperación internacional.  

En el ánimo de promover acciones globales en la materia, a mediados de la década de los 
ochenta la comunidad internacional comenzó a ocuparse de este fenómeno: a través de la 
Organización Meteorológica Mundial y el Programa de las Naciones Unidas para el Medio 
Ambiente, organizó el Panel Intergubernamental sobre Cambio Climático, el cual estuvo 
integrado por destacados científicos especialistas en la materia de diversos países, cuyos 
anuncios y resultados impulsaron la negociación de una convención internacional, al 
amparo de Naciones Unidas.  

Así, a finales de 1990 se inició el proceso de negociación para llegar a acuerdos que se 
consolidaron en la elaboración de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el 
Cambio Climático, cuyos resultados, tras varias reuniones y negociaciones, se consolidaron 
en su protocolo.  

El mayor éxito de la convención fue sin duda la amplia participación de los países 
miembros de las organizaciones internacionales del sistema de Naciones Unidas, tanto los 
que podrían resultar perjudicados como los que pudiesen resultar beneficiados por los 
acuerdos.  

Todos los países adquirieron compromisos, los incluidos en el anexo I o en el anexo II, lo 
que implica para los primeros la aceptación del compromiso de disminuir emisiones (que 
en la convención se estableció equivalente a la reducción a los niveles de 1990 para 2000), 
mientras que los países del anexo II han asumido compromisos de financiamiento hacia 
países en desarrollo.3  

En este contexto, México firmó el Protocolo de Kioto, referente al cambio climático, el 9 de 
junio de 1998, ratificado por el Senado de la República el 29 de abril de 2000, el cual fue 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 24 de noviembre de 2001 y entró en vigor 
el 16 de febrero de 2005.  
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Mediante este instrumento de derecho internacional, México se comprometió a llevar a 
cabo acciones que confronten el cambio climático, a efecto de mitigar sus efectos y, en lo 
posible, prevenirlos. No obstante, el país ha sido y seguirá siendo objeto de crecientes 
presiones internacionales para aceptar compromisos voluntarios de limitación de emisiones 
debido al incremento de éstas, producto de su desarrollo.  

La iniciativa que originó la minuta que nos ocupa es congruente con los compromisos 
internacionales adquiridos por el Estado mexicano en materia de cambio climático, 
particularmente lo asumido en el Protocolo de Kioto.4  

Así, resulta precisa la inclusión gradual en el sistema jurídico nacional de las normas que 
habiliten al Estado mexicano para iniciar acciones tendentes a mitigar e incluso prevenir los 
efectos adversos del cambio climático, con el objetivo de reducir las emisiones 
antropogénicas globales.  

Desde la publicación del primer informe de evaluación del panel intergubernamental sobre 
cambio climático, el país comenzó a diseñar una serie de acciones en la materia. Algunas 
de éstas son  

La participación activa tanto en el proceso de negociación de la Convención Marco de las 
Naciones Unidas sobre el Cambio Climático como del Protocolo de Kioto. De igual forma, 
participa activamente en las reuniones de la conferencia de las partes y reunión de las partes 
de estos acuerdos internacionales.  

La presentación de tres comunicaciones nacionales y dos inventarios nacionales de gases de 
efecto invernadero.  

La institución del Comité Intersecretarial para el Cambio Climático en 1997, siendo 
titulares las Secretarías de Relaciones Exteriores, y de Medio Ambiente y Recursos 
Naturales.5  

La elaboración de la estrategia nacional de acción climática por el comité, que "establece 
las políticas que el país debe instaurar en los ámbitos de energía, desarrollo urbano, 
agricultura, ganadería y desarrollo forestal, entre otros, para así contribuir tanto a la 
adaptación como a la mitigación de los efectos asociados al cambio climático".6  

La instalación de la Oficina para Proyectos de Mecanismo de Desarrollo Limpio, el 24 de 
enero de 2004, en México.  

La creación con carácter permanente de la Comisión Intersecretarial de Cambio Climático, 
el 25 de abril de 2005. Ésta funge como autoridad nacional designada para fines relativos a 
la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático y su protocolo.  

La participación, junto con Brasil, Sudáfrica, China e India, en las reuniones del Grupo de 
los Ocho, en lo que se ha denominado "G-8+5", a partir de 2005. Ello, con objeto de 
construir "un nuevo paradigma de cooperación internacional" en la lucha contra los efectos 
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del cambio climático por medio de la reducción de emisiones de gases de efecto 
invernadero.  

La presentación de la Estrategia Nacional de Cambio Climático, en la residencia oficial de 
Los Pinos, el viernes 25 de mayo de 2007. Este documento reúne las medidas que se 
aplicarán para hacer frente al reto que implica el cambio climático, particularmente en los 
ámbitos de producción y uso eficiente de energía, vegetación y uso de suelo, vulnerabilidad 
y adaptación.  

El registro de 90 proyectos en el marco del Mecanismo de Desarrollo Limpio, MDL, que 
representan aproximadamente 11.55 por ciento de los registrados en el MDL y se ha hecho 
acreedor a certificados de reducción de emisiones.  

En materia legal, aun cuando no se cuenta con una ley específica para cambio climático, se 
tienen instrumentos jurídicos e incluso normativos que se relacionan directa o 
indirectamente con éste. Sin embargo, ahora que el tema ha cobrado relevancia se ha urgido 
sobre reformas legales que permitan al Estado hacer frente a los efectos adversos del 
cambio climático.  

La primera parte de esta reforma pretende adicionar la fracción V al artículo 2 de la Ley 
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, con objeto de considerar de 
utilidad pública "la formulación y ejecución de acciones para la prevención del cambio 
climático". Al respecto, esta comisión ordinaria está completamente de acuerdo en instituir 
estas acciones como de utilidad pública; sin embargo, es necesario precisar en la redacción 
propuesta que el cambio climático per se es un fenómeno que ya no se puede prevenir, lo 
que se puede prevenir son los efectos adversos que éste tendrá, por lo que nos permitimos 
modificar la redacción, para que quede de la siguiente manera:  

Artículo 2. Se consideran de utilidad pública:  

I. a IV. …  

V. La formulación y ejecución de acciones y medidas preventivas que tengan 
como fin mitigar los efectos adversos del cambio climático. 

La reforma planteada del artículo 3 pretende incorporar el concepto de cambio climático a 
la LGEEPA. Los integrantes de la comisión dictaminadora reconocemos la inexistencia en 
ley vigente de dicho concepto; sin embargo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
133 constitucional, México firmó y ratificó la Convención Marco de las Naciones Unidas 
sobre el Cambio Climático, por lo que es ley suprema de toda la unión. Por tal razón, el 
concepto de cambio climático por incluir en la reforma debe ser idéntico al considerado en 
el artículo 1.2. de ese instrumento jurídico internacional, quedando de la siguiente manera:  

Cambio climático: Cambio de clima atribuido directa o indirectamente a la actividad 
humana que altera la composición de la atmósfera mundial y que se suma a la variabilidad 
natural del clima observado durante periodos comparables.  
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Por tal motivo, esta comisión estima procedente la aprobación de la reforma del artículo 3.  

Ahora bien, las reformas planteadas de los artículos 5, 7 y 8 son por demás necesarias, ya 
que facultar a la federación, los estados y los municipios para formular y ejecutar medidas 
preventivas que tengan como fin disminuir los efectos de los fenómenos provocados por el 
cambio climático se considera oportuno, toda vez que la Estrategia Nacional de Cambio 
Climático y diversos puntos de acuerdo presentados ante esta soberanía enfatizan la 
necesidad de contar con este tipo de acciones y medidas, las cuales deberán ser ejecutadas 
por los tres órdenes de gobierno de manera coordinada. Sin embargo, la comisión 
dictaminadora se permite precisar, igual que en la reforma del artículo 2, que el cambio 
climático per se es un fenómeno que no puede prevenir ni mucho menos controlar; estos 
mecanismos se orientan a prevenir y, en lo posible, mitigar sus efectos adversos, razón por 
la que se modifica el texto de los artículos 5, 7 y 8. Respecto a la adición de la palabra 
mitigar, ésta es aceptada por la comunidad internacional, además de que se encuentra 
plasmada tanto en los acuerdos internacionales como en los documentos de carácter 
científico y político sobre el tema. Al respecto, se considera pertinente mencionar que 
mitigación es "la intervención antropogénica para reducir las fuentes o mejorar los 
sumideros de gases de efecto invernadero".7  

Por lo que toca a las reformas del artículo 11, esta comisión considera prudente y 
jurídicamente correcto desechar la propuesta, en virtud de que el objeto de dicho artículo es 
abrir una puerta a los estados y, en su caso, municipios para ejercer por excepción 
facultades conferidas inicialmente a la federación. Por simple congruencia y en virtud de 
que la reforma planteada otorga facultades coincidentes en materia de cambio climático a 
los tres órdenes de gobierno, resulta incorrecto y ocioso adicionar en el artículo 11 que la 
federación pueda suscribir convenios o acuerdos de coordinación para que las entidades 
federativas o los municipios asuman facultades relacionadas "La prevención y control del 
cambio climático", cuya referencia es por lo expuesto imprecisa. Del mismo modo, y en 
esta tesitura, se acepta con modificaciones la reforma del artículo 41.  

Por las consideraciones expuestas, la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales 
somete a consideración de la honorable asamblea, para los efectos de la fracción E del 
artículo 72 constitucional, el siguiente proyecto de  

Decreto por el que se reforma y adiciona la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 
Protección al Ambiente  

Artículo Único. Se reforma el artículo 41; y se adicionan las fracciones V al artículo 2o., 
V Bis al artículo 3o., XXI al artículo 5o., recorriéndose las subsecuentes en su orden, XXI 
al artículo 7o., recorriéndose las subsecuentes en su orden, y XVI al artículo 8o., 
recorriéndose las subsecuentes en su orden, de la Ley General del Equilibrio Ecológico y al 
Protección al Ambiente, para quedar como sigue:  

Artículo 2o. Se consideran de utilidad pública  

I. y II. …  
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III. La formulación y ejecución de acciones de protección y preservación de la 
biodiversidad del territorio nacional y las zonas sobre las que la nación ejerce su 
soberanía y jurisdicción, así como el aprovechamiento de material genético;  

IV. El establecimiento de zonas intermedias de salvaguardia, con motivo de la 
presencia de actividades consideradas riesgosas; y  

V. La formulación y ejecución de acciones de mitigación y adaptación al cambio 
climático. 

Artículo 3o. Para los efectos de esta ley se entiende por  
I. a V. …  

V Bis. Cambio climático: Cambio de clima atribuido directa o indirectamente a la 
actividad humana que altera la composición de la atmósfera mundial y que se suma 
a la variabilidad natural del clima observada durante periodos comparables.  

VI. a XXXVII. … 

Artículo 5o. Son facultades de la federación  
I. a XIX. …  

XX. La atención de los asuntos que afecten el equilibrio ecológico de dos o más 
entidades federativas;  

XXI. La formulación y ejecución de acciones de mitigación y adaptación al 
cambio climático; y  

XXII. Las demás que esta ley u otras disposiciones legales atribuyan a la 
federación. 

Artículo 7o. Corresponden a los estados, de conformidad con lo dispuesto en esta ley y las 
leyes locales en la materia, las siguientes facultades:  

I. a XIX. …  

XX. La atención coordinada con la federación de asuntos que afecten el equilibrio 
ecológico de dos o más entidades federativas, cuando así lo consideren conveniente 
las entidades federativas respectivas;  

XXI. La formulación y ejecución de acciones de mitigación y adaptación al 
cambio climático; y  

XXII. La atención de los demás asuntos que en materia de preservación del 
equilibrio ecológico y protección al ambiente les concedan esta ley u otros 
ordenamientos en concordancia con ella y que no estén otorgados expresamente a la 
federación. 
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Artículo 8o. Corresponden a los municipios, de conformidad con lo dispuesto en esta ley y 
las leyes locales en la materia, las siguientes facultades:  

I. a XIV. …  

XV. La formulación, ejecución y evaluación del programa municipal de protección 
del ambiente;  

XVI. La formulación y ejecución de acciones de mitigación y adaptación al 
cambio climático; y  

XVII. La atención de los demás asuntos que en materia de preservación del 
equilibrio ecológico y protección al ambiente les concedan esta ley u otros 
ordenamientos en concordancia con ella y que no estén otorgados expresamente a la 
federación o a los estados. 

Artículo 41. El gobierno federal, las entidades federativas y los municipios, con arreglo a 
lo que dispongan las legislaturas locales, fomentarán investigaciones científicas y 
promoverán programas para el desarrollo de técnicas y procedimientos que permitan 
prevenir, controlar y abatir la contaminación, propiciar el aprovechamiento racional de los 
recursos y proteger los ecosistemas, determinar la vulnerabilidad, así como las medidas 
de adaptación y mitigación al cambio climático. Para ello, se podrán celebrar convenios 
con instituciones de educación superior, centros de investigación, instituciones del sector 
social y privado, investigadores y especialistas en la materia.  

Transitorios  

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación 
en el Diario Oficial de la Federación.  

Artículo Segundo. Se derogan y, en su caso, se abrogan todas las disposiciones que se 
opongan al presente decreto.  

Notas  
1. Fernández Bremauntz, Adrián; y Martínez, Julia. Cambio climático: una visión desde México, prólogo, 
página 15.  
2. Ávalos, Gómez Montserrat. "Panel intergubernamental sobre el cambio climático, PICC", en Cambio 
climático: una visión desde México, México, INE, página 126.  
3. De Alba, Eduardo. "La Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático", en Cambio 
climático: una visión desde México, México, INE, página 151.  
4. Instrumento firmado por México el 9 de junio de 1998, ratificado por el Senado de la República el 29 de 
abril de 2000. Fecha de publicación en el Diario Oficial de la Federación: 24 de noviembre de 2001.  
5. También forman parte del comité las Secretarías de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y 
Alimentación; de Comunicaciones y Transportes; de Desarrollo Social; de Economía; y de Energía.  
6. Instituto Nacional de Ecología (2000). Op. cit., página 196.  
7. IPCC. Anexo B, "Glosario de términos", Tercer informe de evaluación grupo de trabajo I, página 188.  

Así lo acordó y votó en sesión plenaria la Comisión de Medio Ambiente y Recursos 
Naturales, en el Palacio Legislativo de San Lázaro.- México, Distrito Federal, a 9 de 
diciembre de 2009.  
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La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales  

Diputados: Ninfa Salinas Sada (rúbrica), presidenta; Roberto Borge Angulo (rúbrica), Jeny de los Reyes 
Aguilar (rúbrica), Héctor Franco López (rúbrica), Ernesto de Lucas Hopkins (rúbrica), Augusta Valentina 
Díaz de Rivera Hernández (rúbrica), Agustín Torres Ibarrola (rúbrica), Ma. Dina Herrera Soto (rúbrica), 
Araceli Vásquez Camacho (rúbrica), Alejandro Carabias Icaza (rúbrica), Jaime Álvarez Cisneros (rúbrica), 
secretarios; Andrés Aguirre Romero (rúbrica), Juan José Guerra Abud (rúbrica), Eduardo Yáñez Montaño 
(rúbrica), María Estela de la Fuente Dagdug, Judith Fabiola Vásquez Saut (rúbrica), José Ignacio Pichardo 
Lechuga (rúbrica), Jorge Venustiano González Ilescas, José Alfredo Torres Huitrón (rúbrica), Francisco 
Alejandro Moreno Merino (rúbrica), Víctor Manuel Kidnie de la Cruz (rúbrica), Jesús Giles Sánchez 
(rúbrica), Juan Pablo Escobar Martínez, Leoncio Morán Sánchez, María de la Paz Quiñones Cornejo 
(rúbrica), José Manuel Hinojosa Pérez (rúbrica), Alejandro Bahena Flores, Óscar Saúl Castillo Andrade, 
Leticia Robles Colín (rúbrica), Gerardo del Mazo Morales (rúbrica).  
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025 

DE LA COMISIÓN DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES, CON 
PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA LA FRACCIÓN XXVIII DEL 
ARTÍCULO 3o. DE LA LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA 
PROTECCIÓN AL AMBIENTE  

Honorable Asamblea:  

A la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales de la Cámara de Diputados del H. 
Congreso de la Unión, le fue turnada para su estudio y elaboración del dictamen 
correspondiente, el expediente No. 3681 que contiene la minuta proyecto de decreto, por el 
que se reforma la fracción XXVIII del artículo 3o. de la Ley General del Equilibrio 
Ecológico y la Protección al Ambiente, presentada por el senador Jorge Legorreta Ordorica, 
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México.  

En virtud del análisis y estudio de la iniciativa que se dictamina, esta comisión legislativa, 
con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, fracción II, 72, 73, fracción XXIX-G, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; los artículos 39, numerales 1 
y 2, fracción XXIV, y 45, numeral 6, incisos e) y f), y numeral 7 de la Ley Orgánica del 
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; 60, 65 y demás relativos del 
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos 
Mexicanos, somete a consideración de los integrantes de esta honorable asamblea, el 
presente dictamen, de acuerdo con los siguientes:  

Antecedentes  

1. El 25 de octubre de 2007, el senador Jorge Legorreta Ordorica, integrante del Grupo 
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México presentó al pleno de la H. Cámara 
de Senadores una iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma la fracción 
XXVIII del artículo 3o. de la Ley de General de Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambiente.  

2. En esa misma fecha, dicha iniciativa fue turnada a las Comisiones Unidas de Medio 
Ambiente, Recursos Naturales y Pesca; y de Estudios Legislativos, del Senado de la 
República, iniciándose un cuidadoso proceso de análisis y consulta, a efecto de elaborar el 
correspondiente.  

3. En la sesión del 21 de abril 2008, el pleno de la H. Cámara de Senadores aprobó por 74 
votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención, la iniciativa con proyecto de decreto 
motivo del presente dictamen.  

4. El 21 de abril de 2008, la Mesa Directiva de la H. Cámara de Diputados dio cuenta del 
oficio que contiene el expediente completo de la minuta proyecto de decreto por el que se 
reforma la fracción XXVIII del artículo 3o. de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 
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Protección al Ambiente, misma que, bajo el expediente No. 3681 fue turnada a la Comisión 
de Medio Ambiente y Recursos Naturales.  

5. Que durante el proceso de entrega recepción de la LX a la LXI Legislatura de la 
Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, se recibió como asunto de rezago la 
minuta proyecto de decreto por el que se reforma la fracción XXVIII del artículo 3o. de la 
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, por lo cual esta 
comisión legislativa procede a elaborar el presente dictamen.  

Contenido de la minuta  

La minuta proyecto de decreto que se dictamina reforma la fracción XXVIII del artículo 3o. 
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, con el objeto de 
modificar el concepto "recursos genéticos" para considerar como recurso genético cualquier 
material genético terrestre o marino.  

Consideraciones  

De acuerdo con el estudio La Diversidad Biológica de México: Estudio de País elaborado 
por la Comisión Nacional para el Conocimiento y Uso de la Biodiversidad (Conabio):"El 
número total de especies conocidas en México es de 64,878 aproximadamente. La 
expresión de especies conocidas se refiere a las especies descritas o que cuentan con un 
nombre científico, y el número total se basa en la suma de especies por grupo para las que 
existen datos publicados. Al considerar el número de especies que se esperaría encontrar 
dentro de los mismos grupos, la estimación del número total de especies en México es de 
212, 932 especies, cantidad que seguramente se superará en la medida que el conocimiento 
sobre dichos grupos y de otros se profundice."1 Por ello no es de extrañar que nuestro país 
pertenezca al selecto grupo de países megadiversos.  

Con base a lo anterior, esta comisión dictaminadora considera importante recordar que 
tanto a nivel nacional como internacional existen tanto instituciones como instrumentos 
jurídicos encargados de la conservación de la diversidad biológica. A nivel nacional, la Ley 
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente (LGEEPA), establece las 
bases para la protección y conservación de la biodiversidad.  

Por su parte, la comunidad internacional consciente de la importancia de la diversidad 
biológica para la evolución y para el mantenimiento de los sistemas necesarios para la vida 
de la biosfera, adoptó el Convenio sobre Diversidad Biológica en junio de 1992. Además de 
la conservación de la diversidad biológica, el artículo 1 establece que este convenio tiene 
por fin: "lograr la utilización sostenible de sus componentes y la participación justa y 
equitativa en los beneficios que se deriven de la utilización de los recursos genéticos, 
mediante, entre otras cosas, un acceso adecuado a esos recursos y una transferencia 
apropiada de las tecnologías pertinentes, teniendo en cuenta todos los derechos sobre esos 
recursos y a esas tecnologías, así como mediante una financiación apropiada."  

No obstante, la comisión dictaminadora coincide ampliamente con la minuta en que el 
avance de la investigación científica en materia de biotecnología obliga a introducir nuevos 
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conceptos en la regulación de las actividades que impactan significativamente sobre la 
biodiversidad, como en el caso de los conceptos: "recursos genéticos" y "material 
genético". Sobre el primero, tanto el artículo 2 de la Convención sobre Diversidad 
Biológica, como la fracción XXVIII del artículo 3o. de la LGEEPA los definen como: "El 
material genético de valor real o potencial." Mientras que para el segundo, el mismo 
artículo 2 de la Convención y la fracción XXI del artículo 3o. de la LGEEPA lo definen 
como: "todo el material de origen vegetal, animal, microbiano o de otro tipo, que contenga 
unidades funcionales de la herencia".  

Asimismo, esta comisión ordinaria coincide con los argumentos esgrimidos en la minuta 
que se dictamina, particularmente por lo que se refiere a la ambigüedad jurídica de la 
referencia a "material genético terrestre o marino". Asimismo, considera oportuna la 
precisión relativa a los recursos genéticos existentes en el territorio nacional y en las zonas 
donde la nación ejerce soberanía y jurisdicción. Ello en atención a que en el artículo 27 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se dispone que las zonas sobre 
las que la nación ejerce su soberanía y jurisdicción comprenden las diferentes zonas 
marinas mexicanas, incluyendo sus fondos.  

Esta precisión es congruente con la fórmula general que utiliza el sistema jurídico 
mexicano para referirse al ámbito espacial de su aplicación. De hecho, el artículo 1o. de la 
LGEEPA claramente dispone que: "es reglamentaria de las disposiciones de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos que se refieren a la preservación y restauración 
del equilibrio ecológico, así como a la protección del ambiente, en el territorio nacional y 
las zonas sobre las que la nación ejerce su soberanía y jurisdicción".  

Esta comisión dictaminadora estima pertinente referir que la reforma es oportuna pues a 
nivel internacional, no sólo en el ámbito del régimen internacional sobre diversidad 
biológica se aborda la importancia de dichos recursos genéticos. Al respecto destacan las 
negociaciones que tuvieron lugar en junio de 2007 en el marco de la Octava Reunión del 
Proceso Abierto de Consultas Oficiosas de las Naciones Unidas sobre los Océanos y el 
Derecho del Mar (Unicpolos).  

En dicha conferencia México celebró la inclusión del tema sobre los recursos genéticos 
marinos y afirmó que: "los recursos genéticos marinos que caen dentro de la jurisdicción 
nacional se regulan por el derecho interno de cada Estado sin que quepan otras 
interpretaciones."2 En ese sentido la reforma propuesta es muy oportuna.  

Más aún, esta comisión dictaminadora se permite comentar que de cara a las negociaciones 
de este año del Grupo de Trabajo ad hoc de composición abierta sobre biodiversidad marina 
en áreas más allá de la jurisdicción nacional, resulta fundamental la inclusión de la 
protección de los recursos genéticos marinos. Al respecto, nuestro país estima necesario 
asegurar la participación de todos los Estados interesados, así como regular las actividades 
y definir la entidad o entidades responsables de ese manejo.  

En virtud de que la minuta que se dictamina persigue perfeccionar y fortalecer la 
legislación ambiental, además de complementar futuras negociaciones internacionales en lo 
referente a recursos genéticos existentes en el territorio nacional y en las zonas donde la 
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nación ejerce su soberanía y jurisdicción, la comisión que suscribe, somete a consideración 
de la honorable asamblea de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, la 
aprobación del siguiente:  

Proyecto decreto por el que se reforma la fracción XXVIII del artículo 3o. de la Ley 
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente.  

Artículo Único. Se reforma la fracción XXVIII del artículo 3o. de la Ley General del 
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, para quedar como sigue:  

Artículo 3. Para los efectos de esta ley se entiende por:  

I. a XXVII. ...  

XXVIII. Recursos Genéticos: Todo material genético, con valor real o 
potencial que provenga de origen vegetal, animal, microbiano, o de cualquier 
otro tipo y que contenga unidades funcionales de la herencia, existentes en el 
territorio nacional y en las zonas donde la nación ejerce soberanía y 
jurisdicción;  

XXIX. a XXXVII. ... 

Transitorio  

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación.  

Notas  
1. Neyra González l. y Durand Smith L. 1998. "Parte II 3. Biodiversidad". La Diversidad Biológica de 
México: Estudio de País. CONABIO, México, p. 82.  
2. Misión permanente de México ante las Naciones Unidas. 2007. Intervención de la Delegación de México 
en la Octava Reunión del Proceso Abierto de Consultas Oficiosas de las Naciones Unidas sobre los Océanos y 
el Derecho del Mar (UNICPOLOS). En: http://www.un.int/mexico/2007/interv_062807.htm. página 
consultada el 16 de mayo de 2008.  

Así lo acordó y votó en sesión plenaria la Comisión de Medio Ambiente y Recursos 
Naturales, en el Palacio Legislativo de San Lázaro. México, Distrito Federal, a 9 de 
diciembre de 2009.  

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales  

Diputados: Ninfa Salinas Sada (rúbrica), presidenta; Roberto Borge Angulo (rúbrica), Jeny de los Reyes 
Aguilar (rúbrica), Héctor Franco López (rúbrica), Ernesto de Lucas Hopkins (rúbrica), Augusta Valentina 
Díaz de Rivera Hernández (rúbrica), Agustín Torres Ibarrola (rúbrica), Ma. Dina Herrera Soto (rúbrica), 
Araceli Vásquez Camacho (rúbrica), Alejandro Carabias Icaza (rúbrica), Jaime Álvarez Cisneros (rúbrica), 
secretarios; Andrés Aguirre Romero (rúbrica), Juan José Guerra Abud (rúbrica), Eduardo Yáñez Montaño 
(rúbrica), María Estela de la Fuente Dagdug, Judith Fabiola Vásquez Saut (rúbrica), José Ignacio Pichardo 
Lechuga (rúbrica), Jorge Venustiano González Ilescas, José Alfredo Torres Huitrón (rúbrica), Francisco 
Alejandro Moreno Merino (rúbrica), Víctor Manuel Kidnie de la Cruz (rúbrica), Jesús Giles Sánchez 
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(rúbrica), Juan Pablo Escobar Martínez, Leoncio Morán Sánchez (rúbrica), María de la Paz Quiñones Cornejo 
(rúbrica), José Manuel Hinojosa Pérez (rúbrica), Alejandro Bahena Flores, Óscar Saúl Castillo Andrade, 
Leticia Robles Colín (rúbrica), Gerardo del Mazo Morales (rúbrica).  
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026 

DE LA COMISIÓN DE ASUNTOS INDÍGENAS, CON PROYECTO DE DECRETO 
QUE ADICIONA LA FRACCIÓN XV AL ARTÍCULO 13 DE LA LEY GENERAL DE 
DERECHOS LINGÜÍSTICOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS  

Honorable Asamblea:  

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 72, fracción e), de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, la Cámara de Senadores remitió a la Cámara de Diputados 
del honorable Congreso de la Unión, la minuta con proyecto de decreto por el que se 
adiciona una fracción XV del artículo 13 de la Ley General de Derechos Lingüísticos de los 
Pueblos Indígenas, la cual fue turnada a la Comisión de Asuntos Indígenas, el 18 de 
noviembre de 2009 y, a su vez, remitida a los integrantes de la comisión, para estudio y 
opinión, el 24 de noviembre de 2009.  

Los integrantes de esta Comisión de Asuntos Indígenas, con base en las facultades que 
confieren los artículos 39, 45 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso de los 
Estados Unidos Mexicanos, así como los artículos 60, 65, 87, 88 y demás aplicables del 
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos 
Mexicanos, habiendo estudiado la minuta en comento, sometemos a la consideración de 
esta honorable asamblea el siguiente dictamen.  

Análisis de la minuta  

1. La minuta que remite la Cámara de Senadores a esta soberanía, dictamina 
favorablemente la reforma que propone la Cámara de Diputados a las fracciones XII 
y XIV, de la Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas y 
formula observaciones sobre la adición de una fracción XV de la mencionada ley.  

2. Específicamente, el proyecto de decreto considera que los anuncios oficiales, la 
nomenclatura y los topónimos en los municipios y comunidades con población 
indígena, deberán expresarse en los idiomas español y el indígena que se hable en el 
municipio o comunidad, correspondiente.  

3. La colegisladora expresa la necesidad y viabilidad de las reformas y la adición 
propuestas por la Cámara de Diputados, toda vez que la acción que se desprenda del 
mandato contribuirá al desarrollo y fortaleza de las lenguas y culturas indígenas; 
coadyuvando así a dar vigencia al mandato expresado en la fracción IV del 
Apartado B del artículo 2o. constitucional y en la propia Ley de Derechos 
Lingüísticos de los Pueblos Indígenas, así como en la Declaración de las Naciones 
Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas y en el Convenio 169 de la 
Organización Internacional del Trabajo, instrumentos suscritos por el Estado 
mexicano.  
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4. La Cámara de Senadores considera que las reformas de redacción a las fracciones 
XII y XIV del artículo 13 de la ley que se afecta, propuestas por la Cámara de 
Diputados en el dictamen que da origen a la minuta en comento, son adecuadas para 
"...dar margen a la inclusión de una fracción XV y en el acto de mantener la 
coherencia y conjunción de la totalidad de las fracciones que contiene el supuesto".  

5. La colegisladora observa también que, con objeto de expresar adecuadamente el 
mandato y de precisar los sujetos responsables de su aplicación, se deben hacer 
ajustes a la redacción de la fracción XV, que propone la Cámara de Diputados, para 
quedar como sigue:  

Minuta de la Cámara de Diputados  

XV. En municipios con población indígena y comunidades indígenas, se 
instrumentarán medidas para que sean inscritas en las lenguas indígenas que se 
hablen y el español, las señales informativas de nomenclatura oficial así como sus 
topónimos.  

Minuta de la Cámara de Senadores  

XV. Instrumentar las medidas necesarias para que en los municipios indígenas del 
país, las señales informativas de nomenclatura oficial así como sus topónimos, sean 
inscritos en español y en las lenguas originarias de uso en su territorio. 

Consideraciones de la comisión  
1. La comisión considera acertadas las observaciones hechas por la Cámara de 
Senadores. En efecto, dar inicio a la redacción con un verbo en infinitivo, además 
de ser coherente con la redacción de las fracciones precedentes, expresa 
adecuadamente la atribución que se pretende asignar.  

2. Se coincide con los argumentos de la Cámara de Senadores en relación a:  

a) Que es conveniente "... precisar los sujetos que aplicarán este mandato así como 
la jurisdicción territorial de aplicación".  

b) Que dichos sujetos deberán ser los municipios y comunidades indígenas, que 
según el criterio que aplica la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos 
Indígenas, son aquellos cuya proporción de hablantes de lengua indígena, en 
relación al total, es de 40 por ciento y más. Particularmente, en esta condición se 
ubican 655 municipios y no los más de 2 mil donde hay presencia indígena, 
independientemente de su proporción. 

Por lo antes expuesto, los integrantes de esta comisión dictaminadora, sometemos a 
consideración de esta honorable asamblea, el siguiente proyecto de  
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Decreto por el que se adiciona una fracción XV al artículo 13 de la Ley General de 
Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas  

Artículo Único. Se adiciona una fracción XV al artículo 13 de la Ley General de Derechos 
Lingüísticos de los Pueblos Indígenas, para quedar como sigue:  

Artículo 13. ...  

I. a XII. ...  

XIII. Establecer políticas, acciones y vías para proteger y preservar el uso de las 
lenguas y culturas nacionales de los migrantes indígenas en el territorio nacional y 
en el extranjero;  

XIV. Propiciar y fomentar que los hablantes de las lenguas indígenas nacionales 
participen en las políticas que promuevan los estudios que se realicen en los 
diversos órdenes de gobierno, espacios académicos y de investigación, y  

XV. Instrumentar las medidas necesarias para que en los municipios indígenas del 
país, las señales informativas de nomenclatura oficial así como sus topónimos, sean 
inscritos en español y en las lenguas originarias de uso en el territorio. 

Transitorio  

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación.  

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los ocho días del mes de diciembre de 
2009.  

La Comisión de Asuntos Indígenas  

Diputados: Teófilo Manuel García Corpus (rúbrica), presidente; José Óscar Aguilar González (rúbrica), 
Héctor Pedraza Olguín, María Isabel Pérez Santos (rúbrica), Socorro Sofío Ramírez Hernández (rúbrica), 
Eduardo Zarzosa Sánchez (rúbrica), María Felícitas Parra Becerra (rúbrica), Guillermo Zavaleta Rojas, 
Filemón Navarro Aguilar (rúbrica), secretarios; Heriberto Ambrosio Cipriano (rúbrica), Sabino Bautista 
Concepción, Felipe Cervera Hernández, María Hilaria Domínguez Arvizu (rúbrica), Genaro Mejía de la 
Merced, Julieta Octavia Marín Torres (rúbrica), Hernán de Jesús Orantes López (rúbrica), Mirna Lucrecia 
Camacho Pedrero, Alberto Esquer Gutiérrez, María Elena Pérez de Tejada, Dora Evelyn Trigueras Durón, 
Gloria Trinidad Luna Ruiz (rúbrica), Alba Leonila Méndez Herrera (rúbrica), Ignacio Téllez González 
(rúbrica), Luis Hernández Cruz (rúbrica), Florentina Rosario Morales (rúbrica), Domingo Rodríguez Martell 
(rúbrica).  
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DE LA COMISIÓN DE LA FUNCIÓN PÚBLICA, CON PROYECTO DE DECRETO 
QUE REFORMA EL PRIMERO Y SEGUNDO PÁRRAFOS DEL ARTÍCULO 16 DE LA 
LEY DE FISCALIZACIÓN Y RENDICIÓN DE CUENTAS DE LA FEDERACIÓN  

Honorable Asamblea:  

La Comisión de la Función Pública de esta honorable Cámara de Diputados, con base en lo 
dispuesto en los artículos 39, numerales 1 y 2, fracción XVIII, 45, numeral 6, incisos e) y 
f), y demás relativos y aplicables de la ley Orgánica del Congreso General de los Estados 
Unidos Mexicanos; 87 y 88 del Reglamento Interior del Congreso General de los Estados 
Unidos Mexicanos, somete a consideración el siguiente dictamen sobre la iniciativa con 
proyecto de decreto que reforma el párrafo primero y segundo del artículo 16 de la Ley de 
Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación.  

Antecedentes  

I. El día 1 de julio de 2009 fue presentada ante el pleno de la Comisión Permanente 
del honorable Congreso de la Unión, por el diputado Antonio Ortega Martínez del 
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, la iniciativa con 
proyecto de decreto que reforma los párrafos primero y segundo del artículo 16 de 
la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación.  

II. En esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva de la Comisión 
Permanente la turnó para su estudio y dictamen a la Comisión de la Función 
Pública, bajo el expediente número 2831.  

III. Recibida en la Comisión de la Función Pública y una vez que fue sometida a 
estudio y análisis, se preparó un proyecto de dictamen en sentido positivo, el cual 
fue sometido a la consideración de los integrantes de la Comisión de la función 
Pública de la Cámara de Diputados, quienes lo aprobaron en sesión pública por 17 
votos a favor, 0 votos en contra, y 0 abstenciones.  

IV. La LX Legislatura no llegó a conocer sobre el dictamen aprobado por la 
Comisión de la Función Pública, por lo que, de conformidad con el cuarto párrafo 
del artículo 94 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de 
los Estados Unidos Mexicanos, mantiene el carácter de proyecto, por lo que la 
iniciativa deberá ser dictaminada, de nueva cuenta, por la Comisión de la Función 
Pública. 

Análisis de la iniciativa  

De la exposición de motivos de la iniciativa bajo dictamen, se desprende que el diputado 
proponente considera que la abrogación de la Ley de Fiscalización Superior de la 
Federación causada por la entrada en vigor de la Ley de Fiscalización y Rendición de 
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Cuentas de la Federación ha ocasionado importantes cambios a la legislación aplicable, 
particularmente en el caso de las disposiciones que detallan las atribuciones que ejerce la 
Auditoría Superior de la Federación en materia de fiscalización y ejecución de auditorías.  

Una vez concluidas las labores de auditoría, durante el mes de diciembre del año en que se 
presentó la Cuenta Pública y a más tardar en el mes de enero del año siguiente, se informa a 
las entidades fiscalizadas los resultados finales y las observaciones preliminares, con la 
finalidad de que estas puedan presentar las justificaciones y las aclaraciones que den 
respuesta a las observaciones de la Auditoría Superior de la Federación. Según la 
exposición de motivos de la iniciativa bajo dictamen, la Ley de Fiscalización y Rendición 
de Cuentas de la Federación no prevé el tiempo suficiente para la realización adecuada de 
los procesos de preconfronta y confronta, lo que en la práctica constituye un grave riesgo 
para que la Auditoría Superior de la Federación entregue su informe, en tiempo y forma, tal 
y como lo establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

Dada la anterior problemática, la iniciativa propone ampliar el plazo de que dispone la 
Auditoría Superior de la Federación para dar a conocer a las entidades fiscalizadas los 
resultados finales y las observaciones preliminares que se deriven de la revisión de la 
Cuenta Pública (actualmente limitado a los meses de diciembre y enero) con la finalidad 
que la Auditoría Superior de la Federación pueda citar a los entes fiscalizados a las 
reuniones en que se dan a conocer los resultados finales y las observaciones preliminares, 
en cualquier momento durante el desempeño de su función de fiscalización, hasta el 
mes de enero del año siguiente al que se haya entregado la Cuenta Pública.  

Por otra parte, se estima improcedente la intención de eliminar la última frase del segundo 
párrafo del artículo 16 de la ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, 
que se lee de la siguiente forma: "mismas que deberán ser valoradas por esta última para la 
elaboración del Informe del Resultado". Lo anterior debido a que las justificaciones y 
aclaraciones presentadas por las entidades fiscalizadas deben de ser valoradas por la 
Auditoría Superior de la Federación, de conformidad con lo establecido en el segundo 
párrafo de la fracción segunda del artículo 79 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. En referencia a lo anterior, cabe señalar que la eliminación de esta frase 
no aparece sustentada en ninguna parte de la exposición de motivos de la iniciativa bajo 
estudio.  

Por su parte, en relación con la propuesta que establece que la revisión concluya antes que 
las reuniones de preconfronta y confronta, ésta se considera improcedente, ya que las 
revisiones o auditorías incluyen las reuniones de preconfronta y confronta donde aún se 
pueden modificar los resultados y observaciones, además de que es posible que aún después 
de dichas reuniones la Auditoría Superior de la Federación revise aspectos específicos para 
corroborar, constatar o ratificar evidencias que apoyan los resultados y posteriormente 
notificar la finalización de la auditoría respectiva.  

Consideraciones  
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Primera. Los integrantes de la Comisión de la Función Pública coinciden con el propósito 
principal de la iniciativa presentada por el diputado Antonio Ortega Martínez, que consiste 
en ampliar el plazo del que dispone la Auditoría Superior de la Federación para dar a 
conocer a las entidades fiscalizadas los resultados finales y las observaciones preliminares 
que se deriven de la revisión de la Cuenta Pública. Estos resultados y observaciones se 
darán a conocer a las entidades fiscalizadas a más tardar durante el mes de enero del año 
siguiente al que se haya presentado la Cuenta Pública.  

Segunda. Se estima improcedente la propuesta que pretende eliminar la última frase del 
segundo párrafo del artículo 16 de la ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la 
Federación, en la parte que impone a la Auditoría Superior de la Federación la obligación 
de valorar las justificaciones y aclaraciones que presenten las entidades fiscalizadas para la 
elaboración del Informe de Resultado. Lo anterior debido a que en la exposición de motivos 
de la iniciativa bajo dictamen no se encuentra argumentación alguna que sustente la 
reforma a este respecto, independientemente de esta situación, la Comisión de la Función 
Pública no pasa por alto que las justificaciones y aclaraciones presentadas por las entidades 
fiscalizadas deben de ser valoradas por la Auditoría Superior de la Federación, de 
conformidad con lo establecido en el segundo párrafo de la fracción II del artículo 79 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

Tercera. Se estima improcedente la propuesta que pretende adicionar a la parte final del 
segundo párrafo del artículo 16 de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la 
Federación la frase: "El proceso de aclaraciones de los resultados y observaciones deberá 
iniciar inmediatamente de que concluya la revisión". Lo anterior debido a que las revisiones 
o auditorías incluyen las reuniones de preconfronta y confronta, en las cuales aún es posible 
modificar los resultados y observaciones, además de que es posible que aún después de 
dichas reuniones la Auditoría Superior de la Federación revise aspectos específicos para 
corroborar, constatar o ratificar evidencias que apoyan los resultados y posteriormente 
notificar la finalización de la auditoría respectiva.  

Por lo anteriormente expuesto, se estima procedente la reforma al artículo 16 de la Ley de 
Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, con la finalidad de ampliar el plazo 
del que dispone la Auditoría Superior de la Federación para dar a conocer a las entidades 
fiscalizadas los resultados finales y las observaciones preliminares que se deriven de la 
revisión de la Cuenta Pública. Estos resultados y observaciones se darán a conocer a las 
entidades fiscalizadas a más tardar durante el mes de enero del año siguiente al que se haya 
presentado la Cuenta Pública.  

Lo anterior facilitará a Auditoría Superior de la Federación dar estricto cumplimiento a los 
Programas Anuales de Auditorías para la Fiscalización de la Cuentas Públicas que elabore, 
lo cual traerá como beneficio una mayor calidad en la elaboración del Informe del 
Resultado de la Revisión de la Cuenta Pública que se entrega a la Cámara de Diputados.  

Con base en lo anterior, los integrantes de la Comisión de la Función Pública presentan al 
Pleno de esta soberanía, para su aprobación, el siguiente dictamen con proyecto de decreto 
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que reforma el párrafo primero y segundo del artículo 16 de la Ley de Fiscalización y 
Rendición de Cuentas de la Federación, para quedar como sigue:  

Proyecto de decreto que reforma el primer y segundo párrafos del artículo 16 de la 
Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación  

Artículo Único. Se reforman el primer y segundo párrafos del artículo 16 de la Ley de 
Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, para quedar como sigue:  

Artículo 16. La Auditoría Superior de la Federación, a más tardar en el mes de enero del 
año siguiente al que se presentó la Cuenta Pública, dará a conocer a las entidades 
fiscalizadas la parte que les corresponda de los resultados finales y las observaciones 
preliminares que se deriven de la revisión de la misma, a efecto de que dichas entidades 
presenten las justificaciones y aclaraciones que correspondan.  

A las reuniones en las que se dé a conocer a las entidades fiscalizadas la parte que les 
corresponda de los resultados y observaciones preliminares que se deriven de la revisión 
de la Cuenta Pública, se les citará por lo menos con 3 días hábiles de anticipación, 
remitiendo con la misma anticipación a las entidades fiscalizadas los resultados y las 
observaciones preliminares de las auditorías practicadas. En dichas reuniones las entidades 
fiscalizadas podrán presentar las justificaciones y aclaraciones que estimen pertinentes. 
Adicionalmente, la Auditoría Superior de la Federación les concederá un plazo de 7 días 
hábiles para que presenten argumentaciones adicionales y documentación soporte, mismas 
que deberán ser valoradas por esta última para la elaboración del Informe del Resultado.  

...  

...  

Transitorio  

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación.  

La Comisión de la Función Pública  

Diputados: Pablo Escudero Morales (rúbrica), presidente; Patricio Chirinos del Ángel (rúbrica), Josué 
Cirino Valdés Huezo (rúbrica), Marcos Pérez Esquer (rúbrica), Juan Carlos López Fernández (rúbrica), 
secretarios; Salvador Caro Cabrera (rúbrica), Yulenny Guylaine Cortés León (rúbrica), Esthela Damián 
Peralta (rúbrica), Ernesto de Lucas Hopkins (rúbrica), Carlos Alberto Ezeta Salcedo (rúbrica), Lizbeth García 
Coronado, Miguel Ángel García Granados, César Daniel González Madruga (rúbrica), Janet Graciela 
González Tostado, Agustín Guerrero Castillo (rúbrica), Jorge Alberto Juraidini Rumilla (rúbrica), Sergio 
Lobato García (rúbrica), Kenia López Rabadán, Tereso Medina Ramírez (rúbrica), Héctor Pedroza Jiménez 
(rúbrica), Pedro Peralta Rivas, Eviel Pérez Magaña, Ramón Ramírez Valtierra (rúbrica), Ivideliza Reyes 
Hernández (rúbrica), José Francisco Rábago Castillo (rúbrica), Fausto Sergio Saldaña del Moral (rúbrica), 
María del Pilar Torre Canales, Enrique Torres Delgado (rúbrica), Enrique Octavio Trejo Azuara (rúbrica), 
Guillermo José Zavaleta Rojas.  
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DE LA COMISIÓN DE DESARROLLO RURAL, CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA Y 
ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE  

Honorable Asamblea:  

A la Comisión de Desarrollo Rural de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión 
de la LXI Legislatura, mediante el “Acuerdo de la Mesa Directiva relativo a los dictámenes de 
proyectos de ley o decreto y de proposiciones con punto de acuerdo que quedaron pendientes de 
resolver por el peno de la Cámara de Diputados de la LX Legislatura”, publicado en la Gaceta 
Parlamentaria el pasado 18 de septiembre de 2009, le fue turnada para su estudio y dictamen la 
“iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de Desarrollo Rural 
Sustentable”, presentada por el diputado Miguel Ángel Peña Sánchez del Grupo Parlamentario del 
Partido de la Revolución Democrática, publicada en la Gaceta Parlamentaria el 30 de abril de 2009. 

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, 72 y 73 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 39, 44 y 45 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados 
Unidos Mexicanos, y 58, 60, 87 y 88 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso 
General de los Estados Unidos Mexicanos, la Comisión de Desarrollo Rural somete a la 
consideración de sus integrantes, el presente dictamen el cual se realiza bajo los siguientes 

Antecedentes 

I. Con fecha 30 de abril de 2009, el diputado Miguel Ángel Peña Sánchez del Grupo 
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, haciendo uso de la facultad que le 
confiere el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
presentó ante el pleno de la Cámara de Diputados, la iniciativa que reforma y adiciona diversas 
disposiciones de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable. 

II. En la misma fecha, el presidente de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados dispuso que 
dicha iniciativa fuera turnada a la Comisión de Desarrollo Rural para su estudio y dictamen. 

Contenido de la iniciativa 

La presente iniciativa sostiene que uno de los principales mecanismos para fomentar la 
organización y beneficiarse de un valor agregado de las materias primas consiste en la articulación 
de cadenas productivas. 

No obstante, el diputado proponente señala que, en el sector rural, el reto no consiste solamente en 
organizar a los productores dentro de la dinámica de las cadenas productivas, sino además que 
puedan acceder al modelo actual y que esto les permita ser más competitivos y obtener mayores 
beneficios del valor agregado con los productos finales a partir del proceso de transformación y 
comercialización. Sostiene, además, que el acceso a la tecnología y al crédito permitirá incrementar 
los niveles de producción y productividad en el medio rural. 
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Bajo esta perspectiva, el diputado proponente señala como necesaria la aplicación de los recursos 
públicos para el fomento del desarrollo rural teniendo en cuenta una visión integradora de los 
procesos productivos, de tal manera que la generación de valor agregado vaya permitiendo la 
capitalización de los productores para que logren su autosuficiencia productiva y financiera. 

Por tal razón, esta iniciativa tiene por objeto que se homologue el concepto de cadenas productivas 
en la Ley de Desarrollo Rural Sustentable además de reforzar el acompañamiento institucional que 
actualmente contempla esta Ley para incluir el financiamiento de los proyectos que se organicen en 
cadenas productivas y que detonen el desarrollo rural sustentable a nivel local, regional o federal. 

Con base en los antecedentes mencionados, los integrantes de ésta comisión formulamos las 
siguientes 

Consideraciones 

Primera. La Comisión de Desarrollo Rural, en su calidad de comisión dictaminadora realizó el 
estudio y análisis de los planteamientos expuestos en la iniciativa citada con el objeto de valorar su 
contenido, deliberar e integrar el presente dictamen. 

Segunda. Esta comisión dictaminadora coincide con los argumentos planteados por el legislador 
dentro de su exposición de motivos en los que establece que en un país en desarrollo como México, 
estimular o fomentar la organización económica a través de cadenas productivas permitiría incidir 
como instrumento de cambio de la realidad del país, toda vez que uno de los principales problemas 
de las actividades productivas es que se enfrentan a la fragmentación y dispersión del capital, lo 
cual provoca que se encarezca el crédito cuando éste se entrega de manera individual. 

Tercera. El gobierno federal reconoce en el Plan Nacional de Desarrollo que se requiere garantizar 
el abasto de alimentos sanos a través del fomento a la producción de cultivos y productos básicos 
para la alimentación de los mexicanos, así como fortalecer su comercialización mediante la 
promoción y ordenamiento de los mercados; asimismo, se requiere diseñar esquemas de 
financiamiento diferenciados, tomando en consideración el nivel de desarrollo y capitalización de 
los productores con plazos, tasas y tipos de garantías preferenciales y flexibles. 

Cuarta. De conformidad con lo establecido en el artículo 3o., fracción XXXI, de la Ley de 
Desarrollo Rural Sustentable, la definición legal de sistema-producto refiere al conjunto de 
elementos y agentes concurrentes de los procesos productivos de productos agropecuarios, incluidos 
el abastecimiento de equipo técnico, insumos productivos, recursos financieros, la producción 
primaria, acopio, transformación, distribución y comercialización, definición dentro de la cual a 
manera enunciativa y no limitativa se encuentra referidas las cadenas productivas. 

Quinta. Desde el punto de vista legislativo, si bien es cierto que la Ley de Desarrollo Rural 
Sustentable reconoce la importancia de la articulación de las cadenas productivas, resulta necesario 
eliminar las denominaciones que puedan generar ambigüedad en el concepto, toda vez que la ley las 
menciona invariablemente como cadenas productivas, cadenas de producción, cadenas de 
producción-consumo, cadenas alimentarias, cadenas de alimentos, cadenas de agroalimentos, 
cadenas de producción y mercado o cadenas productivas y de poscosecha, lo cual genera sobre un 
mismo concepto una connotación distinta en todos los casos si realizáramos una interpretación 
literal de la ley, tal como lo señala el legislador proponente. 
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Asimismo, esta comisión dictaminadora considera conveniente integrar la definición de cadenas 
productivas a la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, por lo que se propone adicionar una fracción 
VII, recorriéndose las demás, al artículo 3 para quedar como sigue: 

Artículo 3. Para los efectos de esta ley se entenderá por: 

I. a VI. ... 

VII. Cadenas productivas. Todas las etapas comprendidas en la siembra, cosecha, 
transformación, distribución y comercialización de un bien o servicio hasta su consumo 
final.  

VIII. a XXXIII. ... 

Sexta. Por otra parte, dado que el acompañamiento institucional es una de las características de la 
integración de las cadenas productivas, esta comisión dictaminadora coincide con la intención del 
diputado proponente de reforzar el respaldo institucional que actualmente existe en la Ley de 
Desarrollo Rural Sustentable para incluir el financiamiento de los proyectos que se organicen en 
cadenas productivas y que detonen el desarrollo rural sustentable a nivel local, regional o federal. 

Séptima. Por último, aun cuando esta comisión dictaminadora comparte la inquietud del 
promovente de adicionar una fracción V al artículo 121 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, 
considera conveniente modificar los términos de la redacción con la finalidad de clarificar que el 
acompañamiento financiero e institucional al que se hace referencia se llevará a cabo a través de los 
programas con los que cuenta la secretaría, por lo que no implicaría una propuesta de aumento o 
creación de gasto del proyecto de Presupuesto de Egresos y, por lo tanto, no generaría impacto 
presupuestal en términos de lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria. 

La redacción propuesta es la siguiente: 

Artículo 121.  

... 

V. Apoyar financiera e institucionalmente, a través de los programas con los que cuente la 
Secretaría para ese efecto, los proyectos articulados en cadenas productivas con capacidad 
de atraer, organizar o mejorar el desarrollo rural sustentable a nivel local, regional o 
federal en el territorio nacional.  

En mérito de lo expuesto con base en las consideraciones anteriores y el análisis de la iniciativa con 
proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley de 
Desarrollo Rural Sustentable, los integrantes de la Comisión de Desarrollo Rural de la Cámara de 
Diputados de la LXI Legislatura, manifestamos nuestra aprobación y sometemos a consideración de 
esta honorable asamblea, el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley de Desarrollo 
Rural Sustentable  
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Artículo Único. Se reforman los artículos 116, segundo párrafo; 143, primer párrafo; 144, fracción 
IV; 182; 183, fracciones III y VI; y 185, fracción IV; se adicionan los artículos 3o., con una fracción 
VII, recorriéndose en su orden las demás fracciones y 121, con una fracción V de la Ley de 
Desarrollo Rural Sustentable, para quedar como sigue: 

Artículo 3o. Para los efectos de esta ley se entenderá por: 

I. a VI. ... 

VII. Cadenas productivas. Todas las etapas comprendidas en la siembra, cosecha, 
transformación, distribución y comercialización de un bien o servicio hasta su consumo 
final.  

VIII. a XXXIII. ... 

Artículo 116. ... 

Tendrán preferencia los pequeños productores y agentes económicos con bajos ingresos, las zonas 
del país con menor desarrollo económico y social, los proyectos productivos rentables, los que sean 
altamente generadores de empleo o que se encuentren organizadas en cadenas productivas , así 
como la integración y fortalecimiento de la banca social. Serán reconocidas como parte de la banca 
social, todas aquellas instituciones financieras no públicas que, sin fines de lucro, busquen satisfacer 
las necesidades de servicios financieros de los agentes de la sociedad rural, en los términos de la 
legislación aplicable. 

... 

Artículo 121. ... 

I. y II. ... 

III. Canalizar apoyos económicos para desarrollar el capital humano y social de los organismos 
de los productores que conformen esquemas de financiamiento complementarios de la cobertura 
del sistema financiero institucional; 

IV. Normar y facilitar a los productores el uso financiero de los instrumentos de apoyo directo al 
ingreso, la productividad y la comercialización, para complementar los procesos de 
capitalización; y 

V. Apoyar financiera e institucionalmente, a través de los programas con los que cuente la 
Secretaría para ese efecto, los proyectos articulados en cadenas productivas con capacidad 
de atraer, organizar o mejorar el desarrollo rural sustentable a nivel local, regional o 
federal en el territorio nacional.  

Artículo 143. El gobierno federal, mediante mecanismos de coordinación, con los gobiernos de las 
entidades federativas y de los municipios, promoverá y fomentará el desarrollo del capital social en 
el medio rural a partir del impulso a la asociación y la organización económica y social de los 
productores y demás agentes de la sociedad rural, quienes tendrán el derecho de asociarse libre, 
voluntaria y democráticamente, procurando la promoción y articulación de las cadenas 
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productivas para lograr una vinculación eficiente y equitativa entre los agentes del desarrollo rural 
sustentable. Lo anterior, dando prioridad a los sectores de población más débiles económica y 
socialmente y a sus organizaciones, a través de: 

I. a VII. ... 

Artículo 144. ... 

I. a III. ... 

IV. La promoción y articulación de las cadenas productivas , para lograr una vinculación 
eficiente y equitativa de la producción entre los agentes económicos participantes en ellas; 

V. a IX. ... 

Artículo 182. Las acciones para la soberanía y la seguridad alimentaria deberán abarcar a todos los 
productores y agentes intervinientes, impulsando la integración de las cadenas productivas . 

Artículo 183. ... 

I. y II. ... 

III. La definición de acciones de capacitación y asistencia técnica, y el impulso a proyectos de 
investigación en las cadenas productivas ; 

IV. y V. ... 

VI. La elaboración y difusión de guías sobre prácticas sustentables en las diferentes etapas de las 
cadenas productivas ; 

VII. y VIII. ... 

Artículo 185. ... 

I. a III. ... 

IV. Asesorar jurídicamente a los participantes en los Sistema-Producto, en las actividades propias 
del comercio y resolver a solicitud de las partes las controversias que se susciten como resultado 
de las transacciones celebradas a lo largo de las cadenas productivas . 

V. y VI. ... 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de enero de 2010. 
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La Comisión de Desarrollo Rural  

Diputados: Javier Bernardo Usabiaga Arroyo (rúbrica), presidente; Guillermina Casique Vences (rúbrica), Rogelio Manuel Díaz Brown 
Ramsburgh, María Esther Terán Velázquez (rúbrica), Hernán de Jesús Orantes López (rúbrica), Carlos Luis Meillón Johnston (rúbrica), 
Federico Ovalle Vaquera (rúbrica), Martín Enrique Castillo Ruz (rúbrica), Julio Saldaña Morán (rúbrica), Alfonso Jesús Martínez Alcázar 
(rúbrica), secretarios; Felipe Borja Texocotitla (rúbrica), Luis Félix Rodríguez Sosa, Guadalupe Pérez Domínguez (rúbrica), Esteban 
Albarrán Mendoza (rúbrica), María Hilaria Domínguez Arvizu (rúbrica), Francisco Alberto Jiménez Merino (rúbrica), Sabino Bautista 
Concepción (rúbrica), José Erandi Bermúdez Méndez, Rubén Arellano Rodríguez, Alba Leonila Méndez Herrera, Fermín Montes 
Cavazos (rúbrica), Rolando Zubia Rivera (rúbrica), Alberto Esquer Gutiérrez, Arturo Ramírez Bucio (rúbrica), Avelino Méndez Rangel, 
Emiliano Velázquez Esquivel, Norma Leticia Orozco Torres,. Sergio Ernesto Gutiérrez Villanueva, Francisco Amadeo Espinosa Ramos, 
Israel Madrigal Ceja. 
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029 

DE LA COMISIÓN DE DESARROLLO RURAL, CON PROYECTO DE DECRETO 
QUE REFORMA EL ARTÍCULO 37 Y ADICIONA EL 33, 43 Y 44 DE LA LEY DE 
DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE  

Honorable Asamblea:  

A la Comisión de Desarrollo Rural de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión de 
la LXI Legislatura, mediante el acuerdo de la Mesa Directiva relativo a los dictámenes de 
proyectos de ley o decreto y de proposiciones con punto de acuerdo que quedaron 
pendientes de resolver por el pleno de la Cámara de Diputados de la LX Legislatura, 
publicado en la Gaceta Parlamentaria el 18 de septiembre de 2009, fue turnada para estudio 
y dictamen la iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de 
Desarrollo Rural Sustentable, presentada por el diputado Ramón Barajas López, del Grupo 
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, publicada en la Gaceta 
Parlamentaria el 28 de abril de 2009.  

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, 72 y 73 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; 39, 44 y 45 de la Ley Orgánica del Congreso General de los 
Estados Unidos Mexicanos; y 58, 60, 87 y 88 del Reglamento para el Gobierno Interior del 
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, la Comisión de Desarrollo Rural 
somete a consideración de sus integrantes el presente dictamen, el cual se realiza conforme 
a los siguientes  

Antecedentes  

I. Con fecha 28 de abril de 2009, el diputado Ramón Barajas López, del Grupo 
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, en uso de la facultad que le 
confiere el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, presentó ante el pleno de la Cámara de Diputados la iniciativa que 
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de Desarrollo Rural 
Sustentable.  

II. En la misma fecha, el presidente de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados 
dispuso que dicha iniciativa fuera turnada a la Comisión de Desarrollo Rural para 
estudio y dictamen. 

Contenido de la iniciativa  

La iniciativa se sustenta en el hecho de que el acceso y uso de nuevas tecnologías de 
información y comunicación por la población rural no han sido valorados, destacando que 
en el Título Tercero, Capítulo II, de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable se establecen en 
las fracciones I y II los sistemas nacionales de investigación y transferencia tecnológica 
para el desarrollo rural sustentable, y de capacitación y asistencia técnica rural integral. En 
el artículo 33 de la citada ley se establece que la comisión intersecretarial, con la 
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participación del consejo mexicano, integrará la política nacional de investigación para el 
desarrollo rural sustentable.  

Respecto al sistema nacional de capacitación y asistencia técnica rural integral, dicho 
ordenamiento establece que corresponde al gobierno federal desarrollar la política de 
capacitación. Por lo anterior, el legislador proponente considera que hay formas de 
establecer vínculos que redunden en beneficio de los productores rurales, haciendo efectiva 
la aplicación de la investigación, la capacitación y la transferencia de tecnología al sector 
productivo rural.  

Para el diputado proponente, el fortalecimiento de la coordinación institucional, la 
investigación y la transferencia de tecnología deben ser asequibles para los productores 
rurales para conocer y, en su caso, satisfacer sus necesidades específicas en materia de 
desarrollo rural sustentable, permitiéndoles conocer los avances que se vayan registrando 
conforme a los resultados de los procesos de investigación y los adelantos tecnológicos que 
se vayan generando.  

Con base en los antecedentes mencionados, los integrantes de esta comisión formulamos 
las siguientes  

Consideraciones  

Primera. La Comisión de Desarrollo Rural, en su calidad de dictaminadora, realizó el 
estudio y análisis de los planteamientos expuestos en la iniciativa citada, con objeto de 
valorar su contenido, deliberar e integrar el presente dictamen.  

Segunda. La comisión dictaminadora coincide con los argumentos planteados por el 
legislador proponente respecto a la importancia que revisten la investigación y la 
transferencia de tecnología. En términos de lo previsto en el artículo 32 de la Ley de 
Desarrollo Rural Sustentable, se considera entre las acciones por establecer para 
incrementar la productividad y la competitividad en el ámbito rural dar impulso a la 
investigación y al desarrollo tecnológico agropecuario, a la apropiación tecnológica y su 
validación, así como la transferencia de tecnología a los productores, promoviendo la 
inducción de prácticas sustentables.  

Tercera. Conforme a lo dispuesto en la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, el sistema 
nacional de investigación y transferencia tecnológica para el desarrollo rural sustentable se 
establece para impulsar la generación de investigación sobre el desarrollo rural sustentable 
y, en particular, el desarrollo tecnológico, su validación, transferencia y apropiación por los 
productores y demás agentes rurales, considerando que la investigación y la formación de 
recursos humanos son una inversión prioritaria para el desarrollo rural sustentable, por lo 
que se deberán fortalecer las instituciones públicas encargadas de la generación de dichos 
activos.  

Cuarta. La comisión dictaminadora coincide con el legislador proponente en que resulta 
conveniente que la población rural cuente con los elementos indispensables para que tenga 
acceso a las tecnologías de la información, facilitando la capacitación en el uso de portales 
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informáticos, toda vez que con ello se fortalecen la investigación, la capacitación y la 
actualización de la asistencia técnica rural integral que, para efectos productivos, satisface 
las necesidades cognitivas de los productores rurales respecto al aprovechamiento 
sustentable de los recursos naturales del campo.  

Quinta. Desde el punto de vista legislativo, si bien es cierto que la Ley de Desarrollo Rural 
Sustentable establece instancias colegiadas como los sistemas y servicios nacionales 
inherentes a la capacitación, asistencia técnica rural integral, investigación y transferencia 
de tecnología, el acceso a tecnologías de la información y de la comunicación no se 
considera de manera expresa en estas instancias. Por ello destaca el legislador proponente 
que en la actualidad tener acceso a las comunicaciones electrónicas no es una necesidad que 
sólo se genere en las grandes ciudades, es también una vía para que los actores productivos 
del sector rural se comuniquen y amplíen su interacción con el resto de la sociedad.  

Sexta. La comisión dictaminadora coincide con la intención del diputado proponente de 
que es pertinente que la política nacional de investigación en el ámbito del desarrollo rural 
sustentable debe considerar el uso de las tecnologías de información y comunicación tanto 
para su formulación como para la difusión de avances con los diversos actores de la 
sociedad rural.  

En mérito de lo expuesto, con base en las consideraciones anteriores y en el análisis de la 
iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan diversas 
disposiciones de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, los integrantes de la Comisión de 
Desarrollo Rural de la Cámara de Diputados en la LXI Legislatura manifestamos nuestra 
aprobación y sometemos a consideración de esta honorable asamblea el siguiente proyecto 
de  

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley de 
Desarrollo Rural Sustentable  

Artículo Único. Se reforma el artículo 37, fracción I; y se adicionan los artículos 33, con 
un tercer párrafo, 43, con un segundo párrafo, y 44, con una fracción VIII, recorriéndose las 
subsecuentes, a la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, para quedar como sigue:  

Artículo 33. …  

…  

La política nacional de investigación contemplará el uso de las tecnologías de 
información y comunicación tanto para su formulación como la difusión de avances, 
con los diversos actores de la sociedad rural.  

Artículo 37. …  
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I. Atender las necesidades en materia de ciencia y tecnología de los productores y 
demás agentes de las cadenas productivas agropecuarias y agroindustriales y las de 
carácter no agropecuario que se desarrollan en el medio rural;  

II. a XVIII. … 

Artículo 43. …  

El Sistema Nacional de Capacitación y Asistencia Técnica Rural Integral deberá 
considerar el uso de las tecnologías de información y comunicación para el 
cumplimiento de sus propósitos.  

Artículo 44. …  

I. a VII. …  

VIII. Las instituciones públicas de educación que desarrollan actividades en la 
materia;  

IX. Los organismos de educación técnica y de capacitación de la Secretaría de 
Educación Pública; y  

X. Los mecanismos y las estructuras que se deberán establecer para este fin en 
los distritos de desarrollo rural. 

Transitorio  

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación.  

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de enero de 2010.  

La Comisión de Desarrollo Rural  

Diputados: Javier Bernardo Usabiaga Arroyo (rúbrica), presidente; Guillermina Casique Vences (rúbrica), 
Carlos Luis Meillón Johnston (rúbrica), Alfonso Jesús Martínez Alcázar (rúbrica), Federico Ovalle Vaquera, 
María Esther Terán Velázquez (rúbrica), Martín Enrique Castillo Ruz (rúbrica), Hernán de Jesús Orantes 
López (rúbrica), Julio Saldaña Morán (rúbrica), secretarios; Rogelio Manuel Díaz Brown Ramsburgh 
(rúbrica), María Hilaria Domínguez Arvizu (rúbrica), Felipe Borja Texocotitla, Francisco Alberto Jiménez 
Merino (rúbrica), Luis Félix Rodríguez Sosa, Sabino Bautista Concepción (rúbrica), Guadalupe Pérez 
Domínguez (rúbrica), José Erandi Bermúdez Méndez, Esteban Albarrán Mendoza (rúbrica), Rubén Arellano 
Rodríguez, Alba Leonila Méndez Herrera (rúbrica), Avelino Méndez Rangel, Fermín Montes Cavazos 
(rúbrica), Emiliano Velázquez Esquivel (rúbrica), Rolando Zubía Rivera (rúbrica), Norma Leticia Orozco 
Torres (rúbrica), Alberto Esquer Gutiérrez, Sergio Ernesto Gutiérrez Villanueva, Arturo Ramírez Bucio 
(rúbrica), Francisco Amadeo Espinosa Ramos, Israel Madrigal Ceja (rúbrica).   
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030 

DE LA COMISIÓN DE DESARROLLO RURAL, CON PROYECTO DE DECRETO 
QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 24 BIS A LA LEY DE DESARROLLO RURAL 
SUSTENTABLE  

Honorable Asamblea:  

A la Comisión de Desarrollo Rural de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de 
la Unión de la LXI Legislatura, mediante el acuerdo de la Mesa Directiva relativo a los 
dictámenes de proyectos de ley o decreto y de proposiciones con punto de acuerdo que 
quedaron pendientes de resolver por el pleno de la Cámara de Diputados de la LX 
Legislatura, publicado en la Gaceta Parlamentaria el pasado 18 de septiembre de 2009, fue 
turnada para estudio y dictamen la iniciativa que adiciona el artículo 24 Bis de la Ley de 
Desarrollo Rural Sustentable, presentada por el diputado Martín Óscar González Morán, 
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, publicada en la Gaceta 
Parlamentaria el 30 de octubre de 2008.  

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, 72 y 73 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; 39, 44 y 45 de la Ley Orgánica del Congreso General de los 
Estados Unidos Mexicanos; y 58, 60, 87 y 88 del Reglamento para el Gobierno Interior del 
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, la Comisión de Desarrollo Rural 
somete a consideración de sus integrantes el presente dictamen el cual se realiza bajo los 
siguientes  

Antecedentes  

I. Con fecha 30 de octubre de 2008, el diputado Martín Óscar González Morán, del 
Grupo Parlamentario del Partido de Acción Nacional, haciendo uso de la facultad 
que le confiere el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, presentó ante el pleno de la Cámara de Diputados, la iniciativa 
que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de Desarrollo Rural 
Sustentable.  

II. En la misma fecha, el presidente de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados 
dispuso que dicha iniciativa fuera turnada a la Comisión de Desarrollo Rural para 
estudio y dictamen. 

Contenido de la iniciativa  

La presente iniciativa destaca la importancia de los factores que fortalecen el desarrollo 
rural sustentable, señalando que la tecnificación e intensificación del riego agrícola en el 
campo, así como las facilidades para acceder a mayores financiamientos para la compra de 
activos, como tractores y otros tipos de maquinaria, permite a los productores generar 
alimentos de mejor calidad que pueden ser ofertados a precios más competitivos.  



Gaceta Parlamentaria, Cámara de Diputados, número 2969-V, martes 16 de marzo de 2010. 
 

 

2 
 

El legislador proponente plantea que una de las medidas más atinadas que pudiera adoptar 
el gobierno federal a corto plazo consiste en hacer efectiva la planeación del desarrollo 
rural sustentable a mediano y largo plazos, a través de la creación de comités consultivos 
alimentarios, en las cadenas productivas en las que se considere necesario integración que 
se vería reflejada al interior de los Consejos para el Desarrollo Rural Sustentable.  

Lo anterior se pretende concretar a través de la adición de un artículo 24 Bis en el 
contenido de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, a fin de que estos comités consultivos 
especializados en política alimentaria y conformados por algunos miembros de los 
consejos, se enriquecieran con la opinión de jóvenes egresados de carreras dedicadas al 
aprovechamiento del campo, profesionales que con sus contribuciones apoyarían a los 
referidos comités en el diseño e implantación de políticas públicas en materia alimentaria, 
particularmente de la producción agropecuaria, considerando las características 
agroecológicas, económicas, sociales y culturales del estado, región o municipio de que se 
trate, impulsando así la producción nacional con criterios de factibilidad económica, en 
beneficio de productores y consumidores.  

Con base en los antecedentes mencionados, los integrantes de esta comisión formulamos 
las siguientes  

Consideraciones  

Primera. La Comisión de Desarrollo Rural, en su calidad de comisión dictaminadora, 
realizó el estudio y análisis de los planteamientos expuestos en la iniciativa citada con 
objeto de valorar su contenido, deliberar e integrar el presente dictamen.  

Segunda. Esta comisión dictaminadora coincide con los argumentos planteados por el 
legislador proponente en que es indispensable hacer efectiva la planeación del desarrollo 
rural sustentable, haciendo uso de los conocimientos actualizados en el aprovechamiento de 
los recursos naturales del campo mexicano, utilizando herramientas tales como la 
tecnificación e intensificación del riego agrícola en el campo, así como las facilidades para 
acceder a mayores financiamientos para la compra de activos, como tractores y otros tipos 
de maquinaria.  

Tercera. En términos de lo establecido en el artículo 22, fracciones II, y XV de la Ley de 
Desarrollo Rural Sustentable, la Comisión Intersecretarial para el Desarrollo Rural 
Sustentable mediante la concertación que realice con las dependencias y entidades del 
sector público y con los sectores privado y social integrará el sistema y el servicio 
nacionales de capacitación y asistencia técnica rural integral. Por ello el gobierno federal 
desarrollará la política de capacitación a través del Sistema Nacional de Capacitación y 
Asistencia Técnica Rural Integral, atendiendo la demanda de la población rural y sus 
organizaciones.  

Cuarta. Por otro lado, en el marco jurídico aplicable al desarrollo rural sustentable se tiene 
previsto que las acciones en materia de cultura, capacitación, investigación, asistencia 
técnica y transferencia de tecnología son fundamentales para el fomento agropecuario y el 
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desarrollo rural sustentable y se consideran responsabilidad de los tres órdenes de gobierno 
y de los sectores productivos, las cuales se deberán cumplir en forma permanente y 
adecuada a los diferentes niveles de desarrollo y consolidación productiva y social.  

Quinta. En este sentido, la comisión dictaminadora coincide con el proponente en que es 
importante que tanto la capacitación, como la asistencia técnica rural integral que demanda 
de la población rural y sus organizaciones, podrá ser atendida de manera adecuada con la 
creación de comités consultivos alimentarios que operen al interior de los consejos 
estatales, municipales y distritales, con profesionales preparados que proporcionen la 
información requerida para que los productores alimentarios cuenten con herramientas 
eficientes para hacer uso de la tecnificación de forma sustentable.  

Sexta. Finalmente, en aras de enriquecer la iniciativa de referencia, el diputado Israel 
Madrigal Ceja expreso ante el pleno de esta comisión dictaminadora expresó la 
conveniencia de citar en el cuerpo del artículo 24 Bis, que también podrán incorporarse 
expertos de gran valía adscritos a los centros de investigación y a instituciones educativas 
de nivel superior, propuesta que fue aprobada por los integrantes del pleno de la Comisión 
de Desarrollo Rural.  

Consecuentemente, la Comisión de Desarrollo Rural, por acuerdo unánime de sus 
integrantes, adiciona al segundo párrafo del artículo 24 Bis la redacción que compila la 
propuesta del diputado Israel Madrigal Ceja.  

En mérito de lo expuesto, con base en las consideraciones anteriores y el análisis de la 
iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona el artículo 24 Bis de la Ley de 
Desarrollo Rural Sustentable, los integrantes de la Comisión de Desarrollo Rural de la 
Cámara de Diputados de la LXI Legislatura manifestamos nuestra aprobación y sometemos 
a consideración de esta honorable asamblea el siguiente proyecto de  

Decreto por el que se adiciona un artículo 24 Bis a la Ley de Desarrollo Rural 
Sustentable  

Artículo Único. Se adiciona un artículo 24 Bis a la Ley de Desarrollo Rural Sustentable 
para quedar como sigue:  

Artículo 24 Bis. Se podrán integrar, dentro de los consejos mexicano, estatales, distritales y 
municipales, cuando así se considere necesario, comités consultivos alimentarios, cuya 
finalidad será opinar al seno de los consejos mexicano, estatales, distritales y municipales 
en materia de producción agropecuaria, utilizando criterios de factibilidad técnica y 
económica, considerando principalmente las características agroecológicas, económicas, 
sociales y culturales del ámbito territorial en cuestión.  

Podrán participar en los comités consultivos alimentarios, adicionalmente a los integrantes 
de los consejos mexicano, estatales, distritales y municipales, profesionistas inscritos en el 
padrón de prestadores de servicios del sector rural perteneciente al Sistema Nacional de 
Capacitación y Asistencia Técnica Rural Integral al que hace referencia esta ley en el 
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Capítulo Tercero del Título Tercero, en su carácter de expertos en los temas abordados por 
los comités consultivos alimentarios, con la finalidad de reforzar la opinión técnica que 
dichos comités puedan emitir en el seno de los consejos mexicano, estatales, distritales y 
municipales.  

Transitorio  

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación.  

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de enero de 2010.  

La Comisión de Desarrollo Rural  

Diputados: Javier Bernardo Usabiaga Arroyo (rúbrica), presidente; Guillermina Casique Vences (rúbrica), 
Carlos Luis Meillón Johnston (rúbrica), Alfonso Jesús Martínez Alcázar (rúbrica), Federico Ovalle Vaquera, 
María Esther Terán Velázquez, Martín Enrique Castillo Ruz (rúbrica), Hernán de Jesús Orantes López 
(rúbrica), Julio Saldaña Morán (rúbrica), secretarios; Rogelio Manuel Díaz Brown Ramsburgh (rúbrica), 
María Hilaria Domínguez Arvizu (rúbrica), Felipe Borja Texocotitla, Francisco Alberto Jiménez Merino 
(rúbrica), Luis Félix Rodríguez Sosa, Sabino Bautista Concepción, Guadalupe Pérez Domínguez (rúbrica), 
José Erandi Bermúdez Méndez, Esteban Albarrán Mendoza (rúbrica), Rubén Arellano Rodríguez, Alba 
Méndez Herrera (rúbrica), Avelino Méndez Rangel, Fermín Montes Cavazos (rúbrica), Emiliano Velázquez 
Esquivel (rúbrica), Rolando Zubia Rivera (rúbrica), Norma Leticia Orozco Torres, Alberto Esquer Gutiérrez, 
Sergio Ernesto Gutiérrez Villanueva, Arturo Ramírez Bucio (rúbrica), Francisco Amadeo Espinosa Ramos, 
Israel Madrigal Ceja (rúbrica).  
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031 

DE LA COMISIÓN DE DESARROLLO RURAL, CON PROYECTO DE DECRETO 
QUE REFORMA EL ARTÍCULO 84 DE LA LEY DE DESARROLLO RURAL 
SUSTENTABLE  

Honorable Asamblea:  

A la Comisión de Desarrollo Rural de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión de 
la LXI Legislatura, mediante el acuerdo de la Mesa Directiva relativo a los dictámenes de 
proyectos de ley o decreto y de proposiciones con punto de acuerdo que quedaron 
pendientes de resolver por el pleno de la Cámara de Diputados de la LX Legislatura, 
publicado en la Gaceta Parlamentaria el 18 de septiembre de 2009, fue turnada para estudio 
y dictamen la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona un tercer párrafo del artículo 
84 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, presentada por el diputado Ramón Barajas 
López, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional (PRI).  

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, 72 y 73 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; 39, 44 y 45 de la Ley Orgánica del Congreso General de los 
Estados Unidos Mexicanos; y 58, 60, 87 y 88 del Reglamento para el Gobierno Interior del 
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, la Comisión de Desarrollo Rural 
somete a consideración de sus integrantes el presente dictamen, el cual se realiza conforme 
a los siguientes  

Antecedentes  

1. La iniciativa mencionada fue presentada por el diputado Ramón Barajas López, 
del Grupo Parlamentario del PRI, el 24 de abril de 2009 y fue publicada en la 
Gaceta Parlamentaria de esa fecha.  

2. En términos del último párrafo del artículo 94 del Reglamento para Gobierno 
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, la iniciativa 
referida en el proemio del presente dictamen fue turnada por la Mesa Directiva de la 
LXI Legislatura a la Comisión de Desarrollo Rural como parte de los asuntos 
legislativos pendientes de resolución con el carácter de proyectos. 

Contenido de la iniciativa  

1. La iniciativa materia del presente dictamen implica la adición del tercer párrafo del 
artículo 84 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, para quedar como a continuación se 
transcribe:  

Artículo Único. Se reforma y adiciona un tercer párrafo al artículo 84 de la Ley de 
Desarrollo Rural Sustentable, para quedar como sigue:  
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Artículo 84. El gobierno federal, a través de las dependencias y entidades 
competentes, en coordinación con los gobiernos de las entidades federativas y con 
la participación de los productores beneficiarios, promoverá el desarrollo de la 
electrificación y los caminos rurales y obras de conservación de suelos y agua, 
considerándolos como elementos básicos para el mejoramiento de las condiciones 
de vida de los habitantes del medio rural y de la infraestructura productiva del 
campo.  

…  

La infraestructura de comunicación deberá ser la adecuada a las condiciones 
geográficas y climatológicas de la zona, así como con la calidad requerida para 
ser usada por transporte de personas, productos, insumos y maquinaria 
necesarios para las tareas agrícolas, ganaderas y pecuarias, incidiendo en la 
producción y en las condiciones de bienestar de la población rural. 

Transitorio  
Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en 
el Diario Oficial de la Federación. 

Con base en los antecedentes mencionados, los integrantes de la comisión formulamos las 
siguientes  

Consideraciones  

Primera. La Comisión de Desarrollo Rural, en su calidad de dictaminadora, realizó el 
estudio y análisis de los planteamientos expuestos en la iniciativa precitada, con objeto de 
valorar su contenido, deliberar e integrar el presente dictamen.  

Segunda. La Ley de Desarrollo Rural Sustentable, como ordenamiento reglamentario de la 
fracción XX del artículo 27 constitucional, considera de interés público el desarrollo rural 
sustentable, que incluye la planeación y organización de la producción agropecuaria, su 
industrialización y comercialización, y de los demás bienes y servicios, y todas las acciones 
tendentes a la elevación de la calidad de vida de la población rural, según lo previsto en el 
artículo 26 de la Carta Magna, para lo cual el Estado tendrá la participación que determina 
este ordenamiento.  

Tercera. En términos de lo establecido en el artículo 20 de la Ley de Desarrollo Rural 
Sustentable, la comisión intersecretarial se encargará de atender, coordinar y dar el 
seguimiento correspondiente a los programas sectoriales y especiales que tengan como 
propósito impulsar el desarrollo rural sustentable. Asimismo, será la responsable de 
promover y coordinar las acciones y la concertación de la asignación de responsabilidades a 
las dependencias y entidades federales competentes en las materias consideradas en la Ley 
de Desarrollo Rural Sustentable.  

Cuarta. Según lo establece el artículo 36, fracción I, de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal, a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes 
corresponde formular y conducir las políticas y los programas para el desarrollo del 
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transporte y las comunicaciones de acuerdo con las necesidades del país. Asimismo, 
conforme a los artículos 20 y 21 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, la Secretaría de 
Comunicaciones y Transportes es una de las dependencias integrantes de la Comisión 
Intersecretarial para el Desarrollo Rural Sustentable.  

Quinta. Como expone el legislador proponente, en el campo mexicano hay una notable 
demanda de vías de comunicación eficientemente acondicionadas, las que optimizarían el 
transporte de personas y productos resultado de las actividades económicas del sector rural, 
facilitando el acceso de insumos, materias primas, equipos y maquinaria para las tareas 
productivas, incrementando el bienestar de la población que vive en el campo y, con ello, 
propiciando una efectiva calidad de vida a ese sector de la población.  

Sexta. En consecuencia, de aprobarse la adición propuesta en la iniciativa de referencia, al 
establecer que la infraestructura de comunicación deberá tomar en cuenta las condiciones 
geográficas y climáticas de cada zona, así como con la calidad requerida para ser usada por 
transporte de personas, productos, insumos y maquinaria necesarias para las tareas 
agrícolas, ganaderas y pecuarias, se estarían haciendo efectivas las acciones tendentes a la 
elevar de la calidad de vida de la población rural, de conformidad con la fracción XX del 
artículo 27 de la Constitución Política y con el objeto de la Ley de Desarrollo Rural 
Sustentable.  

Conclusiones  

Primera. En virtud de lo anterior y una vez que la comisión dictaminadora ha entrado en el 
análisis del fondo del asunto, valorando los argumentos que sustentan la adición propuesta 
en la iniciativa, se determina que la propuesta legislativa es jurídicamente procedente.  

Segunda. Consecuentemente, la Comisión de Desarrollo Rural considera que es procedente 
aprobar la iniciativa materia de este dictamen, por resultar congruente con lo establecido 
por la fracción XX del artículo 27 constitucional y con el objeto que persigue la Ley de 
Desarrollo Rural Sustentable, por lo que respecta a elevar la calidad de vida de la población 
rural.  

En mérito de lo expuesto, y con base en las consideraciones anteriores y en el análisis de la 
iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 84 de la Ley de 
Desarrollo Rural Sustentable, en su primer párrafo, y se adiciona al mismo artículo 84 un 
párrafo tercero, los integrantes de la Comisión de Desarrollo Rural de la Cámara de 
Diputados de la LXI Legislatura manifestamos nuestra aprobación y sometemos a 
consideración de esta honorable asamblea el siguiente proyecto de  

Decreto por el que se reforma el artículo 84 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable  

Artículo Único. Se reforma el primer párrafo y se adiciona un tercer párrafo al artículo 84 
de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, para quedar como sigue:  
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Artículo 84. El gobierno federal, a través de las dependencias y entidades competentes, en 
coordinación con los gobiernos de las entidades federativas y con la participación de los 
productores beneficiarios, promoverá el desarrollo de la electrificación y los caminos 
rurales y obras de conservación de suelos y agua, considerándolos elementos básicos para 
el mejoramiento de las condiciones de vida de los habitantes del medio rural y de la 
infraestructura productiva del campo.  

…  

La infraestructura de comunicación rural deberá ser la adecuada a las condiciones 
geográficas y climáticas de la zona, así como con la calidad requerida para ser usada 
por transporte de personas, productos, insumos y maquinaria necesarios para las 
tareas agrícolas y pecuarias, incidiendo en la producción y en las condiciones de 
bienestar de la población rural.  

Transitorio  

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación.  

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de diciembre de 2009.  

La Comisión de Desarrollo Rural  

Diputados: Javier Bernardo Usabiaga Arroyo (rúbrica), presidente; Guillermina Casique Vences (rúbrica), 
Rogelio Manuel Díaz Brown Ramsburgh (rúbrica), María Esther Terán Velázquez (rúbrica), Hernán de Jesús 
Orantes López (rúbrica), Carlos Luis Meillón Johnston (rúbrica), Federico Ovalle Vaquera (rúbrica), Martín 
Enrique Castillo Ruz (rúbrica), Julio Saldaña Morán (rúbrica), Alfonso Jesús Martínez Alcázar (rúbrica), 
secretarios; Felipe Borja Texocotitla (rúbrica), Luis Félix Rodríguez Sosa, Guadalupe Pérez Domínguez, 
Esteban Albarrán Mendoza (rúbrica), María Hilaria Domínguez Arvizu, Francisco Alberto Jiménez Merino, 
Sabino Bautista Concepción, José Erandi Bermúdez Méndez, Rubén Arellano Rodríguez (rúbrica), Alba 
Leonila Méndez Herrera (rúbrica), Fermín Montes Cavazos, Rolando Zubía Rivera, Alberto Esquer Gutiérrez 
(rúbrica), Arturo Ramírez Bucio (rúbrica), Avelino Méndez Rangel, Emiliano Velázquez Esquivel (rúbrica), 
Norma Leticia Orozco Torres, Sergio Ernesto Gutiérrez Villanueva, Francisco Amadeo Espinosa Ramos, 
Israel Madrigal Ceja (rúbrica).  
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032 

DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN PÚBLICA Y SERVICIOS EDUCATIVOS, CON 
PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 21 Y 33 
DE LA LEY GENERAL DE EDUCACIÓN  

Honorable Asamblea:  

A la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, con opinión de la Comisión 
de Asuntos Indígenas, de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión de la 
LX Legislatura le fue turnada para su estudio y análisis la minuta con proyecto de decreto 
que reforma y adiciona los artículos 21 y 33 de la Ley General de Educación, en materia de 
educación indígena.  

De conformidad con lo enunciado en los artículos 71 y 72 constitucionales, y de 
conformidad con los artículos 39, 43, 44 y 45, numeral 6, incisos e), f) y g), de la Ley 
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, así como en 56, 60, 88, 
93 y 94 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados 
Unidos Mexicanos, se procedió al análisis de la mencionada minuta, presentando a 
consideración de esta honorable asamblea, el siguiente dictamen:  

I. Antecedentes  

1. El 8 de febrero de 2007, el senador Gabino Cué Monteagudo, del Grupo 
Parlamentario del Partido Convergencia, presentó ante el Pleno del Senado 
iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan diversas 
disposiciones de la Ley General de Educación, de manera que se garantice que la 
educación indígena sea bilingüe e intercultural. La iniciativa fue suscrita, además, 
por el senador Guillermo Enrique Marcos Tamborrel Suárez, del Grupo 
Parlamentario del Partido Acción Nacional.  

2. El 6 de septiembre de 2007, el senador Adolfo Toledo Infanzón del Grupo 
Parlamentario del Partido Acción Nacional, presentó ante el Pleno del Senado de la 
República iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma la fracción I del 
artículo 33 de la Ley General de Educación, con el propósito de garantizar que se 
atienda de manera especial a las escuelas de las comunidades indígenas y se 
impulsen la matriculación, la asistencia escolar y la conclusión de estudios de las 
niñas y niños indígenas.  

3. El 29 de octubre de 2007 el senador Andrés Galván Rivas, del Grupo 
Parlamentario del Partido Acción Nacional presentó iniciativa con proyecto de 
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de 
Educación, con el propósito de incorporar la figura de la educación básica 
intercultural y bilingüe y propiciar la formación de profesores especializados en 
lenguas indígenas, así como generar los contenidos educativos, materiales 
didácticos, escuelas y demás procesos educativos necesarios para la especialidad.  
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4. En esa misma fecha y por disposición de la Presidencia de la Mesa Directiva del 
Senado de la República, las iniciativas fueron turnadas para su estudio y dictamen a 
las Comisiones Unidas de Educación y de Estudios Legislativos y, en particular, la 
del senador Andrés Galván Rivas se turnó, además, a la Comisión de Asuntos 
Indígenas.  

5. El 21 de abril de 2008 el dictamen se aprobó en la Cámara de Senadores por 70 
votos y, en esa misma fecha, la minuta se turnó a la Cámara de Diputados para los 
efectos del inciso a) del artículo 72 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos.  

6. El 22 de abril de 2008 la Minuta se recibió en la Cámara de Diputados, y la 
Presidencia de la Mesa Directiva acordó turnarla a la Comisión de Educación 
Pública y Servicios Educativos, con opinión de la Comisión de Asuntos Indígenas.  

7. Con fecha 1 de abril de 2009, el dictamen con sentido positivo –que incorpora la 
opinión de la Comisión de Asuntos Indígenas– fue aprobado por el Pleno de la 
Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, LX Legislatura. 

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos llevó a cabo el análisis de la 
minuta en cuestión y el presente dictamen, en el que se considera la opinión de la Comisión 
de Asuntos Indígenas, da cuenta de las observaciones, comentarios y conclusiones 
expresadas en relación con el contenido de la misma.  

II. Contenido de la minuta  

La minuta da cuenta del contenido de las tres iniciativas dictaminadas, en las cuales los 
Senadores promoventes expresan preocupación por la calidad de la atención educativa que 
reciben los hablantes de lenguas indígenas que cursan por los distintos niveles del sistema 
educativo nacional. Las iniciativas proponen un conjunto de reformas y adiciones a la Ley 
General de Educación, cuyo contenido se sintetiza en las siguientes líneas:  

1. Iniciativa del senador Cué Monteagudo:  

a. Incorporar el derecho de los indígenas a recibir educación bilingüe e intercultural 
en sus pueblos y comunidades.  

b. Establecer un sistema de becas para los estudiantes indígenas de todos los niveles 
educativos.  

c. Establecer un sistema de educación, formación y capacitación que asegure la 
atención educativa de la población indígena.  

d. Promover la preservación y difusión de la cultura indígena.  

e. Elaborar y mantener actualizados libros de texto gratuitos en lenguas indígenas.  
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f. Incorporar las necesidades y propuestas de las comunidades indígenas en las 
acciones federales y estatales dirigidas a apoyar la función social educativa.  

g. Tomar medidas para garantizar el acceso a la educación y la permanencia de los 
alumnos provenientes de comunidades indígenas.  

h. Facultar a los Consejos Municipales de Participación Social para que promuevan 
la cultura de los pueblos indígenas.  

i. Incorporar a representantes de las comunidades indígenas en los Consejos 
Estatales de Participación Social.  

2. Iniciativa del senador Toledo Infanzón:  

a. Especificar que la atención de las escuelas ubicadas en comunidades indígenas, 
junto con las que se encuentran en localidades aisladas y zonas urbanas marginadas, 
deberá ser prioritaria para las autoridades educativas, estableciendo incentivos que 
impulsen el ingreso, la asistencia y la conclusión de los estudios.  

3. Iniciativa del senador Galván Rivas:  

a. Añadir el texto "y educación básica intercultural y bilingüe" en todas las 
referencias que se hacen a la "educación básica", específicamente en las fracciones 
I, II, VI y XIII del artículo 12; las fracciones I a VI del artículo 13; la fracción IV 
del artículo 14; los párrafos primero y segundo del artículo 16; la fracción I del 
artículo 20; primer párrafo del artículo 37; el artículo 38; el primer párrafo del 
artículo 48; el primer párrafo del artículo 51; primer párrafo del artículo 53; 
segundo párrafo del artículo 54; fracción III del artículo 55; primero y cuarto 
párrafos del artículo 69; segundo párrafo del artículo 70; y, fracción III del artículo 
77. 

III. Consideraciones del Senado  

En sus consideraciones, la Cámara de Senadores señala que "las iniciativas en análisis 
representan un esfuerzo de reflexión de parte de los iniciantes por tratar de incidir en el 
hecho de que la educación indígena en general mantiene índices de eficiencia terminal y 
deserción por debajo de la media nacional y un índice superior de reprobación, no obstante 
la puesta en marcha de planes y programas para lograr mayor equidad y cobertura en la 
educación en las comunidades en las que habitan. Asimismo, también son muestran del 
interés de los senadores por encontrar fórmulas que permitan mantener el patrimonio 
cultural intangible que representan los idiomas indígenas, cuya pérdida se acrecienta 
cuando las propias comunidades dejan de escribir y comunicarse en su propia lengua…"  

Sin embargo, la codictaminadora destaca diversos argumentos en los cuales fundamenta 
modificaciones a las propuestas de los promoventes. Los principales argumentos se citan a 
continuación:  
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1. La reforma a los artículos 1o., 2o., 4o., 8o. y 115 constitucionales promulgada el 
14 de agosto de 2001, otorga mayor presencia en el orden jurídico nacional a las 
inquietudes y demandas de los pueblos y comunidades indígenas, pues se reconoce 
la autonomía de los pueblos para preservar y enriquecer sus lenguas, así como para 
fortalecer su cultura e identidad; también se estipula la obligación del Estado para 
garantizar e incrementar los niveles de escolaridad de la población indígena, 
favoreciendo la educación bilingüe e intercultural, la alfabetización, la conclusión 
de la educación básica, la capacitación productiva y la educación media superior y 
superior, además de establecer un sistema de becas para los estudiantes indígenas de 
todos los niveles y definir programas educativos de contenido regional que 
reconozcan el legado cultural de los pueblos indígenas.  

2. En congruencia con lo anterior, el 13 de marzo de 2003 se adicionó la fracción IV 
del artículo 7o. de la Ley General de Educación, misma que establece como uno de 
los fines de la educación que imparta el Estado la promoción, mediante la 
enseñanza, del conocimiento de la pluralidad lingüística de la nación y el respeto a 
los derechos lingüísticos de los pueblos indígenas, así como que los hablantes de 
lenguas indígenas tendrán acceso a la educación obligatoria en su propia lengua y 
en español.  

3. Asimismo, se publicó la Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos 
Indígenas, cuyo artículo 11 establece que las autoridades educativas federales y 
estatales garantizarán que la población indígena tenga acceso a la educación 
obligatoria, bilingüe e intercultural, y adoptarán las medidas necesarias para que en 
el sistema educativo se asegure el respeto a la dignidad e identidad de las personas, 
independientemente de su lengua; también se establece que en los niveles medio y 
superior se fomentará la interculturalidad, el multilingüismo y el respeto a la 
diversidad y los derechos lingüísticos. El artículo 13 de la citada ley señala lo 
siguiente:  

"Corresponde al Estado en sus distintos órdenes de gobierno la creación de 
instituciones y la realización de actividades en sus respectivos ámbitos de 
competencia, para lograr los objetivos generales de la presente ley, y en particular 
las siguientes:  

I. Incluir dentro de los planes y programas, nacionales, estatales y 
municipales en materia de educación y cultura indígena las políticas y 
acciones tendientes a la protección, preservación, promoción y desarrollo de 
las diversas lenguas indígenas nacionales, contando con la participación de 
los pueblos y comunidades indígenas;  

...  

IV. Incluir en los programas de estudio de la educación básica y normal, el 
origen y evolución de las lenguas indígenas nacionales, así como de sus 
aportaciones a la cultura nacional;  
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V. Supervisar que en la educación pública y privada se fomente o 
implemente la interculturalidad, el multilingüismo y el respeto a la 
diversidad lingüística para contribuir a la preservación, estudio y desarrollo 
de las lenguas indígenas nacionales y su literatura;  

VI. Garantizar que los profesores que atiendan la educación básica bilingüe 
en comunidades indígenas hablen y escriban la lengua del lugar y conozcan 
la cultura del pueblo indígena de que se trate;  

VII. Impulsar políticas de investigación, difusión, estudios y documentación 
sobre las lenguas indígenas nacionales y sus expresiones literarias;  

VIII. Crear bibliotecas, hemerotecas, centros culturales u otras instituciones 
depositarias que conserven los materiales lingüísticos en lenguas indígenas 
nacionales;  

IX. Procurar que en las bibliotecas públicas se reserve un lugar para la 
conservación de la información y documentación más representativa de la 
literatura y lenguas indígenas nacionales;  

..." 

4. La Secretaría de Educación Pública, a través de la Dirección General de 
Educación Indígena (DGEI) ha constituido una red de servicios educativos en el 
territorio nacional para atender el rezago educativo en la población indígena y para 
dar solución a la demanda educativa bilingüe e intercultural.  

5. De acuerdo con datos de la DGEI, para el ciclo escolar de 2004-2005 "de los 62 
grupos indígenas que existen en el país, 54 grupos étnicos cuentan con los servicios 
de educación inicial, preescolar y primaria indígena, así como de apoyo y 
asistenciales. Estos servicios se encuentran ubicados en 25 entidades federativas, 
siendo las lenguas con mayor captación de matricula: Náhuatl, Mixteco, Tseltal, 
Tsotsil, Zapoteco, Hñahñu y Maya".  

6. En preescolar se brindan servicios en 46 lenguas indígenas, principalmente 
Náhuatl, Mixteco, Maya, Zapoteco y Tseltal. El servicio de primaria se brinda en 51 
lenguas indígenas, siendo el Náhuatl, Mixteco, Tseltal, Tsotsil, Hñahñu, Mazateco, 
Zapoteco y Chol las que mayor número de alumnos concentran. Los servicios de 
educación indígena se ofrecen en entidades en las que no existen grupos originarios, 
pero que por efectos de la migración interna cuentan con población indígena. 

Con base en las consideraciones anteriores, el senado formula el siguiente:  
"Proyecto de decreto que reforma los artículos 21 y 33 de la Ley General de 
Educación en relación con la educación indígena  
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Artículo Único. Se reforma el segundo párrafo del artículo 21; se reforma la 
fracción I y se adiciona una fracción XIII recorriendo la actual a la XIV del mismo 
artículo 33, para quedar como sigue:  

Artículo 21. El educador es promotor, coordinador y agente directo del proceso 
educativo. Deben proporcionársele los medios que le permitan realizar eficazmente 
su labor y que contribuyan a su constante perfeccionamiento.  

Para ejercer la docencia en instituciones establecidas por el Estado, por sus 
organismos descentralizados y por los particulares con autorización o con 
reconocimiento de validez oficial de estudios, los maestros deberán satisfacer los 
requisitos que, en su caso, señalen las autoridades competentes. En el caso de los 
maestros de educación indígena que no tengan licenciatura como nivel mínimo 
de formación, deberán participar en los programas de capacitación que diseñe 
la autoridad educativa y certificar su bilingüismo en la lengua indígena que 
corresponda y el español.  

...  

...  

...  

Artículo 33. Para cumplir con lo dispuesto en el artículo anterior, las autoridades 
educativas en el ámbito de sus respectivas competencias llevarán a cabo las 
actividades siguientes:  

I. Atenderán de manera especial las escuelas en que, por estar en localidades 
aisladas, zonas urbanas marginadas o comunidades indígenas, sea 
considerablemente mayor la posibilidad de atrasos o deserciones, mediante la 
asignación de elementos de mejor calidad para enfrentar los problemas educativos 
de dichas localidades;  

De la II. a la XII. ....  

XIII. Proporcionarán materiales educativos en las lenguas indígenas que 
correspondan en las escuelas en donde asista mayoritariamente población 
indígena.  

XIV. Realizarán las demás actividades que permitan ampliar la calidad y la 
cobertura de los servicios educativos, y alcanzar los propósitos mencionados en el 
artículo anterior.  

... 

Transitorios  
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Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en 
el Diario Oficial de la Federación." 

IV. Consideraciones de la comisión  

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos coincide en lo general y en lo 
particular con el dictamen elaborado por la Cámara de Senadores, así como con el proyecto 
de decreto que se propone en la minuta.  

De manera específica, esta comisión coincide con la codictaminadora cuando señala que la 
educación bilingüe e intercultural a que se refieren los preceptos constitucionales, no 
implica la puesta en marcha de un sistema paralelo a la educación básica que atienda 
específicamente a esa población, ni tampoco se orienta al establecimiento de un nuevo tipo 
educativo. La educación bilingüe e intercultural forma parte de la educación básica, 
integrada por los niveles preescolar, primaria y secundaria, de acuerdo con lo estipulado en 
el artículo 37 de la Ley General de Educación.  

Como señala el Senado, algunos de los temas propuestos por los senadores promoventes 
están expresados en la Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas, así 
como en los fines educativos señalados en la fracción IV del artículo 7o. de la Ley General 
de Educación:  

"IV. Promover mediante la enseñanza el conocimiento de la pluralidad lingüística 
de la nación y el respeto a los derechos lingüísticos de los pueblos indígenas.  

Los hablantes de lenguas indígenas, tendrán acceso a la educación obligatoria en su 
propia lengua y español." 

Sin embargo, como complemento a la disposición citada anteriormente, esta comisión 
considera pertinente la reforma al artículo 33 de la Ley General de Educación, que propone 
proporcionar materiales educativos en las lenguas indígenas correspondientes, en aquellas 
escuelas a las que asista población indígena, ya sea de manera mayoritaria o no. Es 
importante mencionar que en este sentido hay un gran avance, ya que –como los señala el 
dictamen del Senado– actualmente la SEP ha publicado libros de texto gratuitos en las 42 
lenguas indígenas que se hablan en nuestro país.  

Interesa destacar que la distribución y uso pedagógico de libros de texto en lengua indígena 
–elevada a rango de ley- constituye, sin duda, un elemento importante en la construcción de 
una sociedad plural, entendiendo que esto significa el reconocimiento de los sectores 
culturalmente diferenciados "como gente que no son iguales que nosotros, pero que son 
legítimamente diferentes".1 De acuerdo con Díaz (2001), "no es lo mismo tratar de utilizar 
el instrumento educativo del Estado [los libros de texto gratuitos] para crear una nación 
unitaria, culturalmente homogénea, que para construir una nación plural".  

Respecto a la formación de los educadores, la fracción I del artículo 20 de la misma ley, 
establece las instancias responsables del sistema de formación, actualización, capacitación 
y superación profesional para maestros con nivel licenciatura. Este sistema también incluye 
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la formación de maestros indígenas, encargados de la atención educativa en las 24 
entidades federativas en las que se prestan servicios de educación indígena.  

Sin embargo, es necesario reconocer que nuestro sistema educativo aún enfrenta el reto de 
lograr que todos los niños y jóvenes indígenas sean atendidos por maestros profesionales y 
bilingües, cuya lengua materna –además- coincida con la de los alumnos que atienden. Por 
esta razón, se considera pertinente la reforma propuesta al artículo 21 de la Ley General de 
educación, en el sentido de que los docentes de educación indígena que no cuenten con 
estudios de licenciatura, participen de manera obligatoria en programas de 
profesionalización, además de que acrediten su bilingüismo.  

Esta propuesta no pretende constituirse en un mecanismo que permita a personas sin la 
formación adecuada acceder, en un futuro, como docentes de educación indígena, sino 
garantizar que todos los profesores adscritos actualmente a este subsistema cuenten 
con estudios profesionales en la docencia.  

De acuerdo con datos de la SEP,2 los jóvenes maestros que atienden a los niños indígenas 
tienen una "insuficiente capacitación y actualización", pues sólo tienen estudios de 
secundaria o preparatoria. Sólo 9% (4 mil 626) del total de los maestros indígenas han 
logrado acreditar exámenes para profesores en servicio. Sin embargo, esa condición se 
complica porque de un catálogo de 539 programas de actualización, sólo 30% son 
orientados específicamente a los maestros de las comunidades indígenas.  

Por su parte, el Observatorio Ciudadano de la Educación3 destaca que "los docentes 
indígenas todavía son contratados sólo con estudios de bachillerato y enviados, después de 
un curso de inducción de tres meses, a laborar frente a grupo. Se les pide que se inscriban 
en la licenciatura semiescolarizada de la Universidad Pedagógica Nacional, que cursan en 
cuatro o cinco años. Hace algunos años, los docentes eran contratados con secundaria. Esto 
explica porqué en las escuelas indígenas ahora poco menos del 50% de los maestros no 
cuentan con estudios de licenciatura."  

En este sentido, la dictaminadora hace hincapié en que los programas de capacitación que 
la autoridad educativa diseñe, deben cumplir con los criterios de calidad y pertinencia, por 
lo cual es necesario que no se limiten a cursos breves sino que contemplen diversas 
estrategias que aseguren una preparación profesional sólida de todos los docentes que 
atienden actualmente población indígena.  

En relación con el tema de la equidad educativa –en cobertura, permanencia y eficiencia 
terminal– esta comisión coincide con el Senado cuando señala que es suficiente la 
normatividad vigente, pues la Ley General de Educación incluye un capítulo sobre el tema. 
Los distintos apartados del artículo 33 incluyen a la educación indígena como sujeto 
implícito, aunque también se coincide con el Senado en que es pertinente retomar la 
propuesta de enfatizar que los esfuerzos educativos deben establecer como prioridad la 
atención de las escuelas indígenas, además de las escuelas ubicadas en zonas rurales y 
urbanas de alta marginación, debido a que es en ellas donde se concentran los mayores 
rezagos.  
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Respecto a la propuesta de entregar materiales educativos en lengua indígena en las 
escuelas en donde asista mayoritariamente población indígena, es importante destacar que 
su inclusión en el artículo 33 de la Ley General de Educación implica una obligación 
concurrente de los distintos órdenes de gobierno, debido a que el citado artículo establece 
explícitamente las actividades que deberán llevar a cabo "las autoridades educativas en el 
ámbito de sus respectivas competencias…" Por tanto, dicha labor no es exclusiva del 
gobierno federal, sino de las entidades federativas y municipios, en concurrencia.  

En apoyo a lo anterior debe mencionarse que en el presente ciclo escolar la SEP, a través 
del subsistema de educación indígena, atiende a más de 1.3 millones de alumnos de 
primaria y secundaria, para quienes se producen materiales educativos en las 42 lenguas 
indígenas de nuestro país, más algunas variantes dialectales. La producción actual de libros 
de texto en lengua indígena asciende a más de 1.5 millones de ejemplares.4  

Los datos anteriores permiten apreciar que existe un avance considerable respecto a la 
propuesta de reforma del artículo 33, por lo cual la medida no implicaría erogaciones 
extraordinarias. Además, es importante mencionar que la reforma se plantea en un sentido 
más amplio que la sola producción de materiales educativos, ya que la "entrega de 
materiales" incluye también la distribución oportuna de los mismos, lo cual es competencia 
de las autoridades educativas estatales; de esta manera, un efecto probable de la reforma 
sería la mejora de los sistemas de distribución.  

Otro señalamiento en que se coincide con el dictamen del Senado, es que el artículo 38 de 
la citada Ley señala que en los tres niveles de la educación básica se realizarán las 
adaptaciones necesarias para responder a las características lingüísticas y culturales de cada 
uno de los diversos grupos indígenas del país, así como de la población rural dispersa y 
grupos migratorios. En este sentido, resulta redundante la propuesta de añadir el término 
"intercultural y bilingüe" en cada uno de los artículos en los que se habla de la educación 
básica.  

De manera más general, esta comisión destaca que la reforma propuesta por el Senado 
refrenda el compromiso adquirido con la sociedad para reivindicar los derechos de todos 
los mexicanos, en particular de los pueblos indígenas. Es importante recordar que el 
artículo 2 de nuestra Carta Magna decreta que la nación mexicana es única e indivisible, y 
reconoce su composición pluricultural, sustentada originalmente en sus pueblos indígenas. 
El mismo artículo impone la obligación a la federación, estados y municipios para 
promover la igualdad de oportunidades de los indígenas y eliminar cualquier práctica 
discriminatoria.  

Asimismo, la reforma propuesta está en armonía con los esfuerzos internacionales para 
preservar la diversidad cultural de los pueblos. En la Declaración Universal de la UNESCO 
sobre la Diversidad Cultural,5 Koichiro Matsuura, Director General del organismo, señala 
que "La riqueza cultural del mundo reside en su diversidad dialogante",6 y sostiene que el 
documento "… aspira a evitar toda tentación segregacionista y fundamentalista que, en 
nombre de las diferencias culturales, sacralice esas mismas diferencias y desvirtúe así el 
mensaje de la Declaración Universal de Derechos Humanos". De acuerdo con el artículo 
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1o. de la Declaración Universal de la UNESCO sobre la Diversidad Cultural, ésta es 
patrimonio común de la humanidad.  

En este sentido, la comisión considera importante cualquier esfuerzo por preservar la 
riqueza cultural de nuestros pueblos indígenas. La escuela en nuestro país debe ser un 
fuerte impulsor del respeto por la diversidad cultural y la igualdad de todos los pueblos y de 
todas las personas, a fin de evitar cualquier tipo de privilegio no sólo de razas, religiones, 
grupos, de sexos, sino también y, en particular de cualquier persona.  

Adicionalmente, esta comisión subraya que la reforma propuesta en la minuta es 
congruente con los planteamientos formulados por los distintos grupos parlamentarios de 
LX Legislatura, en la Comisión Ejecutiva para la Negociación y Construcción de Acuerdos 
(CENCA), creada en el marco de la Ley para la Reforma del Estado (Diario Oficial de la 
Federación, 13 de abril de 2007).  

Al igual que las reformas propuestas por el Senado a la Ley General de Educación, las 
aportaciones de la CENCA respecto a la educación indígena se orientan al reconocimiento 
y atención de la diversidad cultural y lingüística de nuestro país y a la promoción del 
respeto a las diferencias. Con estas reformas se robustece el fortalecimiento de la identidad 
local, regional y nacional, así como con el desarrollo de actitudes y prácticas que tienden a 
la búsqueda de libertad y justicia para todos, que favorezcan el desarrollo y consolidación 
tanto de la lengua indígena como del español y eliminen la imposición de una lengua sobre 
otra.  

Por las consideraciones anteriormente expuestas, la Comisión de Educación Pública y 
Servicios Educativos y para los efectos de la fracción E del artículo 72 Constitucional, 
somete a la consideración de la honorable asamblea, el siguiente proyecto de  

Decreto por el que se reforman y adicionan los artículos 21 y 33 de la Ley General de 
Educación, en materia de educación indígena  

Artículo Único. Se reforma el segundo párrafo del artículo 21; y se reforma la fracción I y 
se adiciona una fracción XIII, recorriéndose en su orden las demás fracciones del artículo 
33 de la Ley General de Educación, para quedar como sigue:  

Artículo 21. El educador es promotor, coordinador y agente directo del proceso educativo. 
Deben proporcionársele los medios que le permitan realizar eficazmente su labor y que 
contribuyan a su constante perfeccionamiento.  

Para ejercer la docencia en instituciones establecidas por el Estado, por sus organismos 
descentralizados y por los particulares con autorización o con reconocimiento de validez 
oficial de estudios, los maestros deberán satisfacer los requisitos que, en su caso, señalen 
las autoridades competentes. En el caso de los maestros de educación indígena que no 
tengan licenciatura como nivel mínimo de formación, deberán participar en los 
programas de capacitación que diseñe la autoridad educativa y certificar su 
bilingüismo en la lengua indígena que corresponda y el español.  
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...  

...  

...  

Artículo 33. Para cumplir con lo dispuesto en el artículo anterior, las autoridades 
educativas en el ámbito de sus respectivas competencias llevarán a cabo las actividades 
siguientes:  

I. Atenderán de manera especial las escuelas en que, por estar en localidades 
aisladas, zonas urbanas marginadas o comunidades indígenas, sea 
considerablemente mayor la posibilidad de atrasos o deserciones, mediante la 
asignación de elementos de mejor calidad para enfrentar los problemas educativos 
de dichas localidades;  

II. a XI. ...  

XII. Concederán reconocimientos y distinciones a quienes contribuyan a la 
consecución de los propósitos mencionados en el artículo anterior;  

XIII. Proporcionarán materiales educativos en las lenguas indígenas que 
correspondan en las escuelas en donde asista mayoritariamente población 
indígena;  

XIV. Realizarán las demás actividades que permitan ampliar la calidad y la 
cobertura de los servicios educativos, y alcanzar los propósitos mencionados en el 
artículo anterior, y  

XV. Apoyarán y desarrollarán programas destinados a que los padres y/o tutores 
apoyen en circunstancias de igualdad los estudios de sus hijas e hijos, prestando 
especial atención a la necesidad de que aquellos tomen conciencia de la importancia 
de que las niñas deben recibir un trato igualitario y que deben recibir las mismas 
oportunidades educativas que los varones.  

... 

Transitorios  

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación.  

Segundo. Las erogaciones que deban realizarse a fin de dar cumplimiento con el presente 
decreto se sujetarán a los recursos aprobados en sus respectivos presupuestos para tales 
fines por la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, las legislaturas de 
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los estados, así como la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, en términos del apartado 
B del artículo 2 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

Notas  
1. Díaz Couder, Ernesto (2001). "Sociolingüística y planeación lingüística", en Revista Mexicana de 
Investigación Educativa, mayo-agosto, vol. 6, núm. 12, pp. 283-315.  
2. SEP (2008). Diagnóstico de la educación indígena en México.  
3. OCE (2008). La educación indígena en México: inconsistencias y retos. Septiembre.  
4. SEP (2008). Segundo informe de labores. México, SEP.  
5. Adoptada por la 31ª reunión de la Conferencia General de la UNESCO, París, 2 de noviembre de 2001.  
6. http://unesdoc.unesco.org/images/0012/001271/127160m.pdf  

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de 2010.  

La Comisión de Educación Pública  

Diputados: José Trinidad Padilla López (rúbrica), presidente; Jorge Romero Romero (rúbrica), Héctor 
Hernández Silva (rúbrica), José Alberto González Morales (rúbrica), Germán Contreras García (rúbrica), 
Jaime Oliva Ramírez (rúbrica), Víctor Manuel Castro Cosío (rúbrica), Lorena Corona Valdés (rúbrica), 
Francisco Amadeo Espinosa Ramos (rúbrica), Roberto Pérez de Alba Blanco (rúbrica), Carlos Cruz Mendoza 
(rúbrica), Paz Gutiérrez Cortina (rúbrica), María de Lourdes Reynoso Femat (rúbrica), secretarios; Eduardo 
Alonso Bailey Elizondo (rúbrica), Germán Osvaldo Cortez Sandoval (rúbrica), Elpidio Desiderio Concha 
Arellano, Óscar Lara Salazar (rúbrica), José Antonio Aysa Bernat (rúbrica), Beatriz Elena Paredes Rangel 
(rúbrica), Onésimo Mariscales Delgadillo (rúbrica), Francisco Herrera Jiménez (rúbrica), Alejandro Bahena 
Flores, José Francisco Javier Landero Gutiérrez, Manuel Jesús Clouthier Carrillo, María Sandra Ugalde 
Besaldúa (rúbrica), Yolanda del Carmen Montalvo López, Obdulia magdalena Torres Abarca, María Araceli 
Vázquez Camacho (rúbrica), Ana Luz Lobato Ramírez (rúbrica), Reyes Tamez Guerra (rúbrica).  
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033 

DE LA COMISIÓN DE POBLACIÓN, FRONTERAS Y ASUNTOS MIGRATORIOS, 
CON PROYECTO DE DECRETO QUE ADICIONA UN SEGUNDO Y TERCER 
PÁRRAFOS AL ARTÍCULO 67 Y LA FRACCIÓN VI AL ARTÍCULO 113 DE LA LEY 
GENERAL DE POBLACIÓN  

Honorable Asamblea:  

Esta Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios de la LXI Legislatura, con 
fundamento en las atribuciones conferidas en los artículos 39, fracciones 1 y 2, y 45, 
fracción 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos 
Mexicanos, emite y somete a consideración del Pleno de esta honorable Cámara de 
Diputados el siguiente dictamen con proyecto de decreto que adiciona dos párrafos al 
artículo 67 y una fracción VI) al artículo 113 de la Ley General de Población, bajo los 
siguientes antecedentes y consideraciones:  

Antecedentes  

Que en fecha 13 de octubre de 2009 se recibió en esta honorable Cámara de Diputados 
oficio de la Cámara de Senadores, mediante el cual remite la minuta proyecto de decreto 
que adiciona dos párrafos al artículo 67 y una fracción VI al artículo 113 de la Ley General 
de Población.  

Que en esa misma fecha la Presidencia de la Mesa Directiva dictó el siguiente trámite: 
Túrnese a la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios.  

Contenido de la minuta  

Propone la incorporación de dos párrafos al artículo 67 de la Ley General de Población, con 
el objetivo de garantizar la atención de quejas en materia de derechos humanos y la 
procuración de justicia en todos los niveles, así como el derecho a ser auxiliados en el caso 
de desastres, y a recibir la tención médica que requieran en enfermedades o accidentes que 
pongan en riesgo su vida, independientemente de su situación migratoria.  

La segunda adición se refiere a garantizar la seguridad laboral a empleado que asista o 
brinde el apoyo a los migrantes en las materias anteriormente señaladas y, de esta manera, 
no sea sujeto de sanción por lo que establece el párrafo primero del artículo 113 de la Ley 
General de Población.  

Consideraciones de la comisión  

Primero. Que esta comisión considera justo garantizar al extranjero el mínimo de 
protección que nuestra carta magna ofrece a los individuos, toda vez que nosotros peleamos 
y pedimos ante los países del extranjero protejan y respeten los mismos derechos a nuestros 
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connacionales y esta sería una forma más de mandar las señales, que en nuestro país se 
avanza en la lucha de defender los derechos de los individuos.  

Segundo. También debemos garantizar una estabilidad laboral para aquellos servidores 
públicos que presten o brinden el auxilio que requieran los extranjeros en casos de 
emergencia y así garantizarles el apoyo mínimo que otorga nuestra Carta Magna, sin que 
por esas acciones se encuentre en riesgo su estabilidad laboral, por lo establecido en la 
misma Ley General de Población.  

Por lo anteriormente expuesto, los integrantes de esta Comisión de Población, Fronteras y 
Asuntos Migratorios, para los efectos de la fracción A del artículo 72 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicano, sometemos a consideración del Pleno de esta 
honorable Cámara de Diputados, el siguiente proyecto de  

Decreto que adiciona un segundo y tercer párrafos al artículo 67 y una fracción VI al 
artículo 113 de la Ley General de Población  

Artículo Único. Se adicionan un segundo y tercer párrafos al artículo 67 y una fracción VI 
al artículo 113 de la Ley General de Población, para quedar como sigue:  

Artículo 67. ...  

No se podrá negar o restringir a los extranjeros que lo requieran, cualquiera que sea su 
situación migratoria, la atención de quejas en materia de derechos humanos y la 
procuración de justicia en todos los niveles, siempre y cuando cumplan los requisitos 
establecidos en las disposiciones legales aplicables. Asimismo, los extranjeros tendrán 
derecho a ser auxiliados en el caso de desastres, así como a recibir la atención médica que 
requieran en enfermedades o accidentes que pongan en riesgo su vida, independientemente 
de su situación migratoria.  

Los servidores públicos que atiendan a los extranjeros en los supuestos antes establecidos, 
no estarán obligados a dar el aviso a que se refiere el párrafo primero del presente artículo.  

Artículo 113. Los empleados de la Secretaría de Gobernación serán sancionados con 
suspensión de empleo hasta por treinta días o destitución en caso grave, cuando:  

I. a III. …  

IV. No expidan la cédula de identidad a la persona que se presente con los 
documentos requeridos o retenga indebidamente dicha cédula una vez expedida;  

V. Dolosamente hagan uso indebido o proporcionen a terceras personas 
documentación migratoria, sin autorización de la Secretaría de Gobernación, y  

VI. Cometan actos u omisiones que violen los derechos humanos de las personas 
que se encuentran sujetas a esta ley. 
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Transitorios  

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación.  

Segundo. El Ejecutivo federal, a través de la Secretaría de Gobernación, deberá llevar a 
cabo las modificaciones pertinentes al artículo 149 del Reglamento de la presente ley, para 
adecuarlo a las disposiciones aquí aprobadas, en un término que no excederá de 90 días 
posteriores a la entrada en vigor de este decreto.  

Palacio Legislativo, a 17 de febrero de 2010.  

La Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios  

Diputados: Norma Leticia Salazar Vázquez (rúbrica), Julieta Octavia Marín Torres (rúbrica), Héctor 
Agustín Murguía Lardizábal, Cristabell Zamora Cabrera (rúbrica), Gumercindo Castellanos Flores (rúbrica), 
Ramón Jiménez Fuentes (rúbrica), Teresa Guadalupe Reyes Sahagún (rúbrica), Heriberto Ambrosio Cipriano 
(rúbrica), Guillermina Casique Vences, José del Pilar Córdova Hernández, Jorge Venustiano González 
Ilescas, Olivia Guillén Padilla (rúbrica), Sandra Méndez Hernández, Héctor Pedraza Olguín (rúbrica), Miguel 
Ernesto Pompa Corella (rúbrica), Socorro Sofío Ramírez Hernández, Adriana Terrazas Porras, Judith Fabiola 
Vázquez Saut, Carlos Martínez Martínez (rúbrica), Jaime Oliva Ramírez, Benigno Quezada Naranjo (rúbrica), 
Alejandra Noemí Reynoso Sánchez (rúbrica), Adolfo Rojo Montoya (rúbrica), María Yolanda Valencia Vales 
(rúbrica), Francisco Arturo Vega de Lamadrid (rúbrica), Ariel Gómez León, José M. Torres Robledo, Alfonso 
Primitivo Ríos Vázquez, Roberto Pérez de Alva Blanco (rúbrica).  
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DE LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, CON PROYECTO DE DECRETO QUE 
REFORMA LOS ARTÍCULOS 44 Y 45 DE LA LEY DE PREMIOS, ESTÍMULOS Y 
RECOMPENSAS CIVILES  

Honorable Asamblea:  

A la Comisión de Gobernación de la Cámara de Diputados de la LXI Legislatura fue 
turnada, para estudio, análisis y dictamen, iniciativa con proyecto de decreto por el que se 
reforman los artículos 44, 45 y 47 de la Ley de Premios, Estímulos y Recompensas Civiles.  

Esta comisión, con fundamento en los artículos 72 y 73, fracción XXX, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, 39 y 45, numeral 6, incisos e) y f), y numeral 7 
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56, 57, 
85, 87, 88, 90 93 y 94 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de 
los Estados Unidos Mexicanos, y habiendo analizado el contenido de la iniciativa de 
referencia somete a consideración de esta honorable asamblea el presente dictamen, 
basándose en los siguientes  

Antecedentes  

1. Con fecha diez de diciembre de dos mil nueve, la diputada Cora Pinedo Alonso, 
integrante del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza, en uso de la facultad que le confiere 
el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
presentó ante el pleno de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, la 
iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman los artículos 44, 45 y 47 de la Ley 
de Premios, Estímulos y Recompensas Civiles.  

2. Con esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva dispuso que la iniciativa fuera 
turnada a esta Comisión de Gobernación para estudio y dictamen.  

3. El once de enero de dos mil diez se remitió a esta comisión la fe de erratas a la iniciativa 
con proyecto de decreto por el que se reforman los artículos 44, 45 y 47 de la Ley de 
Premios, Estímulos y Recompensas, presentada por la diputada Cora Pinedo Alonso.  

4. Con fecha cuatro de marzo de dos mil diez, los integrantes de la Comisión de 
Gobernación aprobaron el presente dictamen.  

Contenido de la iniciativa  

En la exposición de motivos de la iniciativa presentada, la proponente sostiene lo siguiente:  

1. El apoyo a la ciencia, la tecnología e innovación, a escala nacional, continúa 
manteniéndose en niveles por debajo, incluso, de países pequeños y pobres. La 
actual tendencia internacional en materia de asignación de recursos a la educación, 
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impulso de la investigación científica e innovación tecnológica obliga a fortalecer 
dichas áreas consideradas estratégicas y definitorias para alcanzar el desarrollo 
como país.  

2. Es imperativo establecer como prioridad nacional el apoyo a la investigación 
científica, tecnológica y de innovación, siendo indispensable el reconocimiento 
público del Estado al campo de la innovación entendida, genéricamente, como un 
factor y elemento de cambio que permitirá al país formar parte de los sectores 
dinámicos de la economía mundial y con ello generar los empleos de mayor valor 
añadido que requiere la población económicamente activa, sin dejar de lado que la 
innovación se encuentra estrechamente relacionada con la imaginación, la 
creatividad, las ideas, las experiencias prácticas y teóricas, los centros de 
investigación, de desarrollo, de negocios, de transformación gerencial y 
organizacional, entre otras.  

3. La innovación no comprende solamente tecnología: es un proceso amplio e 
intensivo en conocimiento de organización interna, recursos técnicos, económicos, 
humanos y del mercado. En consecuencia, uno de los problemas centrales que 
presenta este campo es el de un concepto que admite diversos significados con 
alcances distintos en función de los agentes que intervienen, es decir, mientras que 
para los empresarios dedicados a elaborar productos, la innovación es la mejora en 
un proceso de producción, en el producto o en sus procedimientos de 
comercialización, para un administrador la innovación está relacionada con la 
implantación de procesos más eficientes y para un científico es el diseño de nuevos 
materiales derivados de la aplicación de conocimientos de la ciencia básica.  

4. Por otro lado, señala que el 1 de diciembre de 2009, al concluir la 19 Cumbre de 
la Conferencia Iberoamericana de Jefes de Estado y de Gobierno, el secretario 
general Enrique V. Iglesias convocó a los países integrantes de la cumbre a crear 
una cultura de la innovación, como elemento indispensable para avanzar 
decididamente en el camino del crecimiento y del desarrollo sostenido.  

5. Finalmente señala que la ley vigente en materia de premios, estímulos y 
recompensas civiles no estimula de forma cabal la imaginación, la inventiva y la 
creatividad de los mexicanos. Tampoco destaca el mérito ni auspicia la emulación 
en el campo de la innovación.  

6. En este sentido, propone reformar el artículo 44 de la Ley de Premios, Estímulos 
y Recompensas Civiles para incluir el sustantivo "innovación" en el Premio 
Nacional de Ciencias y Artes, en la categoría señalada en la fracción V, para 
llamarse "De tecnología, innovación y diseño".  

7. Por otro lado, propone reforma el artículo 45, a fin de considerar en la premiación 
a quienes por sus producciones o trabajos docentes, de investigación o de 
divulgación hayan contribuido a enriquecer el acervo cultural del país, el progreso 
de la ciencia del arte o de la filosofía y de la tecnología e innovación.  
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8. En cuanto al numerario del premio, propone reformar el artículo 47 de la ley en 
comento a fin de modificar la entrega de 100 mil pesos a mil días de salario mínimo 
vigente en el Distrito Federal, de acuerdo con el índice de precios al consumidor, así 
como en el caso de concurrencia de 50 mil pesos a 500 días de salario mínimo 
vigente en el Distrito Federal. 

Establecidos los antecedentes y el contenido de la iniciativa, los miembros de la Comisión 
de Gobernación de la LXI Legislatura de la Cámara de Diputados, que suscriben el presente 
dictamen, exponen las siguientes  

Consideraciones  

1. La Ley de Premios, Estímulos y Recompensas Civiles, publicada en el Diario Oficial de 
la Federación el 31 de diciembre de 1975, tiene por objeto determinar las normas que 
regulan el reconocimiento que hace el Estado a las personas que merezcan los premios, 
estímulos o recompensas que en ella misma se establecen.  

2. Los premios que se otorgan obedecen al reconocimiento público de una trayectoria vital 
ejemplar o bien a determinados actos u obras valiosas o relevantes, realizadas en beneficio 
de la humanidad, del país o de cualquier persona.  

3. El artículo 6 del ordenamiento señalado establece los premios nacionales que serán 
entregados por el presidente de los Estados Unidos Mexicanos, determinando en la fracción 
III la existencia del Premio Nacional de Ciencias y Artes:  

Artículo 6. Se establecen los siguientes premios, que se denominarán y tendrán el 
carácter de nacionales:  

I. a II. …  

III. De Ciencias y Artes;  

III Bis a XVII. … 

4. El Premio Nacional de Ciencias y Artes es uno de los más altos reconocimientos que el 
gobierno de la república otorga a intelectuales, investigadores, científicos, artistas y 
artesanos que destacan por su contribución y enriquecimiento al patrimonio cultural del 
país, al progreso de la ciencia, del arte y de la filosofía.  

5. De conformidad con el artículo 44 de la citada Ley de Premios, Estímulos y 
Recompensas Civiles, el Premio Nacional de Ciencias y Artes se otorga en las siguientes 
categorías:  

I. Lingüística y Literatura;  

II. Bellas Artes;  
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III. Historia, Ciencias Sociales y Filosofía;  

IV. Ciencias Físico-Matemáticas y Naturales;  

V. Tecnología y Diseño; y  

VI. Artes y Tradiciones Populares. 

6. La dependencia a la que corresponde el trámite del Premio Nacional de Ciencias y Artes 
es la Secretaría de Educación Pública y su titular preside el consejo de premiación que se 
integra por los rectores de la Universidad Nacional Autónoma de México y de la 
Universidad Autónoma Metropolitana, los directores generales del Instituto Politécnico 
Nacional y del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología, y por representantes de la 
Asociación Nacional de Universidades e Institutos de Enseñanza Superior y del Colegio 
Nacional.  

7. Los galardones del Premio Nacional de Ciencias y Artes consisten en venera y mención 
honorífica y una entrega en numerario de 100 mil pesos; sin embargo, en el caso de que 
concurran hasta tres personas para el premio del mismo campo, la entrega en numerario 
será de 50 mil pesos para cada concurrente. Si hay más de tres concurrentes, los excedentes 
de este número serán premiados hasta el siguiente año.  

8. El objeto de la iniciativa materia del presente dictamen es reformar la Ley de Premios 
Estímulos y Recompensas Civiles para dar a la innovación un reconocimiento público a 
través del Premio Nacional de Ciencias y Artes.  

9. El artículo 4 de la Ley de Ciencia y Tecnología, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 5 de junio de 2002, establece el concepto de innovación de la siguiente 
forma:  

Artículo 4  

Para los efectos de esta ley se entenderá por  

…  

IX. Innovación, generar un nuevo producto, diseño, proceso, servicio, método u 
organización o añadir valor a los existentes; 

10. El Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012 considera profundizar y facilitar los procesos 
de investigación científica y la adopción e innovación tecnológica para incrementar la 
productividad de la economía nacional, así como impulsar la apreciación, el 
reconocimiento y el disfrute del arte y las manifestaciones culturales por parte de la 
población. Destaca, por otro lado, la importancia de apoyar las actividades científicas, 
tecnológicas y de innovación con la finalidad de que se refleje en la mejora competitiva del 
país.  
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11. El eje 2, "Economía competitiva y generadora de empleos, estrategia 5.5", del 
mencionado Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012, señala la necesidad de establecer 
políticas de Estado a corto, mediano y largo plazos que permitan fortalecer la cadena 
educación, ciencia básica y aplicada, tecnología e innovación, buscando generar 
condiciones para un desarrollo constante y una mejora en las condiciones de vida de los 
mexicanos.  

12. En concordancia con lo anterior, el 16 de diciembre de 2008 se publicó en el Diario 
Oficial de la Federación, el Programa Especial de Ciencia y Tecnología 2008-2012, que 
tiene su fundamento en el artículo 20 y demás relativos de la Ley de Ciencia y Tecnología. 
Dicho programa propone el fortalecimiento de la apropiación social del conocimiento y la 
innovación y el reconocimiento público de su carácter estratégico para el desarrollo integral 
del país, así como la articulación efectiva de todos los agentes involucrados para alcanzar 
ese fin.  

13. El mencionado programa sostiene que en México existen esfuerzos del sector privado 
para incrementar sus capacidades en la generación de innovación buscando mejorar su 
competitividad. Estos esfuerzos se han concentrado en algunas empresas y ramas 
industriales y no se han generalizado, constituyendo uno de los eslabones más débiles de la 
cadena de articulación del sistema, debido a la baja capacidad de absorción tecnológica en 
la mayor parte de pequeñas y medianas empresas, así como a una pobre cultura de 
innovación, reflejada en la tendencia a privilegiar la compra de tecnologías, además de una 
visión a corto plazo que impide conceptualizar la importancia estratégica de generar 
tecnología propia, incluso para propósitos de asimilación.  

14. Esta comisión considera importante el Premio Nacional de Ciencias y Artes por ser un 
aliciente en la sociedad mexicana, teniendo como efecto la promoción del desarrollo 
cultural, científico y tecnológico del país estimulando la producción de creaciones artísticas 
y científicas de calidad que contribuyen al progreso, la cultura, la ciencia, el arte y la 
filosofía. En consecuencia, la promoción y fomento de las diferentes ramas que se incluyen 
en las categorías del Premio Nacional de Ciencias y Artes tiene como consecuencia un 
beneficio de carácter personal, social y económico que mejora el nivel de vida de los 
mexicanos.  

15. Dados los argumentos esgrimidos con anterioridad, se considera procedente dicha 
reforma al artículo 44 para incluir el sustantivo "innovación", al sostener que la promoción 
de ésta constituye un eje fundamental en el desarrollo del país y de los mexicanos.  

16. Asimismo se considera viable la reforma del artículo 45 para considerar en el 
otorgamiento del premio a quienes por sus producciones, trabajos docentes, de 
investigación o de divulgación, hayan contribuido a enriquecer el acervo cultural del país, 
el progreso de la ciencia, del arte o de la filosofía, por lo que se incluye la tecnología e 
innovación.  

17. Por otro lado, y de acuerdo a la fe de erratas remitida por la Mesa Directiva a la que se 
ha hecho mención en el capítulo de antecedentes, la iniciativa en estudio propone modificar 
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el monto del numerario del Premio Nacional de Ciencias y Artes para otorgar 10 mil días 
de salario mínimo vigente en el Distrito Federal, que se actualizaría de acuerdo al índice 
nacional de precios al consumidor y, en el caso de que concurran hasta tres personas para el 
premio del mismo campo, la entrega en numerario sería de 5 mil días de salario mínimo 
vigente en el Distrito Federal para cada concurrente.  

18. En este sentido, se considera loable el espíritu que anima a incrementar el numerario del 
premio; sin embargo, es necesario hacer énfasis que la idea fundamental de la Ley de 
Premios, Estímulos y Recompensas Civiles es fortalecer los vínculos de solidaridad entre 
los mexicanos y los valores cívicos, culturales y axiológicos que la nación tiene 
proclamados como propios y que ésta cultiva e impulsa, de tal forma que al Estado se 
atribuye la función de premiar una conducta noble, estimulante y positiva. (Dictamen de las 
Comisiones Unidas Segunda de Gobernación y Quinta Sección de Estudios Legislativos del 
Senado de la República, con proyecto de decreto que expide la Ley de Premios, Estímulos 
y Recompensas Civiles. Octubre 21 de 1975.)  

19. A mayor abundamiento, el artículo 8 de la Ley de Premios, Estímulos y Recompensas 
Civiles establece como regla general que los premios puedan ser entregados con un 
estímulo en numerario que será determinado por los consejos de premiación respectivos; 
sin embargo, esto es considerado accesorio al objetivo del premio que se otorgue.  

20. No obstante lo anterior, y como una excepción a la regla general, el Premio Nacional de 
Ciencias y Artes considera un estímulo específico en numerario, mismo que esta comisión 
considera suficiente al tener en cuenta la actual emergencia económica que atraviesa el 
país, por lo que no se considera viable la reforma al artículo 47 de la Ley de Premios, 
Estímulos y Recompensas Civiles.  

Por lo antes expuesto, los integrantes de la Comisión de Gobernación someten a 
consideración del pleno de esta honorable asamblea el siguiente proyecto de  

Decreto por el que se reforman los artículos 44 y 45 de la Ley de Premios, Estímulos y 
Recompensas Civiles  

Artículo Único. Se reforman los artículos 44, fracción V, y 45 de la Ley de Premios, 
Estímulos y Recompensas Civiles para quedar como sigue:  

Artículo 44. …  

I. a IV. …  

V. Tecnología, Innovación y Diseño;  

VI. … 
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Artículo 45. Merecerán estos premios quienes, por sus producciones o trabajos docentes de 
investigación o de divulgación, hayan contribuido a enriquecer el acervo cultural del país o 
el progreso de la ciencia, de la tecnología, de la innovación, del arte o de la filosofía.  

Transitorio  

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación.  

Palacio Legislativo de San Lázaro.- México, Distrito Federal, a 4 de marzo de 2010.  

La Comisión de Gobernación  

Diputados: Javier Corral Jurado (rúbrica), presidente; Mercedes del Carmen Guillén Vicente (rúbrica), 
Felipe de Jesús Rangel Vargas (rúbrica), Ilich Lozano Herrera (rúbrica), Lorena Corona Valdés, Juan Enrique 
Ibarra Pedroza (rúbrica), Claudia Ruiz Massieu Salinas (rúbrica), Gastón Luken Garza (rúbrica), Francisco 
Ramos Montaño (rúbrica), Gregorio Hurtado Leija (rúbrica), Luis Carlos Campos Villegas (rúbrica), Raúl 
Domínguez Rex, secretarios; Guadalupe Acosta Naranjo (rúbrica), Agustín Carlos Castilla Marroquín 
(rúbrica), Gabriela Cuevas Barron (rúbrica), Sami David David, Alejandro Encinas Rodríguez, Nancy 
González Ulloa (rúbrica), Marcela Guerra Castillo (rúbrica), Jorge Antonio Kahwagi Macari, Humberto Lepe 
Lepe, Miguel Ángel Luna Munguía, José Ricardo López Pescador, Andrés Massieu Fernández (rúbrica), 
Sonia Mendoza Díaz (rúbrica), Nazario Norberto Sánchez, Beatriz Paredes Rangel, Julio Saldaña Morán, 
César Augusto Santiago Ramírez (rúbrica), Arturo Zamora Jiménez (rúbrica).  
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035 

DE LA COMISIÓN DE CIENCIA Y TECNOLOGÍA, CON PROYECTO DE DECRETO 
QUE REFORMA LAS FRACCIONES IV Y V DEL ARTÍCULO 36 DE LA LEY DE 
CIENCIA Y TECNOLOGÍA  

Honorable Asamblea:  

La Comisión de Ciencia y Tecnología de la Cámara de Diputados del Congreso de la 
Unión, con fundamento en los artículos 39, numerales 1 y 3, y 45, numeral 6, incisos e) y 
f), de la Ley Orgánica; y 56, 87, 88 y demás aplicables del Reglamento para el Gobierno 
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de 
los miembros de esta honorable asamblea el siguiente dictamen:  

I. Antecedentes  

Primero. Con fecha 14 de octubre de 2008, los senadores Francisco Javier 
Castellón Fonseca y Yeidckol Polevnsky Gurwitz, del Grupo Parlamentario del 
Partido de la Revolución Democrática, presentaron ante el pleno del Senado de la 
República una iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman las 
fracciones IV y V del artículo 36 de la Ley de Ciencia y Tecnología.  

Segundo. En la misma fecha, la Mesa Directiva del Senado turnó la iniciativa para 
estudio y dictamen a las Comisiones Unidas de Ciencia y Tecnología; y de Estudios 
Legislativos, Segunda.  

Tercero. El 13 de octubre de 2009, después de estudiar y analizar la iniciativa en 
comento, las Comisiones Unidas de Ciencia y Tecnología; y de Estudios 
Legislativos, Segunda, sometieron a consideración del pleno del Senado de la 
República el dictamen correspondiente, que se aprobó con 85 votos.  

Cuarto. El 3 de diciembre de 2009, para los efectos constitucionales fue enviado 
por la Mesa Directiva del Senado de la República el expediente que contiene la 
minuta con proyecto de decreto por el que se reforman las fracciones IV y V del 
artículo 36 de la Ley de Ciencia y Tecnología.  

Quinto. En sesión celebrada con fecha 8 de diciembre de 2009, la Mesa Directiva 
de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión dio cuenta del oficio de la 
Cámara de Senadores con el que remitió el expediente con la minuta proyecto de 
decreto por el que se reforman las fracciones IV y V del artículo 36 de la Ley de 
Ciencia y Tecnología.  

Sexto. Con esa fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva turnó a la Comisión de 
Ciencia y Tecnología el expediente para la elaboración del dictamen 
correspondiente y sus efectos constitucionales. 
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II. Contenido  

La propuesta de la colegisladora señala lo siguiente:  

A. Busca incluir en la mesa directiva del Foro Consultivo Científico y Tecnológico 
a representantes de la Confederación Patronal de la República Mexicana 
(Coparmex) y de Cámara Nacional de la Industria de Transformación (Canacintra), 
a fin de contribuir a promover de manera más eficaz las relaciones entre las 
instituciones y los centros de investigación científica y desarrollo tecnológico con 
los sectores productivo y de servicios del país.  

B. Se propone mejorar la operación y organización de los comités de trabajo del 
Foro Consultivo Científico y Tecnológico, los cuales deberán estar integrados por 
especialistas en los diversos temas de la ciencia y tecnología. 

III. Consideraciones  
Primera. La minuta que se estudia tiene por objeto promover la expresión de la 
comunidad científica, académica y tecnológica, y del sector productivo para la 
formulación de propuestas en materia de política y programas de investigación 
científica y tecnológica.  

Segunda. Mediante la inclusión de representantes de la Coparmex y de la 
Canacintra en el Foro Consultivo Científico y Tecnológico se contribuirá al 
establecimiento de condiciones para la prosperidad de todos los mexicanos que 
propicien una creciente cohesión social, a la vez que propiciaría que las empresas se 
desarrollen, multipliquen y cumplan su función creadora de empleo y de riqueza 
con responsabilidad social. Asimismo, se promovería aún más el desarrollo del 
capital humano, de las instituciones, de la infraestructura, de la ciencia y tecnología 
de manera coordinada, lo que redundaría en mejores políticas públicas, a la vez de 
fortalecer las acciones tendentes al desarrollo y adopción de nuevas tecnologías en 
los sectores público y privado como los pilares determinantes del nivel de 
productividad y el potencial de crecimiento.  

Tercera. A través de las propuestas y opiniones de la Coparmex y de la Canacintra 
en el Foro Consultivo Científico y Tecnológico de las políticas y los programas 
sectoriales de apoyo de la investigación científica y desarrollo tecnológico se 
detectarían áreas de oportunidad para la implantación de acciones prioritarias para 
el crecimiento armónico y sustentable en materia de investigación científica, 
desarrollo tecnológico, formación de investigadores, difusión del conocimiento 
científico y tecnológico y cooperación técnica internacional.  

Cuarta. Al formular en el Foro Consultivo Científico y Tecnológico sugerencias 
tendentes a vincular la modernización, la innovación y el desarrollo tecnológico en 
el sector productivo, en el que son partícipes la Coparmex y la Canacintra, se 
incrementaría la vinculación entre la investigación científica y su aplicación.  
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Quinta. La comisión dictaminadora concuerda con la colegisladora en lo siguiente:  

Fortalecer el Foro Consultivo Científico y Tecnológico mediante la incorporación 
de representantes de la Coparmex y de la Canacintra a su mesa directiva, así como 
en la propuesta de una fórmula para su mejor operación, en el sentido de tener una 
organización basada en comités de trabajo integrados por especialistas en los 
diversos temas de la ciencia y la tecnología. 

La inclusión de representantes del sector industrial en los organismos encargados de 
fomentar la ciencia, la tecnología y la innovación en México, ya que contribuiría a 
promover de manera más eficaz las relaciones entre las instituciones y los centros de 
investigación científica y desarrollo tecnológico con los sectores productivos y de servicios 
del país.  

Significa una representación más equilibrada y efectiva en el Foro Consultivo Científico y 
Tecnológico, al incorporar en su mesa directiva a representantes de los sectores 
industriales. Este equilibrio de sectores interesados en la ciencia y la tecnología del país 
favorecerá su vinculación, así como consistencia y armonía con las reformas de la Ley de 
Ciencia y Tecnología promulgadas el 12 de junio del año próximo pasado.  

Por lo expuesto, los integrantes de la Comisión de Ciencia y Tecnología someten a 
consideración de la honorable asamblea, para los efectos de la fracción A del artículo 72 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el siguiente proyecto de  

Decreto por el que se reforman las fracciones IV y V del artículo 36 de la Ley de 
Ciencia y Tecnología  

Artículo Único. Se reforman las fracciones IV y V del artículo 36 de la Ley de Ciencia y 
Tecnología, para quedar como sigue:  

Artículo 36.  

…  

I. a III. …  

IV. Tendrá una organización basada en comités de trabajo integrados por 
especialistas en los diversos temas de la ciencia y la tecnología;  

V. Contará con una mesa directiva formada por veinte integrantes, diecisiete de los 
cuales serán los titulares que representen a las siguientes organizaciones: la 
Academia Mexicana de Ciencias, AC; la Academia Mexicana de Ingeniería, AC; la 
Academia Nacional de Medicina, AC; la Asociación Mexicana de Directivos de la 
Investigación Aplicada y Desarrollo Tecnológico, AC; la Asociación Nacional de 
Universidades e Instituciones de Educación Superior; la Confederación Nacional de 
Cámaras Industriales; el Consejo Nacional Agropecuario; la Confederación 



Gaceta Parlamentaria, Cámara de Diputados, número 2971-IV, jueves 18 de marzo de 2010. 
 

 

4 
 

Patronal de la República Mexicana; la Cámara Nacional de la Industria de 
Transformación, y un representante de la Red Nacional de Consejos y Organismos 
Estatales de Ciencia y Tecnología, AC; la Universidad Nacional Autónoma de 
México; el Instituto Politécnico Nacional; el Centro de Investigación y Estudios 
Avanzados del Instituto Politécnico Nacional; la Academia Mexicana de la Lengua; 
la Academia Mexicana de Historia; el Sistema de Centros Públicos de Investigación 
y el Consejo Mexicano de Ciencias Sociales.  

…  

…  

VI. a VIII. …  

…  

… 

Transitorio  

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación.  

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de febrero de 2010.  

La Comisión de Ciencia y Tecnología  

Diputados: Reyes Tamez Guerra (rúbrica), presidente; Rodolfo Lara Lagunas (rúbrica), Óscar Román 
Rosas González (rúbrica), Alejandro Bahena Flores (rúbrica), Guadalupe Robles Medina (rúbrica), 
secretarios; Ángel Aguirre Herrera (rúbrica), Nicolás Carlos Bellizia Aboaf (rúbrica), César Francisco Burelo 
Burelo (rúbrica), Germán Osvaldo Cortez Sandoval (rúbrica), Alejandro del Mazo Maza (rúbrica), José 
Alberto González Morales (rúbrica), Tomás Gutiérrez Ramírez (rúbrica), Juan Enrique Ibarra Pedroza, Aarón 
Irízar López, José Francisco Javier Landero Gutiérrez, Óscar Lara Salazar (rúbrica), Gerardo Leyva 
Hernández (rúbrica), Ana Luz Lobato Ramírez (rúbrica), Miguel Antonio Osuna Millán, José Trinidad Padilla 
López (rúbrica), César Octavio Pedroza Gaitán (rúbrica), María Isabel Pérez Santos, Jorge Carlos Ramírez 
Marín (rúbrica), Jorge Romero Romero (rúbrica), Laura Margarita Suárez González (rúbrica), José Luis 
Velasco Lino (rúbrica), José Antonio Yglesias Arreola (rúbrica). 
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036 

DE LAS COMISIONES UNIDAS DE POBLACIÓN, FRONTERAS Y ASUNTOS 
MIGRATORIOS, Y DE GOBERNACIÓN, CON PROYECTO DE DECRETO QUE 
REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 71 Y 128 DE LA LEY GENERAL DE 
POBLACIÓN  

Honorable Asamblea:  

A las Comisiones de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, y de Gobernación, les fue 
turnada la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artículos 71 y 128 
de la Ley General de Población.  

Estas comisiones unidas, con fundamento en los artículos 71 y 73, fracción XXX, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y en los artículos 39, numerales 1 
y 2, y 45, numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los 
Estados Unidos Mexicanos, someten a consideración del pleno de esta Cámara de 
Diputados, el siguiente dictamen de la iniciativa que reforma, adiciona los artículos 71 y 
128 de la Ley General de Población, bajo los siguientes antecedentes y consideraciones.  

Antecedentes  

1. Con fecha 12 de abril de 2007, el diputado Alejandro Chanona Burguete, 
integrante del Grupo Parlamentario de Convergencia, presentó ante el pleno de la 
Cámara de Diputados la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona 
los artículos 71 y 128 de la Ley General de Población.  

2. En esa misma fecha, la presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de 
Diputados ordenó que la iniciativa de referencia fuera turnada a las Comisiones 
Unidas de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, y de Gobernación, para su 
estudio y dictamen correspondiente.  

3. Con fecha 17 de febrero de 2010, los integrantes de la Comisión de Población, 
Fronteras y Asuntos Migratorios aprobaron el dictamen correspondiente.  

4. Con fecha 4 de marzo de 2010, los integrantes de la Comisión de Gobernación 
aprobaron el dictamen correspondiente. 

Contenido de la iniciativa  

La iniciativa del diputado Chanona Burguete propone incorporar dos nuevos párrafos al 
artículo 71 de la Ley General de Población, para garantizar que el aseguramiento de los 
extranjeros se hará con arreglo a las garantías que otorga nuestra constitución y con el 
respeto de sus derechos humanos.  
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Asimismo, pretende garantizar que las estaciones migratorias cuenten con instalaciones 
adecuadas, para evitar el hacinamiento de los migrantes.  

Se propone la modificación del artículo 128 para garantizar que no sean utilizados los 
centros de detención o reclusión federales, estatales o municipales, con el fin de cumplir las 
funciones de estaciones migratorias o lugares habitacionales, cuando no se ha cometido 
delito alguno.  

Establecidos los antecedentes y el contenido de las iniciativas, los integrantes de las 
Comisiones Unidas de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, y de Gobernación, de la 
LXI Legislatura de la Cámara de Diputados que suscriben el presente dictamen, exponemos 
las siguientes  

Consideraciones  

1. El artículo 71 de la Ley General de Población establece la facultad de la 
Secretaría de Gobernación para habilitar las estaciones migratorias en los lugares de 
la República Mexicana que estime conveniente con la finalidad de alojar en ellas, 
como medida de aseguramiento, a los extranjeros cuya internación se haya 
autorizado en forma provisional y los que deban ser expulsados.  

2. Asimismo, el artículo 94 del Reglamento de la Ley General de Población señala 
que la Secretaría de Gobernación debe establecer o habilitar en lugares que 
considere adecuados las estaciones migratorias para la estancia provisional de los 
extranjeros carentes de algún requisito migratorio que no puedan satisfacer en el 
momento de la revisión de la documentación, y a los que deban ser expulsados. En 
aquellos lugares en que la secretaría no tenga establecidas estaciones migratorias, se 
habilitarán locales de detención preventiva para el aseguramiento de los extranjeros 
que deban ser expulsados. Se establece además que en ningún caso podrá habilitarse 
para este fin a los centros de reclusión para sentenciados, como señala a 
continuación:  

Artículo 94. La secretaría podrá establecer o habilitar, en los lugares que considere 
adecuados, estaciones migratorias para la estancia provisional de los extranjeros y 
extranjeras carentes de algún requisito migratorio que no puedan satisfacer en el 
momento de la revisión de la documentación, o para alojar, como medida de 
aseguramiento, a los extranjeros que deban ser expulsados. En aquellos lugares en 
que la secretaría no tenga establecidas estaciones migratorias, se considerarán 
habilitados locales de detención preventiva para el aseguramiento de los extranjeros 
que deban ser expulsados.  

En ningún caso podrá habilitarse para este fin a los centros de reclusión para 
sentenciados.  

Cuando las autoridades sanitarias determinen la internación de extranjeros en 
estaciones sanitarias, la secretaría podrá establecer la vigilancia que juzgue 
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adecuada, si los extranjeros de que se trate no tuvieren autorizada su internación al 
país.  

3. De conformidad con el artículo 209 del Reglamento de la Ley General de 
Población, al asegurar a un extranjero en alguna estación migratoria, se debe 
proceder con base en las siguientes reglas:  

Artículo 209. Cuando se asegure al extranjero en la estación migratoria en virtud de 
haber violado la ley, este reglamento o demás disposiciones aplicables que amerite 
su expulsión, se procederá de la siguiente forma:  

I. Se le practicará examen médico, mediante el cual se certificarán sus condiciones 
psicofísicas;  

II. Se le permitirá comunicarse con la persona que solicite, vía telefónica o por 
cualquier otro medio de que se disponga;  

III. Se notificará de inmediato a su representante consular acreditado en México y, 
en caso de no contar con pasaporte, se solicitará la expedición de éste o del 
documento de identidad y viaje;  

IV. Se levantará inventario de las pertenencias que traiga consigo, las cuales se 
depositarán en el área establecida para ello;  

V. Se procederá a su declaración mediante acta administrativa y en presencia de dos 
testigos, haciéndole saber los hechos que se le imputan, su derecho a ofrecer 
pruebas y alegar lo que a su derecho convenga; ello siempre y cuando la autoridad 
migratoria no lo hubiere declarado al momento de ser asegurado. En caso de ser 
necesario, se habilitará traductor para el desahogo de la diligencia.  

Al momento de ser levantada el acta, se notificará al extranjero el derecho que tiene 
a nombrar representante o persona de su confianza que lo asista; el extranjero tendrá 
acceso al expediente que sobre el particular se integre;  

VI. Se le proporcionará durante su estancia un espacio digno, alimentos, enseres 
básicos para su aseo personal y atención médica en caso de ser necesario;  

VII. Tendrá derecho a ser visitado durante su estancia por sus familiares, su 
representante o persona de su confianza;  

VIII. Cuando se trate de aseguramiento de familias, se alojarán en la misma 
instalación y la autoridad permitirá la convivencia diaria, de conformidad con las 
disposiciones administrativas aplicables, y  
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IX. Al momento de ser autorizada la salida del extranjero de la estación migratoria, 
se le devolverán todas las pertenencias que le hayan sido recogidas en su ingreso, 
excepto la documentación falsa que haya presentado.  

4. De la misma forma, el artículo 7o. de la Ley General de Población señala la 
obligación de la Secretaría de Gobernación para que, en asunto de orden migratorio, 
vele por el respeto de los derechos humanos de los migrantes como se describe a 
continuación:  

Artículo 7o. Por lo que se refiere a los asuntos de orden migratorio a la Secretaría 
de Gobernación corresponde:  

I. a IV.  

En el ejercicio de estas facultades, la Secretaría de Gobernación velará por el 
respeto a los derechos humanos y, especialmente, por la integridad familiar de 
los sujetos a esta ley.  

5. En este sentido, el acuerdo por el que se emiten las normas para el 
funcionamiento de las estaciones migratorias del Instituto Nacional de Migración, 
publicado el 7 de octubre de 2009 en el Diario Oficial de la Federación, establece 
una serie de prohibiciones en las estaciones migratorias entre las que destacan las 
acciones u omisiones que vulneren los derechos humanos de los alojados en estos 
centros:  

Artículo 6. Queda prohibido en las estaciones migratorias:  

I. Toda acción u omisión que viole los derechos humanos de los alojados;  

II. Toda acción u omisión que constituya un trato cruel, inhumano o degradante 
para los alojados;  

III. La discriminación hacia los alojados, en los términos que establece la Ley 
Federal para prevenir y eliminar la Discriminación, en lo relativo al origen étnico o 
nacional, sexo, edad, discapacidad, condición social o económica, estado de salud, 
embarazo, lengua, religión, opiniones, preferencias sexuales, estado civil o 
cualquier otro tipo de condición propia del individuo;  

IV. a VIII. …  

6. Por lo anterior, estas comisiones unidas estiman viable la propuesta de adición 
del artículo 71 de la Ley General de Población toda vez que, de acuerdo con la 
tutela de las garantías individuales consagradas en la Constitución, de las cuales 
todo individuo goza en los Estados Unidos Mexicanos, y de conformidad con la 
normatividad secundaria en la materia, deben ser respetados los derechos 
fundamentales de los migrantes que sean asegurados por las autoridades 
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migratorias, evitando que sean víctimas de malos tratos por parte de los servidores 
públicos, cuidando que los centros de aseguramiento cuenten con las instalaciones 
adecuadas que eviten problemas como el hacinamiento, como ya se viene 
estableciendo en el artículo 46 del acuerdo por el que se emiten las normas para el 
funcionamiento de las estaciones migratorias del Instituto Nacional de Migración:  

Artículo 46. No se alojará a un número de extranjeros que supere la capacidad 
física de las estaciones migratorias. En caso de contingencia, el responsable de la 
estación migratoria informará a su superior jerárquico con el objetivo de que se 
habilite un lugar como estación migratoria o bien se traslade a los extranjeros a otra. 
En caso de que estas medidas no puedan realizarse, el superior jerárquico del 
responsable de la estación migratoria deberá coordinarse con la Dirección de 
Estaciones Migratorias del instituto para resolver la situación en un plazo máximo 
de veinticuatro horas, tomando las medidas pertinentes para evitar el hacinamiento.  

7. En este sentido, estas comisiones unidas consideran una modificación al proyecto 
original del diputado Chanona Burguete, de manera que la adición de un segundo 
párrafo al artículo 71 de la Ley General de Población señale la protección y respeto 
de los derechos humanos de los migrantes en cualquier momento, es decir, desde su 
aseguramiento, traslado, alojamiento en las estaciones migratorias y, dado el caso, 
de su expulsión del país o repatriación, tutelando las garantías consagradas en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

8. Por otro lado, se considera establecer que las estaciones migratorias deban contar 
con instalaciones adecuadas que eviten el hacinamiento, tomando en consideración 
la disponibilidad de recursos que permitan las condiciones óptimas de los centros a 
los que se ha hecho referencia.  

9. De esta manera, se reforzarán las acciones que se han llevado a cabo con la 
despenalización de la migración y estar en posibilidades de reforzar las reformas al 
brindar a los migrantes un trato digno, toda vez que ellos no pueden ser 
considerados como delincuentes.  

10. Asimismo, se considera viable la reforma al artículo 128 para prohibir el uso de 
los centros de detención o reclusión federal, estatal y municipal como estaciones 
migratorias y evitar el trato a los migrantes indocumentados como delincuentes; de 
esta manera se irán cumpliendo con las disposiciones contenidas en los tratados o 
acuerdos internacionales firmados por nuestro país relativos al respeto de los 
derechos fundamentales de los migrantes; en este sentido, las comisiones unidas 
consideran oportuna la adición de un segundo párrafo al artículo 128 de la Ley 
General de Población para señalar que en las estaciones migratorias se garantizará el 
goce de los derechos humanos de los extranjeros, conforme a los tratados 
internacionales suscritos y ratificados por México en la materia, fortaleciendo así el 
sentido del proyecto del diputado Alejandro Chanona Burguete. 
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Por lo anterior expuesto, los integrantes de las Comisiones Unidas de Población, Fronteras 
y Asuntos Migratorios, y de Gobernación, someten a la consideración del pleno de esta 
honorable asamblea, el siguiente proyecto de  

Decreto por el que se reforman y adicionan los artículos 71 y 128 de la Ley General de 
Población  

Único. Se reforma el artículo 128 y se adicionan un segundo y tercer párrafos al artículo 71 
de la Ley General de Población, para quedar como sigue:  

Artículo 71. …  

En el aseguramiento, traslado y alojamiento de los extranjeros en las estaciones 
migratorias, expulsiones o repatriaciones, se respetarán y protegerán sus derechos 
humanos, con arreglo a las garantías individuales que establece la Constitución.  

Las estaciones migratorias deberán contar con instalaciones adecuadas que eviten el 
hacinamiento de los migrantes, proveyéndoles lo necesario para su estancia temporal, 
así como adoptar las medidas pertinentes de conformidad con los recursos 
disponibles.  

Artículo 128. Son de orden público, para todos los efectos legales, la expulsión de los 
extranjeros y las medidas que dicte la Secretaría de Gobernación para el aseguramiento de 
los extranjeros en estaciones migratorias o en lugares habilitados para ello, cuando tengan 
por objetivo su expulsión del país. Queda prohibida la utilización de los centros de 
detención o reclusión federales, estatales o municipales, con ese fin, cuando no se ha 
cometido delito alguno.  

Lo anterior se realizará garantizando el pleno goce de los derechos humanos de los 
extranjeros y conforme a los tratados internacionales suscritos y ratificados en la materia.  

Transitorio  

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación.  

Palacio Legislativo, a 17 de febrero de 2010.  

La Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios  

Diputados: Norma Leticia Salazar Vázquez (rúbrica), presidenta; Julieta Octavia Marín Torres (rúbrica), 
Héctor Agustín Murguía Lardizábal, Cristabell Zamora Cabrera (rúbrica), Gumercindo Castellanos Flores 
(rúbrica), Ramón Jiménez Fuentes (rúbrica), Teresa Guadalupe Reyes Sahagún (rúbrica), secretarios; 
Heriberto Ambrosio Cipriano (rúbrica), Guillermina Casique Vences, José del Pilar Córdova Hernández 
(rúbrica), Jorge Venustiano González Ilescas, Olivia Guillén Padilla (rúbrica), Sandra Méndez Hernández, 
Héctor Pedraza Olguín (rúbrica), Miguel Ernesto Pompa Corella (rúbrica), Sofío Ramírez Hernández, Adriana 
Terrazas Porras, Judith Fabiola Vázquez Saut, Carlos Martínez Martínez (rúbrica), Jaime Oliva Ramírez 
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(rúbrica), Benigno Quezada Naranjo (rúbrica), Alejandra Noemí Reynoso Sánchez (rúbrica), Adolfo Rojo 
Montoya (rúbrica), María Yolanda Valencia Vales, Francisco Arturo Vega de Lamadrid (rúbrica), Ariel 
Gómez León (rúbrica), José Torres Robledo, Alfonso Primitivo Ríos Vázquez, Roberto Pérez de Alva Blanco 
(rúbrica).  

La Comisión de Gobernación  

Diputados: Javier Corral Jurado (rúbrica), presidente; Mercedes del Carmen Guillén Vicente (rúbrica), 
Felipe de Jesús Rangel Vargas (rúbrica), Ilich Augusto Lozano Herrera (rúbrica), Lorena Corona Valdés, Juan 
Enrique Ibarra Pedroza (rúbrica), Claudia Ruiz Massieu Salinas (rúbrica), Gastón Luken Garza (rúbrica), 
Francisco Ramos Montaño (rúbrica), Gregorio Hurtado Leija (rúbrica), Luis Carlos Campos Villegas 
(rúbrica), Raúl Domínguez Rex, secretarios; Guadalupe Acosta Naranjo (rúbrica), Agustín Carlos Castilla 
Marroquín (rúbrica), Gabriela Cuevas Barron (rúbrica), Sami David David, Alejandro Encinas Rodríguez, 
Nancy González Ulloa (rúbrica), Marcela Guerra Castillo (rúbrica), Jorge Antonio Kahwagi Macari, 
Humberto Lepe Lepe, Miguel Ángel Luna Munguía, José Ricardo López Pescador, Andrés Massieu 
Fernández (rúbrica), Sonia Mendoza Díaz (rúbrica), Nazario Norberto Sánchez, Beatriz Elena Paredes 
Rangel, Julio Saldaña Morán, César Augusto Santiago Ramírez (rúbrica), Arturo Zamora Jiménez.  
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037 

DE LA COMISIÓN DE SALUD, CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL 
ARTÍCULO 464 TER DE LA LEY GENERAL DE SALUD  

Honorable Asamblea:  

La Comisión de Salud de la LXI Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable 
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39 y 45, numeral 6, 
incisos e) y f), de La Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos 
Mexicanos, 56, 87, 88 y demás relativos al Reglamento para el Gobierno Interior del 
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, presenta el siguiente dictamen:  

I. Antecedentes  

1. Con fecha 4 de diciembre de 2007, el senador Ernesto Saro Boardman, integrante del 
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, presentó la iniciativa con proyecto de 
decreto por el que se reforma el artículo 464 de la Ley General de Salud y el artículo 309 
del Código Penal Federal, la cual fue turnada por la Mesa Directiva a las Comisiones 
Unidas de Salud, Justicia y de Estudios Legislativos, Primera, para su estudio y dictamen.  

2. Con fecha 11 de marzo de 2008, el senador Javier Orozco Gómez, integrante del Grupo 
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, presentó ante el Pleno del Senado 
de la República de la LX Legislatura, iniciativa con proyecto de decreto por el que se 
reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley General de Salud, la cual fue turnada 
con la misma fecha por la Mesa Directiva a las Comisiones Unidas de Salud y de Estudios 
Legislativos, para su estudio y dictamen.  

3. Una vez aprobado el dictamen por el pleno del Senado de la República, se turnó con 
fecha 17 de marzo de 2009 a esta honorable Cámara de Diputados  

4. Con la misma fecha la Mesa Directiva remitió la minuta a la Comisión de Salud, para su 
estudio y dictamen.  

II. Contenido de la minuta  

La presente minuta tiene como objeto enfatizar en el grave problema que es la falsificación 
de medicamentos, siendo este un tema que ha causado un gran impacto social, ya que ha 
alcanzado dimensiones alarmantes tanto en México como en el mundo, afectando tanto a la 
economía y los derechos de propiedad intelectual de importantes farmacéuticas, como a la 
salud pública.  

III. Consideraciones  

Primera. El artículo 4o. constitucional establece que todos los mexicanos tenemos el 
derecho de la protección a la salud, así como también el Congreso de la Unión está 
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facultado para dictar leyes sobre salubridad general en su artículo 73, fracción XVI, es por 
esto que a esta soberanía le compete el tratar los temas de salud de México.  

Segunda. Es importante fomentar siempre medidas que contribuyan a la protección, 
mejoramiento y bienestar de la salud de la población mexicana, es por esto que se tiene 
como instrumento principal y fundamental a los medicamentos, pero cuando estos son 
adulterados, falsificados, etcétera, resultan ser una arma letal contra la persona que los 
consuma, ya que le puede provocar graves consecuencias irreparables o incluso la muerte.  

Tercera. El problema de la falsificación de medicamentos es sumamente preocupante, ya 
que como se mencionó anteriormente tiene consecuencias muy graves, pero lo que lo hace 
aún más preocupante es que este fenómeno que se ha incrementado significativamente, es 
por esto que es importante enfatizar en los perjuicios que causan en la población que los 
consume, y así optar por medidas más estrictas para prescindir de estos.  

Cuarta. En México la falsificación de medicamentos se ha convertido en una forma de 
comercio cada día más habitual, y esto ha logrado que esta industria ilícita llegue a 
consecuencias extremas, debido a que las medicinas falsificadas generalmente 
proporcionan dosis inadecuadas del fármaco, ya sea porque se incluye muy poco de este, o 
porque el vehículo de administración, que generalmente incluye ingredientes no activos, no 
es el apropiado, teniendo como consecuencia que los pacientes reciban muy poca medicina, 
y mueran o se agraven, lo cual no habría ocurrido si hubiesen recibido la dosis correcta.  

Quinta. La fabricación, distribución y comercialización de medicamentos falsos representa 
una actividad ilegal que crece a nivel mundial. Las estadísticas señalan que 
aproximadamente del 6% al 10% de todos los fármacos que circulan en el mundo son 
fraudulentos. La Organización Mundial de la Salud (OMS) calcula que los productos 
falsificados o adulterados representan entre el 5% y el 8% de los 550 mil millones de 
dólares que mueven por año los medicamentos.  

Sexta. Aunado a lo anterior, la OMS hace mención de que el 60% de los medicamentos 
falsos circulan principalmente en países en desarrollo e involucra productos contra 
enfermedades como la malaria, el sida y otras infecciones, en donde se les inhiben los 
ingredientes activos, siendo esto algo inquietante, ya que son enfermedades graves que 
deben ser atendidas con extremo cuidado.  

Séptima. Además, este problema ha generado grandes ganancias económicas, ya que en el 
mercado negro la falsificación de medicamentos obtiene una ganancia de aproximadamente 
35.000 millones de dólares anuales, lo cual tiene como consecuencia que esta situación 
comience a adoptarse como un medio de subsistencia, al perfilarse como un negocio.  

Octava. Por otra parte, es sorprendente saber la forma en que se realizan los medicamentos 
falsos, ya que los productos pueden incluir ingredientes correctos o incorrectos, principios 
no activos o principio activo insuficiente. Las sustituciones pueden ser inocuas, tóxicas o 
letales. Los individuos que cometen estos actos ilícitos recrean o preparan el producto 
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completo, desde la forma, ya sea comprimido, crema, jarabe o solución inyectable, hasta el 
embalaje y el etiquetado, logrando que el "producto" quede igual al original.  

Novena. Otro de los delitos que se cometen es el que involucra medicamentos legítimos 
pero que fueron robados y que se vuelven a reintroducir en el circuito, sin garantías de que 
se hayan respetado las normas de almacenamiento, o que se les hayan modificado la fecha 
de vencimiento para "alargar" su vida útil y disfrazar su origen. Además se ha comprobado 
que el circuito de los medicamentos robados suele ser muy similar al de los fabricados de 
manera ilegítima.  

Décima. Sin duda, este problema también ha embestido fuertemente a la industria 
farmacéutica, ya que como lo argumentó Carlos Abelleyda, presidente de la Cámara 
Nacional de la Industria Farmacéutica (Canifarma), la piratería generalmente se vincula con 
las industrias del vestido y espectáculo, sin embargo, en el sector farmacéutico genera 
pérdidas de 600 billones de dólares a nivel mundial, pero la tendencia va a la alza y se 
estima que para el 2010, las pérdidas serán de mil 200 billones de dólares. Situación que 
impactará en diversos ámbitos como el empleo y consumo, desarrollo tecnológico y salud.  

Aunado a lo anterior dichas industrias también asumen el problema de tener que afrontar la 
violación a sus derechos de propiedad intelectual, de registro de marcas y de patentes de 
producto.  

Décima Primera. El representante de Canifarma señala que en México la adulteración o 
falsificación de los medicamentos es del 10 por ciento del total del mercado; mientras que 
en China y Perú se registra un 80 por ciento. En Nigeria y Pakistán es de entre 40 y 50 por 
ciento. También argumentó que de acuerdo al Washington Business Information, los 
grupos terapéuticos más falsificados son los de hipertensión, asma, diabetes mellitus y 
analgésicos.  

Décima Segunda. Es por lo anterior que este tema se debe considerar como primordial, en 
el cual se deben tomar medidas especificas para afrontar los problemas de las diversas áreas 
que conforman este delito.  

Décima Tercera. Finalmente, se estima sumamente necesario actuar a favor de esta 
reforma, ya que si se toma en consideración que esto corrompe tanto a la industria 
farmacéutica, como a la salud, y a que la proliferación de estos falsos productos se debe a 
las enormes ganancias que genera y lo reducido de las sanciones que se aplican, resulta 
factible actuar a razón de la presente iniciativa, y así evitar el mal principal de que cientos 
de miles de personas sigan muriendo cada año gracias a los falsificadores.  

Por todo lo expuesto, los integrantes de la Comisión de Salud someten a la consideración 
de esta honorable asamblea el siguiente proyecto de  

Decreto que reforma el artículo 464 Ter de la Ley General de Salud  
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Artículo Único. Se reforman las fracciones I, II y III del artículo 464 Ter de la Ley General 
de Salud, para quedar como sigue:  

Artículo 464 Ter. En materia de medicamentos se aplicarán las penas que a continuación 
se mencionan, a la persona o personas que realicen las siguientes conductas delictivas:  

I. A quien adultere, falsifique, contamine, altere o permita la adulteración, falsificación, 
contaminación o alteración de medicamentos, fármacos, materias primas o aditivos, de sus 
envases finales para uso o consumo humanos o los fabrique sin los registros, licencias o 
autorizaciones que señala esta ley, se le aplicará una pena de tres a quince años de prisión y 
multa de cincuenta mil a cien mil días de salario mínimo general vigente en la zona 
económica de que se trate;  

II. A quien falsifique o adultere o permita la adulteración o falsificación de material para 
envase o empaque de medicamentos, etiquetado, sus leyendas, la información que contenga 
o sus números o claves de identificación, se le aplicará una pena de uno a nueve años de 
prisión y multa de veinte mil a cincuenta mil días de salario mínimo general vigente en la 
zona económica de que se trate, y  

III. A quien venda u ofrezca en venta, comercie, distribuya o transporte medicamentos, 
fármacos, materias primas o aditivos falsificados, alterados, contaminados o adulterados, ya 
sea en establecimientos o en cualquier otro lugar, o bien venda u ofrezca en venta, 
comercie, distribuya o transporte materiales para envase o empaque de medicamentos, 
fármacos, materias primas o aditivos, sus leyendas, información que contenga números o 
claves de identificación, que se encuentran falsificados, alterados o adulterados, le será 
impuesta una pena de uno a nueve años de prisión y multa de veinte mil a cincuenta mil 
días de salario mínimo general vigente en la zona económica de que se trate.  

…  

Transitorio  

Único. El presente decreto entrará en vigor a los sesenta días de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación.  

La Comisión de Salud  

Diputados: Miguel Antonio Osuna Millán (rúbrica), presidente; Marco Antonio García Ayala (rúbrica), 
María Cristina Díaz Salazar (rúbrica), Antonio Benítez Lucho (rúbrica), Rosalina Mazari Espín (rúbrica), 
Rodrigo Reina Liceaga (rúbrica), José Antonio Yglesias Arreola (rúbrica), Silvia Esther Pérez Ceballos, 
Heladio Gerardo Verver y Vargas (rúbrica), Carlos Alberto Ezeta Salcedo (rúbrica), María del Pilar Torre 
Canales, secretarios; Felipe Borja Texocotitla (rúbrica), Yolanda de la Torre Valdez (rúbrica), Olga Luz 
Espinoza Morales, Leandro Rafael García Bringas, Clara Gómez Caro, Delia Guerrero Coronado, José 
Manuel Hinojosa Pérez, José Luis Marcos León Perea (rúbrica), Fernando Morales Martínez (rúbrica), 
Alfonso Primitivo Ríos Vázquez, Ana Elia Paredes Árciga, Guadalupe Eduardo Robles Medina (rúbrica), 
Sergio Tolento Hernández (rúbrica), Alicia Elizabeth Zamora Villalva, Laura Piña Olmedo, Leticia Quezada 
Contreras.  
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038 

DE LA COMISIÓN DE SALUD, CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL 
ARTÍCULO 222 DE LA LEY GENERAL DE SALUD  

Honorable Asamblea:  

A la Comisión de Salud de la LXI Legislatura de la honorable Cámara de Diputados fue 
turnada para su estudio y posterior dictamen la minuta con proyecto de decreto con 
proyecto de decreto, que reforma el artículo 222 de la Ley General de Salud.  

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39 y 45, numeral 6, incisos e) y f), de la 
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, 56, 87, 88 y demás 
relativos al Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados 
Unidos Mexicanos, presenta el siguiente dictamen:  

I. Antecedentes  

En sesión celebrada con fecha 4 de diciembre de 2007, el senador Ernesto Saro Boardman, 
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, presentó al Senado de la 
República de la LX Legislatura iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona un 
artículo 376 Bis-1 a la Ley General de Salud.  

Con la misma fecha, en sesión plenaria de la Cámara de Senadores la Presidencia de la 
Mesa Directiva dispuso que dicha iniciativa fuera turnada a las Comisiones de Salud y de 
Estudios Legislativos, para su análisis y dictamen correspondiente.  

En sesión celebrada con fecha 14 de octubre de 2008 el dictamen respectivo fue sometido a 
consideración del Pleno de la Cámara de Senadores, aprobado por 97 votos y turnado a la 
Cámara de Diputados para los efectos constitucionales.  

En sesión celebrada con fecha 16 de octubre de 2008 por la honorable Cámara de 
Diputados se dio cuenta del oficio que contiene la minuta en estudio, mismo que fue 
turnado por la Mesa Directiva a la Comisión de Salud para su estudio y posterior dictamen.  

II. Contenido de la minuta  

La minuta que nos ocupa busca reformar el artículo 222 de la Ley General de Salud, a fin 
de establecer mayores estándares de calidad y eficacia, no sólo de las sustancias para 
elaborar medicamentos, sino también de los procesos de producción.  

Asimismo, busca incorporar como un acto obligatorio la visita a las plantas en las que se 
procesan los productos que requieren registro sanitario, todo ello con el objetivo de dar 
seguridad, eficacia y calidad a los medicamentos.  

III. Consideraciones  
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El derecho a la protección de la salud está garantizado en el párrafo tercero del artículo 4o. 
de nuestro máximo ordenamiento legal, el cual a su vez, faculta al honorable Congreso de 
la Unión a través de la fracción XVI del artículo 73 a dictar leyes sobre salubridad general 
en la Republica.  

Las fracciones XXII y XXIV del artículo 3o. de la Ley General de Salud establecen, 
respectivamente, como materia de salubridad general "el control sanitario de productos y 
servicios y de su importación y exportación", así como "el control sanitario de los 
establecimientos dedicados al proceso de los productos incluidos en la fracción XXII…"  

En lo que respecta al ámbito internacional, los tratados internacionales mencionan que las 
partes podrán fijar los niveles de proyección que considere apropiados para lograr sus 
objetivos legítimos en materia de protección de la vida y la salud humana.  

El artículo 194 de la Ley define el control sanitario de la siguiente forma:  

"Artículo 194. Para efectos de este título, se entiende por control sanitario, el conjunto 
de acciones de orientación, educación, muestreo, verificación y en su caso, aplicación 
de medidas de seguridad y sanciones, que ejerce la Secretaría de Salud con la 
participación de los productores, comercializadores y consumidores, en base a lo que 
establecen las normas oficiales mexicanas y otras disposiciones aplicables.  

El ejercicio del control sanitario será aplicable al:  

I. …  

II. …  

III. …  

El control sanitario del proceso, importación y exportación de medicamentos, 
estupefacientes y substancias psicotrópicas y las materias primas que intervengan en 
su elaboración, compete en forma exclusiva a la Secretaría de Salud, en función del 
potencial de riesgo para la salud que estos productos representan.  

Actualmente, para obtener el registro sanitario, el solicitante deberé garantizar a la 
autoridad que cuenta con la capacidad y recursos para cumplir con la "responsabilidad 
sanitaria", es decir, que exista la seguridad, estabilidad, eficacia y calidad de los insumos 
para la salud tanto de fabricación nacional como de importación, así como también 
responder legalmente de los efectos adversos que pudieran llegar a ocasionar; por cualquier 
eventualidad, contingencia o caso fortuito; y asumir la responsabilidad sanitaria, civil, penal 
y/o administrativa que corresponda.  

Para tal efecto, la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios tendrá que 
aplicar la normatividad correspondiente de acuerdo con el Reglamento de Insumos para la 
Salud.  
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La Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios ha propuesto reformas a 
artículos que regulan los procedimientos para otorgar la autorización correspondiente para 
la comercialización de las importaciones de los diferentes insumos para la salud 
considerados en la Ley General de Salud. En este sentido, cabe recordar que la Ley General 
de Salud establece que "las autorizaciones sanitarias tendrán el carácter de licencias, 
permisos, registros o tarjetas de control sanitarios".  

De acuerdo con la propuesta de la colegisladora, el Reglamento de Insumos para la Salud 
establecerá explícitamente los ordenamientos legales de un almacén en donde se podrá 
comprobar la calidad de los insumos de los productos farmacéuticos y/o producto 
terminado, debiendo estar previamente registrado ante las autoridades sanitarias así como 
también la persona o profesional correspondiente como responsable del mismo.  

También se establece como acto obligatorio los visita a las plantas en las que se procesan 
los productos que requieren registro sanitario, todo ello con el objetivo de dar seguridad, 
eficacia y calidad a los medicamentos.  

Los laboratorios, distribuidores, empresas y personas físicas que estén interesados en 
importar productos farmacéuticos a la republica mexicana, deberán cumplir con el 
reglamento que para tal efecto emitirá la autoridad, lo anterior sin duplicar la verificación in 
situ, siendo responsabilidad del importador la calidad de los productos, previo permiso que 
otorgue el órgano institucional antes mencionado, y sin responsabilidad para terceros 
involucrados.  

Coincidimos con la apreciación de la colegisladora cuando menciona que el titular del 
Ejecutivo federal anunció la eliminación gradual del "requisito de planta" que aplicará 
inmediatamente después de su aplicación a los medicamentos antirretrovirales; y 
sucesivamente, para los vitamínicos, vacunas, sueros, hemoderivados, antitoxinas, 
hormonales de origen biológico, medicamentos homeopáticos y medicamentos herbolarios; 
a los doce meses, para medicamentos biotecnológicos y biológicos no especificados en el 
párrafo anterior; a los dieciocho meses, para medicamentos que contengan estupefacientes 
o psicotrópicos y medicamentos de libre acceso de conformidad con lo establecido en las 
fracciones I, II, II, V, y VI del artículo 226 de la Ley General de Salud, y posteriormente, 
para los demás medicamentos en los términos de la fracción IV del artículo 226 de la propia 
ley.  

Dichas acciones daría como resultado un término de dos años, contados a partir de la 
publicación del decreto del Ejecutivo que dispone la eliminación Tetla del requisito de 
planta en el Diario Oficial de la Federación.  

Con medidas como la citada con antelación, aunado a una política de precios para los 
medicamentos se espera estimular precios accesibles a la población en general y propiciar 
mayor eficiencia y competitividad en la cadena productiva.  

Cabe mencionar que la Secretaría de Salud, a través de la Comisión Federal para la 
Protección contra Riesgos Sanitarios, está facultada para llevar a efecto todo lo referente al 
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control y verificación de lo anteriormente expuesto, con apego al Reglamento de Insumos 
para la Salud. Por ende se otorgan, en un artículo Segundo Transitorio, 90 días para qué 
ajuste el Reglamento de Insumos para la Salud y en un artículo Tercero Transitorio se 
otorgan ciento ochenta días a la Secretaría de Salud para crear la norma oficial mexicana 
correspondiente.  

El sistema de control y vigilancia sanitarios en materia de medicamentos es un instrumento 
para garantizar los derechos a la protección de la salud consagrados en el párrafo tercero 
del artículo 4o. de nuestra Carta Magna; por lo que resulta imperativo establecer una 
reforma que contribuya a garantizar la calidad, eficacia y seguridad de los medicamentos; 
por lo que coincidimos plenamente con el decreto propuesto por el Senado de la República 
en sus términos.  

Por lo señalado con antelación y para efectos de lo dispuesto en el artículo 72, fracción A, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los integrantes de la 
Comisión de Salud de la LXI Legislatura ponemos a consideración de esta honorable 
Cámara, el siguiente proyecto de  

Decreto por el que se reforma el artículo 222 de la Ley General de Salud  

Artículo Único. Se reforma el artículo 222 de la Ley General de Salud, para quedar como 
sigue:  

Artículo 222. La Secretaría de Salud sólo concederá la autorización correspondiente a los 
medicamentos, cuando se demuestre que éstos, sus procesos de producción y las sustancias 
que contengan reúnan las características de seguridad, eficacia y calidad exigidas, que 
cumple con lo establecido en esta ley y demás disposiciones generales, y tomará en cuenta, 
en su caso, lo dispuesto por el artículo 428 de esta ley.  

Para el otorgamiento de registro sanitario a cualquier medicamento, se verificará 
previamente el cumplimiento de las buenas prácticas de fabricación y del proceso de 
producción del medicamento así como la certificación de sus principios activos. Las 
verificaciones se llevarán a cabo por la Secretaría o sus terceros autorizados o, de ser el 
caso, se dará reconocimiento al certificado respectivo expedido por la autoridad competente 
del país de origen, siempre y cuando existan acuerdos de reconocimiento en esta materia 
entre las autoridades competentes de ambos países.  

Transitorios  

Primero. El presente decreto entrará en vigor a los ciento ochenta días de su publicación en 
el Diario Oficial de la Federación.  

Segundo. Se otorgan noventa días a la Secretaría de Salud, para que ajuste el Reglamento 
de Insumos para la Salud.  
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Tercero. Se otorgan ciento ochenta días a la Secretaría de Salud para crear la norma oficial 
mexicana correspondiente.  

La Comisión de Salud  

Diputados: Miguel Antonio Osuna Millán (rúbrica), presidente; Marco Antonio García Ayala (rúbrica), 
María Cristina Díaz Salazar (rúbrica), Antonio Benítez Lucho (rúbrica), Rosalina Mazari Espín (rúbrica), 
Rodrigo Reina Liceaga (rúbrica), José Antonio Yglesias Arreola (rúbrica), Silvia Esther Pérez Ceballos 
(rúbrica), Heladio Gerardo Verver y Vargas (rúbrica), Carlos Alberto Ezeta Salcedo (rúbrica), María del Pilar 
Torre Canales, secretarios; Felipe Borja Texocotitla (rúbrica), Yolanda de la Torre Valdez (rúbrica), Olga Luz 
Espinoza Morales, Leandro Rafael García Bringas, Clara Gómez Caro, Delia Guerrero Coronado, José 
Manuel Hinojosa Pérez (rúbrica), José Luis Marcos León Perea (rúbrica), Fernando Morales Martínez 
(rúbrica), Alfonso Primitivo Ríos Vázquez, Ana Elia Paredes Árciga, Guadalupe Eduardo Robles Medina 
(rúbrica), Sergio Tolento Hernández (rúbrica), Alicia Elizabeth Zamora Villalva, Laura Piña Olmedo, Leticia 
Quezada Contreras.  
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039 

DE LA COMISIÓN DE PUNTOS CONSTITUCIONALES, CON PROYECTO DE 
DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA UN PÁRRAFO TERCERO Y SE RECORRE 
EL ORDEN DE LOS PÁRRAFOS SUBSECUENTES DEL ARTÍCULO 17 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS  

Honorable Asamblea:  

La Comisión de Puntos Constitucionales con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39 
y 45, numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados 
Unidos Mexicanos; así como en los artículos 55, 56, 60 y 88 del Reglamento para el 
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a 
consideración de esta soberanía, el siguiente dictamen:  

I. Antecedentes  

1. En sesión celebrada en la Cámara de Senadores el 7 de febrero de 2008, el senador Jesús 
Murillo Karam, del Grupo Parlamentario del PRI, presentó iniciativa con proyecto de 
decreto por el que adiciona un quinto párrafo al artículo 17 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, en materia de acciones colectivas.  

2. En esa misma fecha la Presidencia de la Mesa Directiva del Senado de la República 
dispuso que la iniciativa antes mencionada fuera turnada a las Comisiones Unidas de 
Puntos Constitucionales, Gobernación y de Estudios Legislativos, para su estudio y 
dictamen correspondiente.  

3. Asimismo, en sesión celebrada el 10 de diciembre de 2009, el Pleno del Senado de la 
República aprobó por mayoría de 100 votos a favor el dictamen con proyecto de decreto 
por el que se adiciona un párrafo tercero y se recorre el orden de los párrafos subsecuentes 
del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, presentado por 
las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales, Gobernación y Estudios Legislativos.  

4. Para los efectos constitucionales, en esa misma fecha fue enviada a esta honorable 
Cámara de Diputados la minuta con proyecto de decreto por el que se adiciona un párrafo 
tercero y se recorre el orden de los párrafos subsecuentes del artículo 17 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

5. El 15 de diciembre de 2009, la Mesa Directiva a esta honorable Cámara de Diputados 
turnó a la Comisión de Puntos Constitucionales la minuta con proyecto de decreto para su 
análisis y dictaminen.  

6. En sesión celebrada el 16 de febrero de 2010, el diputado Jaime Fernando Cárdenas 
Gracia, presentó una excitativa para que la Comisión de Puntos Constitucionales dictamine 
la minuta con proyecto de decreto que adiciona un párrafo tercero y se recorre el orden de 



Gaceta Parlamentaria, Cámara de Diputados, número 2976-IV, jueves 25 de marzo de 2010. 
 

 

2 
 

los párrafos subsecuentes del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.  

7. Así también, el 23 de febrero de 2010 se dio cuenta del oficio de la Cámara de Senadores 
a través del cual remitió la solicitud del senador Francisco Javier Castellón Fonseca, para 
que se dictaminara la minuta que adiciona un párrafo tercero y se recorre el orden de los 
párrafos subsecuentes del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.  

II. Antecedentes de la minuta.  

La iniciativa que presentó el Senador Jesús Murillo Karam, que dio fundamento a la minuta 
que se dictamina por esta Comisión de Puntos Constitucionales, se sustenta en los 
siguientes argumentos:  

Señala que "es bien sabido que la realidad va siempre un paso adelante de su 
interpretación por parte de los actores estatales relevantes y por ende de su 
normativización. Es misión de dichos actores estatales relevantes (legisladores, 
jueces, miembros de la administración pública, entre otros) el mantener en todo 
momento su plena disposición, apertura y entereza para desentrañar y dilucidar 
dicha realidad y las necesidades sociales imperantes, en aras de establecer las 
normas jurídicas adecuadas que permitan a la sociedad la realización de aquellos 
valores considerados como supremos en un momento histórico determinado.  

Menciona que en materia de derechos humanos, nuestro sistema jurídico ha ido 
incorporando, en un proceso inacabado y en constante progreso los derechos 
fundamentales denominados de primera (civiles y políticos), de segunda 
(económicos, sociales y culturales) y de tercera generación (colectivos y de 
solidaridad); sin embargo, precisa, la incorporación de tales derechos sustantivos no 
es suficiente para poder hablar de un verdadero Estado de derecho, sino que además 
se requieren establecer aquellos mecanismos e instrumentos procesales que en 
forma sencilla y accesible hagan posible por un lado, el ejercicio pleno de dichos 
derechos y por otro, en caso de su violación o desconocimiento, permitan su defensa 
(acceso a la justicia) pues de lo contrario, se provocaría que nuestro sistema jurídico 
tolerara la violación de los derechos de las personas ante la insuficiencia o ausencia 
de medios procesales de acceso a una justicia real.  

Refiere que la falta de un adecuado sistema de acceso a la justicia genera además 
desconfianza en las instituciones del Estado y la percepción de que éste es incapaz 
de establecer y regular aquellos mecanismos que permitan la resolución de los 
conflictos sociales en forma pacífica y dentro de los cauces legales, lo que a su vez 
redunda en una desconfianza generalizada en nuestro régimen.  

Manifiesta que nuestro sistema jurídico en general, y en particular el sistema 
procesal, fueron diseñados bajo una perspectiva liberal e individualista que permite 
la titularidad de derechos y su protección mediante mecanismos que privilegian la 
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actuación individual sobre la colectiva. Agrega que si bien esta perspectiva de 
protección de derechos permitió satisfacer las necesidades sociales en un momento 
histórico determinado, la creciente complejidad de las relaciones sociales y el 
aumento en número y complejidad de la interrelación entre los miembros de la 
colectividad hace necesario rediseñar el enfoque de nuestras instituciones jurídicas y 
dirigirlo hacia el establecimiento de acciones y procedimientos que permitan a las 
colectividades y a los individuos su organización para la mejor defensa de sus 
intereses y derechos.  

Precisa que el derecho comparado nos muestra que en otras jurisdicciones este 
enfoque de defensa colectiva de los derechos e intereses ha tenido un desarrollo y 
un énfasis mucho más marcado y significativo que el experimentado en México. 
Ello, agrega, ha traído como consecuencia que en otros países la protección de los 
derechos e intereses de las personas y colectividades sea mucho más vigoroso y 
efectivo y que los conflictos interpersonales y sociales sean procesados 
adecuadamente por las instituciones jurídicas, siendo tal circunstancia un elemento 
que reduce la tensión social y abona decididamente a la construcción de un efectivo 
estado de derecho.  

Explica que una de las instituciones que en otros sistemas jurídicos han permitido la 
tutela colectiva de derechos e intereses, así como la organización y asociación de 
personas para la defensa de los mismos son las acciones y procedimientos 
colectivos; éstos son instituciones que permiten la defensa, protección y 
representación jurídica colectiva de derechos e intereses colectivos dentro de una 
sociedad.  

Señala que el término "derechos colectivos" comprende los llamados derechos 
difusos, los derechos colectivos en sentido estricto y los individuales de incidencia 
colectiva. Los primeros dos mencionados son aquellos derechos e intereses 
supraindividuales, de naturaleza indivisible, de los que es titular una colectividad 
indeterminada (derechos difusos) o determinada (derechos colectivos en sentido 
estricto) cuyos miembros se encuentran vinculados por circunstancias de hecho o de 
derecho. Por su parte, los derechos o intereses individuales de incidencia colectiva, 
agrega, son aquellos de carácter individual y divisible que, por circunstancias 
comunes de hecho o de derecho permiten su protección y defensa en forma 
colectiva.  

Con respecto a la nomenclatura o a la forma de designar a tales derechos, el 
iniciante es enfático en precisar que aunque en otras jurisdicciones las acciones y 
procedimientos colectivos ha recibido distintos nombre y sus mecanismos divergen 
en lo accidental al extraer su funcionalidad esencial se puede desprender que 
regulan en forma relativamente similar el mismo fenómeno.  

Expone que en el derecho colombiano, la Constitución Política de Colombia señala 
en su artículo 88 que la ley regulara las acciones populares para la protección de los 
derechos e intereses colectivos relacionados con el patrimonio, el espacio, la 
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seguridad pública, la moral administrativa, el ambiente la libre competencia 
económica y otros de naturaleza similar que se definan en ella. Así también regulara 
las acciones originada por los daños ocasionados a un número rural de personas sin 
perjuicio de las correspondientes acciones particulares y definirá los casos de 
responsabilidad civil objetiva por el daño inferido a los derecho e intereses 
colectivos.  

Agrega que la regulación secundaria colombiana en la materia (Ley 472 de 1988), 
establece que las acciones populares son el medio por el cual se tutelan los derechos 
colectivos en sentido amplio y se ejercen para evitar el daño contingente, hace cesar 
el peligro, la amenaza, la vulneración o el agravio sobre los derechos e intereses 
colectivos y de ser posible, restituir las cosas a su estado anterior. Por oteo lado, las 
acciones de grupo permiten a un conjunto de personas que hayan resentido daños y 
perjuicios en condiciones uniformes respecto a una misma causa, demandar las 
satisfacción de sus interese individuales.  

Refiere que por cuanto hace a los Estados Unidos de América, la vía más común 
para defender los derechos de grupo de personas es la denominada acción de clase 
("Class Action") que la finalidad de que dichas acciones es la de facilitar el acceso a 
la justicia de grupo mediante la acumulación de un solo procedimiento de 
reclamaciones individuales.  

Las mencionadas "class action", agrega, son reguladas principalmente en las 
denominadas Reglas Federales de Procedimiento Civil (Federal Rules of Civil 
Procedure), en particular la regla 23. Las materias en las que las acciones de clase 
son procedentes son, por ejemplo, en materia de accidentes, responsabilidad por 
productos, libre competencia económica, derechos de autor, propiedad industrial, 
derecho del consumidor y derecho de los accionistas de las empresas incluso en 
temas como la discriminación y el desempeño administrativo de gobierno. Expone 
que adicionalmente, se han creado días de procedencia de las acciones de clase a 
nivel estatal en las materas de sus competencia. Por último menciona que una parte 
considerable en el desarrollo y evolución de las acciones de clase se ha dado por la 
vía jurisprudencial.  

En el caso de Brasil, el autor de la iniciativa señala que la Constitución en su 
artículo 5° fracción LXXIII establece que "cualquier ciudadano es parte legítima 
para proponer la acción popular que pretenda anular un acto lesivo para el 
patrimonio público o de una entidad que el Estado participe, para que la moralidad 
administrativa para el medio ambiento o para el patrimonio histórico y cultural, 
quedando el actor, salvo mala fe comprobada, exento de las cotas judiciales y de los 
gastos de sucumbencia". Sin embargo, se refiere a que a través de trabajo 
jurisprudencial se admitió el ejercicio de dicha acción para la tutela de otros 
derechos o interese difusos, colectivos o individuales homogéneos.  

Considera que existes muchas otras jurisdicciones que permiten la defensa colectiva 
de los intereses y derechos de las colectividades o grupos para alcanzar un plena 
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protección de sus derechos, como en España, Argentina, Costa Rica, Uruguay, 
Chile, Venezuela, entre otros.  

Y que en nuestro país, aunque algunas formas de acciones colectivas y la llamada 
denuncia popular están relativamente prevista en algunos ordenamientos legales, no 
obstante su tratamiento es deficiente, sus efectos restringidos o su ejercicio se 
encuentran limitado por restricciones procesales; asimismo, explica que en el 
desarrollo jurisprudencial en esta materia ha sido exiguo y es hasta fechas recientes 
que se han podido observar algunos criterios que desde los tribunales comienzan a 
reconocer la legitimación colectiva para la defensa de los interese de grupos de 
personas.  

Asevera que en noviembre de 2007, un grupo de académicos y agrupaciones de la 
sociedad civil realizaron un congreso sobre acciones y procedimientos colectivos, el 
cual reunió a expertos nacionales e internacionales sobre la materia, así como a 
legisladores mexicanos de distintas fracciones parlamentarias, trabajos de los cuales 
se coincidió en la imperiosa necesidad de incluir dentro de nuestro sistema jurídico 
acciones y procedimientos que permitan la defensa de los derechos colectivos, con 
el propósito de mejorar las condiciones de acceso a la justicia y alcanzar una 
verdadera efectividad de los derechos consignados en nuestro marco normativo.  

Con posterioridad a dicho congreso, un grupo de académicos elaboraron un 
anteproyecto de reforma constitucional que permitiera incluir dentro de nuestro 
sistema jurídico las acciones y procedimientos a las que nos hemos referido. Una 
vez elaborado, dicho proyecto fue presentado a diversos legisladores, quienes 
determinaron integrar un grupo de trabajo que tuviera como propósito analizar el 
proyecto antes mencionado.  

Enfatiza en que el propósito principal de la iniciativa materia del presente dictamen 
es el establecimiento en la Norma Fundamental de las acciones y procedimientos 
colectivos como medios para la tutela jurisdiccional de los derechos e intereses 
colectivos.  

Explica que el término derechos e intereses colectivos comprende los difusos, los 
colectivos en sentido estricto y los individuales de incidencia colectiva, referidos en 
apartados anteriores.  

Y que a través de la incorporación de tales acciones y procedimientos en el 
ordenamiento jurídico mexicano, se estará tomando un paso vital hacia el 
mejoramiento del acceso a la justicia de todos los mexicanos y en general de todas 
las personas que viven en nuestro país, así como hacia una verdadera posibilidad de 
hacer efectivos muchos derechos que hoy no encuentran una vía adecuada para su 
ejercicio, protección y defensa, lo que en última instancia coadyuvará en la 
construcción de un efectivo Estado de derecho.  
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Asimismo, explica, será necesario instrumentar medidas que fomenten por un lado, 
la organización de individuos para la protección y defensa de sus derechos, y por 
otro, una mayor difusión y un mejor acceso a la información sobre dichos derechos 
e intereses, ello con el propósito de robustecer el ejercicio de la ciudadanía y los 
deberes cívicos de los miembros de nuestra comunidad.  

Concluye que en la legislación secundaria se deberá velar por el establecimiento de 
reglas adecuadas en materia de legitimación activa, pruebas no individualizadas, 
cosa juzgada, efectos de las sentencias, responsabilidad civil objetiva, entre otras, 
que sean compatibles con las acciones y procedimientos colectivos.  

Por su parte, los juzgadores tendrán la misión de cuidar que los principios de 
interpretación para las acciones y procedimientos colectivos sean compatibles con 
los principios de éstos y con la protección de los derechos e intereses de los 
individuos, grupos o colectividades. Ello implicará necesariamente que nuestros 
juzgadores deberán comenzar a elaborar estándares y guías que le auxilien en su 
labor, pues los paradigmas procesales actuales, en muchos aspectos, serán 
insuficientes e incluso contrarios al espíritu de las acciones y procedimientos 
colectivos. En un inicio será necesario que nuestros juzgadores revisen los 
principios de éstos de acuerdo con las interpretaciones que se han llevado a cabo en 
otras jurisdicciones. Deberán asimismo abstraer su función esencial y adaptarlos a 
las peculiaridades del sistema procesal mexicano.  

En razón de lo anterior, propone la adición de un quinto párrafo al artículo 17 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para quedar como sigue:  

Artículo 17.  

…  

…  

…  

Las leyes regularán aquellas acciones y procedimientos para la protección 
adecuada de derechos e intereses colectivos, así como medidas que permitan a 
los individuos su organización para la defensa de los mismos. 

a) Consideraciones del dictamen de la colegisladora  
"Las comisiones dictaminadoras comparten el espíritu así como los fines y razones 
que animan la iniciativa que se analiza y en consecuencia, consideran procedente 
aprobarla en los términos que se precisan a continuación:  

Nuestra historia constitucional fue receptora del liberalismo del siglo XIX, 
adoptando de él, el reconocimiento de las llamadas "garantías individuales" como 
una expresión fundamental de un Estado que pretendía proteger y fomentar los 
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derechos y libertades de las personas que habitaban en él. El juicio de amparo se 
convertiría en el instrumento procesal que daría expresión y respuesta concreta a 
este diseño constitucional.  

Posteriormente nuestro país fue pionero en el reconocimiento de aquellos derechos 
fundamentales (económicos, sociales y culturales) denominados de "segunda 
generación". En efecto, en el siglo XX, a partir de 1917, los derechos sociales 
también hallaron un espacio de vital importancia en nuestra norma fundamental. 
Algunos de ellos, fueron contando en forma paulatina de mecanismos y procesos 
especiales para su salvaguarda y defensa, como fue el caso de las materias laboral y 
agraria.  

Si bien es cierto que México ha sido sensible a las exigencias de nuestro tiempo y 
procesos siempre cambiantes que la propia realidad ha ido presentando, también lo 
es que en un solo siglo, la ciencia, la tecnología, la concepción del mundo, en sus 
límites físicos y geográficos, así como la complejidad de la sociedad mundial, los 
cambios en la forma de interacción entre los hombres, las modernas relaciones entre 
productores, transformadores, intermediarios y consumidores y la concepción de un 
patrimonio universal, común a todos los hombres, fue generando la necesidad de 
enfrentar estos retos y desafíos que requieren ineludiblemente de nuevas respuestas.  

Una parte importante de esta nueva realidad a la que se ha hecho referencia en el 
apartado anterior, afecta fundamentalmente aquellas relaciones e interacciones 
existentes entre consumidores, usuarios de servicios, o en general entre miembros 
de una colectividad respecto de algún interés común y relevante para ellos, como 
por ejemplo, la protección al medio ambiente, el respeto a los espacios públicos, la 
suspensión de una construcción peligrosa en la colonia, etcétera.  

Sin embargo, aún cuando el Estado ha ido reconociendo los derechos e intereses 
susceptibles de proteger en relación con estos nuevos fenómenos, en la práctica, los 
individuos se enfrentan a dos grandes problemas:  

a) La primera dificultad se refiere a la forma en que estos derechos o intereses 
puedan ser protegidos en forma efectiva, cuando los afectados o los interesados en 
hacerlos valer, no son susceptibles de ser identificados o legitimados como grupo.  

b) La segunda, en estrecha relación con la primera, tiene que ver con la superación 
de la perspectiva clásica de la protección individual de los derechos, es decir, 
aquella que requiere que los individuos deben estar plenamente identificados y 
acreditar en forma fehaciente el daño o la lesión a sus intereses en forma individual.  

La problemática antes planteada, converge necesariamente con un concepto que ha 
sido analizado en formas diversas y se ha mencionado repetidamente; pero que aún 
constituye una asignatura pendiente en nuestro país: el "acceso a la justicia". Sin 
embargo, aún cuando la noción de "acceso a la justicia" es un problema relativo al 
procedimiento, por su finalidad concierne también al fondo del derecho.  
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La razón de ello estriba en que para hablar de un efectivo acceso a la justicia se 
requieren de dos elementos esenciales:  

(i) El reconocimiento de los derechos que le asisten a las personas (ya sea en forma 
individual o como miembros de una colectividad), que necesariamente 
corresponden a los fines e intereses que una sociedad en un momento determinado 
estima como valiosos, y  

(ii) La previsión de instrumentos y mecanismos que permitan un efectivo 
cumplimiento de dichos derechos o en su caso, la reparación del daño, en caso de su 
inobservancia.  

Es en este último punto (la previsión de instrumentos de tutela de derechos) donde 
debe hacerse un especial énfasis.  

En efecto, la sola existencia y previsión de procedimientos e instrumentos de tutela 
y protección de los derechos de las personas no es suficiente para poder hablar de 
un efectivo acceso a la justicia, sino que es indispensable valorar y analizar si 
dichos instrumentos son comprensibles, asequibles y eficaces a favor de todo aquél 
que pretenda hacerlos valer, lo que de suyo demanda del propio Estado instituciones 
de calidad y con capacidades materiales, económicas y humanas que puedan 
llevarlo a cabo.  

El panorama actual en materia del acceso a la justicia en México y en concreto, en 
materia de protección de los derechos fundamentales reconocidos en nuestra 
Constitución, no sólo los derechos individuales sino de los nuevos derechos 
colectivos, también llamados de "tercera generación", nos refiere que iniciar un 
procedimiento judicial implica enfrentarse a procesos complicados, difíciles de 
comprender debido a su tecnicidad, lentos y costosos, lo que induce a la parte 
económicamente más débil a aceptar injusticias, transacciones desventajosas o en 
último caso, a permitir la violación o el desconocimiento de los derechos que le 
asisten por parte de autoridades o de los propios particulares.  

Lo anterior conduce a generar una percepción generalizada de desconfianza hacia el 
propio Estado y de su incapacidad de resolver en forma pacífica y dentro del marco 
de la ley, los conflictos sociales. Es decir, se presenta un fenómeno denominado en 
algunos órdenes jurídicos como anomia, una situación donde realmente un 
individuo no encuentra el camino para que sus derechos sean definidos o 
determinados jurídicamente.  

Respecto a lo antes señalado, debe precisarse que aún cuando la actuación tanto de 
los órganos legislativos como de los ejecutivos y judiciales en la materia de 
protección y defensa de los derechos fundamentales de las personas ha sido loable, 
además de que, como lo dice el iniciante, en algunas materias ya se han previsto 
algunos tipos de acciones colectivas en ciertas materias, en la práctica, la 
complejidad de nuestra sociedad actual y la falta de mecanismos de organización 
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colectiva han resultado en una protección parcial y, por tanto, deficiente de sus 
derechos.  

Es preciso recordar lo que acontecía antes de que se promulgara por ejemplo la Ley 
Federal de Protección al Consumidor en cuanto a las personas que padecían ante las 
deficiencias en la prestación de un servicio o en la utilización de un bien que 
llegaran a adquirir. El instrumento de defensa era un juicio civil ordinario, largo, 
complejo técnicamente y costoso, en donde se transfería prácticamente todos los 
costos a los consumidores. Cuando un mecanismo tan importante como la 
protección al consumidor empieza a funcionar en la manera en que paulatinamente 
ha ido conformándose el funcionamiento de la Procuraduría Federal del 
Consumidor, algunos costos derivados de defectos o la mala prestación de los 
servicios de los proveedores son asumidos por éstos, lo que no sólo ha beneficiado 
en forma colectiva a los grupos de consumidores, sino que también se ha ido 
introduciendo una mayor racionalidad en la forma de producir bienes y prestar 
servicios.  

Estas comisiones compartes la expresión del autor de la iniciativa en el sentido de 
que las normas que en un momento cumplieron las expectativas y las demandas 
habidas en materia de protección de los derechos de las personas, hoy son 
insuficientes a partir de la creciente complejidad de las relaciones entre los 
miembros de la colectividad y el surgimiento de nuevas formas de interacción entre 
ellos. La legislación ha sido rebasada entonces por esta nueva realidad.  

Con el objeto de enfrentar estos nuevos desafíos y retos, se requiere de un 
indispensable rediseño de las instituciones jurídicas que por mucho tiempo 
regularon la materia con rumbo hacia el establecimiento de herramientas y 
mecanismos que permitan a los individuos y a los grupos de individuos, hacer valer 
sus derechos en una forma menos costosa, expedita y eficiente.  

En el caso de la iniciativa que se dictamina, los objetivos que animan la minuta 
misma se concentran en la protección de los derechos que le asisten a una 
colectividad, determinada o no determinada, es decir a una colectividad definida o 
susceptible de ser identificada o aquella que no necesariamente puede serlo, así 
como de aquellos derechos que le asisten a los individuos, pero que por contar con 
elementos comunes de hecho o de derecho, permiten su litigio de forma colectiva.  

El derecho comparado resulta ser un claro ejemplo de cómo la protección efectiva 
de los derechos e intereses de las personas a partir de instrumentos flexibles, 
sencillos y accesibles a las personas, genera como consecuencia que los conflictos 
interpersonales y sociales sean procesados adecuadamente por las instituciones 
jurídicas, reduciendo con ello la tensión social y haciendo plena la vigencia del 
Derecho.  

Una de las instituciones que en otros países ha permitido la tutela de derechos e 
intereses en forma colectiva, así como la organización y asociación de personas para 
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la defensa de los mismos son las denominadas acciones colectivas, que en términos 
claros puede decirse que son instituciones procesales que permiten la defensa, 
protección y representación jurídica colectiva de derechos e intereses de los 
miembros de una colectividad o grupo dentro de una sociedad.  

Países como los Estados Unidos de Norteamérica, España, Colombia, Brasil, 
Argentina, Chile, Uruguay, Venezuela y Costa Rica contemplan tanto en sus normas 
fundamentales como en la legislación secundaria este tipo de acciones y 
procedimientos, los cuales tutelan intereses colectivos relacionados con diversas 
materias, como lo son el patrimonio, el espacio público, la seguridad pública, el 
ambiente, la libre competencia económica, los derechos de autor, la propiedad 
intelectual, derechos del consumidor, entre otros, con el objeto de evitar un daño 
contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o la reparación del 
agravio sobre los mismos.  

Independientemente del nombre que reciban en los distintos países antes 
mencionados, las acciones y procedimientos colectivos mantienen un común 
denominador, a saber, la regulación del fenómeno de derechos que trascienden 
la esfera individual o que pudiendo tener este carácter, existe una relación 
entre sus titulares que los vincula por circunstancias de hecho o de Derecho.  

Si se considera que prácticamente todos los individuos se ven envueltos todos los 
días y de forma permanente en relaciones de hecho o derecho, normalmente por 
montos individuales relativamente pequeños, los costos derivados de un litigio 
individual hacen incosteable la defensa de sus derechos. Es decir, los costos de 
litigio hacen que no sea económicamente viable la defensa de dichos derechos; pero 
ello no significa que éstos no estén siendo vulnerados, sino simplemente evidencia 
un sistema distorsionado que provoca que las violaciones a los derechos, y al 
sistema jurídico, sean toleradas por su incosteabilidad en tiempo y dinero. Ello ha 
colocado a las personas en un estado de indefensión virtual que ha sido reproducido 
a lo largo de muchos años.  

Es decir, si cada interesado estuviera obligado a ejercitar en lo individual la acción 
para exigir el respeto a su derecho, la aplicación de la ley estaría sujeta al azar y no 
sería posible asegurar más que un éxito relativo y en forma parcial o fragmentada. 
Ello sin duda es frustrante y compromete seriamente el poder de disuasión de la ley.  

De esta manera, la acción colectiva puede constituir un mecanismo eficaz para 
cambiar las conductas antijurídicas de las empresas del sector privado, inclusive las 
del sector público, así como de los particulares en general que afectan a grandes 
sectores de la sociedad.  

Por el contrario, si desde la ley, en forma ordenada y regulada se generan las 
condiciones para agrupar a todas aquellas personas cuyos derechos han sido 
vulnerados y se permite su organización para lograr la adecuada defensa y 
protección de los derechos, estaremos ante una verdadera posibilidad de 
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justiciabilidad de los derechos de los individuos en dicho carácter y como miembros 
de una colectividad. Ello indefectiblemente beneficiaría a la sociedad, ya que todo 
aquel que tiene un derecho podría hacerlo efectivo de forma viable y sencilla.  

En tal virtud, estas comisiones unidas consideran procedente incorporar en la 
Constitución este tipo de instrumento de tutela de derechos colectivos. Estamos 
consientes que corresponderá al legislador ordinario la adecuada interpretación del 
contenido y esencia de la reforma, con la finalidad de que se prevean acciones y 
procedimientos ágiles, sencillos y accesibles a todo grupo de individuos que 
permitan alcanzar los fines propuestos.  

Asimismo, estas comisiones dictaminadoras creen firmemente que no es posible 
continuar permitiendo que las violaciones a los derechos de los miembros de nuestra 
propia comunidad (sean de carácter individual o colectivo) y al sistema jurídico en 
general, sean simplemente toleradas por la falta de medios de acceso a una real 
justicia.  

En adición a lo anterior debe claramente señalarse que no es, en ningún sentido el 
propósito de esta reforma, el sancionar a algún grupo en específico, sino 
simplemente establecer los caminos por los que los miembros de una colectividad 
podrán ejercer efectivamente sus derechos, contribuyendo con ello a seguir 
avanzando en el interminable proceso de evolución constitucional que da sustento y 
actualidad a nuestro estado de derecho y a fin de cuentas, continúa impulsando la 
construcción de un mejor país.  

Es importante recalcar que, como lo menciona la iniciativa de mérito, los juzgadores 
tendrán un papel fundamental en la efectiva protección de los derechos e intereses 
colectivos, así como la misión de cuidar que los principios de interpretación para las 
acciones y procedimientos colectivos sean compatibles con espíritu de éstos y con la 
protección de los derechos e intereses de los individuos, grupos o colectividades. 
Ello implicará necesariamente que nuestros juzgadores deberán comenzar a elaborar 
estándares y guías que le auxilien en su labor, pues los paradigmas procesales 
individuales actuales, en muchos aspectos, serán insuficientes e incluso contrarios al 
espíritu de las acciones y procedimientos colectivos.  

En un inicio será necesario que nuestros juzgadores revisen la racionalidad y 
objetivo de las acciones y procedimientos colectivos a la luz las interpretaciones que 
se han llevado a cabo en otras jurisdicciones, abstraigan su función esencial y los 
adapten a las peculiaridades del sistema jurídico mexicano.  

Por otro lado, estas comisiones unidas estiman procedente hacer ajustes a la 
redacción del texto de la propuesta original contenida en la iniciativa, a efecto de 
dar mayor claridad y precisión al alcance de la reforma que se propone y de dotarla 
de una mejor técnica legislativa.  
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En ese tenor, es necesario precisar desde el texto de la propia Constitución la 
atribución que el Congreso de la Unión tendrá para legislar sobre estos instrumentos 
de tutela de derechos colectivos, los procedimientos judiciales para hacerlos 
efectivos en las materias que determinen las leyes, así como los mecanismos de 
reparación del daño. Asimismo, se hace necesario precisar en el texto constitucional 
que los jueces federales serán los competentes para conocer de tales procedimientos 
colectivos en los términos que señalen las leyes.  

También es pertinente hacer una precisión en cuanto a la adición que propone el 
iniciante al artículo 17 constitucional, toda vez que en la iniciativa se ubica en el 
párrafo quinto, sin embargo, se estima conveniente que la adición se incorpore en el 
párrafo tercero, recorriéndose en su orden los párrafos subsecuentes, en virtud de 
que los primeros dos párrafos se refieren a la justicia." 

De los anteriores antecedentes, esta Comisión de Puntos Constitucionales de esta honorable 
Cámara de Diputados manifiesta las siguientes  

III. Consideraciones  

La LX Legislatura en esta misma Cámara inicio un proceso de discusión para incorporar en 
nuestra constitución el reconocimiento de acciones y/o procedimientos que permitieran la 
protección de derechos e intereses colectivos, estas acciones derivaron de distintas 
iniciativas presentadas por los grupos parlamentarios del PRD y PAN que 
consecuentemente como producto de fructíferos debates logro impulsar un dictamen con 
proyecto de decreto que alcanzó históricamente máximo consenso posible de nuestras 
fuerzas políticas, aprobado por 295 votos el 23 de abril de 2009 y como consecuencia 
enviado a la colegisladora para sus efectos constitucionales.  

En este tenor, esta Comisión considera relevante para la sociedad mexicana abordar el 
origen y concepto de acción colectiva para entender la trascendencia de la reforma 
propuesta al artículo 17 Constitucional.  

Uno de los acontecimientos destacados en el campo jurídico universal –y del cual no sólo 
no es ajeno el derecho mexicano, sino inclusive "pionero"-, es el nacimiento de los 
derechos sociales. En efecto se trata de derechos en los cuales se entroniza al ser humano 
no como individuo aislado, sino formando parte –y parte dinámica- de una colectividad que 
tiene una tarea, una finalidad, igualmente colectiva. No puede tener vivencia, bajo el actual 
sistema, un amparo protector de garantías sociales, porque al fin y al cabo se sigue 
requiriendo un agravio personal, sólo reclamable por el individuo aislado que se ve 
afectado en sus derechos personales, aunque reconozcamos que ese individuo forma parte 
de un grupo social, protegido éste en virtud de una declaración teórica de que existen 
derechos sociales, no estamos proponiendo una acción popular, sino tan sólo una acción 
por interés general, pero por supuesto legitimada.  

En nuestra América Ibérica se ha producido un auge de estudios y logros legislativos de los 
derechos sociales a los cuales ahí se les conoce más bien como colectivos.  
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En 1847 nace nuestro juicio de amparo que es un logro de los mexicanos, que por cierto se 
produjo bajo circunstancias realmente dramáticas que no pareciera fueran las más 
apropiadas para dar nacimiento a una institución tan noble como lo ha sido la del amparo.  

Don Mariano Otero, el primer constitucionalista de nuestro país, que en el Voto histórico 
que emitió ante el Congreso Constituyente instalado en nuestra patria el 5 de abril de 1847, 
describe el angustiante estado del país, cuando propuso –entre otras cuestiones-, la 
aprobación del juicio de amparo:  

"Que la situación actual de la República demanda con urgencia el establecimiento 
definitivo del orden constitucional, es una verdad que se palpa con sólo contemplar 
esa misma situación. Comprometida una guerra, en la que México lucha nada 
menos que por su existencia; ocupada la mitad de su territorio por el enemigo, que 
tiene ya siete Estados en su poder: cuando acaba de sucumbir nuestra primera 
ciudad marítima; y se halla seriamente amenazada aun la misma capital, ninguna 
cosa sería mejor que la existencia de alguna organización política, que evitando las 
dificultades interiores, dejase para después el debate de los principios 
fundamentales". 

Como se advierte, la principal preocupación de don Mariano Otero y de los Constituyentes 
de 1847, era el de garantizar el respeto a los derechos fundamentales del pueblo mexicano, 
pero advierte Otero que primero se debe implantar el orden público independiente en el país 
y, después seleccionar los principios de un novedoso orden constitucional que se aprecien 
como fundamentales. El propio Otero afirma que en las demás Constituciones de su tiempo, 
en efecto no se regulan únicamente en el documento los principios relativos a la 
organización de los poderes políticos, sino que en adición a ella se deben establecer las 
bases de las garantías individuales que posteriormente se desarrollarán; de consiguiente -
entiende adelantándose a las ideas sobre el procesal constitucional de su época-, que la 
Constitución actual "debe establecer las garantías individuales, y sobre bases de tal 
manera estables, que ninguno de los hombres que habiten en cualquier parte del territorio 
de la República, sin distinciones de nacionales y extranjeros, tengan que extrañar sobre 
este punto las mejores leyes de la tierra".  

Estas transcripciones literales tienen por objeto poner de manifiesto que los inspiradores del 
juicio protector de amparo, en todo momento tuvieron presente destacadamente a los 
derechos individuales de las personas, puesto que a esas fechas tenían perfecto 
conocimiento de la Declaración Francesa de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, y 
las Cartas de las Colonias de las entidades provinciales que conformaron finalmente a los 
Estados Unidos de América, -a la cabeza de todas ellas, la del Estado de Virginia-, pero que 
era evidente que ni los franceses ni los norteamericanos, habían hecho siquiera un intento 
menor para instaurar una acción procesal dentro de un procedimiento constitucional, que 
garantizara judicialmente al pueblo los derechos ya reconocidos y enunciados, pero 
manifestados tan sólo en forma declarativa.  

Manuel Crescencio Rejón, en el estado de Yucatán, y Mariano Otero, diputado federal del 
Congreso de la Unión, enfrentaron en la década iniciada en 1840, la urgencia de no sólo 
sugerir, sino por lo contrario, legislativamente desarrollar una acción procesal 
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constitucional que permitiera la defensa de los derechos humanos y los demás derechos 
fundamentales, la referencia siempre fue hecha respecto de los derechos individuales, 
porque se daba entonces el fenómeno en una época que política y socialmente sólo había 
obsesionado en el país, el movimiento liberal sobre el conservador; y por ello, el ser 
humano en lo individual era el sujeto obligado de la garantía, única que preocupaba a 
nuestros dirigentes de aquella época.  

Mariano Otero, en su Voto Particular textualmente estableció:  

"Dominado por este pensamiento, propongo que la Constitución fije los derechos 
individuales y asegure su inviolabilidad, dejando a una ley posterior pero general y 
de un carácter muy elevado, el detallarlos. En la Constitución sólo propongo que se 
enuncie el principio general que declare su inviolabilidad y se fije el único caso en 
que puedan suspenderse las garantías". 

En este primer envío queda claramente establecido que nuestro admirado juicio de amparo 
nace en el Acta de Reformas de 1847 para defender exclusivamente derechos individuales, 
-y tan sólo a ellos- porque nos estamos ubicando en época en la cual el triunfante 
movimiento liberal mexicano entinta a todas las instituciones públicas de la idea de tener 
presente ante todo al individuo, y por supuesto la preocupación de encontrar alguna forma 
procesal para garantizar su respeto o su reafirmación en caso de que se produjera por parte 
de autoridades públicas una violación a los derechos individuales.  

En nuestro contrastante movimiento social de 1910, plasmado normativamente en la 
Constitución Política que culmina en 1917, la preocupación mexicana ya no se dirige tanto 
a los derechos individuales y a su defensa –que por supuesto son plenamente ratificados-, 
sino por los derechos sociales que novedosamente enumera y sostiene nuestra vigente 
Constitución mucho antes de que así lo llegaran a establecer la Constitución Rusa de 1918, 
y la Constitución Alemana de Weimar, de 1919.  

La Constitución de 1857 fue considerada la Constitución liberal de México, y ella fue 
abrogada por la Constitución de 1917, que precisamente es reconocida como la 
Constitución social de México.  

Don Venustiano Carranza, primer jefe constitucionalista del país, al enviar su Mensaje a los 
mexicanos proponiendo el dictado de una nueva Constitución , el 1° de diciembre de 1916, 
vía el Constituyente de 1916-1917, reconocía que el recurso de amparo, que 
gratificantemente se había establecido fundamentalmente para obtener un alto fin social; en 
su concepto, se había desnaturalizado y no expresaba ya la realidad mexicana sino en 
rarísimas ocasiones, y al referirse a los principales rasgos de la Constitución renovante que 
ahora proponía, se expidiera bajo una nueva filosofía; que textualmente expresaba:  

"...con todas estas reformas, repito, espera fundamentalmente el gobierno de mi 
cargo que las constituciones políticas del país respondan satisfactoriamente a las 
necesidades sociales, y que esto, unido a las garantías productoras de la libertad 
individual serán un hecho efectivo y no meras promesas irrealizables…" 
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José Manuel Lastra Lastra en la obra, Derechos del pueblo mexicano, se refiere a nuestra 
vigente Constitución Política en los siguientes términos: "La incorporación de los derechos 
sociales en el texto de la Constitución Mexicana de 1917, es un mérito indiscutible de la 
Asamblea Constituyente de Querétaro; de él hacen mención prestigiados juristas mexicanos 
y extranjeros". Nuestra Constitución fue precursora, como dijera Radbruch, de una 
concepción nueva: del hombre por el derecho. En el caso de México, esta aportación de la 
Revolución Social mexicana quiso ser la mensajera y el heraldo de un mundo nuevo. Tal 
aportación del Constituyente fue: "la más original y la de mayor trascendencia".  

El mismo autor cita a don Alfonso Noriega, en el sentido de que "… se debe reconocer y 
proclamar que los derechos sociales que consagra la Constitución Política Mexicana de 
1917, son la realización institucional de los ideales y aspiraciones, de los sentimientos, que 
dieron contenido al repertorio de ideas y creencias que animaron el pensamiento de la 
Revolución Mexicana de 1910".  

El artículo 28 constitucional en su segundo párrafo original, textualmente decía:  

"La ley castigará severamente y las autoridades perseguirán con eficiencia toda 
concentración y acaparamiento en una o pocas manos de artículos de primera 
necesidad y que tengan por objeto obtener el alza de los precios: todo acto o 
procedimiento que evite o tienda a evitar la libre concurrencia en la producción, 
industria o comercio, o servicios al público; todo acuerdo o combinación de 
cualquier manera que se haga de productores, industriales, comerciantes y 
empresarios de transportes o de algún otro servicio, para evitar la competencia entre 
sí y obligar a los consumidores a pagar precios exagerados; y, en general, todo lo 
que constituya una ventaja exclusiva indebida a favor de una o varias personas 
determinadas y con perjuicio del público en general o de alguna clase social". 

Es claro que ese acaparamiento, o ese manejo e imposición de precios a pesar de la 
prohibición constitucional, no es entendible. ¿Cómo puede una acción procesal individual 
de amparo considerase extendida para exigir derechos generales de toda la población, de 
todas las personas que en un momento se podrían ver perjudicadas con el acaparamiento, el 
monopolio o el manejo de los precios? En la época moderna: ¿cómo podemos defender la 
ecología? ¿cómo, la salud? ¿cómo, la cultura?  

El jurista italiano Mauro Cappelletti, a través de las intervenciones que tuvo en Pavía, 
Italia, en la Facultad de Jurisprudencia, patrocinada por la Asociación Italia Nostra el 11 y 
12 de junio de 1974, se refirió principalmente a un hecho ocurrido en los Estados Unidos 
cuando la Suprema Corte de ese país, en ese año, examinó y resolvió un caso, relacionado 
con lo que en los procedimientos norteamericanos se conoce como class actions, o sea las 
acciones en juicio llamadas de clase. En resumen, un accionista –un solitario accionista de 
una compañía- impugnó un monopolio que afectaba a los intereses de cerca de seis 
millones de pequeños accionistas. El caso fue conocido en la Suprema Corte de los Estados 
Unidos de América bajo el rubro Eisen vs. Carlisle and Jaquelin. Puntualizando: un 
pequeño accionista de una compañía americana, no a nombre propio sino de millones de 
accionistas en condiciones similares a las de él, presentó en juicio una acción procesal que 
obligó a la Suprema Corte a conocer y resolver la controversia jurisdiccional planteada. Por 
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supuesto, el accionante no contaba con un poder legal que le hubieran otorgado los 
millones de accionistas en cuyo nombre actuaba, ni con autorización legal alguna. Como 
puede observarse, este precedente actuó no respecto al fondo de una contienda legal, sino 
sobre la legitimación en el juicio, es decir la legitimatio ad causam.  

En México se había regulado una situación jurídica similar a la de Cappelletti en el artículo 
213 de nuestra Ley de Amparo que tiene su antecedente directo en el artículo 8o. Bis 
confeccionado al inicio de la década de los sesenta, y en donde puede comprobarse el 
antecedente del amparo social, o de las class actions, que ahora conocemos como 
colectivas.  

El mencionado artículo 213 está apartado para reglamentar la representación en materia 
agraria de los núcleos de población ejidal o comunal, y en lo particular de los ejidatarios y 
los comuneros en sus derechos agrarios. Tal representación, según su fracción I la tienen 
los Comisariados Ejidales o de Bienes Comunales. Pero en la fracción II se establece una 
representación substituta. Para evitar una conceptuación ambigua, se transcribe 
textualmente dicha fracción: "Los miembros del Comisariado o del Consejo de Vigilancia o 
cualquier ejidatario o comunero perteneciente al núcleo de población perjudicado, si 
después de transcurridos quince días de la notificación del acto reclamado, el comisario no 
ha interpuesto la demanda de amparo".  

El maestro Cappelletti en su tiempo (1974), mostró su admiración por la puerta procesal 
que se abría para la defensa de los derechos fundamentales (humanos o no), mediante 
acciones que permitieran el examen jurisdiccional de los derechos difusos, o bien de clase, 
de grupo o de organismos protegibles, pero con gran honestidad profesional también nos 
hizo ver cuáles eran los principales obstáculos para lograr esa efectiva defensa de intereses 
que siempre se habían visto como individuales, que en la realidad pueden ser clasificados 
como sociales, o como generales.  

En México el juicio de amparo es el único instrumento procesal constitucional que 
reconoce nuestro sistema para la defensa de los derechos, sólo puede ser planteado ante los 
jueces federales cuando se demuestre que el accionante recibe un agravio personal y directo 
por parte de una autoridad y, ello no ocurre así cuando se trate de impugnaciones por 
violación de derechos sociales, o sea derechos pertenecientes a todos o a una concreta 
colectividad, por ello es imprescindible buscar un camino que permita por justicia social 
ejercer los derechos o acciones colectivas en contra de aquellos actos o hechos que 
vulneren los derechos colectivos.  

Después de todo el análisis abordado en párrafos anteriores esta Comisión llega a la 
convicción de establecer en el artículo 17 constitucional un mecanismo de acción que 
permita ejercer un derecho colectivo. Por lo tanto, es imprescindible la concepción de dicho 
término con base a lo siguiente:  

Del análisis de las acepciones de diversos juristas como Barboso Moreira, Kazuo 
Wuatanabe, Ja Rodolfo de Camargo Mancuso, el maestro Antonio Gidi llega a definir las 
acciones colectivas, como una "acción colectiva a una acción promovida por un 
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representante (legitimidad colectiva), para proteger el derecho que pertenece a un 
grupo de personas (objeto de litigio) y cuya sentencia obligará al grupo como un 
todo".1 En este sentido esta Comisión hace suya dicha definición, pues considera que en 
general en ella, se encuentra contenidos los elementos de la acción colectiva, ejecutada por 
la parte legítima.  

Por lo anteriormente expuesto la Comisión de Puntos Constitucionales de la honorable 
Cámara de Diputados:  

IV. Concluye  

I. Esta comisión dictaminadora comparte las consideraciones anteriormente expuestas de la 
colegisladora para dictaminar en sentido positivo el proyecto que adiciona un tercer párrafo 
al artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos, que muestran el trabajo de 
años de análisis, discusión y acuerdo de todas las fuerzas políticas, organizaciones sociales 
y académicos del país y sociedad civil, en materia de acciones colectivas, que se hizo 
tangible en las iniciativas presentadas tanto en la Cámara de Diputados y el Senado de la 
Republica.  

II. En este tenor la Comisión de Puntos Constitucionales precisa que la incorporación de la 
figura jurídica de acciones colectivas de acuerdo al estudio de derecho comparado realizado 
por esta comisión, ha tenido un impacto significativo en las sociedades contemporáneas en 
las cuales se introdujo como normativa: un mejor desarrollo al acceso a la justicia e 
introdujo frenos al abuso de poder, y la compensación a las quejas que antes no eran 
respetadas.  

III. Que en la sociedad moderna se favorecieron durante mucho tiempo las relaciones entre 
individuos y las instituciones, con los antiguos marcos normativos de corte individualista y 
liberal; pero que el desplazamiento de las sociedades de producción a sociedades de 
consumo, acrecentó los conflictos sociales en todas las sociedades contemporáneas y la 
mexicana no es la excepción.  

IV. Que el arribo de las denominadas Sociedades de Masas han hecho complejos los 
escenarios de tensión social, económica y política, y han establecido la necesidad de 
búsqueda de mecanismos de cohesión social e incorporación efectiva de los derechos 
denominados de tercera generación.  

V. Estos derechos de tercera generación que en esencia son colectivos, se han introducido 
poco a poco en los marcos normativos de la mayoría de los países para responder a los 
complejos escenarios actuales de la Sociedad Moderna y su plena incorporación debe ser la 
aspiración de un Estado social de derecho.  

VI. En el marco del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, se 
han establecido nuevas categorías de derechos, que manifiestan una tendencia expansiva 
del principio de igualdad y de mecanismos de protección de todos los derechos, como un 
motor de desarrollo de los pueblos y que son un reflejo de las sociedades contemporáneas 
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actuales, estos nuevos sujetos de derechos son: usuarios, consumidores, defensores 
ambientales, de solidaridad, etc., que han generado la pauta para establecer, a la par, nuevos 
mecanismos en la defensa de derechos más flexibles e incluyentes.  

VII. En este contexto se hace imperante la búsqueda de mediaciones efectivas entre actores 
sociales, capital privado e instituciones públicas, que permitan la cohesión social y la 
generación de consensos que otorguen certeza jurídica a la tutela efectiva de interés y 
derechos colectivos, y además permitan un mejor acceso a la justicia social y el desarrollo 
pleno de un Estado social de derecho.  

VIII. Que en México no existe un adecuado tratamiento procesal de los intereses y acciones 
colectivas, tan sólo en algunas materias existen un acercamiento (consumidores y agrario), 
en un proyecto de socialización en el ejercicio de la acción de amparo; pero de manera 
limitada, que muestran la insuficiencia de derecho procesal mexicano, al no conceder 
legitimidad activa a los sujetos agraviados, como es el caso, de los consumidores y cuyos 
efectos puedan alcanzar a todos aunque no hubieren promovido la acción.  

IX. Que el principio jurídico de la tutela de intereses y derechos colectivos, no puede ser de 
carácter limitativo a unas cuantas materias; ya que se establecerían criterios reduccionistas 
en los derechos de los sujetos en materia de acciones colectivas en la Ley Fundamental, que 
contravienen el espíritu incluyente de la reforma, así como el pleno goce de derechos y 
acceso a la justicia de todos los mexicanos.  

X. Por otra parte esta Comisión dictaminadora considera que la incorporación de la figura 
de acciones colectivas, permitirá la protección de intereses difusos, derechos sociales y 
derechos colectivos; sin menoscabo de intereses y derechos individuales, lo cual permite 
resolver no sólo conflictos de carácter privado, sino conflictos en los que existen intereses 
eminentemente colectivos.  

XI. Que la adición de un párrafo tercero del artículo 17, permitirá establecer mecanismos de 
economía procesal, puesto que: permiten la reducción de costos, generan eficiencia y 
efectividad en los procesos jurídicos de nuestro país al descargar al Poder Judicial de las 
múltiples demandas existentes, cuyo contenido es repetitivo. Este procedimiento procesal 
sumario permitirá resolver el mayor número de cuestiones procesales dentro de un mismo 
juicio, y esto se traduce como anteriormente se mencionó en la economía de costos, y así 
hacer expedito y efectivo el acceso a la justicia.  

XII. Que este mecanismo procedimental concede legitimación activa a los ciudadanos en 
general, grupos, partidos, sindicatos y autoridades, al conceder al grupo agraviado 
legitimación directa.  

XIII. Asimismo permite que mediante la reparación del daño, se corrijan prácticas 
arbitrarias que afecten a los ciudadanos, así como una mayor certeza jurídica en los casos 
en los que no existe un agravio personal y directo contra actos de autoridad y en la que de 
acuerdo a los procedimientos procesales actuales, lo que se denomina interés jurídico no se 
considere suficientemente claro y directo.  
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La sociedad mexicana requiere de mecanismos procesales eficientes y modernos que 
respondan a las demandas colectivas en el marco de los cambios políticos, económicos y 
sociales de las sociedades contemporáneas mundiales.  

Por lo expuesto, la Comisión de Puntos Constitucionales somete a la consideración de la 
honorable asamblea, el siguiente proyecto de  

Decreto por el que se adiciona un párrafo tercero y se recorre el orden de los párrafos 
subsecuentes del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos  

Único. Se adiciona un párrafo tercero y se recorre el orden de los párrafos subsecuentes del 
artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como 
sigue:  

Artículo 17. Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejercer violencia para 
reclamar su derecho.  

Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán 
expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus 
resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, 
en consecuencia, prohibidas las costas judiciales.  

El Congreso de la Unión expedirá las leyes que regulen las acciones colectivas. Tales 
leyes determinarán las materias de aplicación, los procedimientos judiciales y los 
mecanismos de reparación del daño. Los jueces federales conocerán de forma 
exclusiva sobre estos procedimientos y mecanismos.  

Las leyes preverán mecanismos alternativos de solución de controversias. En la materia 
penal regularán su aplicación, asegurarán la reparación del daño y establecerán los casos en 
los que se requerirá supervisión judicial.  

Las sentencias que pongan fin a los procedimientos orales deberán ser explicadas en 
audiencia pública previa citación de las partes.  

Las leyes federales y locales establecerán los medios necesarios para que se garantice la 
independencia de los tribunales y la plena ejecución de sus resoluciones.  

La Federación, los Estados y el Distrito Federal garantizarán la existencia de un servicio de 
defensoría pública de calidad para la población y asegurarán las condiciones para un 
servicio profesional de carrera para los defensores. Las percepciones de los defensores no 
podrán ser inferiores a las que correspondan a los agentes del Ministerio Público.  

Nadie puede ser aprisionado por deudas de carácter puramente civil.  

Transitorios  
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Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación.  

Segundo. El Congreso de la Unión deberá realizar las adecuaciones legislativas que 
correspondan en un plazo máximo de un año contado a partir del inicio de la vigencia de 
este decreto.  

Nota  
1. Gidi Antonio Tutela de derechos difusos colectivos hacia un código modelo para Iberoamérica, Editorial 
Porrúa, México, D.F., 2004 p.15.  

Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 23 días del mes de marzo del 2010.  

La Comisión de Puntos Constitucionales  

Diputados: Juventino Castro y Castro (rúbrica), presidente; Nazario Norberto Sánchez (rúbrica), Feliciano 
Rosendo Marín Díaz (rúbrica), Reginaldo Rivera de la Torre (rúbrica), Heriberto Ambrosio Cipriano 
(rúbrica), Francisco Saracho Navarro (rúbrica), Gustavo González Hernández (rúbrica), Carlos Alberto Pérez 
Cuevas (rúbrica), Guillermo Cueva Sada (rúbrica), Jaime Fernando Cárdenas Gracia (rúbrica), secretarios; 
José Luis Jaime Correa, Ma. Dina Herrera Soto, Morelos Jaime Carlos Canseco Gómez, Fermín Gerardo 
Alvarado Arroyo (rúbrica), Víctor Humberto Benítez Treviño, Emilio Chuayffet Chemor (rúbrica), Fernando 
Ferreira Olivares (rúbrica), Diva Hadamira Gastélum Bajo (rúbrica), Luz Carolina Gudiño Corro, José 
Ricardo López Pescador (rúbrica), Miguel Ernesto Pompa Corella (rúbrica), Guadalupe Pérez Domínguez 
(rúbrica), Rolando Rodrigo Zapata Bello, Justino Eugenio Arraiga Rojas (rúbrica), Víctor Alejandro Balderas 
Vaquera (rúbrica), Mario Alberto Becerra Pocoroba, Roberto Gil Zuarth, Sonia Mendoza Díaz (rúbrica), 
Camilo Ramírez Puente (rúbrica), Agustín Torres Ibarrola (rúbrica).  
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041 

DE LA COMISIÓN DE JUSTICIA, CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA 
LOS ARTÍCULOS 429 DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL Y 223 BIS DE LA LEY DE 
LA PROPIEDAD INDUSTRIAL  

Honorable Asamblea:  

La Comisión de Justicia, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 70, 71, 72 y 73 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39, 45, numeral 6, incisos f) 
y g), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56, 
60 y 88 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados 
Unidos Mexicanos, somete a consideración de los integrantes de esta honorable asamblea el 
presente dictamen de la minuta proyecto de decreto por el que se reforman los artículos 429 
del Código Penal Federal y 223 Bis de la Ley de la Propiedad Industrial.  

Antecedentes  

Primero. En sesión celebrada por la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la 
Unión en fecha 22 de abril de 2008, los diputados Antonio de Jesús Díaz Athié, Jorge 
Mario Lescieur Talavera y César Camacho Quiroz, del Grupo Parlamentario del Partido 
Revolucionario Institucional, y los diputados Jesús de León Tello, Liliana Carbajal 
Méndez, Óscar Miguel Mohamar Dainitin y María del Carmen Fernández Ugarte, del 
Grupo Parlamentario del Partido de Acción Nacional, presentaron la iniciativa con proyecto 
de decreto por el que se reforman los artículos 429 del Código Penal Federal y 223 Bis de 
la Ley de la Propiedad Industrial.  

Segundo. En la misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva turnó a la Comisión de 
Justicia dicha iniciativa mediante oficio D.G.P.L.60-II-I-1495.  

Tercero. En sesión celebrada por la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la 
Unión en fecha 29 de abril de 2008, dicha iniciativa fue aprobada y remitida a la Cámara de 
Senadores para los efectos constitucionales correspondientes.  

Cuarto. En sesión celebrada por la Cámara de Senadores del honorable Congreso de la 
Unión en fecha 29 de abril de 2008, se recibió la minuta proyecto de decreto por el que se 
reforman los artículos 429 del Código Penal Federal y 233 Bis de la Ley de la Propiedad 
Industrial.  

Quinto. Por acuerdo la Presidencia de la Cámara de Senadores, el 7 de mayo de 2008 se 
turnó, para su estudio y dictamen correspondiente, a las Comisiones Unidas de Justicia, de 
Comercio y Fomento Industrial, y de Estudios Legislativos, Primera, las cuales, previo 
análisis y estudio de la misma, presentaron el dictamen correspondiente ante el Pleno de la 
Cámara de Senadores, que fue discutido y aprobado en sesión de fecha 28 de abril de 2009.  
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Sexto. En esa misma fecha, mediante oficio número DGPL-2P3A.12070, la Mesa Directiva 
de la Cámara Senadores devolvió a la Cámara de Diputados el expediente de la minuta 
proyecto de decreto por el que se reforman los artículos 429 del Código Penal Federal y 
233 Bis de la Ley de la Propiedad Industrial.  

Séptimo. En fecha 30 de abril de 2009, la Mesa Directiva, mediante oficio número 
D.G.P.L. 60-II-1-2439, acordó que se turnara a la Comisión de Justicia dicha minuta, la 
cual presenta este dictamen al tenor de las siguientes consideraciones.  

Octavo. En fecha 16 de marzo del 2010, la Comisión de Justicia sesionó sobre el presente 
dictamen, al respecto el diputado Pedro Vázquez González, se manifestó en contra de la 
propuesta por considerar que se presenta en un momento de crisis del país siendo el 
comercio informal una vía de autoempleo de los ciudadanos y que por ende al aprobarse el 
presente se les afectaría de manera directa a éstos, por otra parte el diputado Oscar Martín 
Arce Paniagua, se pronunció a favor del dictamen, pues asevero que de esta manera se 
captarían mayor número de ingresos para el Estado y beneficiaría a la población en general 
y no sólo a unos cuantos, a esta moción se sumó el diputado Leonardo Arturo Guillén 
Medina, quien al ratificar la mención de su compañero se mostró complacido con el 
dictamen. Por lo anterior, la honorable Comisión de Justicia de ésta LXI Legislatura 
presenta a este dictamen al tenor de las siguientes consideraciones:  

Análisis de la minuta  

Primero. En la minuta proyecto de decreto, la Cámara de Senadores se propone reformar 
los artículos 429 del Código Penal Federal, 223 Bis de la Ley de la Propiedad Industrial, a 
fin de proteger los derechos de autor y de la propiedad industrial, por las grandes 
repercusiones económicas, jurídicas y sociales que implica el fenómeno delictivo conocido 
comúnmente como "piratería".  

Segundo. En el dictamen elaborado por el Senado se expresa que para determinar la 
procedencia o improcedencia de la persecución de oficio de los delitos implícitos en el 
Título Vigésimo Sexto, Libro Segundo, del Código Penal Federal, es decir, los delitos en 
perjuicio y detrimento patrimonial de derechos de autor que se consignan y sancionan en 
los artículos 424, 424 Bis, 424 Ter, 425, 426 y 427, indefectiblemente debe considerarse la 
naturaleza e los derechos o intereses que se lesionan o afectan con el delito, la calidad de 
los sujetos que intervienen en su consumación, la gravedad del daño causado, la 
culpabilidad, el resultado y la unidad o pluralidad de la acción, por lo que una vez realizado 
por la colegisladora, determine que los delitos perseguidos en el Título del Código Penal 
Federal se persiguieran por el Ministerio Público oficiosamente a excepción de los delitos 
establecidos en los artículos 424, fracción II y 427, que señalan lo siguiente:  

Artículo 424. Se impondrá prisión de seis meses a seis años y de trescientos a tres 
mil días multa:  

I. ...  
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II. Al editor, productor o grabador que a sabiendas produzca más números de 
ejemplares de una obra protegida por la Ley Federal del Derecho de Autor, que los 
autorizados por el titular de los derechos;  

III. …  

Artículo 427. Se impondrá prisión de seis mese a seis años y de trescientos a tres 
mil días multa, a quien publique a sabiendas una obra substituyendo el nombre del 
autor por otro nombre. 

Lo anterior, en virtud de que el resto de los tipos penales establecidos en el Título Vigésimo 
Sexto, Libro Segundo, del Código Penal Federal, entrañan una violación más grave y 
dañina a los derechos de autor, de la propiedad intelectual de la obra, de la seguridad 
jurídica del autor en relación a ésta y del progreso cultural y económico del país.  

Al respecto, esta Comisión de Justicia coincide con las consideraciones y adecuaciones 
realizadas por el Senado, por tratarse, como se señaló anteriormente, de conductas mas 
graves en contra de los derechos de autor y de la propiedad intelectual.  

Igualmente no se debe soslayar que, los delitos en materia de derechos de autor y en contra 
de la propiedad industrial no sólo afectan bienes jurídicos personales, sino también 
suprapersonales, pues la afectación no nada más es para el propietario de los derechos de 
autor, sino para la economía del país en general y como consecuencia la economía de la 
sociedad, situación que hace indisponible el bien jurídico tutelado, es decir, con esta 
reforma, el afectado en primer término por el hecho delictivo no podrá optar por realizar su 
querella como requisito de procedibilidad y en su caso, otorgar el perdón, ya que no podrá 
disponer del bien jurídico afectado al no permitirse la extinción de la acción penal a través 
del perdón, ya que al Estado le interesa la persecución oficiosa de estas conductas 
delictivas.  

Tercero. Esta dictaminadora coincide plenamente con la minuta emitida por el Senado de la 
República, toda vez que no debe perderse de vista que es una obligación del Estado 
modernizar el marco jurídico vigente, a fin de hacerlo eficiente en beneficio de múltiples 
sectores de la población, pues no debe soslayarse que en materia de derechos de autor 
México forma parte de diversos instrumentos internacionales, entre ellos los tratados de la 
Organización Mundial de la Propiedad Intelectual, relativo a Derechos de Autor y sobre 
Interpretación, Ejecución y Fonogramas, respectivamente, así como del Tratado de Libre 
Comercio de América del Norte, entre otros, los cuales contienen disposiciones legales 
encaminadas a exigir a los estados miembros q e creen normas jurídicas que permitan un 
combate eficaz y ágil en contra de lo delitos en contra de la propiedad intelectual.  

Por lo anteriormente expuesto, la Comisión de Justicia aprueba en sus términos la minuta 
analizada, para los efectos del inciso A del artículo 7 constitucional, y somete a la 
consideración de esta asamblea, el siguiente proyecto de  
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Decreto por el que se reforman los artículos 29 del Código Penal Federal y 223 Bis de 
la Ley de la Propiedad Industrial  

Artículo Primero. Se reforma el artículo 429 del Código Penal Federal, para quedar como 
sigue:  

Artículo 429. Los delitos previstos en este título se perseguirán de oficio, excepto lo 
previsto en los artículos 424, fracción II y 427.  

Artículo Segundo. Se reforma el artículo 223 Bis de la Ley de la Propiedad Industrial, para 
quedar como sigue:  

Artículo 223 Bis. Se impondrá de dos a seis años de prisión y multa de cien a diez mil días 
de salario mínimo general vigente en el Distrito Federal, al que venda a cualquier 
consumidor final en vías o en lugares públicos, en forma dolosa y con fin de especulación 
comercial, objetos que ostenten falsificaciones de marcas protegidas por esta Ley. Si la 
venta se realiza en establecimientos comerciales, o de manera organizada o permanente, se 
estará a lo dispuesto en los artículos 223 y 224 de esta ley. Este delito se perseguirá de 
oficio.  

Transitorio  

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación.  

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 16 de marzo de 2010.  

La Comisión de Justicia  

Diputados: Víctor Humberto Benítez Treviño (rúbrica), presidente; José Tomás Carrillo Sánchez (rúbrica), 
Sergio Lobato García (rúbrica), Óscar Martín Arce Paniagua (rúbrica), Camilo Ramírez Puente (rúbrica), 
Ezequiel Rétiz Gutiérrez (rúbrica), Eduardo Ledesma Romo (rúbrica), Víctor Hugo Círigo Vásquez (rúbrica), 
secretarios; Luis Carlos Campos Villegas (rúbrica), Juanita Arcelia Cruz Cruz, Felipe Amadeo Flores 
Espinosa (rúbrica), Nancy González Ulloa, Leonardo Arturo Guillén Medina (rúbrica), Mercedes del Carmen 
Guillén Vicente, Gregorio Hurtado Leija (rúbrica), Cuauhtémoc Gutiérrez de la Torre (rúbrica), Sonia 
Mendoza Díaz (rúbrica), Jesús Alfonso Navarrete Prida, Ángeles Nazares Jerónimo, Carlos Alberto Pérez 
Cuevas, Rodrigo Pérez-Alonso González (rúbrica), Norma Leticia Salazar Vázquez, Cuauhtémoc Salgado 
Romero (rúbrica), José Alfredo Torres Huitrón (rúbrica), Enoé Margarita Uranga Muñoz (rúbrica), Josué 
Cirino Valdés Huezo (rúbrica), Ardelio Vargas Fosado, Alma Carolina Viggiano Austria (rúbrica), Pedro 
Vázquez González (rúbrica en contra), Arturo Zamora Jiménez.  
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DE LA COMISIÓN DE ASUNTOS INDÍGENAS, CON PROYECTO DE DECRETO 
QUE REFORMA EL INCISO D) DEL ARTÍCULO 14 DE LA LEY GENERAL DE 
DERECHOS LINGÜÍSTICOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS  

Honorable Asamblea:  

La Comisión de Asuntos Indígenas, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39 y 
45, numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica; y 56, 87, 88 y demás aplicables del 
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos 
Mexicanos, presenta a consideración de esta honorable asamblea el siguiente dictamen:  

Antecedentes  

I. En sesión de la Cámara de Diputados celebrada 17 de abril de 2007 fue 
presentada por la diputada María Gloria Guadalupe Valenzuela García, del Partido 
Acción Nacional, iniciativa que reforma el artículo 14 de la Ley General de 
Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas.  

II. En la misma fecha, la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados dispuso que 
dicha iniciativa fuera turnada a la Comisión de Asuntos Indígenas.  

III. La Comisión de Asuntos Indígenas de la Cámara de Diputados de la LX 
Legislatura, en sesión plenaria del 21 de octubre de 2008, aprobó el dictamen, en 
sentido positivo, de la iniciativa en comento, el que remitió el 2 de diciembre de 
2008 a la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados, para sus efectos 
constitucionales.  

IV. Con fecha 6 de octubre de 2009, la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados 
de la LXI Legislatura remitió a la Comisión de Asuntos Indígenas copia del 
dictamen positivo con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 14 de la 
Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos indígenas, de conformidad 
con el punto tercero del acuerdo relativo a los dictámenes de proyectos de ley o 
decreto y proposiciones con punto de acuerdo que quedaron pendientes de resolver 
por el pleno de la Cámara de diputados de la LX Legislatura, aprobado el 17 de 
septiembre de 2009. 

Consideraciones  

Los integrantes de la Comisión de Asuntos Indígenas coinciden con la diputada proponente 
de la iniciativa en que, "aun cuando los indígenas cuentan con algunas prerrogativas, 
frecuentemente son ignorados en el ámbito de gobierno y de procuración y administración 
de justicia. Esas omisiones representan en muchas ocasiones un trato discriminatorio para 
la población indígena, pues impiden el cumplimiento de sus derechos".  
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Las instituciones y las dependencias de gobierno no cuentan con suficientes traductores e 
intérpretes de lenguas indígenas que auxilien a los indígenas para su acceso a la justicia y 
en la defensa de sus derechos.  

Para contribuir a superar las situaciones que se comentan en los párrafos anteriores, la 
iniciativa con proyecto de decreto que se dictamina propone reformar el inciso d) del 
artículo 14 de la Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas, para que 
las facultades del Instituto Nacional de Lenguas Indígenas de normar y formular programas 
de certificación y acreditación alcancen a los intérpretes y traductores en lenguas indígenas. 
Además, propone adicionar un párrafo al artículo transitorio quinto y un artículo transitorio, 
que sería el noveno de la citada ley.  

Concretamente, la iniciativa establece:  

Artículo 14. Se crea el Instituto Nacional de Lenguas Indígenas (…). Para el 
cumplimiento de este objeto, el instituto tendrá las siguientes características y 
atribuciones:  

a) a c) …  

d) Establecer la normatividad y formular programas para certificar y acreditar a 
técnicos, intérpretes, traductores y profesionales bilingües. Impulsar la formación 
de especialistas en la materia que, asimismo, sean conocedores de la cultura de que 
se trate, vinculando sus actividades y programas de licenciatura y posgrado, así 
como a diplomados y cursos de especialización, actualización y capacitación.  

e) a l) …  

Transitorios  

Primero. a Cuarto. …  

Quinto. La Cámara de Diputados del Congreso de la Unión establecerá en el 
Presupuesto de Egresos de la Federación la partida correspondiente al Instituto 
Nacional de Lenguas Indígenas, para que cumpla los objetivos establecidos en la 
presente ley.  

El instituto deberá enviar un informe anual referente a lo establecido en el 
artículo 14, inciso d), de esta ley para la definición de la asignación 
presupuestal correspondiente.  

Sexto. a Octavo. …  

Noveno. Con relación a los artículos 7, 10, 13, fracciones II y XII, y 14, se dará 
cumplimiento en las lenguas indígenas nacionales mayoritariamente habladas, 
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en tanto se logran la formación y capacitación de traductores e intérpretes en 
todas las lenguas indígenas nacionales. 

Análisis de la iniciativa  

Los integrantes de la comisión consideran que, particularmente, es procedente la reforma 
que se propone del inciso d) del artículo 14 de la Ley General de Derechos Lingüísticos de 
los Pueblos Indígenas porque promueve el fortalecimiento de los derechos de los pueblos 
indígenas, consagrados en los artículos 2o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y 10 de la ley que se reforma, pues e faculta al Instituto Nacional de 
Lenguas Indígenas para formar, acreditar y certificar intérpretes y traductores en lenguas 
indígenas. Esta acción implica otorgar reconocimiento legal a ese tipo de servicios, lo que 
repercutirá en dar certeza y calidad a las acciones de las autoridades de los tres órdenes de 
gobierno que, por ley, tienen que apoyarse en intérpretes o traductores indígenas.  

La fracción VIII del Apartado A del artículo 2o. constitucional, referente al acceso pleno de 
los indígenas a la jurisdicción del Estado, prevé: "Los indígenas tienen en todo tiempo el 
derecho a ser asistidos por intérpretes y defensores que tengan conocimiento de su lengua y 
cultura", por lo que la reforma que se aprueba en este dictamen permitirá tutelar con 
eficacia este derecho y otros donde se considere este tipo de servicios.  

Al acreditar y certificar a los intérpretes y traductores indígenas, se revaloran socialmente 
los idiomas de los pueblos originarios y se abren campos de profesionalización para sus 
hablantes, como intérpretes y traductores.  

En cuanto a la adición de un párrafo al artículo transitorio quinto, por el que se obligaría al 
instituto a "enviar un informe anual referente a lo establecido en el artículo 14, inciso d), de 
esta ley para la definición de la asignación presupuestal correspondiente", la comisión 
considera que no es de aceptarse esa particularidad, ya que además de que es imprecisa la 
redacción propuesta, porque no identifica a quién se habrá de informar, el instituto ya está 
obligado a rendir informes anuales y periódicos de acuerdo con las Leyes Orgánica de la 
Administración Pública Federal, Federal de las Entidades Paraestatales, de Presupuesto y 
Cuenta Pública, y de Planeación, y en ellos deberá incluir lo relativo a sus facultades y a los 
programas que opera.  

Con relación a la propuesta de adición del artículo transitorio noveno, los integrantes de la 
comisión consideran que ésta no es procedente, ya que su pretensión es que los mandatos 
contenidos en los artículos 7, 10, 13, fracciones II y XII, y 14, referentes a la intervención 
de intérpretes y defensores indígenas en determinados asuntos, se cumplan para "las 
lenguas nacionales indígenas mayoritariamente habladas, en tanto se logran la formación y 
capacitación de traductores e intérpretes en todas las lenguas indígenas nacionales", lo que 
limitaría el acceso de los hablantes de las demás lenguas a los derechos que consagran la 
Constitución y la misma Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas.  

Por lo expuesto, los integrantes de la Comisión de Asuntos Indígenas someten a 
consideración del pleno de la honorable asamblea el siguiente proyecto de  
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Decreto que reforma la Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos 
Indígenas  

Artículo Único. Se reforma el inciso d) del artículo 14 de la Ley General de Derechos 
Lingüísticos de los Pueblos Indígenas, para quedar como sigue:  

Artículo 14. …  

a) a c) …  

d) Establecer la normatividad y formular programas para certificar y acreditar a 
técnicos, intérpretes, traductores y profesionales bilingües. Impulsar la formación de 
especialistas en la materia que, asimismo, sean conocedores de la cultura de que se 
trate, vinculando sus actividades y programas de licenciatura y posgrado, así como a 
diplomados y cursos de especialización, actualización y capacitación.  

e) a l) … 

Transitorio  

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación.  

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de febrero de 2010.  

La Comisión de Asuntos Indígenas  

Diputados: Teófilo Manuel García Corpus (rúbrica), presidente; José Óscar Aguilar González (rúbrica), 
Héctor Pedraza Olguín (rúbrica), María Isabel Pérez Santos, Socorro Sofío Ramírez Hernández (rúbrica), 
Eduardo Zarzosa Sánchez (rúbrica), María Felícitas Parra Becerra (rúbrica), Guillermo Zavaleta Rojas, 
Filemón Navarro Aguilar (rúbrica), secretarios; Heriberto Ambrosio Cipriano (rúbrica), Sabino Bautista 
Concepción, Felipe Cervera Hernández, María Hilaria Domínguez Arvizu (rúbrica), Genaro Mejía de la 
Merced, Julieta Octavia Marín Torres (rúbrica), Hernán de Jesús Orantes López (rúbrica), Gloria Trinidad 
Luna Ruiz, Mirna Lucrecia Camacho Pedrero (rúbrica), Alberto Esquer Gutiérrez, María Elena Pérez de 
Tejada (rúbrica), Dora Evelyn Trigueras Durón, Gloria Trinidad Luna Ruiz (rúbrica), Alba Leonila Méndez 
Herrera, Ignacio Téllez González, Luis Hernández Cruz, Florentina Rosario Morales (rúbrica), Domingo 
Rodríguez Martell.  
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043 

DE LA COMISIÓN DE ASUNTOS INDÍGENAS, CON PROYECTO DE DECRETO 
QUE REFORMA EL ARTÍCULO 23 DE LA LEY GENERAL DE DERECHOS 
LINGÜÍSTICOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS  

Honorable Asamblea:  

Con fundamento en los artículos 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 38 y 40 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos 
Mexicanos; 87 y 88 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los 
Estados Unidos Mexicanos, la Comisión de Asuntos Indígenas de la Cámara de Diputados 
se abocó al estudio de la minuta remitida por el Senado de la República con proyecto de 
decreto que reforma el artículo 23 de la Ley General de Derechos Lingüísticos de los 
Pueblos Indígenas y conforme al análisis y deliberaciones que de ésta llevaron a cabo los 
miembros de la Comisión, someten a consideración de la honorable asamblea el presente 
dictamen.  

Antecedentes  

1. En fecha 21 de abril de 2009, Andrés Galván Rivas, senador de la república del 
Grupo Parlamentario del Partido de Acción Nacional presentó iniciativa con 
proyecto de decreto por el que se reforma al artículo 23 de la Ley General de 
Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas.  

2. Con fecha 3 de diciembre de 2009, la Mesa Directiva de la honorable Cámara de 
Senadores remite a la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados minuta de la 
iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma la Ley General de Derechos 
Lingüísticos de los Pueblos Indígenas. 

Consideraciones  

El Senado de la República, al dictaminar la minuta que se analiza, considera que la 
expedición de la Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas es un 
avance para el fortalecimiento y vigencia de los derechos de los pueblos indígenas, 
particularmente en lo referente a la preservación y desarrollo de sus lenguas.  

De esta ley son destacables dos aspectos fundamentales, a saber: el primero, en su objeto, 
que consiste en regular el reconocimiento y protección de los derechos lingüísticos, 
individuales y colectivos de los pueblos y comunidades indígenas, así como la promoción 
del uso y desarrollo de las lenguas, aspectos que establece el artículo primero de la ley; el 
segundo es que, como instrumento para atender esos objetivos, la Ley General de Derechos 
Lingüísticos de los Pueblos Indígenas crea el Instituto Nacional de Lenguas Indígenas, bajo 
la figura de organismo descentralizado de la administración pública federal, de servicio 
público y social, con personalidad jurídica y patrimonio propio, sectorizado de la Secretaría 
de Educación Pública.  
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Particularmente, la reforma propuesta se centra en lo que considera un error en el mandato 
que establece las relaciones laborales entre el instituto y sus trabajadores.  

Análisis de la minuta  

La minuta en comento propone el proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 23 
de la Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas, que establece el 
criterio central de la relación laboral entre el instituto y sus trabajadores.  

La colegisladora observa, y esta comisión coincide en que el texto actual del artículo 23 de 
la citada ley establece que la relación de trabajo estará regulada por la Ley Federal de los 
Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado A) del Artículo 123 
Constitucional, lo que constituye un error, ya que esta última referida ley tiene como título 
original, según su publicación en el Diario Oficial de la Federación del 28 de diciembre de 
1963: Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado 
B) del Artículo 123 Constitucional.  

Luego entonces, en estricto sentido, la ley a la que hace referencia actualmente el artículo 
23 de la Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas, no existe, no 
forma parte del catálogo de leyes de los Estados Unidos Mexicanos.  

La Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B 
del Artículo 123 Constitucional, según su artículo 1º., rige las relaciones laborales entre los 
Poderes de la Unión, el Gobierno del Distrito Federal así como los organismos 
descentralizados con sus trabajadores. Por otra parte, el Instituto Nacional de Lenguas 
Indígenas, como establece el artículo 14 de la Ley General de Derechos Lingüísticos de los 
Pueblos Indígenas, es un "organismo descentralizado de la administración pública federal, 
en consecuencia, las relaciones laborales del instituto con sus trabajadores deberán ser 
normadas por la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado.  

Entonces, esta Comisión considera viable y necesaria la reforma que propone la 
colegisladora, ya que, de aprobarse en sus términos, se resuelve el error de redacción 
identificado, ya que la ley laboral invocada en el texto del artículo 23 de la Ley General de 
Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas legalmente no existe.  

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en los artículos 72 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39 y 40 de la Ley Orgánica del Congreso 
General de los Estados Unidos Mexicanos; 87 y 88 del Reglamento para el Gobierno 
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, la Comisión Asuntos 
Indígenas de la Cámara de Diputados somete a consideración de esta soberanía el siguiente 
proyecto de  

Decreto que reforma el artículo 23 de la Ley General de Derechos Lingüísticos de los 
Pueblos Indígenas  
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Artículo Único: Se reforma el artículo 23 de la Ley General de Derechos Lingüísticos de 
los Pueblos Indígenas, para quedar como sigue:  

Artículo 23. Las relaciones laborales del Instituto Nacional de Lenguas Indígenas y sus 
trabajadores se regirán por la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, 
Reglamentaria del Apartado B del Artículo 123 Constitucional.  

Transitorio  

Único: El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación.  

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de febrero de 2010.  

La Comisión de Asuntos Indígenas  

Diputados: Teófilo Manuel García Corpus (rúbrica), presidente; José Óscar Aguilar González (rúbrica), 
Héctor Pedraza Olguín (rúbrica), María Isabel Pérez Santos, Socorro Sofío Ramírez Hernández, Eduardo 
Zarzosa Sánchez (rúbrica), María Felícitas Parra Becerra (rúbrica), Guillermo Zavaleta Rojas, Filemón 
Navarro Aguilar (rúbrica), secretarios; Heriberto Ambrosio Cipriano (rúbrica), Sabino Bautista Concepción, 
Felipe Cervera Hernández, María Hilaria Domínguez Arvizu (rúbrica), Genaro Mejía de la Merced, Julieta 
Octavia Marín Torres (rúbrica), Hernán de Jesús Orantes López (rúbrica), Gloria Trinidad Luna Ruiz 
(rúbrica), Mirna Lucrecia Camacho Pedrero, Alberto Esquer Gutiérrez, María Elena Pérez de Tejada 
(rúbrica), Dora Evelyn Trigueras Durón, Alba Leonila Méndez Herrera, Ignacio Téllez González, Luis 
Hernández Cruz, Florentina Rosario Morales (rúbrica), Domingo Rodríguez Martell.  
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044 

DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN PÚBLICA Y SERVICIOS EDUCATIVOS, CON 
PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 16 Y 19 DE LA LEY 
GENERAL DE LA INFRAESTRUCTURA FÍSICA EDUCATIVA  

Honorable Asamblea:  

A la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos de la Cámara de Diputados del 
H. Congreso de la Unión, le fue turnada para su estudio y análisis, iniciativa con proyecto 
de decreto que reforma los artículos 16 y 19 de la Ley General de Infraestructura Física 
Educativa a cargo del diputado Elpidio Desiderio Concha Arellano.  

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, con fundamento en los artículos 
71 y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y de conformidad con 
los artículos 39 y 45 numeral 6, incisos e), f) y g) de la Ley Orgánica del Congreso General 
de los Estados Unidos Mexicanos, así como de los 56, 60, 88, 93 y 94 del Reglamento para 
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a la 
consideración de esta honorable asamblea el presente:  

Dictamen  

I. Antecedentes  

Con fecha 1 de diciembre de 2009 se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que 
reforma el tercer párrafo del artículo 16 y la fracción XII del artículo 19 de la Ley General 
de Infraestructura Física Educativa presentada por el diputado Elpidio Desiderio Concha 
Arellano del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.  

En esa misma fecha, en sesión ordinaria de la Cámara de Diputados, la Presidencia de la 
Mesa Directiva, en uso de sus facultades legales y reglamentarias, acordó dar trámite de 
recibo a la iniciativa con proyecto de decreto y ordenó su turno a la comisión de Educación 
Pública y Servicios Educativos, para su estudio y elaboración del dictamen 
correspondiente.  

II. Contenido de la iniciativa  

El diputado Concha Arellano enfoca su exposición de motivos en el propósito de la Ley 
General de Infraestructura Física Educativa, contenido en el artículo 2° de la misma, donde 
se establece que su objeto es el de regular la infraestructura física educativa, mediante el 
establecimiento de lineamientos generales.  

Señala que entonces, es labor de la federación el procurar lo necesario para que las 
autoridades locales operen de manera semejante las actividades de la infraestructura física 
educativa y el proveer la normatividad adecuada para esta.  
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En este orden de ideas, el legislador se refiere a la federalización del programa de 
construcción de escuelas iniciada en 1985 y mediante la cual se han transferido importantes 
recursos a los estados de la república para la construcción de aulas y espacios educativos; 
finalizando con la reciente creación del Instituto Nacional de la Infraestructura Física 
Educativa (INIFED).  

Finalmente, el diputado Concha Arellano externa su preocupación respecto de las funciones 
del INIFED, que van desde la creación de un sistema de información del estado físico de 
las instalaciones que conforman la infraestructura física educativa, la certificación de 
calidad de la misma, hasta la construcción de inmuebles pertenecientes a ésta.  

El iniciante califica esta última función como contraria al espíritu real de la Ley, que busca 
que la atribución de construir recaiga principalmente en las entidades federativas, ya que 
"lo contrario tiende a transgredir los avances de federalización en esta materia y nos regresa 
a la actitud centralista [...]"  

De esta manera, sostiene que el INIFED debe ser un órgano articulador de los esfuerzos de 
la federación, del estado y del municipio en esta materia, y abocarse de manera exclusiva a 
emitir disposiciones normativas para los diferentes niveles educativos y las diferentes 
regiones del país.  

Con base a dichas consideraciones, la iniciativa que se dictamina contiene el siguiente 
proyecto de decreto:  

Único. Se reforman los artículos 16, tercer párrafo, y 19, fracción XII, primer 
párrafo, de la Ley General de la Infraestructura Física Educativa para quedar como 
sigue:  

Artículo 16. ...  

...  

El instituto estará encargado de emitir la normatividad y los lineamientos 
técnicos relacionada a la construcción, equipamiento, mantenimiento, 
rehabilitación, refuerzo, reconstrucción, reconversión y habilitación de inmuebles e 
instalaciones destinados al servicio de la educación pública que construyan los 
organismos que para este fin se encuentren establecidos en los gobiernos de las 
entidades federativas.  

Artículo 19. ...  

I. a XII. ...  

XII. Construir, equipar, dar mantenimiento, rehabilitar, reforzar, reconstruir y 
habilitar en el Distrito Federal. 
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Transitorios  
Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en 
el Diario Oficial de la Federación.  

Segundo. Las obras que se estén realizando, hasta antes de la publicación del 
presente decreto, estarán sujetas a la normatividad bajo las que fueron iniciadas y 
hasta su conclusión. 

III. Consideraciones de la comisión  

Los integrantes de esta comisión dictaminadora comprendemos las inquietudes del diputado 
Elpidio Concha Arellano y consideramos valiosas sus observaciones respecto de la 
importancia y las aportaciones de la federalización a los programas de infraestructura física 
educativa.  

Partiendo de este reconocimiento, la comisión dictaminadora, con base a estudios y 
experiencias internacionales documentadas sostiene que la infraestructura educativa es un 
componente relevante en la promoción de ambientes que favorecen los procesos de 
enseñanza y de aprendizaje.  

En este sentido, la infraestructura física educativa debe tomar en cuenta las tendencias en el 
diseño, construcción y remodelación de los espacios escolares que marcan los nuevos 
paradigmas educativos y considerar a las escuelas como espacios en los que se debe 
promover el aprendizaje activo, el pensamiento crítico, la colaboración y el trabajo en 
equipo1.  

En el caso particular de México, con el proceso de federalización educativa iniciado desde 
1992, se confirma la importancia de que la educación guarde un equilibrio entre los niveles 
federal, estatal y municipal, de manera que la gestión del sistema educativo nacional se 
realice de manera articulada e integral.  

Este equilibrio debe estar sustentado en un marco normativo que establezca la concurrencia 
y coordinación de los niveles de gobierno en atención y resolución de la problemática 
educativa del país.  

De esta manera, en materia de infraestructura educativa, la fracción XXV del artículo 73 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos autoriza al Congreso de la Unión 
para:  

"...dictar las leyes encaminadas a distribuir convenientemente entre la Federación, los 
Estados y los Municipios el ejercicio de la función educativa..."  

Asimismo, esta concurrencia establecida en la constitución es fortalecida por leyes 
secundarias como la Ley General de Educación que en el capítulo II, "Federalismo 
Educativo" establece que la federación mantiene y dedica sus esfuerzos a las funciones 
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normativas de la educación, mientras que son los estados los que se ocupan de las labores 
operativas del sistema educativo nacional.  

En este mismo sentido, la Ley General de Infraestructura Física Educativa señala como 
autoridades a:  

Artículo 5. ...  

...  

I. El titular del Ejecutivo Federal;  

II. El titular de la Secretaría de Educación Pública;  

III. El Director General del instituto;  

IV. Los titulares de los ejecutivos de los estados y del Distrito Federal;  

V. Los titulares de las secretarías de educación y sus equivalentes en las entidades 
federativas;  

VI. Los titulares de los organismos responsables de la infraestructura física 
educativa de las entidades federativas; y  

VII. Los presidentes municipales y los jefes delegacionales del Distrito Federal.  

Estas autoridades deberán coordinarse mediante los mecanismos legales 
correspondientes para el cumplimiento de los objetivos de la presente Ley. 

De esta manera el INIFED, dentro de sus labores como emisor de normatividad, consultoría 
y certificación, deberá considerar las necesidades de cada modalidad educativa, las 
características particulares de cada región y a las autoridades educativas, que como bien 
señala la Iniciativa son conocedoras de las necesidades que en la materia existen.  

Finalmente, con el objeto de fortalecer el federalismo de los programas de construcción de 
escuelas, consideramos acertada la propuesta de reforma del diputado Concha Arellano, de 
centrar las atribuciones del INIFED en emitir la normatividad y los lineamientos técnicos 
para la construcción, equipamiento, mantenimiento, rehabilitación, refuerzo, 
reconstrucción, reconversión y habilitación de inmuebles e instalaciones destinados al 
servicio de la educación pública que construyan las entidades federativas, al tiempo que se 
mantiene la facultad de construcción, rehabilitación y mantenimiento de inmuebles en el 
caso del Distrito Federal.  

Por lo anteriormente expuesto, los integrantes de la Comisión de Educación Pública y 
Servicios Educativos de la Cámara de Diputados de la LXI Legislatura, sometemos a la 
consideración de esta honorable asamblea, el siguiente:  
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Proyecto de decreto por el que se reforman los artículos 16 y 19 de la Ley General de 
la Infraestructura Física Educativa.  

Artículo Único. Se reforman los artículos 16, tercer párrafo y 19, fracción XII primer 
párrafo de la Ley General de la Infraestructura Física Educativa, para quedar como sigue:  

Artículo 16. ...  

...  

El instituto estará encargado de emitir la normatividad y los lineamientos técnicos 
relacionados con la construcción, equipamiento, mantenimiento, rehabilitación, refuerzo, 
reconstrucción, reconversión y habilitación de inmuebles e instalaciones destinados al 
servicio de la educación pública que construyan los organismos que para este fin se 
encuentren establecidos en los gobiernos de las entidades federativas.  

Artículo 19. ...  

I. a XI. ...  

XII. Construir, equipar, dar mantenimiento, rehabilitar, reforzar, reconstruir y 
habilitar en el Distrito Federal.  

...  

XIII. a XX. ... 

Transitorios  

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación.  

Segundo. Las obras que se estén realizando, hasta antes de la publicación del presente 
decreto, estarán sujetas a la normatividad bajo las que fueron iniciadas y hasta su 
conclusión.  

Nota:  
1. UNESCO World Report (2005). "Towards Knowledge Societies". Noviembre 2007.  

Palacio Legislativo de San Lázaro, 17 de marzo de 2010.  

La Comisión de Educación Pública  

Diputados: José Trinidad Padilla López (rúbrica), presidente; Jorge Romero Romero (rúbrica), Héctor 
Hernández Silva (rúbrica), José Alberto González Morales (rúbrica), Germán Contreras García (rúbrica), 
Jaime Oliva Ramírez (rúbrica), Víctor Manuel Castro Cosío (rúbrica), Lorena Corona Valdés (rúbrica), 
Francisco Amadeo Espinosa Ramos, Roberto Pérez de Alba Blanco (rúbrica), Carlos Cruz Mendoza (rúbrica), 
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Paz Gutiérrez Cortina (rúbrica), María de Lourdes Reynoso Femat (rúbrica), secretarios; Eduardo Alonso 
Bailey Elizondo (rúbrica), Germán Osvaldo Cortez Sandoval, Elpidio Desiderio Concha Arellano (rúbrica), 
Óscar Lara Salazar, José Antonio Aysa Bernat (rúbrica), Beatriz Elena Paredes Rangel (rúbrica), Onésimo 
Mariscales Delgadillo (rúbrica), Francisco Herrera Jiménez, Alejandro Bahena Flores (rúbrica), José 
Francisco Javier Landero Gutiérrez (rúbrica en abstención), Manuel Jesús Clouthier Carrillo, María Sandra 
Ugalde Basaldúa (rúbrica), Yolanda del Carmen Montalvo López (rúbrica), Obdulia Magdalena Torres 
Abarca, María Araceli Vázquez Camacho (rúbrica en abstención), Ana Luz Lobato Ramírez (rúbrica), Reyes 
Tamez Guerra.  
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045 

DE LA COMISIÓN DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES, CON 
PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 63 Y 64 
DE LA LEY GENERAL DE VIDA SILVESTRE  

Honorable Asamblea:  

A la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales de la LX Legislatura de la 
Cámara de Diputados del Congreso de la Unión fue turnado para estudio y elaboración del 
dictamen correspondiente el expediente número 5036, que contiene la minuta con proyecto 
de decreto por el que se reforman y adicionan los artículos 63 y 64 de la Ley General de 
Vida Silvestre.  

La comisión dictaminadora, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, 
72, inciso E), y 73, fracción XXIX-G, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 39, numerales 1 y 2, fracción XXIV, y 45, numerales 6, incisos e) y f), y 7, de 
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 60, 65 y demás 
relativos del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados 
Unidos Mexicanos, somete a consideración de los integrantes de esta honorable asamblea el 
presente dictamen, de acuerdo con los siguientes  

Antecedentes  

1. En la sesión celebrada el 13 de diciembre de 2007, la senadora Ludivina Menchaca 
Castellanos, en nombre propio y de los integrantes del Grupo Parlamentario del Partido 
Verde Ecologista de México, presentó al pleno de la Cámara de Senadores la iniciativa con 
proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan los artículos 63 y 64 la Ley General 
de Vida Silvestre.  

2. En la misma fecha, la citada iniciativa fue turnada a las Comisiones Unidas de Medio 
Ambiente, Recursos Naturales y Pesca; y de Estudios Legislativos, Segunda, del Senado de 
la República, para análisis y elaboración del dictamen correspondiente.  

3. En sesión celebrada el 9 de diciembre de 2008, las Comisiones Unidas de Medio 
Ambiente, Recursos Naturales y Pesca; y de Estudios Legislativos, Segunda, del Senado de 
la República, presentaron ante el Pleno del Senado de la Republica el dictamen a la 
Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman y adicionan los artículos 63 y 64 
de la Ley General de Vida Silvestre, aprobándose por 104 votos a favor y 1 abstención.  

4. En sesión celebrada el 9 de diciembre de 2008, la Mesa Directiva de la Cámara de 
Diputados recibió la minuta con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan los 
artículos 63 y 64 de la Ley General de Vida Silvestre, que fue turnada a la Comisión de 
Medio Ambiente y Recursos Naturales bajo el expediente número 5036, para análisis, 
estudio y elaboración del dictamen correspondiente.  
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Contenido de la minuta  

La minuta objeto del presente dictamen tiene por objeto fortalecer las disposiciones 
jurídicas encargadas del establecimiento de hábitat críticos para la conservación de la vida 
silvestre, para lo cual reforma los párrafos primero y segundo y adiciona un tercero al 
artículo 63 de la Ley General de Vida Silvestre, estableciendo que la conservación del 
hábitat natural de la vida silvestre es de interés público y no de utilidad pública, además de 
incorporar la definición de hábitat critico, y algunos de los supuestos que deberán reunir las 
áreas para ser consideradas como tales.  

Uno de los principales objetivos de la minuta con proyecto de decreto en comento es 
ampliar el ámbito del establecimiento de hábitat críticos a los espacios acuáticos, ya sean 
marinos o de agua dulce. Es decir, con la redacción actual el concepto de hábitat crítico se 
fijó para espacios terrestres, con lo que deja fuera un instrumento de protección muy 
importante para especies en riesgo de hábitat acuáticos.  

Del mismo modo, platea reformar el primer párrafo del artículo 64 de la misma ley, a efecto 
de que la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales se encuentre en posibilidades 
de emitir acuerdos mediante los cuales pueda establece esta figura jurídica, ya que la actual 
redacción no establece ningún instrumento, lo cual ha impedido a las autoridades la 
utilización de esta figura. El resultado de estos vacíos es que desde 2000, cuando se publicó 
la Ley General de Vida Silvestre, hasta la fecha no existe declarado o protegido legalmente 
ningún hábitat crítico para especies en riesgo a nivel nacional. Las reformas propuestas se 
traducen en la siguiente redacción:  

Proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan los artículos 63 y 64 de 
la Ley General de Vida Silvestre  

Artículo Único. Se reforman los párrafos primero y segundo, y se adicionan un 
párrafo tercero y el inciso d) al artículo 63, y se reforma el párrafo primero del 
artículo 64 de la Ley General de Vida Silvestre, para quedar como sigue:  

Artículo 63. La conservación del hábitat natural de la vida silvestre es de interés 
público.  

Los hábitat críticos para la conservación de la vida silvestre son áreas específicas 
terrestres o acuáticas, en las que ocurren procesos biológicos, físicos y químicos 
esenciales, ya sea para la supervivencia de especies en categoría de riesgo, ya sea 
para una especie, o para una de sus poblaciones, y que por tanto requieren manejo y 
protección especial. Son áreas que regularmente son utilizadas para alimentación, 
depredación, forrajeo, descanso, crianza o reproducción, o rutas de migración.  

La secretaría podrá establecer, mediante acuerdo secretarial, hábitat críticos para la 
conservación de la vida silvestre, cuando se trate de  
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a) Áreas específicas dentro de la superficie en la cual se distribuya una especie o 
población en riesgo al momento de ser listada, en las cuales se desarrollen procesos 
biológicos esenciales para su conservación;  

b) Áreas específicas que debido a los procesos de deterioro han disminuido 
drásticamente su superficie, pero que aún albergan una significativa concentración 
de biodiversidad;  

c) Áreas específicas en las que existe un ecosistema en riesgo de desaparecer, si 
siguen actuando los factores que lo han llevado a reducir su superficie histórica; o  

d) Áreas específicas en las que se desarrollen procesos biológicos esenciales, y 
existan especies sensibles a riesgos específicos, como cierto tipo de contaminación, 
ya sea física, química o acústica, o riesgo de colisiones con vehículos terrestres o 
acuáticos, que puedan llevar a afectar las poblaciones.  

Artículo 64. La secretaría acordará con los propietarios o legítimos poseedores de 
predios en los que existan hábitat críticos, medidas especiales de manejo, mitigación 
de impactos y conservación.  

La realización de cualquier obra pública o privada, así como de aquellas actividades 
que puedan afectar la protección, recuperación y restablecimiento de los elementos 
naturales en los hábitat críticos, deberá quedar sujeta a las condiciones que se 
establezcan como medidas especiales de manejo y conservación en los planes de 
manejo de que se trate, así como del informe preventivo correspondiente, de 
conformidad con lo establecido en el reglamento.  

En todo momento el Ejecutivo federal podrá imponer limitaciones de los derechos 
de dominio en los predios que abarquen dicho hábitat, de conformidad con los 
artículos 1o., fracción X, y 2o. de la Ley de Expropiación, con objeto de dar 
cumplimiento a las medidas necesarias para su manejo y conservación. 

Transitorios  
Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en 
el Diario Oficial de la Federación.  

Segundo. La secretaría deberá hacer las modificaciones pertinentes en el 
reglamento de la Ley General de Vida Silvestre en un plazo no mayor de 180 días 
naturales a partir de la publicación de este decreto. 

De manera didáctica, los cambios propuestos se aprecian con claridad enseguida:  

Ley vigente  

Artículo 63. La conservación del hábitat natural de la vida silvestre es de utilidad 
pública.  
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La secretaría, previa opinión del consejo, podrá declarar la existencia de hábitat 
críticos para la conservación de la vida silvestre, cuando se trate de  

a) a c) …  

Artículo 64. La secretaría acordará con los propietarios o legítimos poseedores de 
predios en los que existan hábitat críticos, medidas especiales de manejo, y 
conservación.  

La realización de cualquier obra pública o privada, así como de las actividades que 
puedan afectar la protección, recuperación y restablecimiento de los elementos 
naturales en los hábitat críticos, deberá quedar sujeta a las condiciones que se 
establezcan como medidas especiales de manejo y conservación en los planes de 
manejo de que se trate, así como del informe preventivo correspondiente, de 
conformidad con lo establecido en el reglamento.  

En todo momento el Ejecutivo federal podrá imponer limitaciones de los derechos 
de dominio en los predios que abarquen dicho hábitat, de conformidad con los 
artículos 1o., fracción X, y 2o. de la Ley de Expropiación, con objeto de dar 
cumplimiento a las medidas necesarias para su manejo y conservación. 

Minuta  
Artículo 63. La conservación del hábitat natural de la vida silvestre es de interés 
público.  

Los hábitat críticos para la conservación de la vida silvestre son áreas 
específicas terrestres o acuáticas, en las que ocurren procesos biológicos, físicos 
y químicos esenciales, ya sea para la supervivencia de especies en categoría de 
riesgo, ya sea para una especie, o para una de sus poblaciones, y que por tanto 
requieren manejo y protección especial. Son áreas que regularmente son 
utilizadas para alimentación, depredación, forrajeo, descanso, crianza o 
reproducción, o rutas de migración.  

La secretaría podrá establecer, mediante acuerdo Secretarial, hábitat críticos 
para la conservación de la vida silvestre, cuando se trate de  

a) a c) …  

d) Áreas específicas en las que se desarrollen procesos biológicos esenciales, y 
existan especies sensibles a riesgos específicos, como cierto tipo de 
contaminación, ya sea física, química o acústica, o riesgo de colisiones con 
vehículos terrestres o acuáticos, que puedan llevar a afectar las poblaciones.  

Artículo 64. La secretaría acordará con los propietarios o legítimos poseedores de 
predios en los que existan hábitat críticos, medidas especiales de manejo, 
mitigación de impactos y conservación.  
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La realización de cualquier obra pública o privada, así como de las actividades que 
puedan afectar la protección, recuperación y restablecimiento de los elementos 
naturales en los hábitat críticos, deberá quedar sujeta a las condiciones que se 
establezcan como medidas especiales de manejo y conservación en los planes de 
manejo de que se trate, así como del informe preventivo correspondiente, de 
conformidad con lo establecido en el reglamento.  

En todo momento el Ejecutivo federal podrá imponer limitaciones de los derechos 
de dominio en los predios que abarquen dicho hábitat, de conformidad con los 
artículos 1o., fracción X, y 2o. de la Ley de Expropiación, con objeto de dar 
cumplimiento a las medidas necesarias para su manejo y conservación. 

Consideraciones  

La comisión dictaminadora coincide plenamente con el espíritu de la minuta propuesta.  

En primera instancia se considera procedente modificar el texto vigente en la parte 
conducente que refiere que la conservación de la vida silvestre es de utilidad pública para 
establecer que dicha conservación es de interés público. Lo anterior, por las siguientes 
razones:  

1. Respecto el concepto de utilidad pública, la Suprema Corte de Justicia ha sustentado 
diversos criterios, para dar una acepción amplia al término, en el que el Estado se sustituye 
en el goce del bien expropiado a fin de beneficiar a la colectividad, lo cual pone de 
manifiesto que esa utilidad pública tiene como objetivo principal justificar el acto 
administrativo expropiatorio.  

En ese sentido, el artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
refiere en su párrafo segundo: "Las expropiaciones sólo podrán hacerse por causa de 
utilidad pública y mediante indemnización.1  

Ésta fue definida en la jurisprudencia del máximo tribunal que se reproduce:  

Registro número 175593  
Localización: Novena época.  
Instancia: Pleno.  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.  
XXIII, Marzo de 2006  
Página: 1412.  
Tesis: P./J. 39/2006.  

Jurisprudencia  
Materia(s): Constitucional, administrativa.  

Expropiación. Concepto de utilidad pública. La Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, en cuanto al concepto de utilidad pública, ha sustentado diversos criterios, 
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en los que inicialmente señaló que las causas que la originan no podrían sustentarse 
en dar a otro particular la propiedad del bien expropiado, sino que debía ser el 
Estado, en cualquiera de sus tres niveles, quien se sustituyera como propietario del 
bien a fin de conseguir un beneficio colectivo a través de la prestación de un 
servicio o realización de una obra públicos. Posteriormente amplió el concepto 
comprendiendo a los casos en que los particulares, mediante la autorización del 
Estado, fuesen los encargados de alcanzar los objetivos en beneficio de la 
colectividad. Así, esta Suprema Corte reitera el criterio de que el concepto de 
utilidad pública es más amplio, al comprender no sólo los casos en que el 
Estado (federación, entidades federativas, Distrito Federal o municipios) se 
sustituye en el goce del bien expropiado a fin de beneficiar a la colectividad, 
sino además aquellos en que autoriza a un particular para lograr ese fin. De 
ahí que la noción de utilidad pública ya no sólo se limita a que el Estado deba 
construir una obra pública o prestar un servicio público, sino que también 
comprende aquellas necesidades económicas, sociales, sanitarias e inclusive 
estéticas, que pueden requerirse en determinada población, tales como 
empresas para beneficio colectivo, hospitales, escuelas, unidades 
habitacionales, parques, zonas ecológicas, entre otros, dado que el derecho a la 
propiedad privada está delimitado en la Constitución federal en razón de su 
función social. Por ello, atendiendo a esa función y a las necesidades 
socioeconómicas que se presenten, es evidente que no siempre el Estado por sí 
mismo podrá satisfacerlas, sino que deberá recurrir a otros medios, como 
autorizar a un particular para que preste un servicio público o realice una 
obra en beneficio inmediato de un sector social y mediato de toda la sociedad. 
En consecuencia, el concepto de utilidad pública no debe ser restringido, sino 
amplio, a fin de que el Estado pueda satisfacer las necesidades sociales y 
económicas y, por ello, se reitera que, genéricamente, comprende tres causas: 
a) La pública propiamente dicha, o sea cuando el bien expropiado se destina 
directamente a un servicio u obra públicos; b) La social, que satisface de una 
manera inmediata y directa a una clase social determinada, y mediatamente a 
toda la colectividad; y c) La nacional, que satisface la necesidad que tiene un 
país de adoptar medidas para hacer frente a situaciones que le afecten como 
entidad política o internacional.  

Acción de inconstitucionalidad 18/2004. Diputados integrantes de la 
Quincuagésima Cuarta Legislatura del Congreso de Colima, 24 de noviembre de 
2005. Mayoría de nueve votos. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz y José de Jesús 
Gudiño Pelayo. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretaria: Laura García Velasco.  

El tribunal pleno, el 16 de febrero en curso, aprobó, con el número 39/2006, la tesis 
jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a 16 de febrero de 2006.  

Ejecutoria:  
1. Registro número 19304  
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Asunto: Acción de inconstitucionalidad 18/2004.  
Promoventes: Diputados integrantes de la Quincuagésima Cuarta Legislatura del 
Congreso de Colima.  
Localización: Novena época; pleno; SJF y su Gaceta, XXIII, enero de 2006, página 
1940.  

De la lectura de la jurisprudencia reproducida, se desprende que el origen de la 
utilidad pública es uno de los supuestos que se deben acreditar para que la autoridad 
realice una expropiación, es decir que prive al particular de la propiedad privada 
para sustituir en el goce del bien expropiado a fin de beneficiar a la colectividad al 
satisfacer las necesidades sociales y económicas de la población.  

Asimismo, el máximo tribunal ha reconocido que la facultad de expropiar 
corresponde tanto a la Federación como a las entidades federativas, según lo que se 
disponga en las respectivas leyes de la materia.  

En el caso del establecimiento de hábitat crítico para salvaguardar a las especies de 
vida silvestre, basta referir que es de interés público pues en términos del artículo 27 
párrafo tercero la nación puede imponer modalidades a la propiedad privada que 
dicte ese interés. El párrafo en comento a la letra señala:  

La nación tendrá en todo tiempo el derecho de imponer a la propiedad privada 
las modalidades que dicte el interés público, así como el de regular, en 
beneficio social, el aprovechamiento de los elementos naturales susceptibles de 
apropiación, con objeto de hacer una distribución equitativa de la riqueza pública, 
cuidar de su conservación, lograr el desarrollo equilibrado del país y el 
mejoramiento de las condiciones de vida de la población rural y urbana.  

En consecuencia, se dictarán las medidas necesarias para ordenar los asentamientos 
humanos y establecer adecuadas provisiones, usos, reservas y destinos de tierras, 
aguas y bosques, a efecto de ejecutar obras públicas y de planear y regular la 
fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los centros de población; 
para preservar y restaurar el equilibrio ecológico; para el fraccionamiento de los 
latifundios; para disponer, en los términos de la ley reglamentaria, la organización y 
explotación colectiva de los ejidos y comunidades; para el desarrollo de la pequeña 
propiedad rural; para el fomento de la agricultura, de la ganadería, de la silvicultura 
y de las demás actividades económicas en el medio rural, y para evitar la 
destrucción de los elementos naturales y los daños que la propiedad pueda sufrir en 
perjuicio de la sociedad. 

Por su parte, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha referido que por modalidad a la 
propiedad privada debe entenderse el establecimiento de una norma jurídica de carácter 
general y permanente que modifique, esencialmente, la forma de ese derecho. Son, pues, 
elementos necesarios para que se configure la modalidad, primero, el carácter general y 
permanente de la norma que la impone y el segundo, la modificación substancial del 
derecho de propiedad en su concepción vigente, es decir que debe modificarse alguna de las 
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características de la propiedad absoluta (uso, disfrute o disposición). Así, la imposición de 
modalidades a una cosa o bien equivale a limitar o restringir la propiedad de los 
particulares.  

Al respecto, esta comisión considera pertinente invocar los siguientes criterios del máximo 
tribunal:  

Propiedad privada, modalidad a la. Elementos necesarios para que se 
configure. Por modalidad a la propiedad privada debe entenderse el 
establecimiento de una norma jurídica de carácter general y permanente que 
modifique, esencialmente, la forma de ese derecho. Son, pues, elementos necesarios 
para que se configure la modalidad, primero, el carácter general y permanente de la 
norma que la impone y el segundo, la modificación substancial del derecho de 
propiedad en su concepción vigente. El primer elemento requiere que la regla 
jurídica se refiera al derecho de propiedad sin especificar ni individualizar cosa 
alguna, es decir, que introduzca un cambio general en el sistema de propiedad y, a la 
vez, que esa norma llegue a crear una situación jurídica estable. El segundo 
elemento implica una limitación o transformación del derecho de propiedad; así, la 
modalidad viene a ser un término equivalente a limitación o transformación. El 
concepto de modalidad a la propiedad privada se aclara con mayor precisión si se 
estudia desde el punto de vista de los efectos que produce en relación con los 
derechos del propietario. Los efectos de la modalidad que se imponga a la propiedad 
privada consisten en una extinción parcial de los atributos del propietario, de 
manera que éste no sigue gozando, en virtud de las limitaciones estatuidas por el 
Poder Legislativo, de todas las facultades inherentes a la extensión actual de su 
derecho.  

Jurisprudencia. Semanario Judicial de la Federación, tomos 157-162, primera parte, 
séptima época, pleno, página 315.  

Propiedad privada, modalidades a la. El Congreso de la Unión no es el único 
facultado para imponerlas, en términos de lo dispuesto en el artículo 27 de la 
Constitución federal. Si bien es cierto que el Congreso de la Unión está facultado 
legalmente para imponer las modalidades a la propiedad privada, a través de las 
leyes que expida, también lo es que dicha facultad legislativa no opera en todos los 
casos, pues es menester para ello que el interés público que legitime 
constitucionalmente la imposición de la modalidad, incida en alguno de los ramos o 
materias que formen el cuadro competencial del citado Congreso; de manera tal que 
si, por el contrario, el ramo o materia incumbe legislativamente a los Congresos de 
los Estados por virtud del principio contenido en el artículo 124 de la Constitución 
federal, las leyes que impongan modalidades a la propiedad privada pueden 
provenir de éstos, lo que encuentra apoyo en lo previsto en la fracción II del artículo 
121 de la Ley Fundamental que consagra el principio lex rei sitae, al disponer que 
los bienes muebles e inmuebles se regirán por la ley del lugar de su ubicación. Así, 
al ser evidente que la propiedad es un derecho real que se ejerce sobre un bien 
mobiliario o inmobiliario, sin el cual tal derecho sería inconcebible, la imposición 
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de modalidades a la propiedad repercute necesariamente en su objeto constituido 
por dichos bienes en cuanto a la manera o forma de usarlos, disfrutarlos y disponer 
de ellos. De ahí que respecto de los bienes muebles e inmuebles que se ubiquen 
dentro de su territorio, las legislaturas locales pueden dictar las leyes que regulen su 
uso, goce y disponibilidad, siempre que el interés público que funde dicha 
regulación no concierna a ninguno de los ramos o materias que sean de la 
competencia constitucional del Congreso de la Unión, integrada por las facultades 
expresas e implícitas de dicho órgano legislativo federal, pues considerar lo 
contrario, es decir, que el mencionado Congreso, en todos los casos, es el único 
facultado para imponer modalidades a la propiedad privada en términos de lo 
dispuesto en el artículo 27 constitucional, implicaría un impedimento para aquéllas 
de establecer las modalidades necesarias en función del interés público.  

Tesis aislada, SJF, tomo XII, diciembre de 2000, novena época, Primera Sala, tesis 
1a. XLII/2000, página 256.  

Propiedad privada, modalidades a la. Su imposición, conforme al artículo 27 
de la Constitución federal, está referida a los derechos reales que se tengan 
sobre la cosa o el bien. El tribunal pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, en la tesis visible en el Semanario Judicial de la Federación séptima época, 
volúmenes 157-162, primera parte, página 315, de rubro "Propiedad privada, 
modalidad a la. Elementos necesarios para que se configure", estableció que por 
modalidad a la propiedad privada debe entenderse el establecimiento de una norma 
jurídica de carácter general y permanente que modifique, esencialmente, la forma de 
ese derecho y que sus efectos consisten en una extinción parcial de los atributos del 
propietario, de manera que éste no sigue gozando, en virtud de las limitaciones 
estatuidas por el Poder Legislativo, de todas las facultades inherentes a la extensión 
actual de su derecho. 

De lo anterior puede estimarse que la imposición de modalidades a la propiedad privada se 
traduce necesariamente en la supresión o en la limitación de alguno de los derechos reales 
inherentes y consustanciales a ella, como lo son el derecho a usar la cosa, el de disfrutar de 
la misma y el de disponer de ésta, de manera que sólo a través de estos elementos puede 
existir la posibilidad de que se impongan las referidas modalidades y no simplemente 
cuando se afecte de cualquier manera la cosa o bien, pues debe tenerse en cuenta que no es 
lo mismo la materia de un derecho, que el derecho en cuanto tal; es decir, la imposición de 
modalidades a una cosa o bien no equivale a la imposición de modalidades a los derechos 
reales que sobre dicha cosa o bien se tengan, sino sólo en la medida que éstos se limiten o 
restrinjan. Tesis aislada, SJF, tomo XII, diciembre de 2000, novena época, Primera Sala, 
tesis 1a XLI/2000, página 257.  

De la lectura de íntegra de las argumentaciones vertidas se desprende que la intención del 
legislador al modificar el término utilidad pública por interés público no es otro sino el de 
evitar que la autoridad al momento de determinar un hábitat crítico haga uso de su facultad 
expropiatoria por considerar innecesaria una medida tan radical y en la que los costos al 
erario público son muy altos, pues no será necesario únicamente cumplir con los gastos de 
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la indemnización que corresponda al particular afectado, sino que además deberá solventar 
los costos del mantenimiento y conservación de los espacios determinados como hábitat 
crítico.  

Más aún, basta imponer modalidades a la propiedad para garantizar que se preserven las 
condiciones de las superficies terrestres o acuáticas en los que se localicen especies en 
categoría de riesgo y que por tanto, requieren manejo y protección especial.  

2. En segunda instancia, se considera innecesario incluir el término utilidad pública, toda 
vez que es imposible que el Estado expropie los bienes de los que es propietario originario, 
como son los espacios acuáticos.  

La anterior afirmación obedece a que en el sistema jurídico mexicano, la nación es su 
legítima propietaria y quién tiene la facultad de transmitir la misma a los particulares. Es 
decir, prevalece la llamada "propiedad originaria". Sin embargo, tratándose de aguas de los 
mares territoriales, la nación conserva su propiedad exclusiva.  

El párrafo cuarto a la letra señala:  

Son propiedad de la nación las aguas de los mares territoriales en la extensión 
y términos que fije el derecho internacional; las aguas marinas interiores; las de 
las lagunas y esteros que se comuniquen permanentemente o intermitentemente con 
el mar; las de los lagos interiores de formación natural que estén ligados 
directamente a corrientes constantes; las de los ríos y sus afluentes directos o 
indirectos, desde el punto del cauce en que se inicien las primeras aguas 
permanentes, intermitentes o torrenciales, hasta su desembocadura en el mar, lagos, 
lagunas o esteros de propiedad nacional; las de las corrientes constantes o 
intermitentes y sus afluentes directos o indirectos, cuando el cauce de aquéllas en 
toda su extensión o en parte de ellas, sirva de límite al territorio nacional o a dos 
entidades federativas, o cuando pase de una entidad federativa a otra o cruce la línea 
divisoria de la república; las de los lagos, lagunas o esteros cuyos vasos, zonas o 
riberas, estén cruzados por líneas divisorias de dos o más entidades o entre la 
república y un país vecino; o cuando el límite de las riberas sirva de lindero entre 
dos entidades federativas o a la república con un país vecino; las de los manantiales 
que broten en las playas, zonas marítimas, cauces, vasos o riberas de los lagos, 
lagunas o esteros de propiedad nacional, y las que se extraigan de las minas; y los 
cauces, lechos o riberas de los lagos y corrientes interiores en la extensión que fije 
la ley. Las aguas del subsuelo pueden ser libremente alumbradas mediante obras 
artificiales y apropiarse por el dueño del terreno, pero cuando lo exija el interés 
público o se afecten otros aprovechamientos, el Ejecutivo federal podrá reglamentar 
su extracción y utilización y aún establecer zonas vedadas, al igual que para las 
demás aguas de propiedad nacional. Cualesquiera otras aguas no incluidas en la 
enumeración anterior se considerarán parte integrante de la propiedad de los 
terrenos por los que corran o en los que se encuentren sus depósitos, pero si se 
localizaren en dos o más predios, el aprovechamiento de estas aguas se considerará 
de utilidad pública, y quedará sujeto a las disposiciones que dicten los Estados.2 
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Por ello, la mención de que la conservación del hábitat natural de la vida silvestre debe ser 
considerada de utilidad pública resulta innecesaria para las superficies acuáticas, bastará 
que en el momento en que el Estado otorgue las concesiones para su aprovechamiento que 
imponga ciertas modalidades para evitar trastornos al hábitat de las especies en riesgo.  

3. Finalmente, el concepto de utilidad pública no debe ser restringido sino amplio, a fin de 
que el Estado pueda satisfacer las necesidades sociales y económicas y, por ello, se reitera 
que, genéricamente, comprende tres causas: a) La pública propiamente dicha, o sea cuando 
el bien expropiado se destina directamente a un servicio u obra públicos; b) La social, que 
satisface de una manera inmediata y directa a una clase social determinada, y mediatamente 
a toda la colectividad; y c) La nacional, que satisface la necesidad que tiene un país de 
adoptar medidas para hacer frente a situaciones que le afecten como entidad política o 
internacional.  

4. La inclusión de nuevos supuestos en la declaratoria de hábitat crítico concuerdan con los 
conocimientos científicos actuales sobre los impactos producidos por acciones específicas.  

Por lo que respecta a la adición del inciso d) al mismo artículo 63 de la LGVS, la cual tiene 
por objeto agregar una causal para declarar la existencia de hábitat críticos para la 
conservación de la vida silvestre, se coincide plenamente con su objetivo, pues, tal como lo 
menciona la exposición de motivos de la iniciativa que se dictamina, "muchas especies de 
animales, básicamente los marinos, dependen del sonido para encontrar alimento y 
parejas, protegerse de predadores y comunicarse entre ellos. Sin embargo, al 
continuar la industrialización de nuestros océanos, generamos cada vez más ruido 
subacuático, el cual recientemente se ha reconocido como una forma de 
contaminación nociva". Asimismo, es importante destacar el incremento en el flujo de 
vehículos, tanto terrestres como acuáticos, cuyos impactos son ineludibles para muchas 
especies.  

Por los argumentos expuestos en el párrafo anterior, se estima procedente la adición del 
inciso d), pues precisamente tendrá como objetivo incluir los aspectos relativos a las 
fuentes de contaminación de cualquier índole, incluyendo la acústica, así como las 
colisiones con vehículos terrestres o marinos, en una nueva causal para la declaratoria de 
existencia de hábitat críticos para la conservación de la vida silvestre.  

Se ha demostrado que muchas especies de peces y mamíferos marinos dependen del sonido 
para navegar, encontrar alimento y parejas, protegerse de predadores y comunicarse entre 
ellos. Sin embargo, al continuar la industrialización de nuestros océanos, generamos cada 
vez más ruido subacuático, el cuál recientemente se ha reconocido como una forma de 
contaminación nociva y en gran parte sin reglamentación.  

Una combinación de fuentes de ruido, incluyendo la navegación, exploración y producción 
de petróleo y gas natural, dragado, experimentos oceanográficos, han resultado en la 
duplicación de los niveles de ruido en los océanos en cada década (de las varias últimas 
décadas) en algunas áreas.3 En los últimos 10 años se ha visto un incremento de evidencias 
que demuestran que el ruido en los océanos puede matar, herir y ensordecer a una amplia 
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gama de especies marinas, desde ballenas y otros mamíferos marinos hasta invertebrados y 
peces.4  

También se ha demostrado que los ruidos intensos tienen un efecto adverso sobre una gran 
variedad de especies de peces, ocasionando abandono del hábitat, reducción del desempeño 
reproductivo, así como pérdida de la audición.5 Tales efectos pueden tener importantes 
consecuencias para la salud de las pesquerías. En los índices de pesca comercial se ha visto 
una disminución de 45-70 por ciento mientras se utilizaban pistolas de aire.6 Las pistolas de 
aire generan uno de los ruidos más fuertes producidos por los humanos, con excepción de 
explosivos.  

Por las consideraciones expuestas, esta comisión coincide plenamente con la colegisladora 
en la necesidad de implantar medidas de protección hacia especies que ya están en riesgo, 
al declarar. Mediante acuerdo secretarial medidas de protección tendientes a reducir estos 
impactos.  

5. Finalmente, con fecha 26 de enero del presente año, se recibió la opinión a favor, sin 
modificaciones, de la administración pública federal a través del oficio número SEL/ UEL/ 
311/ DGAEGFS/ 005/ 10, de la Secretaría de Gobernación.  

Dicha opinión a la letra dice:  

Las nuevas hipótesis que se incluyeron en los artículos 63 y 64 de la Ley General de 
Vida Silvestre contienen modificaciones que tiene efectos jurídicos positivos para la 
protección de la vida silvestre, pues corrigen una seria inconsistencia que presenta 
la legislación vigente y que es el establecimiento de hábitat críticos se considera de 
utilidad pública, concepto jurídico este que se encuentra constitucionalmente 
relacionado con los actor privativos y que sólo puede adoptar tres modalidades, 
expropiación, limitación al derecho de dominio u ocupación temporal.  

Debe considerarse que este tipo de modalidades a la propiedad privada solo puede 
decretarlas el titular del Ejecutivo federal; sin embargo, con la legislación vigente 
pareciera que la actuación del presidente de la República podrá darse sólo en 
algunos casos (párrafo tercero del artículo 64 de la LGVS), y que los hábitat en que 
se desarrolla la vida silvestre no se pueden identificar por predios o lotes, sino que 
abarca grandes extensiones de áreas terrestres e incluso marinas, en estos últimos 
resulta jurídicamente imposible, decretar una expropiación, limitación al derecho de 
dominio u ocupación temporal, por pertenecer al dominio público de la federación. 

Por lo expuesto, la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para los efectos de 
la fracción A del artículo 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
somete a consideración de esta soberanía el siguiente  

Decreto por el que se reforman y adicionan los artículos 63 y 64 de la Ley General de 
Vida Silvestre  
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Artículo Único. Se reforman los párrafos primero y segundo, y se adicionan un párrafo 
tercero y el inciso d) al artículo 63, y se reforma el párrafo primero del artículo 64 de la Ley 
General de Vida Silvestre, para quedar como sigue:  

Artículo 63. La conservación del hábitat natural de la vida silvestre es de interés público.  

Los hábitat críticos para la conservación de la vida silvestre son áreas específicas terrestres 
o acuáticas, en las que ocurren procesos biológicos, físicos y químicos esenciales, ya sea 
para la supervivencia de especies en categoría de riesgo, ya sea para una especie, o para una 
de sus poblaciones, y que por tanto requieren manejo y protección especial. Son áreas que 
regularmente son utilizadas para alimentación, depredación, forrajeo, descanso, crianza o 
reproducción, o rutas de migración.  

La secretaría podrá establecer, mediante acuerdo secretarial, hábitat críticos para la 
conservación de la vida silvestre, cuando se trate de  

a) Áreas específicas dentro de la superficie en la cual se distribuya una especie o 
población en riesgo al momento de ser listada, en las cuales se desarrollen procesos 
biológicos esenciales para su conservación;  

b) Áreas específicas que debido a los procesos de deterioro han disminuido 
drásticamente su superficie, pero que aún albergan una significativa concentración 
de biodiversidad;  

c) Áreas específicas en las que existe un ecosistema en riesgo de desaparecer, si 
siguen actuando los factores que lo han llevado a reducir su superficie histórica; o  

d) Áreas específicas en las que se desarrollen procesos biológicos esenciales, y 
existan especies sensibles a riesgos específicos, como cierto tipo de contaminación, 
ya sea física, química o acústica, o riesgo de colisiones con vehículos terrestres o 
acuáticos, que puedan llevar a afectar las poblaciones. 

Artículo 64. La secretaría acordará con los propietarios o legítimos poseedores de predios 
en los que existan hábitat críticos, medidas especiales de manejo, mitigación de impactos y 
conservación.  

La realización de cualquier obra pública o privada, así como de aquellas actividades que 
puedan afectar la protección, recuperación y restablecimiento de los elementos naturales en 
los hábitat críticos, deberá quedar sujeta a las condiciones que se establezcan como medidas 
especiales de manejo y conservación en los planes de manejo de que se trate, así como del 
informe preventivo correspondiente, de conformidad con lo establecido en el reglamento.  

En todo momento el Ejecutivo federal podrá imponer limitaciones de los derechos de 
dominio en los predios que abarquen dicho hábitat, de conformidad con los artículos 1o., 
fracción X, y 2o. de la Ley de Expropiación, con objeto de dar cumplimiento a las medidas 
necesarias para su manejo y conservación.  
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Transitorios  

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación.  

Segundo. La secretaría deberá hacer las modificaciones pertinentes en el reglamento de la 
Ley General de Vida Silvestre en un plazo no mayor de 180 días naturales a partir de la 
publicación de este decreto.  

Notas  
1. Reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de enero de 1934.  
2. Reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 20 de enero de 1960. Modificado por la 
reimpresión de la Constitución, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 6 de octubre de 1986.  
3. Andrew, R. K.; Howe, B. M.; y Mercer, J. A. (2002). "Ocean ambient sound: comparing the 1960s with the 
1990s for a receiver off the California coast", en Acoustic Research Letters Online 3(2): 65-70; International 
Whaling Commission (2004). Report of the Scientific Committee at Annex K, § 6.4.  
4. For reviews of research on behavioral and auditory impacts of undersea noise on marine mammals and 
other species, see, e.g., W. J. Richardson, et al., Marine Mammals and Noise (1995); National Research 
Council, Ocean Noise and Marine Mammals (2003); P. Tyack, "Behavioral impacts of sound on marine 
mammals", presentation to the U.S. Marine Mammal Commission Advisory Committee on Acoustic Impacts 
on Marine Mammals (february 4, 2004); Whale and Dolphin Conservation Society, Oceans of Noise (2004); 
and M. Jasny, Sounding the Depths II: The Rising Toll of Sonar, Shipping, and Industrial Ocean Noise on 
Marine Life (2005).  
5. McCauley, R.; Fewtrell, J.; y Popper, A. N. (2003). "High intensity anthropogenic sound damages fish 
eras", en Journal of the Acoustical Society of America 113: 638-42; Bart, A. N.; Clark, J.; Young, J.; y Zohar, 
Y. (2001). "Underwater ambient noise measurements in aquaculture systems: a survey", en Aquacultural 
Engineering 25: 99-110; Engås, A.; Løkkeborg, S.; Ona, E.; y Soldal, A. V. (1996). "Effects of seismic 
shooting on local abundance and catch rates of cod (Gadus morhua) and haddock (Melanogrammus 
aeglefinus)", en Canadian Journal of Fisheries and Aquatic Sciences 53:2238-2249.  
6. Engås, A.; Løkkeborg, S.; Ona, E.; y Soldal, A. V. (1996). "Effects of seismic shooting on local abundance 
and catch rates of cod (Gadus morhua) and haddock (Melanogrammus aeglefinus)", en Canadian Journal of 
Fisheries and Aquatic Sciences 53:2238-2249.  

Dado en el salón de comisiones de la Cámara de Diputados, a 17 de febrero de 2010.  

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales  

Diputados: Ninfa Salinas Sada (rúbrica), presidenta; Roberto Borge Angulo, Jeny de los Reyes Aguilar 
(rúbrica), Héctor Franco López (rúbrica), Ernesto de Lucas Hopkins (rúbrica), Augusta Valentina Díaz de 
Rivera Hernández (rúbrica), Agustín Torres Ibarrola (rúbrica), Ma. Dina Herrera Soto (rúbrica), María Araceli 
Vázquez Camacho (rúbrica), Alejandro Carabias Icaza (rúbrica), Jaime Álvarez Cisneros (rúbrica), 
secretarios; Andrés Aguirre Romero (rúbrica), Juan José Guerra Abud (rúbrica), J. Eduardo Yáñez Montaño 
(rúbrica), María Estela de la Fuente Dagdug, Judith Fabiola Vázquez Saut (rúbrica), José Ignacio Pichardo 
Lechuga (rúbrica), Jorge Venustiano González Ilescas, José Alfredo Torres Buitrón, Francisco Alejandro 
Moreno Merino, Víctor Manuel Kidnie de la Cruz (rúbrica), Jesús Giles Sánchez (rúbrica), Juan Pablo 
Escobar Martínez (rúbrica), Leoncio Alfonso Morán Sánchez (rúbrica), María de la Paz Quiñones Cornejo 
(rúbrica), José Manuel Hinojosa Pérez (rúbrica), Alejandro Bahena Flores, Óscar Saúl Castillo Andrade 
(rúbrica), Leticia Robles Colín (rúbrica), Gerardo del Mazo Morales.  
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046 

DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, CON PROYECTO DE 
DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY DE COOPERACIÓN 
INTERNACIONAL PARA EL DESARROLLO  

Honorable Asamblea:  

A la Comisión de Relaciones Exteriores de la Cámara de Diputados fue turnada, para 
estudio, análisis y elaboración del dictamen respectivo, la minuta con proyecto de decreto 
por el que se expide la Ley de Cooperación Internacional para el Desarrollo.  

Esta comisión, con fundamento en las facultades que le confieren los artículos 71, fracción 
II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39, fracción I, y 45, 
incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, 
así como los artículos 56, 60, 65, 87, 88, 93 y demás relativos del Reglamento para el 
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, habiendo 
analizado el contenido de la minuta con proyecto de decreto por el que se expide la Ley de 
Cooperación Internacional para el Desarrollo, somete a consideración de los integrantes de 
esta honorable asamblea el presente dictamen.  

Antecedentes  

1. En sesión de la honorable Cámara de Senadores celebrada el pasado 8 de marzo 
del 2007, la senadora Rosario Green Macías, del Grupo Parlamentario del Partido 
de la Revolucionario Institucional, presentó una iniciativa con proyecto de decreto 
por el que se expide la Ley de Cooperación Internacional para el Desarrollo.  

2. Durante la misma sesión, la Presidencia de la Mesa Directiva turnó la iniciativa a 
las Comisiones Unidas de Relaciones Exteriores, y de Estudios Legislativos, 
Segunda, para su estudio y elaboración del dictamen correspondiente.  

3. El 13 de diciembre de 2007, el pleno del honorable Senado de la República, 
aprobó por unanimidad el decreto por el que se expide la Ley de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo.  

4. El 18 de diciembre de 2007 fue remitido a la Cámara de Diputados la minuta por 
la que se expide la Ley de Cooperación Internacional.  

5. El 1 de febrero de 2008, la Mesa Directiva turnó dicha minuta con proyecto de 
decreto a la Comisión de Relaciones Exteriores para su análisis y elaboración del 
dictamen correspondiente y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública para su 
opinión.  

6. La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública envió el 6 de octubre de 2008, a la 
Comisión de Relaciones Exteriores, opinión de impacto presupuestario. 
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La Comisión de Relaciones Exteriores presenta el dictamen de acuerdo a la siguiente  

Exposición de Motivos  

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su artículos 89 fracción X 
establece que, en la conducción de la política exterior, el titular del Poder Ejecutivo 
observará como uno de sus principios normativos el de la cooperación internacional para el 
desarrollo.  

La Carta de Naciones Unidas en su artículo 1 establece que uno de los propósitos de la 
organización es realizar la cooperación internacional en la solución de problemas de 
carácter económico, social, cultural o humanitario. En rigor, la cooperación internacional 
aunada a las tareas de seguridad colectiva y de desarrollo económico y social constituye el 
tercer pilar de convivencia de las Naciones Unidas.  

El Capitulo IX de la Carta sobre la Cooperación Internacional Económica y Social 
establece el compromiso de los miembros de tomar medidas conjuntas o separadamente, en 
cooperación con la organización, para la promoción de: a) niveles de vida más levados, 
trabajo permanente para todos, y condiciones de progreso y desarrollo económico y social; 
b) la solución de problemas internacionales de carácter económico, social y sanitario, y de 
otros problemas conexos; y la cooperación internacional en el orden cultural y educativo; y 
c) el respeto universal a los derechos humanos y a las libertades fundamentales de todos, 
sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión, y la efectividad de tales 
derechos y libertades.  

Desde la creación, en 1961, de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económico (OCDE) se le empezó a dar a la cooperación internacional un alcance amplio en 
el sentido de que integraba no sólo, las transferencias de recursos técnicos y financieros 
bajo el concepto de donaciones, sino que además, incluía la transferencia de recursos bajo 
el concepto de inversión extranjera directa y préstamos internacionales.  

México se reconoce como un país donante y receptor de recursos de cooperación 
internacional para el desarrollo, con capacidad de triangular recursos internacionales para la 
cooperación a favor de terceros países. Así nuestro país establece un mecanismo para 
aprovechar su calidad de décimo contribuyente en la Organización de Naciones Unidas y 
como uno de los mayores aportadores de fondos a los organismos especializados que 
realizan por mandato actividades de cooperación y asistencia técnica en sus respectivas 
áreas de competencia.  

Asimismo, muchos países han creado órganos y mecanismos específicos para llevar 
adelante la práctica de la cooperación internacional para el desarrollo. Tales son los casos 
de las agencias de cooperación internacional, con frecuencia identificadas sólo por sus 
siglas: USAID (Estados Unidos de América), JICA (Japón), GTZ (Alemania), SIDA 
(Suecia), CIDA (Canadá), EACID (España) DANINA (Dinamarca), ABC (Brasil) y AGCI 
(CHILE), para citar algunos ejemplos. Estas naciones han convertido la Cooperación 
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Internacional en una política estratégica de Estado, alrededor de las cual se han establecido 
estructuras jurídicas y administrativas.  

Por otra parte, México participa como observador en el Comité de Asistencia al Desarrollo, 
DAC; por sus siglas en inglés, de la OCDE junto con otros siete países Corea, Hungría, 
Islandia, República Checa, República Eslovaca, Polonia y Turquía. Es el principal órgano 
de la OCDE, que se encarga de las cuestiones relacionadas con la cooperación con los 
países en desarrollo y los países en transición, basado principalmente en la presentación de 
informes de sus miembros. México es el único de los países que tienen calidad de 
observadores del DAC que no cuenta con una agencia de cooperación internacional, 
además de carecer de una estructura que le permita contabilizar la cooperación que recibe o 
que otorga.  

En el marco del derecho internacional, incluyendo las resoluciones de la Asamblea General 
y del Consejo Económico y Social y de las declaraciones de las conferencias mundiales, se 
reconoce que la agenda de cooperación internacional trasciende el carácter asistencialista 
de la ayuda para entenderla como un mecanismo necesario para la construcción de 
estrategias que responden a las realidades de la globalización y a las necesidades del 
desarrollo.  

La cooperación internacional debe verse como una tarea de los Estados para contribuir a la 
reducción de las desigualdades económicas y sociales entre las naciones y apoyar las 
políticas nacionales de desarrollo para disminuir las brechas internas de esos países.  

El respeto al principio de apropiación, entendido como el apoyo al desarrollo de las 
capacidades de los receptores nacionales o extranjeros para la definición y la aplicación de 
sus estrategias de desarrollo por medio de procesos consultivos conforme a la Declaración 
de París, refiere a la capacidad de los países receptores de cooperación para ejercer una 
autoridad efectiva sobre sus políticas de desarrollo, estrategias y coordinación de acciones 
de desarrollo.  

Esto se traduce en el ejercicio de un liderazgo en el desarrollo e implementación de sus 
propias estrategias de desarrollo nacional, en hacer operativos sus programas nacionales y 
marcos de cooperación, basado en un principio de respeto, en el que los donantes se 
comprometan a establecerse como socios y ayudar al reforzamiento de las capacidades.  

Los principios de libre asociación así como la libertad de expresión de los actores de la 
cooperación internacional nacionales e internacionales de acuerdos y convenios 
internacionales firmados como la Convención Americana de Derechos Humanos y el 
Tratado de Libre Comercio de América de Norte (TLCAN) en el que se establece la 
libertad de flujos de inversión y de asociación con fines lucrativos o no lucrativos son 
elementos que fortalecen la cooperación internacional para el desarrollo de los países en 
desarrollo.  

Todo lo anterior conlleva a señalar que los principios de política exterior: la 
autodeterminación de los pueblos, no intervención, solución pacífica de controversias, 
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proscripción de la amenaza o el uso de la fuerza en las relaciones internacionales, la 
igualdad jurídica de los estados, la cooperación internacional para el desarrollo de México y 
la lucha por la paz y la seguridad internacionales establecidos en el artículo 89, fracción X, 
de la Constitución, deberían ser señalados explícitamente los principios de la cooperación 
internacional para el desarrollo.  

Este mandato constitucional adquiere una dimensión estratégica, vinculada a los esfuerzos 
nacionales por ampliar el horizonte de la cooperación internacional a favor tanto de 
progreso integral de la sociedad mexicana, como en la promoción de nuestros legítimos 
intereses en nuestras relaciones internacionales, ante la oportunidad y los retos que se 
desprenden de la inserción de México en la dinámica mundial.  

En consecuencia, se requiere restablecer un marco adecuado de certeza jurídica, 
institucional, administrativa y operativa para las dependencias y entidades nacionales 
involucradas en los proyectos de cooperación internacional de México, con el fin de 
obtener el mayor impacto posible sobre el desarrollo de nuestro país y el fortalecimiento de 
la solidaridad y la seguridad internacionales.  

La Ley de Cooperación Internacional para el Desarrollo se propone subsanar una de las 
mayores lagunas en el marco legal de las relaciones de nuestro país con respecto al exterior 
y a fortalecer el papel de la Secretaría de Relaciones Exteriores en la coordinación de las 
acciones en el exterior de las entidades y dependencias del gobierno federal.  

La promulgación de una Ley de Cooperación Internacional para el Desarrollo brindará la 
oportunidad de articular, en un marco jurídico único, los instrumentos y mecanismos que 
permitan diseñar, sistematizar, orientar, promover, consolidar y administrar la cooperación 
cultural, educativa, científica, técnica y económico-financiera que lleva adelante nuestro 
país en sus dos vertientes, como donante y receptor de la misma.  

Las acciones de cooperación y ayuda de México a otras naciones se orientarán a respaldar 
la consecución de idénticos objetivos en los países y regiones de menor desarrollo relativo, 
consignados como prioritarios en la definición de nuestra política exterior.  

Conviene comentar que la plena institucionalización de la cooperación internacional abre la 
posibilidad de llevar adelante proyectos de manera asociada con países desarrollados para 
apoyar a terceros; tales han sido los casos de la asociación con Alemania, Canadá, Japón, 
para auxiliar a países centroamericanos en diversos programas.  

A la Secretaría de Relaciones Exteriores corresponde conducir la política exterior, así como 
promover, propiciar y asegurar la coordinación de acciones de las dependencias y entidades 
de la administración pública federal en el exterior, sin afectar el ejercicio de las 
atribuciones que a cada una de ellas le corresponde. Con la finalidad de conducir las 
acciones del gobierno federal de manera coordinada y evitar la dispersión de esfuerzos que 
caracteriza actualmente a la cooperación internacional para el desarrollo, se considera 
necesario que la ley propuesta formalice la existencia de un órgano desconcentrado de la 
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propia Secretaría para coordinar los esfuerzos de cooperación internacional en los ámbitos 
cultural, educativo, científico, técnico y económico-financiero.  

El ente coordinador de la política de cooperación del Estado mexicano debe de contar con 
las atribuciones necesarias para garantizar una mejor sintonía de todos los agentes de la 
cooperación involucrados en los mecanismos bilaterales y multilaterales de colaboración 
internacional.  

Cada vez existe una mayor sensibilidad y conciencia en la sociedad e instituciones 
mexicanas sobre la importancia de la cooperación internacional como un instrumento de 
apoyo a nuestro desarrollo y como un mecanismo eficaz para la orientación de la política 
exterior. Se reconoce la relación entre los problemas globales y particulares de cada nación, 
así como la necesidad de unir esfuerzos con otros países para encontrar soluciones a 
problemas de preocupación común.  

La construcción de la política de cooperación internacional requiere la participación de 
todos los actores en el proceso cooperativo para establecer un acuerdo básico en torno a 
ella, que deberá reflejarse en esta ley, a fin de conducir de manera eficaz y coherente los 
distintos esfuerzos que realiza nuestro país al respecto. En este sentido resulta esencial la 
contribución y respaldo del Congreso de la Unión en la definición del marco normativo y el 
diseño de las líneas estratégicas de la política de la Cooperación Internacional de México.  

El Programa de Cooperación Internacional para el Desarrollo que debe ser elaborado en el 
marco del Plan Nacional de Desarrollo, en cumplimiento de la Ley de Planeación, permitirá 
contar con un instrumento que ordene los propósitos de corto y mediano plazo en esta 
materia.  

En el orden interno, la ley estimulará la corresponsabilidad de los distintos actores de la 
cooperación internacional, al establecer un marco regulatorio claro y preciso que otorgue 
certidumbre a proyectos con impacto en la elevación del bienestar de la sociedad mexicana 
y de las sociedades da las que se dirija nuestra cooperación. Al mismo tiempo, la ley deberá 
propiciar instrumentos de coordinación y programación para lograr la utilización racional 
de los recursos humanos, financieros y materiales, tanto nacionales como internacionales, 
involucrados en la cooperación internacional para el desarrollo.  

Otros aspectos fundamentales en esta ley son los relativos al tratamiento programático 
específico para la cooperación internacional en el presupuesto de la Secretaría de 
Relaciones Exteriores, así como la conformación del Fondo Mexicano de Cooperación 
Internacional. Dicho fondo servirá como instrumento de apoyo complementario a los 
recursos financieros y bienes que se destinen a la cooperación internacional por parte del 
gobierno federal.  

Finalmente, es necesario que la sociedad mexicana cuente con la información relativa a las 
acciones de cooperación internacional que México lleve adelante, tanto para identificar el 
destino de los recursos públicos aplicados a ella, generando una actitud de participación y 
colaboración en estas tareas, como para lograr el mejor aprovechamiento posible de las 
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oportunidades que surgen de las ofertas de cooperación de países con mayor desarrollo en 
aspectos específicos. La otra cara de este aspecto corresponde a la responsabilidad del 
Gobierno y del Estado mexicano, de hacer vales sus aportes a la cooperación internacional 
en sus relaciones internacionales.  

Contenido de la minuta  

La minuta que se dictamina señala en su exposición de motivos que la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 89, fracción X, establece que en la 
conducción de la política exterior el titular del Poder Ejecutivo observará como uno de sus 
principios rectores el de la cooperación internacional para el desarrollo.  

Asimismo, señala, que la cooperación internacional es una práctica que forma parte integral 
de la política exterior de la mayoría de los países del mundo, ya sea en calidad de donantes 
netos como en el caso de las naciones más desarrolladas, las cuales la utilizan como 
herramienta para ejercer influencia, o en calidad de receptores netos como ocurre con las 
naciones en vías de desarrollo para las cuales la cooperación constituye un factor de apoyo 
a sus procesos de desarrollo.  

Uno de los objetivos de la minuta, es establecer un marco adecuado de certeza jurídica, 
institucional, administrativa y operativa para las múltiples dependencias y entidades de los 
tres órdenes de gobierno que ya se encuentran involucradas en acciones de cooperación con 
el exterior, a fin de que actúen en este ámbito de manera coherente y coordinada, con el 
propósito de obtener el mayor impacto posible sobre el desarrollo de nuestro país y 
contribuir al fortalecimiento de la solidaridad internacional.  

Asimismo, plantea la formalización de un órgano desconcentrado de la propia Secretaría de 
Relaciones Exteriores, bajo la denominación de Agencia Mexicana para la Cooperación 
Internacional para el Desarrollo (Amexcid), responsable de coordinar los esfuerzos 
institucionales en esta materia.  

Conviene señalar que en el cuerpo de la ley propuesta se establece como función de la 
Amexcid el registro y divulgación del conjunto de acciones de cooperación internacional 
que realiza México, con el propósito de contar con una visión integral de sus importantes 
dimensiones y de darlas a conocer a nuestra sociedad.  

Para brindar un marco adecuado a los esfuerzos que se realicen en este ámbito, la minuta 
prevé la formulación del Programa Sectorial de Cooperación Internacional para el 
Desarrollo, en cumplimiento de la Ley de Planeación, a fin de contar con una visión 
prospectiva en este campo de las relaciones con el exterior.  

Finalmente, la minuta establece los mecanismos para el manejo y rendición de cuentas a 
cerca de los recursos de carácter financiero que se destinen a la cooperación internacional 
por parte del gobierno federal.  

Consideraciones  
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La comisión dictaminadora hace suyos los motivos expresados en la minuta, toda vez que 
de los principios de política exterior contenidos en la fracción X del artículos 89 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el único que requiere de una ley 
secundaria es el relativo a la cooperación internacional para el desarrollo.  

Los legisladores responsables del dictamen han juzgado que el contenido de la ley 
propuesta coincide de manera plena con las definiciones aceptadas internacionalmente en 
esta materia, entendiendo la cooperación internacional para el desarrollo como el conjunto 
de actuaciones solidarias de carácter internacional orientas al intercambio de experiencias y 
recursos entre países con diferentes o iguales niveles de desarrollo para alcanzar metas 
comunes basadas en criterios de solidaridad, equidad, eficacia, interés mutuo, sostenibilidad 
y corresponsabilidad.  

Para la comisión dictaminadora queda claro que el fin primordial de la cooperación para el 
desarrollo, que lleve a cabo de México, deberá ser la erradicación de la pobreza, el 
desempleo, la desigualdad y la exclusión social; el aumento permanente de los niveles 
educativo, técnico, científico, y cultural; y en fin, la búsqueda de la sostenibilidad y la 
protección de medio ambiente.  

Para la comisión dictaminadora la cooperación internacional constituye una prioridad 
estratégica tanto para el desarrollo como para la política exterior de México.  

La minuta analizada contiene una propuesta integral, que abarca:  

a) El reconocimiento a las tareas de cooperación internacional que ya se encuentran 
en marcha, si bien de manera desarticulada;  

b) La operación coordinada de la cooperación internacional para el desarrollo que 
realizan las instituciones mexicanas;  

c) El registro y divulgación de los contenidos y resultados de la cooperación que 
otorgue o reciba México;  

d) Los mecanismos para el manejo de los recursos destinados a la cooperación 
internacional para el desarrollo y la correspondiente rendición de cuentas.  

e) Establece que la cultura es una vertiente importante del intercambio y la 
cooperación. La presente se propone abarcar globalmente el principio de política 
exterior expresado en la fracción X del artículo 89 en el que se establece que, en la 
conducción de la política exterior, el titular del poder Ejecutivo observará como uno 
de sus principios normativos el de la Cooperación Internacional para el Desarrollo. 

La comisión dictaminadora reconoce que en la redacción final del ordenamiento propuesto 
ha quedado debidamente consignado el apego a la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria en todo lo relativo a la dotación y aplicación de recursos para 
el cumplimiento de sus propósitos, lo que conlleva la exigencia en materia de transparencia 
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y la aplicación de sanciones en los casos de actos u omisiones que impliquen el 
incumplimiento de dicha disposición jurídica.  

La comisión dictaminadora estima relevante señalar que de conformidad con lo estipulado 
en el artículo 18 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, se 
solicito dictaminar el impacto presupuestal de la presente ley al Centro de Estudios de las 
Finanzas Públicas de la Cámara de Diputados, el cual estableció que no existe dicho 
impacto, toda vez que en el texto de la Ley queda claro que los recursos necesarios para la 
conformación y operación inicial de la Amexcid deberán otorgarse mediante la 
reasignación de recursos de todo tipo que se destinan actualmente a las tareas de 
cooperación internacional en la estructura y presupuesto de la Secretaría de Relaciones 
Exteriores.  

En lo particular, la comisión dictaminadora ha realizado cambios a la minuta, con objeto de 
mejorar el texto de la propuesta de ley para determinar sus alcances y aplicación, siendo 
estas las siguientes:  

I. Toda vez que la conducción de la política exterior, de la cual forma parte la 
cooperación internacional para el desarrollo, es responsabilidad del titular del Poder 
Ejecutivo, se propone que la ley se limite a la regulación de las acciones del sector 
público que tengan lugar en ese ámbito, se incorpora la frase "sector público" y se 
eliminan las palabras "sectores social y privado, y organizaciones no 
gubernamentales" del proyecto de ley que se enlistan a continuación: artículo 3 se 
adiciona al numeral IV: pertenecientes al sector público, y se elimina el numeral 
V; artículo 10, numeral VI, artículo 12; y artículo 28, numeral VII; y artículo 29.  

II. Considerando que la aplicación de la ley es de orden general y que deberá ser 
atendida por todas las instancias del Ejecutivo, se elimina la palabra "sectorial" que 
se incorporaba en los artículos y numerales del proyecto de Ley que se enlistan a 
continuación: artículo 2, numerales I y II; artículo 4, numeral XIII; artículo 6, 
Apartado B; artículo 10, numerales II y IV; artículo 15; artículo 16 numeral II; 
artículo 19, numeral IV y V; encabezado del Capítulo V; artículos 22, 23, 24, 
primer párrafo y numeral IV; artículo 25, primer párrafo, artículo 26 primer y 
segundo párrafo, artículo 35; y artículo 3 transitorio.  

III. Al ser el fin principal de la presente ley, el de establecer un régimen jurídico del 
principio normativo de la política exterior relativo a la cooperación internacional 
para el desarrollo plasmado en la fracción X del artículo 89, es que la comisión 
dictaminadora concluyo incorporar a los tratados internacionales de los que es parte 
el Estado mexicano, como elemento complementario de la presente, por ese motivo 
se realizan las siguientes adiciones:  

Artículo 1. La presente ley es de orden público y observancia general en todo el 
territorio nacional y se aplicará sin perjuicio de lo dispuesto en los tratados 
internacional.  
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Artículo 4, numeral XV. Tratados Internacionales: Los tratados internacionales 
suscritos por el Ejecutivo federal, con aprobación del Senado, en los términos del 
artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

Artículo 10, numeral V. Establecer, bajo criterios objetivos y transparentes, la 
calificación de cooperante y precisar los alcances de su misión, tanto para los 
nacionales mexicanos que participen en acciones de cooperación internacional en 
terceros países como de extranjeros que lo hagan en México, sin perjuicio de lo 
establecido en los tratados internacionales.  

Con el fin de mejorar la redacción y establecer una ley más incluyente, la comisión 
aprobó las siguientes modificaciones a los siguientes artículos:  

Artículo 1, tercer párrafo. Las acciones de cooperación internacional para el 
desarrollo, como instrumento de política exterior que lleve a cabo el gobierno 
mexicano, tanto en su carácter de donante como de receptor, deberán tener como 
propósito esencial promover el desarrollo humano sustentable, mediante acciones 
que contribuyan a la erradicación de la pobreza, el desempleo, la desigualdad y la 
exclusión social; el aumento permanente de los niveles educativo, técnico, científico 
y cultural; la disminución de las asimetrías entre los países desarrollados y países en 
vías de desarrollo; así como a la búsqueda de la protección del medio ambiente y la 
lucha contra el cambio climático, así como el fortalecimiento a la seguridad pública, 
con base en los principios de solidaridad internacional, defensa y promoción de los 
derechos humanos, fortalecimiento del Estado de derecho, equidad de género, 
promoción del desarrollo sustentable, transparencia y rendición de cuentas y los 
criterios de apropiación, alineación, armonización, gestión orientada a resultados y 
mutua responsabilidad.  

Artículo 2, numeral II. La administración, cuantificación y fiscalización de los 
recursos públicos humanos, materiales y presupuestales asignados en forma directa 
o transferidos a la Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para el 
Desarrollo, por conducto de la Secretaría de Relaciones Exteriores para el exclusivo 
cumplimiento de las tareas de coordinación, seguimiento y evaluación del Programa 
de Cooperación Internacional para el Desarrollo,en los ámbitos nacional, binacional, 
regional y multilateral, en sus diferentes vertientes.  

Artículo 4, numeral I. Cooperación internacional: La cooperación internacional 
para el desarrollo definida en los términos y para los efectos del artículo 1 de la 
presente ley.  

Artículo 8. La Amexcid contará con autonomía técnica y de gestión, en los 
términos de esta ley y de lo dispuesto en el reglamento interior de la secretaría, y 
dispondrá de los recursos materiales y humanos aprobados en términos de las 
disposiciones aplicables, así como de los recursos financieros conforme al 
Presupuesto de Egresos de la Federación correspondiente.  
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Artículo 10, numeral III. Asesorar a la secretaría, en el ámbito de su competencia, 
sobre los tratados internacionales y convenios interinstitucionales que suscriba en 
materia de cooperación internacional; numeral IV. Apoyar, supervisar, evaluar y 
dar seguimiento, en el ámbito de su competencia y en coordinación con las 
instituciones cooperantes que correspondan, a la ejecución de las políticas y 
acciones de cooperación internacional de conformidad con los lineamientos del 
Programa y del Plan Nacional de Desarrollo.  

Artículo 15 de la ley, se adiciona en el primer párrafo la frase por un representante 
de cada una de las secretarías y entidades que se mencionan a continuación, quienes 
tendrán derecho a voz y voto; en el inciso p; tres representantes de la Cámara de 
Diputado para quedar como sigue:  

Inciso p. Seis representantes del Poder Legislativo, tres senadores y tres diputados, 
integrantes de las Comisiones de de Relaciones Exteriores, respectivamente.  

Se adicionan los incisos s, t, u, v, w, incluyendo a un representante del Consejo 
Nacional para la Cultura y las Artes (Conaculta), Comisión Nacional de Derechos 
Humanos, el titular de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos 
Indígenas, las representaciones de gobiernos municipales que agrupen a un mínimo 
del 10 por ciento; y representante de la Asociación Nacional de Universidades e 
institutos de Educación Superior, respectivamente.  

Se eliminan los párrafos IV y V; se modifica y adiciona el párrafo VI, para quedar 
como sigue:  

El Consejo podrá solicitar a su presidente invitar a representantes de los Gobiernos 
de las entidades federativas y municipios, que no estuvieran representados en el 
Consejo, así como de los sectores privado, social y académico, quienes participarán 
con derecho a voz.  

Artículo 19, numeral XII. Proporcionar la información, los datos, criterios de 
calificación o de la cooperación técnica que le sea requerida oficialmente, de 
conformidad con lo dispuesto en esta ley, y lo establecido en la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental.  

Artículo 20, numeral III. Haber desempeñado cargos afines a la cooperación 
internacional para el desarrollo cuyo ejercicio requiera conocimientos y 
experiencias en materia administrativa o académica o científica.  

Artículo 21. El Director Ejecutivo de la Amexcid no podrá desempeñar, durante el 
ejercicio de su encargo, ningún otro empleo, cargo o comisión distintos que sean 
remunerados, con excepción de los de carácter docente o científico.  

Artículo 24, numeral III. La identificación de los contenidos prioritarios de la 
cooperación internacional, entre los cuales deberán de figurar de manera obligada: 
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investigación científica y tecnológica en todos los ámbitos de interés nacional, 
salud, educación, protección del medio ambiente y prevención de desastres, bajo los 
principios señalados en el último párrafo del artículo primero de esta ley.  

Artículo 25, numeral I. Estimular la participación de las dependencias y entidades 
del sector público, así como de las instituciones de educación superior, los centros 
de investigación científica y de desarrollo tecnológico, y de los organismos 
culturales, también pertenecientes al sector público en las acciones de cooperación 
internacional.  

Artículo 26, párrafo 1. El Programa de Cooperación Internacional deberá ser 
evaluado anualmente por la secretaría, sin perjuicio de las facultades que en materia 
de evaluación correspondan a otras instancias y podrá ser revisado cada dos años 
para ajustarlo tanto a las modificaciones que se produzcan en los ámbitos 
específicos de su aplicación, como a los avances y limitaciones que se observen en 
su ejecución; se modifica el párrafo 2: El Senado de la República, en ejercicio de 
sus facultades constitucionales en materia de política exterior, podrá formular 
observaciones al Programa de Cooperación Internacional; y se adiciona un párrafo: 
Por su parte, la Cámara de Diputados podrá realizar observaciones al Programa de 
Cooperación Internacional, con base en lo dispuesto en el artículo 34 de esta ley.  

Artículo 28, numeral XII. Los montos, modalidades y ejercicio de los recursos 
financieros, las donaciones y las aportaciones en especie provenientes de gobiernos 
extranjeros y organismos internacionales, que se deriven de los esquemas de 
cooperación nacional de los que forme parte el gobierno mexicano.  

Artículo 30, se adiciona un párrafo.La información inscrita en el Registro 
Nacional será pública y estará sujeta a lo dispuesto por la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental.  

Artículo 34. Las acciones de cooperación internacional se financiarán con 
asignaciones presupuestales federales aprobadas por la Cámara de Diputados, así 
como con aportaciones financieras y en especie de gobiernos extranjeros y 
organismos internacionales, y con aportaciones financieras y en especie de los 
gobiernos de las entidades federativas y de los municipios.  

Artículo 36, se adiciona el párrafo 1. Los recursos del Fondo tendrán como 
destino la consecución de los objetivos a que se refiere el artículo 1 de esta ley, para 
sufragar entre otros, los siguientes costos.  

Artículo 40, se adiciona el párrafo 2. Los Comités Técnicos y de Administración 
de estos fideicomisos se integrarán con funcionarios de la Amexcid, de la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público y de las instituciones u organismos que participen en 
los proyectos a los cuales se asignarán los fondos. En todos los casos los 
representantes de las dependencias y entidades del Ejecutivo federal serán mayoría.  
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V. Al amparo de la legislación nacional, en particular con la Ley de Ingresos de la 
Federación, al establecer disposiciones de índole fiscal, traería como consecuencia 
que dichas disposiciones quedarán derogadas por lo que se establece en el Artículo 
18 de la citada ley, que a la letra establece:  

"Artículo 18. Se derogan las disposiciones que contengan exenciones, totales o 
parciales, o consideren a personas como no sujetos de contribuciones federales, 
otorguen tratamientos preferenciales o diferenciales en materia de ingresos y 
contribuciones federales, distintos de los establecidos en la presente Ley, en el 
Código Fiscal de la Federación, ordenamientos legales referentes a organismos 
descentralizados federales que prestan los servicios de seguridad social, decretos 
presidenciales, tratados internacionales y las leyes que establecen dichas 
contribuciones, así como los reglamentos de las mismas.  

Lo dispuesto en el párrafo anterior también será aplicable cuando las disposiciones 
que contengan exenciones, totales o parciales, o consideren a personas como no 
sujetos de contribuciones federales, otorguen tratamientos preferenciales o 
diferenciales en materia de ingresos y contribuciones federales, se encuentren 
contenidas en normas jurídicas que tengan por objeto la creación o las bases de 
organización o funcionamiento de los entes públicos o empresas de participación 
estatal, cualquiera que sea su naturaleza.  

Se derogan las disposiciones que establezcan que los ingresos que obtengan las 
dependencias por concepto de derechos, productos o aprovechamientos, tienen un 
destino específico, distintas de las contenidas en el Código Fiscal de la Federación, 
en la presente Ley y en las demás leyes fiscales.  

Se derogan las disposiciones contenidas en leyes de carácter no fiscal que 
establezcan que los ingresos que obtengan las dependencias, incluyendo a sus 
órganos administrativos desconcentrados, o entidades, por concepto de derechos, 
productos o aprovechamientos, e ingresos de cualquier otra naturaleza, serán 
considerados como ingresos excedentes en el ejercicio fiscal en que se generen." 

Por lo anteriormente expuesto esta Comisión estimó convenientes hacer adecuaciones al 
artículo 41; se elimina el artículo 42, y el sexto transitorio, recorriendo la numeración del 
articulado respectivamente, quedando de la forma que se anota a continuación.  

Artículo 41. Los bienes donados a favor de las entidades federativas y los 
municipios, invariablemente se incorporarán al patrimonio del estado o de los 
municipios.  

Artículo 42. Se elimina  

Artículo Sexto Transitorio. Se elimina. 

Por todo lo anteriormente expuesto, y para los efectos del artículo 72, fracción E de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los integrantes de la Comisión de 
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Relaciones Exteriores, someten a la consideración del pleno de esta honorable Asamblea el 
siguiente proyecto de  

Decreto por el que se expide la Ley de Cooperación Internacional para el Desarrollo  

Artículo Único. Se expide la Ley de Cooperación Internacional para el Desarrollo.  

Ley de Cooperación Internacional para el Desarrollo  

Título Primero  
Disposiciones Generales  

Artículo 1. La presente ley es de orden público y observancia general en todo el territorio 
nacional, y se aplicará sin perjuicio de lo dispuesto en los tratados internacionales.  

Esta Ley tiene por objeto establecer el régimen jurídico del principio normativo de la 
política exterior relativo a la cooperación internacional para el desarrollo, plasmado en la 
fracción X del artículo 89 constitucional, en lo concerniente a la programación, promoción, 
concertación, fomento, coordinación, ejecución, cuantificación, evaluación y fiscalización 
de acciones y Programas de Cooperación Internacional para el desarrollo entre los Estados 
Unidos Mexicanos y los gobiernos de otros países, organismos internacionales, para la 
transferencia, recepción e intercambio de recursos, bienes, conocimientos y experiencias, 
educativas, culturales, técnicas, científicas, económicas y financieras.  

Las acciones de cooperación internacional para el desarrollo, como instrumento de política 
exterior que lleve a cabo el gobierno mexicano, tanto en su carácter de donante como de 
receptor, deberán tener como propósito esencial promover el desarrollo humano 
sustentable, mediante acciones que contribuyan a la erradicación de la pobreza, el 
desempleo, la desigualdad y la exclusión social; el aumento permanente de los niveles 
educativo, técnico, científico y cultural; la disminución de las asimetrías entre los países 
desarrollados y países en vías de desarrollo; así como a la búsqueda de la protección del 
medio ambiente y la lucha contra el cambio climático, así como el fortalecimiento a la 
seguridad pública, con base en los principios de solidaridad internacional, defensa y 
promoción de los derechos humanos, fortalecimiento del Estado de derecho, equidad de 
género, promoción del desarrollo sustentable, transparencia y rendición de cuentas y los 
criterios de apropiación, alineación, armonización, gestión orientada a resultados y mutua 
responsabilidad.  

Artículo 2. Las disposiciones de esta ley establecen los lineamientos jurídicos para:  

I. El cumplimiento de los objetivos consignados en el Programa de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo en el marco del Plan Nacional de Desarrollo.  

II. La administración, cuantificación y fiscalización de los recursos públicos 
humanos, materiales y presupuestales asignados en forma directa o transferidos a la 
Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo, por conducto 



Gaceta Parlamentaria, Cámara de Diputados, número 2987-VI, martes 13 de abril de 2010. 
 

 

14 
 

de la Secretaría de Relaciones Exteriores para el exclusivo cumplimiento de las 
tareas de coordinación, seguimiento y evaluación del Programa de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo, en los ámbitos nacional, binacional, regional y 
multilateral, en sus diferentes vertientes.  

III. La administración, cuantificación y fiscalización de los recursos que la Agencia 
Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo reciba de otras fuentes, 
nacionales e internacionales, mediante procedimientos que garanticen plena 
transparencia.  

IV. El cabal cumplimiento de los acuerdos y convenios internacionales vigentes y 
futuros en materia de cooperación internacional suscritos por el gobierno mexicano. 

Artículo 3. Son sujetos de la presente ley:  
I. Las dependencias federales y entidades de la administración pública federal;  

II. Los Poderes Legislativo y Judicial;  

III. Los gobiernos de las entidades federativas y de los municipios; y  

IV. Las instituciones de educación superior, los centros de investigación científica y 
de desarrollo tecnológico, así como los organismos culturales, pertenecientes al 
sector público. 

Artículo 4. Para los efectos de esta ley se entenderá por:  
I. Amexcid: La Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo.  

II. Cooperación Horizontal: La cooperación para el desarrollo económico y social 
en la que los recursos del oferente son complementados con recursos de contraparte 
aportados por el receptor.  

III. Cooperación Internacional: La cooperación internacional para el desarrollo 
definida en los términos y para los efectos del artículo 1 de la presente ley.  

IV. Cooperación Triangular: Modalidad de cooperación en asociación con una 
fuente tradicional bilateral o multilateral, para concurrir, conjuntamente, en acciones 
en favor de una tercera nación demandante, de menor o similar desarrollo relativo.  

V. Cooperación Vertical: La cooperación que se otorga a países en vías de 
desarrollo sin aporte de recursos de contraparte.  

VI. Cooperante: La persona física o moral mexicana del sector público que reúna las 
capacidades técnicas e institucionales para participar en la ejecución de las 
actividades de oferta o de demanda de cooperación internacional.  

VII. Consejo Consultivo: El Consejo Consultivo de la Amexcid.  
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VIII. Consejos Técnicos: Los Consejos Técnicos para la atención de temas 
específicos de la cooperación internacional que pueden ser creados por el Consejo 
Consultivo.  

IX. Demanda de Cooperación: Las acciones de cooperación internacional que 
México requiera para fortalecer sus capacidades educativas, científicas, técnicas y 
tecnológicas para su proceso de desarrollo.  

X. Director Ejecutivo: El Director Ejecutivo de la Amexcid.  

XI. Oferta de Cooperación: Las acciones de cooperación internacional que las 
instituciones mexicanas pueden realizar en apoyo de terceros países, en las 
modalidades de cooperación vertical, horizontal y triangular.  

XII. Programa: Programa de Cooperación Internacional para el Desarrollo en el 
marco del Plan Nacional de Desarrollo.  

XIII. Registro Nacional: Registro nacional de instituciones y expertos participantes 
y de acciones de cooperación internacional.  

XIV. Secretaría: La Secretaría de Relaciones Exteriores.  

XV. Tratados Internacionales: Los tratados internacionales suscritos por el 
Ejecutivo federal, con aprobación del Senado, en los términos del artículo 133 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Artículo 5. La autoridad competente para la aplicación e interpretación de la presente Ley 
será la Secretaría de Relaciones Exteriores.  

Título Segundo  
De los Instrumentos para la Cooperación Internacional para el Desarrollo  

Capítulo I  
Disposiciones Generales  

Artículo 6. Son instrumentos para la Cooperación Internacional, los siguientes:  

a) La Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo; y  

b) El Programa de Cooperación Internacional para el Desarrollo. 

Capítulo II  
De la Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo  
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Artículo 7. Se crea la Amexcid como un organismo desconcentrado de la Secretaría, en los 
términos de su reglamento interior, con atribuciones especificas para resolver sobre las 
materias que se señalan en la presente Ley y las demás disposiciones relativas.  

Artículo 8. La Amexcid contará con autonomía técnica y de gestión, en los términos de 
esta ley y de lo dispuesto en el Reglamento Interior de la Secretaría, y dispondrá de los 
recursos materiales y humanos aprobados en términos de las disposiciones aplicables, así 
como de los recursos financieros conforme al Presupuesto de Egresos de la Federación 
correspondiente.  

Artículo 9. La Amexcid tendrá la estructura administrativa y operativa que prevea el 
Reglamento Interior de la Secretaría.  

Artículo 10. La Amexcid tendrá las siguientes atribuciones:  

I. Concertar, coordinar y estimular las acciones de cooperación internacional con las 
instituciones e instancias que establece el artículo 3 del presente ordenamiento;  

II. Coadyuvar con la Secretaría en la elaboración del Programa de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo, conforme a lo dispuesto en la Ley de Planeación, el 
cual deberá ser presentado al Consejo Consultivo para sus observaciones y 
recomendaciones;  

III. Asesorar a la Secretaría, en el ámbito de su competencia, sobre los tratados 
internacionales y convenios interinstitucionales que suscriba en materia de 
cooperación internacional;  

IV. Apoyar, supervisar, evaluar y dar seguimiento, en el ámbito de su competencia 
y en coordinación con las instituciones cooperantes que correspondan, a la 
ejecución de las políticas y acciones de cooperación internacional de conformidad 
con los lineamientos del Programa y del Plan Nacional de Desarrollo;  

V. Establecer, bajo criterios objetivos y transparentes, la calificación de cooperante 
y precisar los alcances de su misión, en los acuerdos internacionales que se 
suscriban en la materia, tanto para los nacionales mexicanos que participen en 
acciones de cooperación internacional en terceros países como de extranjeros que lo 
hagan en México, sin perjuicio de lo establecido en los tratados internacionales;  

VI. Celebrar, con la participación de las instancias competentes de la Secretaría, 
convenios con los gobiernos de las entidades federativas, de municipios, 
universidades e instituciones de educación superior e investigación, pertenecientes 
al sector público, para la realización de acciones de cooperación internacional;  

VII. Celebrar convenios de colaboración con agencias de cooperación internacional 
de otras naciones para realizar acciones conjuntas en terceros países con menor 
desarrollo relativo con apego al artículo 8 de esta ley;  
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VIII. Administrar, como parte de sus funciones, el Registro Nacional y el Sistema 
Nacional de Información de la Cooperación Internacional para el Desarrollo;  

IX. Promover, con la participación de las instancias competentes de la Secretaría, la 
constitución de un fondo para el financiamiento de las acciones de cooperación 
internacional y de los programas específicos consignados en acuerdos y convenios, 
conforme a lo dispuesto en el Capítulo I del Título Cuarto de esta ley;  

X. Ejercer las funciones generales asignadas en el Reglamento Interior de la 
Secretaría y en acuerdos reglamentarios que de él deriven, y  

XI. Las demás que le correspondan, conforme a las disposiciones legales aplicables. 

Artículo 11. Es obligación expresa de la Amexcid identificar opciones de cooperación 
internacional y, en su caso, elaborar las evaluaciones previas a la ejecución de los proyectos 
que se deriven de ellas, en coordinación con las instancias e instituciones involucradas, a 
fin de contar con referentes claros para la formulación de evaluaciones de los resultados e 
impactos al término de su ejecución, cuya elaboración será igualmente obligación expresa 
de la propia Amexcid.  

Artículo 12. La Amexcid, con apoyo en los datos del Registro Nacional, deberá desarrollar 
una metodología para contabilizar el total de los recursos humanos, financieros y técnicos 
que el conjunto de los actores mexicanos de la cooperación internacional del sector público 
destinan a este propósito.  

Artículo 13. Es responsabilidad de la Amexcid que su personal se mantenga actualizado en 
relación con las mejores prácticas en materia de cooperación internacional, desarrolladas, 
adoptadas y aplicadas por agencias de cooperación de terceros países y por organismos 
multilaterales especializados en la materia.  

Capítulo III  
De las Autoridades de la Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para el 
Desarrollo  

Artículo 14. La dirección y administración de la Amexcid corresponden a:  

I. El Consejo Consultivo; y  

II. El Director Ejecutivo. 

Los cargos en el Consejo Consultivo serán de carácter honorífico. La Dirección Ejecutiva 
contará con la estructura orgánica y administrativa que se establezca en el Reglamento 
Interior de la Secretaría.  
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Capítulo IV  
Del Consejo Consultivo de la Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para el 
Desarrollo  

Artículo 15. El Consejo Consultivo de la Amexcid será responsable de contribuir a la 
formulación del Programa de Cooperación Internacional para el Desarrollo, o su 
equivalente y de la política pública en esta materia, cuya definición es responsabilidad de la 
Secretaría. El Consejo Consultivo estará integrado por un representante de cada una las 
Secretarías y entidades que se mencionan a continuación, quienes tendrán derecho a voz y 
voto:  

a) Secretaría de Gobernación;  
b) Secretaría de Relaciones Exteriores;  

c) Secretaría de la Defensa Nacional;  
d) Secretaría de Marina;  

e) Secretaría de Hacienda y Crédito Público;  
f) Secretaría de Desarrollo Social;  

g) Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales;  
h) Secretaría de Energía;  

i) Secretaría de Economía;  
j) Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación;  

k) Secretaría de Comunicaciones y Transportes;  
l) Secretaría de la Función Pública;  

m) Secretaría de Educación Pública;  
n) Secretaría de Salud;  

ñ) Secretaría del Trabajo y Previsión Social;  
o) Secretaría de Turismo;  

p) Seis representantes del Poder Legislativo, tres del Senado de la República y tres 
del la Cámara de Diputados, integrantes de las Comisiones de Relaciones 
Exteriores, respectivamente;  

q) Representante de la Conferencia Nacional de Gobernadores;  

r) Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología;  
s) Consejo Nacional para la Cultura y las Artes;  
t) Comisión Nacional de los Derechos Humanos;  

u) Titular de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas;  
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v) Las representaciones de gobiernos municipales que agrupen a un mínimo del 10 
por ciento de la totalidad de municipios de los Estados Unidos Mexicanos; y  

w) Representante de la Asociación Nacional de Universidades e Institutos de 
Educación Superior. 

La Presidencia del Consejo Consultivo estará a cargo del titular de la Secretaría de 
Relaciones Exteriores.  

Los integrantes propietarios del Consejo Consultivo deberán contar con sus respectivos 
suplentes, los cuales habrán de tener el nivel jerárquico inmediato inferior y contarán con 
las mismas facultades que los propietarios en caso de ausencia de éstos.  

El Consejo podrá solicitar a su presidente invitar a representantes de los Gobiernos de las 
entidades federativas y municipios, que no estuvieran representados en el Consejo, así 
como de los sectores privado, social y académico, quienes participarán con derecho a voz.  

Artículo 16. Corresponde al Consejo Consultivo de la Amexcid:  

I. Analizar la propuesta de designación del Director Ejecutivo de la Amexcid que 
haga el titular de la Secretaría de Relaciones Exteriores al titular del Ejecutivo 
federal;  

II. Conocer el Programa y, en su caso, hacer recomendaciones a la Secretaría para 
su correcta integración;  

III. Formular recomendaciones sobre proyectos y programas específicos de 
cooperación internacional y líneas generales de acción de la Amexcid;  

IV. Conocer de las evaluaciones anuales sobre los resultados de las acciones de 
cooperación y asistencia internacional realizadas o coordinadas por la Amexcid y 
emitir opinión sobre las mismas; y  

V. Sesionar ordinariamente dos veces al año y en forma extraordinaria cuando se 
considere que existen asuntos de especial interés o trascendencia en las materias de 
su competencia. 

El Presidente del Consejo Consultivo, podrá convocar a reuniones de los Consejos 
Técnicos que se constituyan a propuesta del Director Ejecutivo para que opinen o 
participen en la elaboración y evaluación de acciones específicas de cooperación 
internacional en temas especializados.  

Artículo 17. Los acuerdos en el seno del Consejo Consultivo se tomarán por mayoría 
simple; en caso de empate, el Presidente del mismo tendrá voto de calidad.  
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Capítulo V  
Del Director Ejecutivo de la Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para el 
Desarrollo  

Artículo 18. Al frente de la Amexcid habrá un Director Ejecutivo, quien será propuesto por 
el titular de la Secretaría de Relaciones Exteriores, analizado por el Consejo Consultivo y 
designado por el titular del Poder Ejecutivo federal.  

Artículo 19. El Director Ejecutivo tendrá las siguientes atribuciones:  

I. Establecer políticas, lineamientos, criterios, sistemas y procedimientos de carácter 
técnico y administrativo, que deban regir en las áreas administrativas con que 
cuente la Amexcid;  

II. Acordar y suscribir los convenios y contratos relativos a la Amexcid, de 
conformidad con las disposiciones y lineamientos que fijen las unidades 
administrativas centrales de la Secretaría;  

III. Administrar los recursos humanos, así como los financieros y materiales que se 
le asignen a la Amexcid para el desarrollo de sus actividades;  

IV. Coordinar con el conjunto de instituciones cooperantes las acciones necesarias 
para la elaboración del Programa y presentar la propuesta al Consejo Consultivo;  

V. Realizar las acciones que se requieran para el cumplimiento de las políticas, 
objetivos y metas establecidos en el Programa y coordinar su ejecución, de 
conformidad con las políticas, lineamientos y procedimientos emitidos por la 
Secretaría, tomando en cuenta las recomendaciones del Consejo Consultivo;  

VI. Plantear al Consejo Consultivo la constitución de Consejos Técnicos para el 
tratamiento de temas específicos de cooperación internacional, con la participación 
de los especialistas de las instancias e instituciones consignadas en el artículo 3;  

VII. Elaborar el anteproyecto del Programa de presupuesto anual de la Amexcid, 
sometiéndolo a la consideración de la Secretaría y, una vez aprobado, conducir su 
correcta y oportuna ejecución;  

VIII. Proponer los proyectos de manuales de organización, procedimientos y 
servicios al público, relativos a la Amexcid, previo dictamen de la Oficialía Mayor, 
los cuales deberán ser expedidos por el titular de la Secretaría;  

IX. Proponer al titular de la Secretaría la delegación de atribuciones en servidores 
públicos subalternos;  
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X. Participar, en el ámbito de su competencia, en el diseño y establecimiento de los 
mecanismos de coordinación y concertación que se establezcan con las autoridades 
federales, estatales y municipales;  

XI. Coordinarse con los titulares de las unidades administrativas de la Secretaría 
para el eficaz despacho de los asuntos de su competencia;  

XII. Proporcionar la información, los datos, criterios de calificación o de la 
cooperación técnica que le sea requerida oficialmente, de conformidad con lo 
dispuesto en esta ley y lo establecido en la Ley Federal de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública Gubernamental;  

XIII. Vigilar que se cumpla estrictamente con las disposiciones legales y 
administrativas en todos los asuntos cuya atención le corresponda;  

XIV. Cumplir con las normas de control y fiscalización que establezcan las 
disposiciones legales correspondientes;  

XV. Presentar al Consejo Consultivo el informe semestral del desempeño de las 
actividades de la Amexcid, incluido el ejercicio del presupuesto y los estados 
financieros correspondientes, las metas propuestas y los compromisos asumidos, sin 
perjuicio de hacer lo propio con la Secretaría;  

XVI. Ejecutar los acuerdos que dicte el Consejo Consultivo, informando a la 
Secretaría;  

XVII. Asistir a las sesiones del Consejo Consultivo con derecho a voz, pero sin 
voto, salvo que el Consejo determine lo contrario;  

XVIII. Desempeñar el cargo de Secretario Ejecutivo del Consejo Consultivo, y  

XIX. Las demás que le confieran la presente Ley, el Reglamento Interior de la 
Secretaría de Relaciones Exteriores, así como otras disposiciones legales aplicables. 

Artículo 20. Para ser Director Ejecutivo de la Amexcid se requiere:  
I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento y estar en pleno goce y ejercicio de sus 
derechos civiles y políticos;  

II. Contar con experiencia en la materia objeto de la Amexcid;  

III. Haber desempeñado cargos afines a la cooperación internacional para el 
desarrollo cuyo ejercicio requiera conocimientos y experiencias en materia 
administrativa o académica o científica;  

IV. Tener cumplidos treinta años de edad al día de su designación, y  
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V. Gozar de buena reputación. 

Artículo 21. El Director Ejecutivo de la Amexcid no podrá desempeñar, durante el 
ejercicio de su encargo, ningún otro empleo, cargo o comisión distintos que sean 
remunerados, con excepción de los de carácter docente o científico.  

Capítulo VI  
Del Programa de Cooperación Internacional para el Desarrollo  

Artículo 22. Las políticas y mecanismos de ejecución de la Cooperación Internacional 
estarán establecidos en el Programa correspondiente, o en el marco del Plan Nacional de 
Desarrollo.  

Artículo 23. El Programa es la base para la planeación y ejecución de las acciones de 
cooperación internacional, así como de las estrategias de recepción, transferencia e 
intercambio de recursos, bienes, conocimientos y experiencias en materia educativa, 
cultural, técnica, científica, económica y financiera.  

Artículo 24. El Programa deberá considerar los siguientes aspectos:  

I. La política general de cooperación internacional consistente en el conjunto de 
acciones de transferencia de recursos, bienes, conocimientos y experiencias 
educativas, culturales, técnicas, científicas, económicas y financieras, de terceros 
países y de organizaciones internacionales a México, y de México a terceros países, 
con el propósito fundamental de fortalecer en ambos casos las capacidades 
nacionales para el desarrollo;  

II. La identificación de las áreas geográficas que resulten prioritarias para el interés 
de México en materia de oferta de cooperación internacional, en primer término 
Centroamérica y el resto de los países de América Latina y el Caribe;  

III. La identificación de los contenidos prioritarios de la cooperación internacional, 
entre los cuales deberán de figurar de manera obligada: investigación científica y 
tecnológica en todos los ámbitos de interés nacional, salud, educación, protección 
del medio ambiente y prevención de desastres, bajo los principios señalados en el 
último párrafo del artículo primero de esta ley;  

IV. Los medios y estrategias contemplados para el cumplimiento de los objetivos 
del Programa, y  

V. Las políticas que regirán la coordinación y concertación del Ejecutivo federal 
con las instancias e instituciones enunciados en el artículo 3 de este ordenamiento. 

Artículo 25. En la orientación de la política de cooperación internacional, el Programa 
deberá:  
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I. Estimular la participación de las dependencias y entidades del sector público, así 
como de las instituciones de educación superior, los centros de investigación 
científica y de desarrollo tecnológico, y de los organismos culturales, también 
pertenecientes al sector público en las acciones de cooperación internacional;  

II. Establecer los lineamientos para garantizar el apoyo a la cooperación 
internacional de México por parte de las representaciones diplomáticas y consulares 
del gobierno federal en el exterior;  

III. Impulsar la concertación de convenios, acuerdos marco y otros instrumentos 
jurídicos de cooperación internacional;  

IV. Promover la diversidad cultural y la proyección de México en el exterior como 
un Estado pluriétnico y multicultural;  

V. Privilegiar la demanda de cooperación internacional para fortalecer la formación 
de recursos humanos en las áreas de mayor importancia estratégica para el 
desarrollo nacional;  

VI. Promover el fortalecimiento institucional para la cooperación internacional, con 
especial énfasis en la formación de recursos humanos especializados en la gestión 
de la oferta mexicana en la materia;  

VII. Propiciar la celebración de acuerdos internacionales para la realización de 
proyectos de cooperación internacional de gran impacto y largo alcance, 
participando de manera activa en los organismos de cooperación internacional de 
distinta índole de los que México forme parte;  

VIII. Incorporar lo dispuesto en las leyes mexicanas en lo relativo a la prestación de 
ayuda humanitaria en casos de desastres; y  

IX. Garantizar la coherencia con la consecución de los Objetivos del Milenio de la 
Organización de las Naciones Unidas, así como con aquellos otros acuerdos y 
convenciones internacionales que incidan en la cooperación internacional y de los 
que México forme parte. 

Artículo 26. El Programa deberá ser evaluado anualmente por la Secretaría de Relaciones 
Exteriores,sin perjuicio de las facultades que en materia de evaluación correspondan a otras 
instancias y podrá ser revisado cada dos años para ajustarlo tanto a las modificaciones que 
se produzcan en los ámbitos específicos de su aplicación, como a los avances y limitaciones 
que se observen en su ejecución.  

El Senado de la República, en ejercicio de sus facultades constitucionales en materia de 
política exterior, podrá formular observaciones al Programa.  
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Por su parte, la Cámara de Diputados podrá realizar observaciones al Programa, con base 
en lo dispuesto en el artículo 34 de esta ley.  

Título Tercero  
Del Registro de Información de la Cooperación Internacional para el Desarrollo  

Capítulo I  
Del Registro Nacional de la Cooperación Internacional  

Artículo 27. Se crea el Registro Nacional de la Cooperación Internacional para el 
Desarrollo, como una función de la Amexcid, que estará bajo su responsabilidad directa, 
sujeto a las disposiciones que al efecto prevea el Reglamento Interior de la Secretaría.  

Artículo 28. En el Registro Nacional se inscribirán:  

I. La relación de instituciones mexicanas públicas, participantes en las acciones de 
cooperación internacional;  

II. Los acuerdos y convenios en materia de cooperación internacional suscritos por 
el gobierno mexicano con otros gobiernos y entidades multilaterales;  

III. Los proyectos y acciones de cooperación internacional en los cuales participen 
como receptores o donantes las instancias e instituciones consignadas en el artículo 
3, y en cuya promoción, acuerdo y ejecución participen la Secretaría y/o la 
Amexcid;  

IV. Las ofertas de cooperación internacional en materias educativas, culturales, 
técnicas, científicas, económicas y financieras presentadas a México por 
instituciones y gobiernos extranjeros y por organizaciones multilaterales;  

V. Las demandas de cooperación internacional en materia educativa, cultural, 
técnica, científica, económica y financiera, planteadas a México por terceros países;  

VI. Los sujetos enunciados en el artículo 3 que hubieran recibido de la Amexcid la 
calificación de cooperantes;  

VII. Los acuerdos de cooperación internacional que celebren, tanto en calidad de 
oferentes como de demandantes, los gobiernos de los estados y municipios, así 
como las universidades e instituciones de educación superior y los centros de 
investigación pertenecientes al sector público;  

VIII. Los informes de los cooperantes mexicanos y extranjeros al término de sus 
misiones de cooperación internacional;  

IX. Los tratados internacionales y las disposiciones jurídicas referidas directa o 
indirectamente a la cooperación internacional para el desarrollo;  
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X. Los montos de las asignaciones presupuestales federales al Fondo Nacional para 
la Cooperación Internacional, así como los fideicomisos creados para el 
financiamiento de proyectos específicos;  

XI. Las evaluaciones de los resultados finales de las acciones de cooperación 
internacional coordinadas por la Amexcid, y  

XII. Los montos, modalidades y ejercicio de los recursos financieros, las donaciones 
y las aportaciones en especie provenientes de gobiernos extranjeros y organismos 
internacionales, que se deriven de los esquemas de cooperación nacional de los que 
forme parte el gobierno mexicano. 

Artículo 29. Es obligación de los gobiernos de los estados y municipios, las universidades 
e instituciones de educación superior y de los centros de investigación pertenecientes al 
sector público, notificar al Registro Nacional los acuerdos de cooperación internacional que 
celebren con entidades e instituciones extranjeras tanto en calidad de oferentes como de 
demandantes, así como los proyectos, programas y acciones que se deriven de ellos. Esta 
obligación es complementaria de lo dispuesto en la Ley sobre la Celebración de Tratados en 
lo tocante a los acuerdos interinstitucionales.  

Capítulo II  
Del Sistema de Información de la Cooperación Internacional para el Desarrollo  

Artículo 30. Con base en la información inscrita en el Registro Nacional, la Amexcid 
creará, organizará, administrará y mantendrá actualizado, como una de sus funciones, el 
Sistema de Información de la Cooperación Internacional para el Desarrollo, estableciendo 
un banco de información que permita identificar la concurrencia y, en su caso, la duplicidad 
de esfuerzos, así como las posibles iniciativas contradictorias de cooperación internacional 
que impulsen el gobierno federal y el resto de los actores nacionales a los que se refiere el 
artículo 3 de esta ley que intervengan en esta actividad.  

La información inscrita en el Registro Nacional será pública y estará sujeta a lo dispuesto 
por la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental.  

Artículo 31. Toda persona tendrá derecho a que la Amexcid ponga a su disposición la 
información puntual que solicite sobre la cooperación internacional para el desarrollo, en 
los términos previstos por las leyes.  

Artículo 32. La Amexcid, bajo la coordinación de la Secretaría de Relaciones Exteriores, 
diseñará y pondrá en práctica una política de divulgación de los resultados e impacto de las 
acciones de cooperación internacional destinada a formar opinión pública sobre este tema, 
destacando los beneficios de diversa índole, incluidos los de desarrollo y de promoción 
internacional que México deriva como receptor y oferente de la cooperación internacional.  

Artículo 33. Las instancias e instituciones otorgantes o beneficiarias de las acciones de 
cooperación internacional estarán obligadas a colaborar con la Amexcid en la organización 
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y actualización del sistema de información, mediante la presentación anual de informes 
sobre los acuerdos interinstitucionales que celebren en materia de cooperación internacional 
para el desarrollo.  

Título Cuarto  
Del Financiamiento de la Cooperación Internacional para el Desarrollo  

Artículo 34. Las acciones de cooperación internacional se financiarán con asignaciones 
presupuestales federales aprobadas por la Cámara de Diputados, así como con aportaciones 
financieras y en especie de gobiernos extranjeros y organismos internacionales, y con 
aportaciones financieras y en especie de los gobiernos de las entidades federativas y de los 
municipios.  

Capítulo I  
Del Fondo Nacional y otros Fondos de Cooperación Internacional para el Desarrollo  

Artículo 35. El Fondo Nacional de Cooperación Internacional para el Desarrollo se 
integrará con las asignaciones presupuestales federales para Programas de Cooperación 
Internacional, en el marco del Programa de Cooperación Internacional para el Desarrollo, y 
por las aportaciones enunciadas en el artículo 34 de este ordenamiento.  

Artículo 36. Los recursos del Fondo tendrán como destino la consecución de los objetivos 
a que se refiere el artículo 1 de esta ley, para sufragar entre otros, los siguientes costos:  

I. Capacitación de personas para que actúen en calidad de cooperantes mexicanos;  

II. Movilización de cooperantes mexicanos a terceros países;  

III. Adquisición de materiales didácticos para respaldar las acciones de cooperación 
internacional;  

IV. Donación de equipos y materiales a países con menor grado de desarrollo 
relativo, para la aplicación de los conocimientos transferidos, y  

V. Asunción de los costos de estancia en México de cooperantes extranjeros cuando 
así lo estipulen los convenios internacionales respectivos. 

Artículo 37. El Fondo Nacional de Cooperación Internacional podrá ser receptor de 
recursos externos destinados a proyectos específicos de cooperación internacional para el 
desarrollo y en su caso, efectuará la transferencia de los mismos a las dependencias y 
entidades de la Administración Pública Federal responsables de su ejecución, con apego a 
lo dispuesto en los ordenamientos jurídicos en la materia.  

Artículo 38. El Fondo Nacional de Cooperación Internacional se administrará mediante un 
fideicomiso constituido conforme a lo dispuesto en la Ley Federal de Presupuesto y 
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Responsabilidad Hacendaria, considerando que la cooperación internacional constituye una 
prioridad estratégica tanto para el desarrollo como para la política exterior de México.  

Artículo 39. El Comité Técnico y de Administración del fideicomiso estará integrado por 
representantes de la Secretaría de Relaciones Exteriores, de la Amexcid y de la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público, así como por tres representantes del Consejo Consultivo, de 
los cuales uno tendrá que ser miembro del Poder Legislativo.  

Artículo 40. La Amexcid podrá promover la constitución de fondos de cooperación 
internacional para la ejecución de acciones específicas. Los recursos de estos fondos se 
administrarán mediante fideicomisos especiales, constituidos conforme a lo dispuesto en la 
Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria.  

Los Comités Técnicos y de Administración de estos fideicomisos se integrarán con 
funcionarios de la Amexcid, de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y de las 
instituciones u organismos que participen en los proyectos a los cuales se asignarán los 
fondos. En todos los casos los representantes de las dependencias y entidades del Ejecutivo 
federal serán mayoría.  

Artículo 41. Los bienes donados a favor de las entidades federativas y los municipios, 
invariablemente se incorporarán al patrimonio del Estado o de los municipios.  

Artículo 42. La Amexcid, por conducto de la Secretaría de Relaciones Exteriores, 
presentará a las Secretarías de Hacienda y Crédito Público y de la Función Pública un 
informe anual sobre los recursos financieros recibidos y aplicados directamente por la 
propia Agencia.  

Artículo 43. Las Secretarías de Hacienda y Crédito Público y de la Función Pública 
intervendrán, en el marco de sus respectivas competencias, para evaluar y fiscalizar la 
gestión de los flujos financieros realizados directamente por la Amexcid y por los 
fideicomisos creados en los términos establecidos en esta ley.  

Transitorios  

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor a los diez días siguientes a su 
publicación en el Diario Oficial de la Federación.  

Artículo Segundo. La Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo 
a que se refiere la presente Ley, deberá constituirse dentro de los 120 días siguientes a su 
entrada en vigor, mediante la reasignación de los recursos de todo tipo que se destinan 
actualmente a las tareas de cooperación internacional en la estructura y presupuesto de la 
Secretaría de Relaciones Exteriores.  

Los programas, proyectos y demás acciones que, en cumplimiento a lo dispuesto en esta ley 
y en razón de su competencia, corresponda ejecutar a las dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal, deberán sujetarse a la disponibilidad presupuestaria que se 
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apruebe para dichos fines en el Presupuesto de Egresos de la Federación y a las 
disposiciones de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria.  

Artículo Tercero. El Programa a que se refiere la Ley de Cooperación Internacional para 
el Desarrollo, deberá ser integrado al Plan Nacional de Desarrollo dentro de los 120 días 
que sigan a la constitución de la Amexcid.  

Artículo Cuarto. El Registro Nacional deberá ser instituido, como una función de la 
Amexcid, dentro de los 180 días siguientes a la constitución del órgano desconcentrado.  

Artículo Quinto. El Fondo de Cooperación Internacional para el Desarrollo a que se refiere 
la presente Ley, deberá constituirse dentro de los 120 días siguientes a la constitución de la 
Amexcid, integrando como recursos semilla aquellos que ya forman parte del presupuesto, 
tales como el Fondo Mexicano para la Cooperación con Centroamérica y el Caribe, el 
Programa de Acciones Estratégicas de México con el Caribe, el Programa de Cooperación 
entre México e Iberoamérica y el Fondo 22 México-OEA, así como los recursos de 
contraparte de los proyectos de cooperación acordados con la Unión Europea y varios 
países pertenecientes a la OCDE.  

Artículo Sexto. La Secretaría de Relaciones Exteriores será la autoridad competente para la 
aplicación e interpretación de la Ley de Cooperación Internacional para el Desarrollo; en tal 
virtud, dentro de los 180 días siguientes a la aprobación de la Ley en la materia, propondrá 
al Ejecutivo federal la adecuación del Reglamento Interior que la rige, a fin de incluir a la 
Amexcid como órgano desconcentrado y señalar las atribuciones que esta ley le confiere.  

Artículo Séptimo. La Secretaría de Relaciones Exteriores, una vez publicada la presente 
Ley en el Diario Oficial de la Federación, le destinará a la Amexcid recursos presupuestales 
que le hayan sido asignados en el ejercicio fiscal en curso, a fin de iniciar sus trabajos en el 
tiempo señalado en este capítulo.  

Artículo Octavo. El personal de la Secretaría de Relaciones Exteriores que, en aplicación 
de esta ley pase a la Amexcid, incluido el perteneciente al Servicio Exterior Mexicano, en 
ninguna forma resultará afectado en los derechos que haya adquirido en virtud de su 
relación laboral con la administración pública federal.  

Artículo Noveno. Si alguna unidad administrativa de la Secretaría de Relaciones Exteriores 
pasa a formar parte de la Amexcid, el traspaso se hará incluyendo al personal a su servicio, 
mobiliario, archivo y, en general, el equipo que la dependencia haya utilizado para la 
atención de los asuntos a su cargo.  

La Comisión de Relaciones Exteriores  

Diputados: Porfirio Muñoz Ledo (rúbrica), Francisco Herrera Jiménez (rúbrica), María del Carmen 
Izaguirre Francos (rúbrica), Leonardo Arturo Guillén Medina (rúbrica), Alejandra Noemí Reynoso Sánchez 
(rúbrica), José Luis Jaime Correa (rúbrica), Caritina Sáenz Vargas (rúbrica), Jaime Álvarez Cisneros 
(rúbrica), Ana Georgina Zapata Lucero (rúbrica), Beatriz Elena Paredes Rangel (rúbrica), Miguel Ernesto 
Pompa Corella (rúbrica), Jesús Ramírez Rangel (rúbrica), Omar Rodríguez Cisneros, Wendy Guadalupe 
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Rodríguez Galarza (rúbrica), Luis Éric Rubio Barthell (rúbrica), David Ricardo Sánchez Guevara (rúbrica), 
Norma Sánchez Romero (rúbrica), María del Pilar Torre Canales (rúbrica), Eduardo Alonso Bailey Elizondo 
(rúbrica), Raúl Domínguez Rex (rúbrica), Heliodoro Díaz Escárraga (rúbrica), Augusta Valentina Díaz de 
Rivera (rúbrica), Carlos Flores Rico (rúbrica), Martín García Avilés (rúbrica), Arturo García Portillo 
(rúbrica), Olivia Guillén Padilla (rúbrica), María Dina Soto Herrera, Tereso Medina Ramírez (rúbrica), 
Leoncio Alfonso Morán Sánchez (rúbrica).  
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DE LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, CON PROYECTO DE DECRETO POR EL 
QUE SE EXPIDE LA LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES 
EN POSESIÓN DE LOS PARTICULARES; Y SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 3, 
FRACCIONES II Y VII, Y 33, ASÍ COMO LA DENOMINACIÓN DEL CAPÍTULO II 
DEL TÍTULO SEGUNDO DE LA LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO 
A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL  

Honorable Asamblea:  

A la Comisión de Gobernación le fueron turnadas para su estudio, análisis y dictamen 
correspondiente, las iniciativas con proyecto de decreto por las que se expiden la Ley 
Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares y la Ley Federal 
de Protección de Datos Personales.  

Esta Comisión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 16, 72 y 73 fracción XXIX-
O de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los artículos 39, 45 
numeral 6, incisos e) y f) y numeral 7 de la Ley Orgánica del Congreso General de los 
Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 56, 60, 65, 87, 88, 93 y 94 del 
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos 
Mexicanos, y habiendo analizado el contenido de las Iniciativas de referencia, somete a la 
consideración de esta Honorable Asamblea el presente dictamen, basándose en los 
siguientes:  

I. Antecedentes  

1. Con fecha 6 de septiembre de 2001, el Diputado Federal Miguel Barbosa Huerta, 
integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, presentó la 
iniciativa con proyecto de decreto que expide la Ley de Protección de Datos Personales.  

2. Esa misma fecha, el 6 de septiembre de 2001, la Presidencia de la Mesa Directiva, 
dispuso que la Iniciativa señalada en el numeral anterior, fuera turnada a la Comisión de 
Gobernación y de Seguridad Pública de la Cámara de Diputados para su estudio y 
dictamen.  

3. Con fecha 12 de enero de 2005, el Diputado Federal Jesús Martínez Álvarez, del Grupo 
Parlamentario de Convergencia, presentó la iniciativa con proyecto de decreto que expide 
la Ley Federal de Protección de Datos Personales.  

4. En esa misma fecha, el 12 de enero de 2005, la Presidencia de la Mesa Directiva, dispuso 
que la Iniciativa señalada en el numeral anterior, fuera turnada a la Comisión de 
Gobernación para su estudio y dictamen.  
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5. Con fecha 23 de febrero de 2006, el Diputado Federal David Hernández Pérez, del Grupo 
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, presentó la iniciativa con proyecto 
de decreto que expide la Ley Federal de Protección de Datos Personales.  

6. En esa misma fecha, el 23 de febrero de 2006, la Presidencia de la Mesa Directiva, 
dispuso que la Iniciativa señalada en el numeral anterior, fuera turnada a la Comisión de 
Gobernación para su estudio y dictamen.  

7. Con fecha 22 de marzo de 2006, la Diputada Federal Sheyla Fabiola Aragón Cortés, del 
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, presentó la iniciativa con proyecto de 
decreto que expide la Ley Federal de Protección de Datos Personales.  

8. En esa misma fecha, el 22 de marzo de 2006, la Presidencia de la Mesa Directiva, 
dispuso que la Iniciativa señalada en el numeral anterior, fuera turnada a la Comisión de 
Gobernación para su estudio y dictamen.  

9. Con fecha 4 de noviembre de 2008, el Diputado Federal Luis Gustavo Parra Noriega, 
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, presentó iniciativa con 
proyecto de Decreto, por la que se expide la Ley de Protección de Datos Personales en 
Posesión de los Particulares.  

10. En esa misma fecha, el 4 de noviembre de 2008, la Presidencia de la Mesa Directiva, 
dispuso que la Iniciativa señalada en el numeral anterior, fuera turnada a la Comisión de 
Gobernación de la Cámara de Diputados para su estudio y dictamen, y a la Comisión de 
Presupuesto y Cuenta Pública, para su opinión.  

11. El 3 de marzo de 2009, la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, emitió opinión 
del impacto presupuestario de la iniciativa con proyecto de decreto que expide la Ley de 
Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares, considerando que la misma 
genera un impacto presupuestario en razón de que se propone la creación de un organismo 
descentralizado de la Administración Pública Federal llamado "Comisión Nacional de 
Protección de Datos Personales", en la que se contempla la creación de una estructura 
orgánica integrada por cuatro comisionados, un Comisionado Presidente, una secretaría 
ejecutiva, una Secretaría Técnica del pleno, una Secretaría de Acuerdos y el titular del 
órgano interno de control por lo que la Comisión mencionada, con base a en la 
valoración realizada por el Centro de Estudios de las Finanzas Públicas de la Cámara 
de Diputados, concluye que la iniciativa presentada por el diputado Luis Gustavo 
Parra Noriega, sí implica un impacto presupuestario aproximado para el primer año 
de 261.8 millones de pesos.  

12. Con fecha 11 de diciembre del año 2008, el Diputado Federal Adolfo Mota Hernández, 
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, presentó 
iniciativa con proyecto de Decreto, por la que se expide la Ley Federal de Protección de 
Datos Personales.  

13. Esa misma fecha, el 11 de diciembre de 2008, la Presidencia de la Mesa Directiva, 
dispuso que la Iniciativa citada en el numeral anterior, fuera turnada a la Comisión de 
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Gobernación de la Cámara de Diputados para su estudio y dictamen, y a la Comisión de 
Presupuesto y Cuenta Pública, para su opinión.  

14. La iniciativa del Diputado Miguel Barbosa Huerta, del Grupo Parlamentario del 
Partido de la Revolución Democrática y la del Diputado Jesús Martínez Álvarez,del 
Grupo Parlamentario de Convergencia, pretenden regular la protección de los datos 
personales en posesión de entes públicos y en Posesión de los Particulares, razón por la cual 
se mencionan como antecedente, pero por ser de una naturaleza distinta a la del presente 
documento no forman parte de las consideraciones ni son dictaminadas, razón por la cual se 
deja para ser dictaminada en el momento oportuno. De igual manera, la iniciativa de la 
Diputada Federal Norma Leticia Orozco Torres, del Grupo Parlamentario del Partido 
Verde Ecologista de México, la cual fue presentada el día 2 de febrero del presente año, que 
coincide en contenido con las anteriores, no forma parte del dictamen, pues en opinión de 
los integrantes de este órgano legislativo, estas propuestas deben estar sujetas a un 
tratamiento distinto.  

15. Con fecha 18 de marzo del año 2010, los miembros de esta Comisión de Gobernación, 
discutieron y aprobaron el presente dictamen.  

II. Contenido de las iniciativas  

1. Iniciativa del Diputado Miguel Barbosa Huerta, que contiene el proyecto de decreto 
que expide la Ley de Protección de Datos Personales.  

Tiene por objeto la protección integral de los datos personales asentados en archivos, 
registros, bancos de datos u otros medios técnicos de tratamiento de datos destinados a dar 
informes, sean estos públicos o privados. Opt In, Prohibición de flujo transfronterizo de 
datos personales, registro de bases de datos.  

Afirma el Diputado proponente que: "el derecho a la privacidad es uno de los derechos 
humanos esenciales que dan contenido y substancia a la dignidad humana".  

Continua el proponente afirmando que: "El derecho a la intimidad se manifiesta así, como 
la facultad que tiene cada persona de disponer de su esfera, reducto infranqueable de 
libertad individual, el cual no puede ser invadido por terceros, ya sean particulares o el 
propio Estado. El reconocimiento y salvaguarda de este derecho presuponen, pues, las 
condiciones mínimas indispensables para que el ser humano pueda desarrollar su 
individualidad en inteligencia y libertad". [...]  

"Los medios tradicionales de protección de la vida privada han sido absolutamente 
desbordados por las nuevas modalidades de injerencia que en contra de ella 
proporciona el actual adelanto científico y tecnológico. El empleo de nuevas 
tecnologías permite acumular una cantidad enorme de información que es ordenada 
y clasificada automáticamente y que puede ser almacenada en espacios muy 
reducidos. La información puede ser recogida en cualquier parte del mundo y, 
mediante conexiones telefónicas, quedar clasificada en el acto. En esta forma sería 
posible compilar una información abundante sobre cada individuo y reunir un 



Gaceta Parlamentaria, Cámara de Diputados, número 2987-VI, martes 13 de abril de 2010. 
 

4 
 

conjunto de datos que aisladamente nada dicen y que por ello no se ocultan, pero 
que al ser presentados en forma sistematizada pueden constituir una seria amenaza 
contra la intimidad de la persona".  

"Hasta hace pocos años, las fronteras de la privacidad estaban defendidas por el 
tiempo y el espacio. El tiempo permitía, con su transcurso, que desaparecieran los 
recuerdos de las actividades ajenas, impidiendo, así, la configuración de una historia 
lineal e ininterrumpida de la persona; el espacio, con la distancia que imponía, hasta 
hace poco casi insuperable, hacía difícil que tuviésemos conocimiento exacto de los 
hechos que, protagonizados por los demás, hubieran sucedido en lugares distantes. 
El tiempo y el espacio operaban, así, como una salvaguarda natural de la privacidad 
de la persona".  

"Uno y otro límites (sic) han desaparecido hoy. Las modernas técnicas de 
comunicación permiten salvar sin dificultades el espacio, y la informática posibilita 
almacenar todos los datos que se obtienen a través de las comunicaciones y acceder 
a ellos en apenas segundos, por distante que fuera el lugar donde transcurrieron los 
hechos. Los más diversos datos sobre la infancia, sobre la vida académica, 
profesional o laboral, sobre los hábitos de vida y consumo, sobre el uso del 
denominado dinero plástico, sobre las relaciones personales o, incluso, sobre las 
creencias religiosas e ideologías, por mencionar sólo algunos, podrían ser, así, 
compilados y obtenidos sin dificultar. Ello permitiría a quien dispusiese de ellos 
acceder a un conocimiento cabal de actitudes, hechos o pautas de comportamiento 
que, sin duda, pertenecen a la esfera privada de las personas; a aquélla a la que sólo 
deben tener acceso el individuo y, quizás, quienes le son más próximos, o aquellos a 
los que él autorice".  

De lo anterior, el iniciador de la propuesta en estudio dice: "Bajo los principios 
generales se definen también las pautas a las que deberá sujetarse la recolección de 
datos de carácter personal objeto de tratamiento, pautas encaminadas a garantizar 
tanto la veracidad de la información contenida en los datos almacenados como la 
congruencia y la racionalidad de la utilización de los datos. Este principio de la 
congruencia y la racionalidad, garantizará que los datos no puedan ser usados, sino 
cuando lo justifique la finalidad para la que han sido recabados; su observancia es, 
por ello, esencial para evitar la difusión incontrolada de la información".  

"Por su parte, el principio de consentimiento, o de autodeterminación, del mismo 
modo consagrado, otorga a la persona la posibilidad de determinar el nivel de 
protección de los datos a ella referentes. Su fundamento está constituido por la 
exigencia del consentimiento consciente e informado del afectado para que la 
recolección de datos sea lícita. Y ello, a su vez, se refuerza con la definición de lo 
que se denominan datos sensibles, que comprenden la ideología, las creencias 
religiosas, la raza, la salud y la vida sexual de un individuo. La protección reforzada 
de estos datos viene determinada porque los primeros de entre los datos 
mencionados sólo serán disponibles con el consentimiento expreso y por escrito del 
afectado, y los segundos sólo serán susceptibles de ser recopilación mediando dicho 
consentimiento o una autorización legal expresa, habilitación que, según exigencia 
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del proyecto ha de fundarse en razones de interés general. Mientras que en todo 
caso se establece la prohibición de los ficheros creados con la exclusiva finalidad de 
almacenar datos personales sensibles".  

"Pero indudablemente que los derechos que se establecen en favor del titular o 
afectado constituyen los elementos medulares de la parte general, y se configuran 
jurídicamente como derechos subjetivos encaminados a hacer operativos los 
principios genéricos". 

2. Iniciativa del Diputado Jesús Martínez Álvarez, del Grupo Parlamentario de 
Convergencia, que contiene el proyecto de decreto que expide la Ley Federal de 
Protección de Datos Personales.  

Es aplicable a los datos de las personas jurídicas. Establece la obligación de inscribir 
archivos, registros y bancos de datos destinados a proporcionar informes en el Registro que 
al efecto habilite el Instituto -un órgano dentro del IFAI con tres comisionados - encargado 
de controlar, organizar, estructurar, evaluar y vigilar la protección de los datos personales, 
así como a los responsables de los mismos.  

La acción de protección de los datos personales instituyendo que los titulares podrán 
ejercerla, para conocer los datos personales almacenados, así como la finalidad de aquellos 
y para solicitar la rectificación, supresión, confidencialidad o actualización de los datos 
personales en los casos en que se presuma la falsedad, inexactitud, desactualización de la 
información de que se trata, o el tratamiento de datos cuyo registro se encuentre prohibido.  

Sostiene el proponente que: "La protección de datos es, desde la perspectiva de la Ley 
Fundamental, una condición previa de la estructura democrática del país, por lo que los 
derechos de los gobernados plasmadas en la Constitución requieren, además ser detalladas 
en un ordenamiento jurídico, de ciertas normas que cimienten la situación de éstos frente a 
la autoridad, ante la eventualidad de un uso impropio del poder".  

Continua: "En cuanto a la protección de la persona no desconocemos que existen normas 
que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los gobernados, así como la 
salvaguarda de la seguridad y privacidad de las comunicaciones".  

"En tanto que la protección de datos no está plenamente garantizada la capacidad de 
la persona para comunicar y participar y, por lo tanto, es un elemento determinante 
tanto para la existencia como para la función de una sociedad democrática".  

"La protección de datos implica la salvaguardar los derechos fundamentales".  

"La decisión de crear un ordenamiento jurídico es una consecuencia tardía pero 
necesaria sobre Protección de Datos".  

"Es innegable la relación entre la protección de datos y los derechos fundamentales 
de las personas".  
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"Los representantes de la nación estamos obligados a establecer normas vinculantes 
que deben regir cualquier recopilación y procesamiento de datos personales".  

"Es inaceptable los afanes de entender la protección de datos tan solo como una 
variación de los derechos de la propiedad y que impulsan, por tanto, la 
comercialización de los datos personales".  

"La protección de datos debe tener como fin evidentemente definido como una 
condición vinculante que limite el uso de datos personales en cualquier fase de su 
procesamiento". [...] 

Finalmente sostiene que: "La iniciativa que se pone a consideración del Pleno tiene por 
objeto garantizar la protección de los datos personales que se encuentren contenidos en 
documentos, archivos, registros, bancos de datos, o bien, en otros medios tecnológicos de 
procesamiento de datos, sean de carácter públicos o privados, a efecto de proteger los 
derechos de las personas a la vida privada y a la intimidad, así como el acceso a la 
información que sobre las mismas se registre, en términos de los artículos 6, 14 y 16 de la 
Norma Suprema".  

3. Iniciativa del Diputado David Hernández Pérez, del Grupo Parlamentario del 
Partido Revolucionario Institucional, que contiene el proyecto de decreto que expide 
la Ley Federal de Protección de Datos Personales.  

Esta propuesta complementa la iniciativa de la diputada Sheyla Fabiola Aragón, además 
pretende regular las conductas de terceros en relación con los datos personales de los 
individuos, permitiendo a éstos, el derecho inalienable de decidir cómo proveer y controlar 
el acceso y uso de su información personal.  

Deja en el ámbito de los particulares, persona física o moral, la responsabilidad del 
tratamiento de datos personales, éstos serán los que atenderán en primera instancia la 
solicitud de los titulares para tramitar la rectificación, actualización o cancelación de sus 
datos, quienes tendrán derecho a acudir en segunda instancia al Instituto.  

Sostiene el proponente de la iniciativa bajo estudio que: "Diversos gobiernos alrededor del 
mundo y en el marco de los organismos internacionales han reconocido que la protección 
de datos personales es un derecho fundamental".  

"Sin embargo, la premisa básica detrás de la protección de los datos personales y de 
las regulaciones que gobiernan este derecho, debe ser la de la libertad de los 
individuos de controlar la forma en la que otros utilicen su información personal".  

"El tratamiento y utilización de los datos personales de un individuo, debe estar 
sujeto a reglas que aseguren que los mismos sean utilizados con fines legales y 
respetuosos del derecho fundamental de su protección". 
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Así mismo afirma que: "El derecho de protección de datos personales fundado en el control 
del individuo de la forma de su utilización por terceras personas, no depende del poder 
informático o del empleo de las nuevas tecnologías de la información y comunicaciones. 
Estas son sólo herramientas que pueden ser utilizadas para su procesamiento, pero que 
pueden también proveer medidas de protección adecuadas y positivas que permitan a los 
individuos ejercer su derecho a elegir quienes manejan y como deben ser manejados sus 
datos personales".  

Por lo que respecta a sus objetivos dice el proponente: "La presente iniciativa no pretende 
como otras aproximaciones al tema, regular los datos como un objeto o bien que pueda ser 
sujeto a reglamentación. La iniciativa pretende regular las conductas de terceros en relación 
con los datos personales de los individuos, permitiendo a éstos, el derecho inalienable de 
decidir como proveer y controlar el acceso y uso de su información personal".  

Para la elaboración de esta iniciativa se consultaron como referencia distintos documentos 
internacionales, regionales y nacionales, relativos a la protección de los datos personales. 
Sin embargo, su diseño busca como característica fundamental, respetar la libertad de 
decisión del individuo.  

Afirma que: "Esta iniciativa, entiende la realidad de nuestro país y busca que nuestra 
legislación sea compatible con las prácticas empresariales de nuestros principales socios 
comerciales. Hacerlo de otra forma no ayudará al importante objetivo del crecimiento y 
desarrollo de México, en un momento toral de nuestra historia".  

4. Iniciativa de la Diputada Sheyla Fabiola Aragón Cortés, del Grupo Parlamentario 
del Partido Acción Nacional, con proyecto de decreto que expide la Ley Federal de 
Protección de Datos Personales.  

La iniciativa propone una regulación más estricta respecto de los datos sensibles sobre los 
meros datos de identificación. Se prevé la distinción elemental entre fines primarios y fines 
secundarios de uso de la información. En el desarrollo de la Ley propuesta, los usos 
secundarios están necesariamente más regulados y exigen, en términos generales, una 
mayor acción positiva por parte de los responsables de la información para su manejo. La 
orientación de la iniciativa se concentra, preponderantemente, en la regulación de 
conductas -el tratamiento de datos personales-, y de ninguna manera versa sobre el registro 
o regulación de bases de datos como tales. Conforme a las premisas básicas de OCDE y 
APEC, se establece la obligación de toda entidad de proporcionar un Aviso de Privacidad. 
En todos los eventos, se reconoce a las personas con su prerrogativa de manifestar su 
voluntad contraria al uso subsecuente que se haga de su información, independientemente 
de la causa que hubiera dado origen a la recolección o uso originales (opt out).  

Sostiene en una parte inicial que: "En los últimos años, hemos visto el incremento de la 
tendencia de la regulación de la protección de la privacidad de la información. No es un 
hecho extraño, dado que la privacidad de los individuos es desde luego un derecho humano 
fundamental de la mayor importancia. No es posible concebir un estado de bienestar 
personal y, en consecuencia, de bien común en la sociedad en general sin la protección y 
salvaguarda adecuada de los derechos fundamentales del ser humano".  
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Así mismo afirma: "La privacidad de las personas abarca, naturalmente, la de la 
información que las identifica, o que versa sobre sus características o preferencias. En 
términos generales, estos datos son los que suelen llamarse ‘personales’, pues por su propia 
definición y naturaleza corresponden e identifican a su titular".  

"En el contexto de un mundo globalizado, y sobre todo tecnificado y con gran 
desarrollo de instrumentos y mecanismos de procesamiento de datos de toda índole, 
la protección de la privacidad de los datos personales se ha convertido en un tema 
prioritario, de inmediata e inevitable atención".  

"El tema adquiere particular relevancia no sólo porque los datos personales de sus 
diversos titulares circulan indiscriminadamente sino porque en ocasiones, 
desafortunadamente, dichos datos pueden ser conocidos y utilizados por personas 
con fines ilícitos, para la comisión de delitos, o simplemente de formas no 
autorizadas, que eventualmente causan molestia o perjuicios diversos a sus 
titulares".  

"Por otra parte, hoy nos enfrentamos a la realidad ineludible de que los datos 
personales existen y son necesarios para una infinidad de operaciones comerciales o 
de muy diversas índoles en beneficio de sus titulares y, en general, del comercio y la 
economía nacional. Es decir, no es dable pensar que las múltiples relaciones que se 
plantean entre las personas, incluso entre una jurisdicción y otra, puedan llevarse a 
cabo sin diversos grados de manifestación y uso de datos personales". 

Para finalizar, la iniciadora sostiene, y éste es un argumento toral en el presente dictamen, 
que: "La tarea está pendiente respecto de los datos personales que son detentados y usados 
o aprovechados por entidades del sector privado; esto es, por particulares. Aunque no de 
forma exclusiva, en este campo nos encontramos de forma preponderante con la tenencia, 
desarrollo, operación y uso de bases de datos para fines comerciales, publicitarios, o de 
relaciones de trabajo, entre otros supuestos".  

Las iniciativas objeto de estos comentarios coinciden en un aspecto sustantivo, pretender 
normar la protección de los datos personales en posesión de los particulares, de 
conformidad con la atribución otorgada por el Poder Revisor de la Constitución, en el 
artículo 73, fracción XXIX-O, de nuestra Norma Máxima, a este órgano legislativo federal. 
En este sentido, es decisión de los miembros de esta Comisión Dictaminadora, integrarlas y 
dictaminarlas de manera conjunta.  

5. Iniciativa del Diputado Gustavo Parra Noriega, que tiene por objeto la protección 
de los datos personales contenidos en bases de datos en posesión de los particulares, 
con la finalidad de garantizar el derecho al honor, imagen y vida privada de las 
personas.  

Afirma el Diputado Parra Noriega en la parte expositiva de su iniciativa que: "El respeto a 
la dignidad de la persona constituye la base fundamental de la protección de datos 
personales, en cuanto a que se refiere a una expresión de su vida privada, toda vez que este 
derecho se basa en el poder de disposición de los datos por su titular, y de decidir, en la 
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mayoría de los casos, a quienes y bajo qué condiciones los entrega; lo anterior implica que 
la persona que tenga a su cargo el tratamiento de datos personales, los debe utilizar con 
estricto respeto a los derechos del interesado".  

Por otra parte, el Diputado Parra Noriega advierte que el uso indebido de los datos 
personales "puede tener consecuencias graves para una persona que pueden ir desde la 
provocación de actos de molestia al titular de los datos, consistente en el envío ilimitado de 
información no solicitada; pasando por actos de discriminación, toda vez que mediante el 
cruce de información de una persona, se puede configurar un perfil respecto de sus gustos, 
creencias, afinidades o que decir de su estado de salud o mental, que pueden influir 
negativamente al momento de solicitar se le proporcione un servicio o adquiera un bien; 
hasta la comisión de delitos graves como el secuestro o el robo de identidad. El uso 
perverso de la información puede crear problemas muy serios que han convertido a la 
persona en un ser vulnerable que vive con la amenaza latente de ser observado en forma 
permanente".  

Respecto de la estructura normativa de la iniciativa del Diputado Parra Noriega, que se 
analiza y dictamina por parte de esta Comisión de Gobernación, el legislador presenta una 
iniciativa conformada por 58 artículos referidos en siete capítulos con cinco artículos 
transitorios.  

En tal tesitura, la exposición de motivos destaca como aspectos importantes del proyecto en 
cuestión los siguientes:  

"a) Se definen diversos conceptos que son fundamentales para la aplicación de la 
ley, tales como el concepto de datos personales, definido como aquella información 
concerniente a una persona identificada o identificable, y que para efectos de esta 
Ley, se divide en datos personales sensibles y datos personales de identificación.  

b) En el proyecto se estima que los datos personales sensibles son aquellos 
relacionados con aspectos genéticos, huella digital o medios de reconocimiento 
biométrico, así como con la condición médica o de salud, de origen racial o étnico, 
creencias religiosas, filosóficas y morales, afiliación sindical, opiniones políticas o 
preferencia sexual del titular. Asimismo, se considera información sensible 
cualquiera que permita acceder o conocer balances o saldos de cuentas o estados 
financieros del titular, o en general datos relativos al conocimiento de claves o 
números de identificación personal de cuentas o tarjetas bancarias, de inversión, 
títulos u otros instrumentos de crédito.  

c) Se establecen los Principios relativos a la Protección de Datos y se considera de 
obligatoria observancia para los particulares en el tratamiento de datos personales, 
los principios de licitud, consentimiento, información, calidad, confidencialidad, 
derecho al olvido y seguridad.  

Por lo que respecta al principio del consentimiento, considerado como el eje central 
en la protección de datos de carácter personal, se establece la obligación consistente 
en que todo tratamiento de datos personales requiere del consentimiento de su titular 
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y concretamente en lo referente a datos sensibles se prevé que ninguna persona está 
obligada a proporcionarlos, salvo cuando medie un consentimiento expreso, 
informado y entendible del titular de los mismos.  

d) Se hace referencia a los derechos de los titulares de datos personales, consistentes 
en los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición. Se prevé que todo 
titular tenga derecho a conocer si sus datos personales se encuentran almacenados 
en una base de datos y a solicitar su rectificación o cancelación en forma gratuita y 
en consultas no menores a seis meses. Además se prevé que los titulares puedan 
oponerse a proporcionar sus datos personales, salvo que exista obligación por 
disposición legal, de una relación contractual o por resolución de una autoridad 
competente.  

e) Con la finalidad de que el titular pueda ejercer los derechos ante el Particular, se 
establece en el Capítulo cuarto un procedimiento ágil consistente en solicitar al 
Particular el ejercicio de los derechos previstos en la ley, teniendo el Particular un 
plazo de un máximo de cinco días hábiles para determinar la procedencia de la 
solicitud, y en su caso permitir el acceso o llevar a cabo la rectificación o 
cancelación de sus datos personales.  

f) Se establece como autoridad administrativa en la materia, la Comisión Nacional 
de Protección de Datos Personales con la naturaleza jurídica de un organismo 
descentralizado de la Administración Pública Federal, no sectorizado, dotado de 
personalidad jurídica y patrimonio propio; contando con plena autonomía técnica y 
de gestión, así como para dictar sus resoluciones.  

g) Se regula el Procedimiento de Declaración Administrativa de Infracción, con la 
finalidad de que la Comisión determine la procedencia de la solicitud de acceso, 
rectificación, cancelación u oposición de datos personales, ante una negativa del 
Particular.  

h) Se establecen aquellas conductas que constituyen infracciones a la ley, así como 
las sanciones a que se harán acreedores aquellas personas que infrinjan la ley, las 
cuales serán fundadas y motivadas y consistirán desde la obligación para que el 
particular lleve a cabo los actos solicitados por el titular, hasta multa de 5000 días 
de salario mínimo vigente en el Distrito Federal". 

6. La iniciativa del Diputado Adolfo Mota Hernández tiene por objeto regular el 
derecho a la autodeterminación informativa de las personas que permita, por una 
parte, la transferencia legítima, controlada e informada de los datos personales; y por 
otra, la protección a la privacidad cuando se trate de datos sensibles, así como regular 
el tratamiento de los datos personales por parte de los sujetos responsables.  

En este sentido, el Diputado Mota Hernández reconoce en la Exposición de Motivos de su 
iniciativa que: "En el contexto actual de globalización que ha presentado avances 
impresionantes en la tecnificación de instrumentos y mecanismos de procesamiento de 



Gaceta Parlamentaria, Cámara de Diputados, número 2987-VI, martes 13 de abril de 2010. 
 

11 
 

datos de toda índole, la protección de la privacidad de los datos personales se ha convertido 
en un tema de la mayor importancia que inevitablemente requiere de nuestra atención".  

Bajo tal tesitura, continúa exponiendo en su iniciativa el Diputado Mota Hernández lo 
siguiente: "Sin embargo, también encontramos como una realidad ineludible que los datos 
personales son necesarios para una infinidad de operaciones comerciales o de muy diversas 
índoles en beneficio de sus titulares y, en general, del comercio y la economía nacional. 
Incluso, en ocasiones la existencia de estos es el habilitador para industrias enteras, como 
las de algunos modelos de tercerización de servicios o los llamados centros de contacto. Es 
decir, no es posible que las múltiples relaciones que se esbozan entre las personas, que 
incluso se dan entre una jurisdicción y otra, puedan llevarse a cabo sin diversos grados de 
manifestación y uso de los datos personales".  

Respecto del desarrollo normativo de la iniciativa del Diputado Adolfo Mota Hernández, 
que se analiza y dictamina por parte de esta Comisión de Gobernación, ésta se encuentra 
integrada por 48 artículos divididos en dos títulos y con cuatro artículos transitorios.  

En este contexto, la exposición de motivos del Diputado Mota Hernández, destaca como 
aspectos importantes los siguientes:  

"a) Es necesario entonces desarrollar un marco normativo específico para la 
protección de los datos personales en posesión de los particulares. En este sentido, 
sin embargo la legislación que se establezca en nuestro país debe encontrar un 
balance entre la protección efectiva de los datos, y por tanto de los derechos de los 
particulares, y la necesidad de dichos datos para la generación de productos y 
servicios que generen valor económico, empleo y desarrollo en el país.  

b) La presente iniciativa desde su construcción, busca establecerse dentro de lo que 
hemos denominado el modelo híbrido de regulación de los datos personales. En 
particular, se ha buscado un apego a los principios internacionales reconocidos 
sobre la materia en los distintos foros internacionales de los que México es parte 
(principalmente APEC y OCDE) con el fin de dar cumplimiento a los compromisos 
contraídos por México.  

c) La iniciativa además, se centra en proveer a los titulares de información sobre los 
datos que se recopilan de ellos y con qué propósito. Esto se logra por medio del 
Aviso de Privacidad que los responsables del tratamiento de los datos personales 
(entendido de la forma más amplia posible) tienen que presentar a los titulares 
especificando no solamente que datos recopilarán, sino los fines para lo que lo 
hacen y cualesquiera fines secundarios para los que pudieran utilizarse dichos datos.  

d) La iniciativa determina la existencia de una autoridad central que sea responsable 
del cumplimiento de la ley y que pueda establecer sanciones en la esfera 
administrativa. Esta autoridad está particularmente enfocada al cumplimiento de las 
obligaciones que los responsables de los datos tienen que dar para permitir el acceso 
y corrección de los datos a los titulares de éstos.  
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En la iniciativa se reconoce también en la designación de la autoridad, que en los 
tiempos actuales la creación de organizaciones, si bien necesarias para el 
cumplimiento de la ley, deben buscar minimizar los costos del Estado. Es por ello 
que se ha buscado establecer la responsabilidad a un ente especializado pero 
dependiente de una secretaría de Estado del Ejecutivo federal.  

La elección de la Secretaría de Economía (SE) para que de ella se desprenda la 
autoridad reguladora no es fortuita. La SE tiene hoy entre sus atribuciones y órganos 
desconcentrados o especializados la protección de otros derechos como el del 
consumidor por medio de la Procuraduría Federal del Consumidor (Profeco) o el de 
la protección de la propiedad industrial por medio del Instituto Mexicano de la 
Propiedad Industrial (IMPI). Se ha considerado que esta vocación de la SE de 
asegurar los derechos de los particulares y al mismo tiempo considerar las 
necesidades de la actividad industrial y comercial aseguraría el balance necesario 
entre la protección de los particulares y la necesidad del mercado de utilizar los 
datos para su operación comercial.  

e) La presente iniciativa reconoce también la necesidad de que los responsables de 
los datos establezcan medidas de seguridad para proteger estos. Sin embargo, se 
intenta en la iniciativa mantener un principio de neutralidad tecnológica al dejar a 
determinación del responsable de los datos las medidas a utilizar, estableciendo 
como requisito que dichas medidas no sean menores a las que el responsable aplica 
a sus propios datos.  

f) Consideramos que la autoridad gubernamental no debe tener el papel de regular 
las medidas de protección. Las instituciones gubernamentales no cuentan con la 
experiencia o velocidad para definir las medidas de seguridad al ritmo que lo hace el 
mercado por medio de las mejores prácticas internacionales. Consideramos 
asimismo que al no ser estas definidas por la autoridad se reconoce que no todos los 
responsables tienen las mismas capacidades o necesidades de protección pues 
existen distintos niveles de sensibilidad de la información y capacidad de protección 
debido a la naturaleza de las organizaciones que son Responsables de los datos.  

g) Tanto las medidas relativas a la seguridad como las que se refieren a las 
limitaciones y derechos a proteger dependen de establecer la responsabilidad de 
quien trata los datos, aún cuando estos sean transferidos a un tercero para su 
procesamiento. El enfoque de la iniciativa a diferencia de otras propuestas no 
establece la responsabilidad de consentimiento ante la transferencia por encontrar 
que ello no es ni práctico, ni establece un nivel efectivo de protección para el titular 
de los datos. La iniciativa reconoce la necesidad de la transferencia para las 
operaciones comerciales, sin embargo, establece que la responsabilidad de los datos 
no solamente no cesa ante la transferencia sino que las condiciones establecidas en 
el Aviso de Privacidad deben mantenerse por parte del tercero y los niveles 
efectivos de protección deben ser mantenidos por dicho tercero que tratará los datos. 
Con ello, se establece un nivel efectivo de protección para el titular, mientras que se 
reconoce la necesidad de los modelos de negocio para hacer más eficiente la 
operación de las empresas.  



Gaceta Parlamentaria, Cámara de Diputados, número 2987-VI, martes 13 de abril de 2010. 
 

13 
 

h) Finalmente, la iniciativa establece dos procedimientos fundamentales para 
otorgar protección efectiva para los titulares de los datos. El primero, es el 
procedimiento de acceso ante el responsable. En él se establecen las condiciones 
para que los titulares de los datos personales puedan ejercer sus derechos de acceso 
corrección, cancelación y oposición ante los responsables del tratamiento de sus 
datos personales. Esto genera certidumbre en cuanto a establecer procedimientos 
comunes para el efectivo ejercicio de los derechos. 

En segundo lugar se establece un procedimiento ante la autoridad que tiene el objeto de 
corregir faltas u omisiones que el responsable haya podido cometer, que es la verdadera 
necesidad del titular, estableciendo sanciones ante el incumplimiento. La posibilidad de que 
el responsable corrija la situación que despierta la queja del titular, debe ser la principal 
razón del procedimiento y no la sanción por ella misma".  

Establecidos los antecedentes y el contenido de las iniciativas, los miembros de la 
Comisión de Gobernación de la Cámara de Diputados, de la LXI Legislatura, que suscriben 
el presente dictamen, exponemos las siguientes:  

III. Consideraciones  

A) Valoración de las iniciativas.  

Los miembros de esta Comisión Dictaminadora, coinciden en que el surgimiento del 
derecho fundamental a la protección de los datos personales, se genera como consecuencia, 
de la natural evolución de la sociedad.  

En efecto, John Rawls señala que una sociedad puede definirse como una asociación más o 
menos autosuficiente de personas que reconocen ciertas reglas de conducta como 
obligatorias en sus relaciones y que en su mayoría actúan de acuerdo con ellas. En ese 
sentido, la sociedad se caracteriza típicamente tanto por un conflicto como por una 
identidad de intereses. Esta doble faceta en la caracterización de la sociedad surge debido a 
que, si bien es cierto que la cooperación social hace posible para todos una vida mejor de la 
que cada uno tendría viviendo en el aislamiento, también lo es que las personas no son 
indiferentes respecto a cómo han de distribuirse los mayores beneficios producidos por la 
colaboración.1  

Sin duda, a lo largo de los estadios por los que ha pasado la historia de la humanidad, ésta 
se ha agrupado y gobernado bajo regímenes normativos muy diversos, creando importantes 
cuerpos normativos;2 no obstante lo cual, hasta antes del siglo XVIII no era posible aludir a 
la existencia de un conjunto de valores (listado de derechos) respecto de los cuales se 
tuviera la certeza histórica que el ser humano compartía en común. En ese sentido, la 
Ilustración señala el momento a partir del cual dio inicio la evolución de las instituciones 
que han forjado al Estado Moderno, entre cuyos productos se encuentran las declaraciones 
de derechos y las constituciones políticas.  

Con las ideas de la Ilustración comenzó una revolución normativa irreversible de la que 
derivarían, 200 años más tarde, instrumentos como la Declaración Universal de los 
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Derechos Humanos, en la que se contiene en "germen" la síntesis de un movimiento 
dialéctico que comenzó con la universalidad abstracta de los derechos naturales, pasó por la 
particularidad concreta de los derechos positivos nacionales y terminó con la universalidad 
ya no abstracta sino concreta de los derechos positivos universales, dando inicio a un largo 
proceso cuya realización última no podemos aún ver.3  

Constata lo anterior, la existencia de las distintas fases por las que han pasado los derechos 
humanos. En un primer tiempo se afirmaron los derechos de libertad, es decir, todos 
aquellos derechos que tienden a limitar el poder del Estado y a reservar al individuo o a 
grupos particulares una esfera de libertad frente al mismo. En un segundo momento se 
proclamaron los derechos políticos al concebirse la libertad no sólo como el "no 
impedimento", sino positivamente como autonomía, teniendo por consecuencia una 
participación cada vez más amplia, difundida y frecuente de los miembros de una 
comunidad por el poder político (es decir, libertad dentro del Estado). Por último, se 
reconocieron los derechos sociales, que expresan la maduración de nuevas exigencias, de 
nuevos valores, como los de bienestar e igualdad no solamente formal; derechos a los que 
se podría llamar libertad a través o por medio del Estado.4  

El siglo XXI comienza con un despliegue tecnológico trascendental. No puede concebirse 
más la vida de los seres humanos ni su interacción, sin el uso de tecnologías. Dicha 
expansión conlleva el intercambio de flujos de información incluida la relativa a las 
personas. Ahora es posible, a través de distintos medios, acceder a la información de 
millones de seres humanos y sus actividades en cualquier parte del planeta. Sin embargo, 
frente al terreno ganado en materia de libertad de información y expresión, se ha irrumpido 
silenciosamente en el ámbito de lo privado, ya que la sencilla obtención de cualquier tipo 
de dato sobre una persona física posibilita la generación de perfiles sobre ella y la 
afectación de la esfera de sus derechos y libertades.  

Los avances tecnológicos repercuten generalmente de forma positiva en la calidad de vida 
del ser humano, mas sería ingenuo desconocer que también con ellos nacen nuevos 
conflictos e interrogantes a los que el Derecho debe dar respuesta. La tecnología no ha de 
permanecer ajena al Derecho ni, evidentemente, a la Constitución.  

Por esa razón y desde hace décadas, cada vez más países aprueban nuevas leyes sobre 
privacidad o protección de datos,5 esto en atención al menor o mayor grado de importancia 
que a la privacidad se le asigne, ya que está ligada al pasado cultural e histórico de cada 
sociedad.6  

Recientemente, la Cumbre Mundial de la Sociedad de la Información ha hecho un 
llamamiento para pedir normas "mundiales" para la privacidad en el sentido siguiente: 
"Hacemos un llamamiento a todas las partes interesadas para garantizar el respeto a la 
privacidad y a la protección de información y datos personales, ya sea mediante la adopción 
de legislación, la aplicación de marcos de colaboración, mejores prácticas y medidas 
tecnológicas y de autorregulación por parte de empresas y usuarios".7  

Por lo que se refiere al reconocimiento al derecho a la privacidad en el ámbito 
internacional, de la que el derecho a la protección de los datos personales es una expresión 
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de la misma, han sido diversos los instrumentos internacionales que han reconocido su 
importancia; así, el artículo 12 de la Declaración Universal de los Derechos del Hombre (10 
de diciembre de 1948),8 establece el derecho de la persona a no ser objeto de injerencias en 
su vida privada y familiar, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques a su honra o a 
su reputación, gozando del derecho a la protección de la ley contra tales injerencias o 
ataques.  

En el mismo sentido, el artículo 8 del Convenio para la Protección de los Derechos y las 
Libertades Fundamentales (14 de noviembre de 1950),9 reconoce el derecho de la persona 
al respeto de su vida privada y familiar de su domicilio y correspondencia.  

Por su parte, el artículo 17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (16 de 
diciembre de 1966),10 señala que nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su 
vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques ilegales a su 
honra y reputación.  

En el mismo tenor, la Convención Americana sobre derechos humanos (22 de noviembre 
de 1969)11 en su artículo 11 apartado 2, establece que nadie puede ser objeto de injerencias 
arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su familia, en su domicilio o en su 
correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputación.  

Ahora bien, los orígenes del derecho a la protección de los datos personales, en cuanto a 
derecho autónomo respecto de la privacidad y la intimidad, se ubican en Europa. Así, en 
1967 se constituyó en el seno del Consejo de Europa una Comisión Consultiva para 
estudiar las tecnologías de información y su potencial agresividad hacia los derechos de las 
personas, especialmente en relación con su derecho a la intimidad. Como fruto de la 
Comisión Consultiva surgió la Resolución 509 de la Asamblea del Consejo de Europa 
sobre los "derechos humanos y nuevos logros científicos y técnicos".12  

En un momento posterior, surgen diversas leyes nacionales, en 1977 era aprobada la Ley de 
Protección de Datos de la República Federal Alemana, mucho más ambiciosa que su 
predecesora del Land de Hesse; en 1978 corresponde el turno a Francia mediante la 
publicación de la Ley de Informática, Ficheros y Libertades, aún vigente. Otros países entre 
los que se emitió regulación en la materia son: Dinamarca, con las leyes sobre ficheros 
públicos y privados (1978); Austria, con la Ley de Protección de Datos (1978); y 
Luxemburgo, con la Ley sobre la utilización de datos en tratamientos informáticos (1979).13  

Hacia la década de los años ochenta surgen los instrumentos normativos en los que se 
plasma un catálogo de derechos de los ciudadanos para hacer efectiva la protección de sus 
datos, así como las medidas de seguridad a observar por parte de los responsables de los 
ficheros. Es en esta década cuando desde el Consejo de Europa se dio un respaldo 
definitivo a la protección de la intimidad frente a la potencial agresividad de las 
tecnologías, siendo decisivo para ello la promulgación del convenio No. 108 para la 
protección de las personas con respecto al tratamiento automatizado de los datos de carácter 
personal.14  
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El Convenio 108 sobre protección de datos personales (en adelante el Convenio 108) entró 
en vigor el 1 de octubre de 1985 y es creado con el propósito de garantizar a los ciudadanos 
de los estados contratantes, el respeto de sus derechos y libertades, en particular, el derecho 
a la vida privada frente a los tratamientos de datos personales, conciliando el respeto a ese 
derecho y la libre circulación de la información entre los estados.  

De esta forma, el Convenio 108 constituye el primer instrumento de carácter vinculante 
para los Estados en el que se plasman los principios de la protección de los datos de 
carácter personal.  

Hay que decir que el Convenio 108 no proporcionó la suficiente protección homogénea en 
materia de protección de datos que se había esperado. Esto debido esencialmente a la 
naturaleza del Convenio: El mismo a pesar de ser vinculante, establecía únicamente unos 
principios mínimos, permitiendo que posteriormente fueran los estados firmantes los que 
los desarrollaran.15  

En este contexto, la Directiva 95/46/CE, sobre protección de personas físicas en lo que 
respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de esos datos, fue 
aprobada con un doble objetivo: Por un lado, garantizar el derecho a la vida privada 
reconocido en el artículo 8 del Convenio Europeo de Derechos Humanos, en particular por 
lo que respecta al tratamiento de datos personales, ampliando los principios ya recogidos en 
otras normas internacionales y otorgando un mayor nivel de protección dentro de la 
Comunidad, sin disminuir el ya existente; y, por otro lado, impedir la restricción de la libre 
circulación de los datos personales en todos los estados miembros de la Unión Europea.16  

El proyecto de Directiva 95/46 se inspira esencialmente en la doctrina constitucional 
alemana y en la ley francesa de 1978. Sin embargo, los trabajos se paralizan, dado que 
diversos estados consideran que no es posible la aprobación por parte de las instituciones 
comunitarias de una norma reguladora de un derecho fundamental de los ciudadanos, al no 
tener tal hecho cabida en las normas rectoras del Derecho Comunitario vigentes en ese 
momento.17  

A partir de ese momento, los trabajos se centraron en la necesidad de adoptar un texto de 
Directiva 95/46 referido exclusivamente a la protección de datos de carácter personal como 
fundamento no a la protección de un derecho fundamental, sino la adopción de un marco 
comunitario que garantice la libre circulación de los datos de carácter personal, no 
pudiendo los estados miembros invocar el derecho a la protección de datos como 
justificación para impedir dicha libre circulación.18 La Directiva 95/46, finalmente, es 
aprobada el 24 de octubre de 1995.  

Por su parte, la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea fue aprobada por la 
cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno celebrada en la ciudad de Niza el 7 de diciembre 
de 2000, reconociendo entre otras cuestiones, el derecho a la protección de datos con el 
carácter de fundamental en su artículo 8, cuestión que se retoma en el Tratado de Lisboa del 
año 2007.  
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De esta forma, a partir de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea, la 
protección de los datos de carácter personal se configura como un derecho fundamental y 
como un derecho autónomo del derecho a la intimidad y a la privacidad de las personas.  

Asimismo, en este recuento, no debe pasarse por alto, las recomendaciones que sobre la 
materia, ha emitido la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico 
(OCDE).  

La recomendación de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico en la 
que se contienen las "Directrices Relativas a la Protección de la Privacidad y Flujos 
Transfronterizos de Datos Personales", adoptada el 23 de septiembre de 1980 
(Recomendaciones de la OCDE), constituye el primer instrumento en el ámbito 
supranacional que analiza a profundidad el derecho a la protección de datos de carácter 
personal.19  

Su adopción se funda en la constatación, por parte del Consejo de la OCDE, de la 
inexistencia de uniformidad en la regulación de esta materia en los distintos Estados 
miembros, lo que dificultaba el flujo de los datos personales entre los mismos.20  

La primera parte de la Recomendación, establece las definiciones aplicables, la parte 
segunda establece los principios básicos aplicables al tratamiento de los datos personales, la 
tercera está dedicada a las transferencias internacionales de datos, la cuarta trata, en 
términos generales, sobre los medios de implantación de los principios básicos expuestos 
en las partes anteriores y la quinta tiene que ver con cuestiones de asistencia mutua entre 
los países miembros.  

Son igual de importantes, los principios emitidos por el Foro de Cooperación Económica 
Asia Pacífico (APEC). Uno de los grupos formados en este organismo, es el Grupo de 
Manejo del Comercio Electrónico (ECSG) establecido en febrero de 1999, y que dentro de 
sus principales actividades esta el desarrollo de legislaciones y políticas compatibles entre 
las economías en el campo de la Privacidad, para lo cual ha desarrollado los lineamientos 
generales en la materia con el fin de que los mismos sean contemplados y establecidos en 
los cuerpos legales correspondientes y con esto lograr un flujo de datos seguro y sin 
obstáculos.  

Los principios desarrollados para el Marco de Privacidad de APEC se basan en las 
Recomendaciones de la OCDE. Estos principios tienen como fin los siguientes aspectos: 
Proteger la Privacidad de información personal; prevenir la creación de barreras 
innecesarias al flujo transfronterizo de datos; fomentar la uniformidad por parte de 
empresas multinacionales en los métodos utilizados para la recolección, uso y 
procesamiento de datos personales; fomentar los esfuerzos nacionales e internacionales 
para promover y hacer cumplir las disposiciones legales de protección de datos personales.  

La protección de la privacidad está diseñada para prevenir a los individuos a efecto de que 
sus datos no se recolecten erróneamente o bien se haga un mal uso de ellos, estableciendo 
medidas de resarcimiento proporcionales, en los casos que así proceda. Entre los principios 
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que se reconocen encontramos el de aviso, limitación de la recolección, el de integridad de 
la información personal y el de salvaguardias a la seguridad, entre otros.  

En el ámbito de la Organización de las Naciones Unidas, la Resolución 45/95 de de 14 de 
diciembre de 1990, contiene fundamentalmente una lista básica de principios en materia de 
protección de datos personales con un ámbito de aplicación mundial, entre otros, los de 
licitud, exactitud, finalidad, acceso y no discriminación.  

Ubicándonos ahora en el ámbito nacional, tenemos que con fecha 11 de julio de 2002, fue 
publicada en el Diario Oficial de la Federación, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública Gubernamental (Ley Federal de Transparencia),21 la cual tiene por 
objeto regular el derecho a la información en una de sus vertientes, la del acceso a la 
información.  

En este ordenamiento jurídico, los límites al derecho de acceso están señalados de manera 
expresa en los artículos 13 y 14 y en el artículo 18. Entre las hipótesis normativas previstas 
en el artículo 18 de la Ley Federal de Transparencia, se establece que como información 
confidencial serán considerados los datos personales que requieran el consentimiento de los 
individuos para su difusión, distribución o comercialización en los términos señalados en la 
misma.  

Los datos personales se definen como aquella información concerniente a una persona 
física, identificada o identificable, entre otras, la relativa a su origen étnico o racial, o que 
esté referida a las características físicas, morales o emocionales, a su vida afectiva y 
familiar, domicilio, número telefónico, patrimonio, ideología y opiniones políticas, 
creencias o convicciones religiosas filosóficas, los estados de salud físicos o mentales, las 
preferencias sexuales, u otras análogas que afecten su intimidad.22  

Aunado a lo hasta ahora descrito, en el capítulo IV de la Ley Federal de Transparencia se 
establecen una serie de disposiciones dirigidas a garantizar el derecho a la protección de 
datos personales, tales como principios, derechos de los titulares de los datos, la existencia 
de un registro de protección de datos, así como las algunas reglas en torno a los 
procedimientos de acceso y corrección de datos personales.  

Con posterioridad a la expedición de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública Gubernamental, con fecha 20 de julio de 2007, se publicó en el Diario Oficial de la 
Federación, la reforma al artículo 6º de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, fundamentalmente, con el objeto de homologar el derecho de acceso a la 
información pública gubernamental, en cualquier punto del territorio nacional y en los 
diversos órdenes de gobierno.  

Al respecto, en el dictamen de las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de la 
Función Pública, de la Cámara de Diputados se señaló lo siguiente:  

"La iniciativa que se dictamina, surge de un análisis pormenorizado y exhaustivo de 
una problemática nacional que no debemos aceptar: luego de cuatro años de marcha 
de las leyes de transparencia y acceso a la información, se ha cristalizado una 
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heterogeneidad manifiesta y perjudicial de los cimientos para el ejercicio del 
derecho, que contienen diversas leyes, tanto federal como estatales". 

La reforma al artículo 6 de la Constitución Federal plantea diversos nuevos retos a la 
transparencia gubernamental en nuestro país que se materializaron en siete fracciones. En 
las tres primeras se establecieron los principios fundamentales que dan contenido básico al 
derecho, mientras que en las fracciones cuarta, quinta y sexta se plantearon las bases 
operativas que deberán contener las leyes en la materia para hacer del derecho una realidad 
viable, efectiva y vigente, según señala el ya citado dictamen de la Cámara de Diputados.  

El reformado artículo 6, fracción II, establece como parte de los principios en materia de 
acceso, que la información que se refiere a la vida privada y los datos personales será 
protegida en los términos y con las excepciones que fijen las leyes.  

Al respecto, en el dictamen de las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de la 
Función Pública, de la Cámara de Diputados, en el apartado en el que se hace el análisis de 
la iniciativa, se indicó lo siguiente: "En ella se establece una segunda limitación al derecho 
de acceso a la información, misma que se refiere a la protección de la vida privada y de los 
datos personales. Esta información no puede estar sujeta al principio de publicidad, pues 
pondría en grave riesgo otro derecho fundamental, que es el de la intimidad y la vida 
privada.  

Es fundamental esclarecer que aunque íntimamente vinculados, no debe confundirse la vida 
privada con los datos personales…  

La fracción segunda establece también una reserva de ley en el sentido que corresponderá a 
ésta, determinar los términos de la protección y las excepciones a este derecho".  

El mencionado artículo 6, fracción II, tiene la virtud de ser la primera disposición en la 
historia de nuestro país que hace un reconocimiento expreso al derecho a la protección de 
datos personales en la cúspide normativa, dando continuidad a la labor iniciada por el 
legislador ordinario a través de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública Gubernamental.  

Ahora bien, en forma reciente, y después de un proceso legislativo tortuoso, El Congreso de 
la Unión y las legislaturas de los Estados, como parte del proceso de reforma a la 
Constitución General, aprobaron las reformas a los artículos 16 y 73 de la Constitución 
General.  

La reforma al artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
adiciona un párrafo segundo a dicho numeral constitucional, con la finalidad de reconocer 
en nuestro máximo ordenamiento jurídico, el derecho a la protección de los Datos 
Personales, en los siguientes términos:  

"Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, al acceso, 
rectificación y cancelación de los mismos, así como a manifestar su oposición, en 
los términos que fije la ley, la cual establecerá los supuestos de excepción a los 
principios que rijan el tratamiento de datos, por razones de seguridad nacional, 
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disposiciones de orden público, seguridad y salud públicas o para proteger los 
derechos de terceros". 

Con la reforma al artículo 16 constitucional finalmente se reconoce y da contenido al 
derecho a la protección de datos personales. En ese sentido, en la reforma se plasman los 
derechos con los que cuentan los titulares de los datos personales como lo son los de 
acceso, rectificación, cancelación y oposición (denominados por su acrónimo como 
derechos ARCO).  

Por otra parte, se hace referencia a la existencia de principios a los que se debe sujetar todo 
tratamiento de datos personales, así como los supuestos en los que excepcionalmente 
dejarían de aplicarse dichos principios.  

Por lo que se refiere al artículo 73, fracción XXIX-O, el cual fue aprobado por los órganos 
que integran el Poder Reformador de la Constitución, establece la competencia para que el 
Congreso de la Unión se constituya como la fuente normativa en materia de datos 
personales en Posesión de los Particulares.  

Existen diversas razones que sustentan que la ley que regule los datos personales en 
posesión de los particulares, tenga un ámbito de aplicación nacional: Por una parte, la 
necesidad de unificar la tutela de un derecho fundamental en todo el país, en cuanto a 
derechos, principios y procedimientos de protección, evitando de esta manera su respeto 
asimétrico al expedirse tantas leyes como entidades federativas tiene la República 
mexicana; por otro lado, tenemos al comercio internacional, en virtud de que el Estado 
Mexicano hacia el exterior es uno y como tal debe contar con una legislación uniforme en 
sus relaciones internacionales, independientemente del área del territorio nacional donde 
materialmente se estén tratando los datos personales; y por la otra, que la materia de 
comercio es federal, de conformidad con nuestra Ley Fundamental.  

Aunado a todo lo anterior, esta Comisión que dictamina destaca la importancia de la 
presente Ley en potencia, toda vez que con un ordenamiento jurídico de esta naturaleza, 
nuestro país se haría más competitivo en el ámbito mundial, ubicándose en posición de 
privilegiado en el aspecto económico, ya que al contar con una ley específica en la materia, 
no sólo se permitirá al gobernado ejercer eficazmente un nuevo derecho fundamental, sino 
que también traerá consigo que nuestro país, pueda ampliar su relación comercial con 
bloques económicos de la importancia de la Unión Europea, toda vez que nos 
encontraremos en posibilidades de garantizar conforme a los estándares internacionales, un 
nivel de protección de datos personales adecuado al prever principios y derechos de 
protección y una autoridad independiente que los garantice.  

Al respecto, en América Latina, únicamente Argentina cuenta con el reconocimiento de la 
Unión Europea como país con nivel adecuado de protección de datos, mismo que, dicho sea 
de paso, representa para la economía argentina ingresos anuales significativos tan sólo en el 
terreno de las inversiones en el ámbito de la investigación médica y de ensayos clínicos. 
Detrás de Argentina, países como Uruguay y Chile, persiguen actualmente adecuar sus 
marcos normativos para atraer inversiones en el terreno de la oferta de servicios que 
requieran el tratamiento de datos personales a través de las tecnologías de la información.  
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Frente a una crisis económica mundial como la que estamos encarando, México tiene ante 
sí una oportunidad importante de intensificar su relación comercial con Europa; de 
constituirse en un país competitivo y en uno de los socios latinoamericanos más 
importantes del bloque europeo, sobre todo ahora que nuestro país es considerado como un 
socio estratégico del viejo continente, sin perjuicio de mantener nuestra intensa relación 
comercial en el ámbito del tratado de Libre Comercio de América del Norte. Al respecto, 
vale la pena señalar que Canadá también cuenta con reconocimiento por parte de la Unión 
Europea de país con nivel adecuado de protección de datos. Así, Canadá se constituye 
como el mejor referente de convivencia en el que el diseño bajo el que se traza su 
legislación le permite sostener un intercambio comercial importante con la órbita de países 
del bloque comercial europeo, así como con Estados Unidos de América; asociaciones que 
impactan amplia y positivamente en su economía, debido a la relevancia de las economías 
de referencia en el ámbito comercial mundial.  

B) Modificaciones a la iniciativa.  

I. Los miembros de esta Comisión que dictamina, se dieron a la tarea de revisar la 
redacción del artículo 1 de las propuestas de Ley en la materia, en las que se fija el objeto 
de dicho cuerpo legal, reglamentario de los recién reformados artículos 16 y 73 
constitucionales. A la luz de lo anterior, entendemos que el objeto de la Ley es garantizar la 
protección de datos personales en posesión de los particulares, en todo el territorio 
nacional. Lo anterior es así, porque en realidad la protección que se busca por parte del 
legislador, es a la persona en relación con el tratamiento que se da a su información en el 
desarrollo de las actividades que día con día, realizan los entes privados. Dado que el uso 
extendido de la tecnología en ocasiones resulta intrusivo para la privacidad de las personas, 
ya que permite que se pueda conocer desde sus hábitos de consumo, hasta información 
sensible, como la ideología o estado de salud, esta Comisión consideró que para efectos de 
claridad en el objeto de la Ley, debiera agregarse la protección al honor, la imagen y la vida 
privada a través de garantizar el adecuado tratamiento de los datos personales. Por lo 
anterior, toda persona tendrá el poder de decidir y controlar si un tercero puede transmitir o 
utilizar sus datos que van desde el teléfono o domicilio, hasta su religión.  

En virtud de lo anterior, los miembros redactores de este dictamen, estimamos conveniente, 
retomar los elementos de ambas incitativas para generar la siguiente propuesta de redacción 
del artículo 1, para quedar de la siguiente manera: "Artículo 1. La presente Ley es de orden 
público y de observancia general en toda la República y tiene por objeto la protección de 
los datos personales en Posesión de los Particulares, con la finalidad de regular su 
tratamiento legítimo, controlado e informado, a efecto de garantizar la privacidad y el 
derecho a la autodeterminación informativa de las personas".  

II. Respecto a los sujetos obligados por la ley, la iniciativa del diputado Adolfo Mota 
señala en su artículo 3 que no resultan sujetos obligados de la misma, los poderes públicos 
federales; los sindicatos y asociaciones de profesionales; las Sociedades de Información 
Crediticia; cualquier otra institución u órgano de naturaleza pública, y las asociaciones 
religiosas. Por su parte la iniciativa del diputado Gustavo Parra únicamente exceptúa de la 
aplicación de la Ley a las Sociedades de Información Crediticia, y a las personas que lleven 
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a cabo la recolección y almacenamiento de datos personales que sea para uso 
exclusivamente personal y sin fines de divulgación o utilización comercial.  

En ese punto en particular, respecto de los sujetos obligados por la Ley, esta Comisión 
considera importante hacer la reflexión siguiente: La voluntad del constituyente al reformar 
el artículo 73 de nuestra Carta Magna, fue la de sujetar a los particulares a un régimen de 
protección de datos personales en todo el territorio nacional, dado que por virtud del 
artículo 6º, los ciudadanos ya gozan de la protección a la información sobre su vida privada 
y datos personales contenidos en los archivos públicos. Lo anterior se hace efectivo a través 
de leyes especiales en la materia o de los capítulos sobre protección de datos que se 
incluyan en las leyes de transparencia y acceso a la información en los tres órdenes de 
gobierno. De esa forma, la asignatura pendiente era emitir una ley para completar la 
protección que ya procura el sector público al privado, y en ese sentido, esta Comisión 
considera que todos los particulares que traten datos personales deben estar sujetos a esta 
ley, con excepción de las sociedades de información crediticia, dado que la Ley que las 
regula ya prevé todos los principios y derechos en materia de protección de datos 
personales, así como mecanismos procedimentales para hacerlos valer. Por lo anterior, no 
se considera justificada la excepción de grupos o categorías de particulares que tratan datos, 
sobre todo, aquellos que se consideran especialmente protegidos, cuando no existe en el 
orden jurídico vigente, regulación alguna que prevea garantías a los titulares de dichos 
datos. Por ello, se considera que únicamente se debiera de establecer una excepción 
respecto de la aplicación de la citada Ley que Regula las Sociedades de Información 
Crediticia y a todos aquellos particulares que utilizan datos personales exclusivamente para 
su uso personal o doméstico, como pudieran ser agendas u otro tipo de listados de 
información personal.  

Con respecto a las personas exceptuadas en la fracción primera del artículo 2° del proyecto, 
cabe destacar que los son las sociedades de información crediticia y los usuarios de éstas 
(entidades financieras, empresas comerciales o las sociedades financieras de objeto 
múltiple), esto es, quienes se dedican, por disposición de la Ley que Regula las Sociedades 
de Inversión Crediticia a recabar información sobre el comportamiento y desempeño del 
crédito y quienes tiene que proveer de dicha información, y sólo con respecto a la 
información que se debe recabar para los efectos de la citada Ley; por lo cual, las 
transferencias de información que el usuario debe dar a las sociedades de información 
crediticia no debe verse afectada por la entrada en vigor del presente Decreto, pues su 
finalidad es la de garantizar el buen funcionamiento del sistema financiero en México.  

La excepción de que habla el artículo 2°, fracción I, del presente proyecto es la consistente 
en la recopilación, manejo y entrega o envío de información relativa al historial crediticio 
de personas físicas y morales, así como de operaciones crediticias y otras de naturaleza 
análoga que éstas mantengan con los usuarios.  

Por lo antes manifestado, la redacción del artículo 2 sería la siguiente:  

"Artículo 2. Son sujetos regulados por esta Ley, los particulares sean personas 
físicas o morales de carácter privado que lleven a cabo el tratamiento de datos 
personales, con excepción de:  
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I. Las sociedades de información crediticia en los supuestos de la Ley para Regular 
las Sociedades de Información Crediticia y demás disposiciones aplicables, y  

II. Las personas que lleven a cabo la recolección y almacenamiento de datos 
personales, que sea para uso exclusivamente personal, y sin fines de divulgación o 
utilización comercial". 

Una vez delimitado el objeto y ámbito de aplicación de esta Ley, resulta indispensable 
abordar los principios que rigen la protección de datos personales. Si bien ambas iniciativas 
previeron distintos principios, se considera por los miembros de esta Comisión, que resulta 
nodal completar la columna vertebral sobre la que se despliega el derecho a la protección 
de datos personales. Para ello se utilizó como referente los estándares tanto nacionales 
como internacionales en la materia y por tanto, se aclaró el contenido y alcance de los 
mismos y se añadieron aquellos principios indispensables que hacían falta. Los principios 
de protección de obligado cumplimiento son las premisas para garantizar al individuo un 
poder de decisión y control sobre la información que le concierne plasmados, aunque con 
distintos enfoques, en ambas iniciativas. Así, la iniciativa del Diputado Gustavo Parra se 
prevén los principios de licitud, consentimiento, información, calidad, confidencialidad, 
derecho al olvido y seguridad.  

La supletoriedad de las normas opera cuando existiendo una figura jurídica en un 
ordenamiento legal, ésta no se encuentra regulada en forma clara y precisa, sino que es 
necesario acudir a otro cuerpo de leyes para determinar sus particularidades. Asimismo, la 
supletoriedad de leyes aplica sólo para integrar una omisión en la Ley o para interpretar sus 
disposiciones en forma que se integre con principios generales contenidos en otras leyes; 
cuando la referencia de una Ley a otra es expresa, debe entenderse que la aplicación de la 
supletoria se hará en los supuestos no contemplados por la primera Ley que la 
complementará ante posibles omisiones o para la interpretación de sus disposiciones. Por 
ello, la referencia a leyes supletorias es la determinación de las fuentes a las cuales una Ley 
acudirá para deducir sus principios y subsanar sus omisiones. la supletoriedad expresa debe 
considerarse en los términos que la legislación lo establece; de esta manera, la 
supletoriedad en la legislación es una cuestión de aplicación para dar debida coherencia al 
sistema jurídico. El mecanismo de supletoriedad se observa generalmente de leyes de 
contenido especializados con relación a leyes de contenido general. El carácter supletorio 
de la Ley resulta, en consecuencia, una integración, y reenvío de una Ley especializada a 
otros textos legislativos generales que fijen los principios aplicables a la regulación de la 
Ley suplida; lo que implica un principio de economía e integración legislativas para evitar 
la reiteración de tales principios por una parte, así como la posibilidad de consagración de 
los preceptos especiales en la Ley suplida.  

Cabe señalar que para que opere la supletoriedad de la Ley, se deben cumplir ciertos 
requisitos necesarios para que exista esta figura jurídica, como son: primero, que el 
ordenamiento que se pretenda suplir lo admita expresamente y señale el estatuto supletorio; 
segundo, que el ordenamiento objeto de supletoriedad prevea la institución jurídica de que 
se trate; tercero, que no obstante esa previsión, las normas existentes en tal cuerpo jurídico 
sean insuficientes para su aplicación a la situación concreta presentada, por carencia total o 
parcial de la reglamentación necesaria; y cuarto, que las disposiciones o principios con los 
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que se vaya a llenar la deficiencia no contraríen, de algún modo, las bases esenciales del 
sistema legal de sustentación de la institución suplida. Ante la falta de uno de estos 
requisitos, no puede operar la supletoriedad de una legislación en otra.  

En ese orden de ideas el presente decreto prevé, en su artículo 5, las disposiciones 
supletorias de carácter adjetivo, las cuales serán aplicadas a los procedimientos previstos en 
la Ley, esto es el Código Federal de Procedimientos Civiles, a fin de sustanciar el 
procedimiento entre los particulares previsto en el Capítulo IV, titulado "Del ejercicio de 
los derechos de Acceso, Rectificación, Cancelación y Oposición". Por su parte la Ley 
Federal del Procedimiento Administrativa suplirá las omisiones del procedimiento 
administrativo previsto en el Capítulo VII, denominado "De los Procedimientos".  

Así, el artículo de referencia quedará de la siguiente forma:  

"Artículo 5. A falta de disposición expresa en esta Ley, se aplicarán de manera 
supletoria las disposiciones del Código Federal de Procedimientos Civiles, y de la 
Ley Federal de Procedimiento Administrativo.  

Para la substanciación de los procedimientos de protección de derechos, de 
verificación e imposición de sanciones se observarán las disposiciones contenidas 
en la Ley Federal de Procedimiento Administrativo". 

Por su parte, la propuesta del Diputado Adolfo Mota establece que los datos personales 
deberán tratarse conforme a los principios de licitud, aviso, calidad, acceso y corrección de 
información, seguridad y custodia y consentimiento. Ahora bien, ambas iniciativas mezclan 
principios y derechos aplicados al tratamiento de datos personales. Asimismo, en ambos 
casos se omitieron principios torales en esta materia como son el principio de finalidad, 
proporcionalidad y responsabilidad.  

En virtud de lo anterior, los miembros redactores de este dictamen, estimamos conveniente, 
modificar la propuesta de redacción del artículo 6 de ambas iniciativas, para quedar de la 
siguiente manera:  

Artículo 6. Los responsables en el tratamiento de datos personales, deberán observar los 
principios de licitud, consentimiento, información, calidad, finalidad, lealtad, 
proporcionalidad y responsabilidad, previstos en la Ley.  

III. Definiciones.  

Ahora bien, en cuanto al apartado de definiciones, los miembros de esta Comisión 
consideran que es relevante que se describan claramente los conceptos y alcances de cada 
una de ellas para evitar interpretaciones incorrectas. En ese sentido, la Iniciativa del 
diputado Adolfo Mota ofrece mayor claridad al establecer las figuras de responsable, titular 
y tercero.  

A continuación se analizan los alcances de cada principio:  
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• Principio de licitud.  

El principio de licitud implica que el tratamiento de los datos personales debe llevarse a 
cabo de forma leal y lícita; es decir, con pleno cumplimiento de la legalidad y respeto de la 
buena fe y los derechos del individuo, cuya información es sometida a tratamiento. Este 
deber se traduce en la prohibición de cualquier tratamiento que implique recabar o 
conservar los datos mediante la utilización de engaño o fraude, de forma que el individuo 
no pueda conocer con propiedad los términos y condiciones vinculados a ese tratamiento.  

Al respecto, ambas iniciativas coinciden en el contenido de este principio. Sin embargo, la 
iniciativa del diputado Gustavo Parra añade un concepto innovador que refuerza el espíritu 
que subyace en el principio de licitud denominado como "la expectativa razonable de 
privacidad", el cual se traduce en la confianza que deposita el titular en el responsable en el 
sentido de que los datos personales serán tratados conforme lo acordado y bajo los términos 
establecidos.  

Derivado de lo anterior, los miembros redactores de este dictamen, estimamos conveniente, 
plasmar el principio de licitud de la siguiente manera en la ley que se analiza:  

"Artículo 7. Los datos personales deberán recabarse y tratarse de manera lícita 
conforme a las disposiciones establecidas por esta Ley y demás normatividad 
aplicable.  

La obtención de datos personales no debe hacerse a través de medios engañosos o 
fraudulentos.  

En todo tratamiento de datos personales, se presume que existe la expectativa 
razonable de privacidad, entendida como la confianza que deposita cualquier 
persona en otra, respecto de que los datos personales proporcionados entre ellos 
serán tratados conforme a lo que acordaron las partes en los términos establecidos 
por esta Ley". 

• Principio del consentimiento.  

Dado que el derecho a la protección de datos consiste en el poder de decisión y control que 
goza el individuo sobre el tratamiento de sus datos de carácter personal, la mayor parte de 
los instrumentos nacionales o internacionales reguladores de esta materia sitúan al 
consentimiento del titular de los datos, como manifestación de este poder decisorio como 
causa principal legitimadora del tratamiento de los datos personales.  

Este consentimiento debe caracterizarse por ser previo, libre, inequívoco, informado y por 
último, puede ser revocado por el individuo en cualquier momento, no pudiendo exigirse 
para esa revocación más requisitos que los que fueron necesarios para la previa prestación 
del consentimiento. Al respecto, ambas iniciativas prevén este principio universal en sus 
propuestas. Sin embrago, con la finalidad de lograr la mayor exactitud al principio 
consagrado, en determinado momento se estimó conveniente incorporar la definición de las 
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modalidades del consentimiento establecidas en el Código Civil federal vigente que 
distingue entre consentimiento expreso y tácito; ya que es en razón de la naturaleza del dato 
de que se trate, que se emplea uno u otro.  

El consentimiento tácito resultará de hechos o actos que lo presupongan o que autoricen a 
presumirlo, excepto en los casos en que por ley o por convenio la voluntad deba 
manifestarse expresamente. Este tipo de consentimiento es conocido también como el opt-
out y resulta nodal para el sano flujo de datos en el comercio y crecimiento económico, ya 
que si se requiriera acreditar de manera fehaciente que la persona ha consentido el 
tratamiento, tendría que hacerse por escrito estampando su firma o a través de otro medio 
de autenticación, lo cual podría entorpecer el dinamismo de las transacciones comerciales.  

Por su parte, el consentimiento será expreso cuando se manifieste por escrito, medios 
electrónicos, ópticos o por cualquier otra tecnología, o por signos inequívocos. Este tipo de 
consentimiento solo se requiere en el caso del tratamiento de datos sensibles, y en aquellos 
en los que se ha modificado por el responsable de la base de datos de manera sustancial y 
antagónica, la finalidad originaria para la cual fueron recabados, con excepción del 
tratamiento que efectúa el sector de prospección comercial.  

En el debate que se suscita hacia el interior de la Comisión, en este punto, se optó por 
eliminar la referencia al Código Civil federal específicamente en tratándose del 
consentimiento y se buscó una alternativa propia.  

Por lo anterior, a juicio de esta dictaminadora, se añadió la definición de consentimiento 
como sigue, además de incluir en el artículo 8 que éste puede ser revocado, para quedar de 
la siguiente manera:  

"Artículo 3 [...]  

Consentimiento: Manifestación de la voluntad del titular de los datos mediante la 
cual se efectúa el tratamiento de los mismos".  

"Artículo 8. Todo tratamiento de datos personales estará sujeto al consentimiento de 
su titular, salvo las excepciones previstas por la presente Ley.  

El consentimiento será expreso cuando la voluntad se manifieste verbalmente, por 
escrito, por medios electrónicos, ópticos o por cualquier otra tecnología, o por 
signos inequívocos.  

Se entenderá que el titular consiente tácitamente el tratamiento de sus datos, cuando 
habiéndose puesto a su disposición el aviso de privacidad, no manifieste su 
oposición.  

Los datos financieros o patrimoniales requerirán el consentimiento expreso de su 
titular, salvo las excepciones a que se refiere el artículo 10 de la presente Ley.  
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El consentimiento podrá ser revocado en cualquier momento sin que se le atribuyan 
efectos retroactivos. Para revocar el consentimiento, el responsable deberá, en el 
aviso de privacidad, establecer los mecanismos y procedimientos para ello".  

"Artículo 9. Tratándose de datos personales sensibles, el responsable deberá 
obtener el consentimiento expreso y por escrito del titular para su tratamiento, a 
través de su firma autógrafa, firma electrónica, o cualquier mecanismo de 
autenticación que al efecto se establezca.  

No podrán crearse bases de datos que contengan datos personales sensibles, sin que 
se justifique la creación de las mismas para finalidades legítimas, concretas y 
acordes con las actividades o fines explícitos que persigue el sujeto regulado". 

Ahora bien, en este punto también se considera indispensable establecer bajo qué 
condiciones no resulta necesaria la obtención del consentimiento. Al respecto, ambas 
iniciativas contemplaban los supuestos bajo los cuales resulta válido el tratamiento de datos 
sin que el titular de los mismos tenga que consentirlo; sin embargo, se considera que para 
efectos de certeza jurídica y claridad, había que concentrarlos en una disposición que 
englobara los supuestos correspondientes y evitar nombrar a estas excepciones como fines 
primarios en un Aviso de Privacidad, ya que lo anterior aborda otro supuesto relativo a la 
finalidad del tratamiento.  

• Principio de calidad.  

El principio de calidad del dato ha de entenderse específicamente vinculado con la 
veracidad y exactitud en la que se mantienen los datos personales, de forma que aquél 
refleje realmente de forma fiel, la realidad de la información tratada. Ello conlleva un doble 
esfuerzo para los particulares responsables: por un lado deberán asegurarse en el momento 
de la recogida de la información, sobre todo cuando la misma no procede directamente del 
titular, de que aquella resulta exacta y actualizada; por otro debería, siempre que ello sea 
posible, adoptar las medidas razonables para que la información responda a esa veracidad 
mientras persiste en su tratamiento.  

En este sentido, ambas propuestas se pronuncian sobre la exactitud y actualización de los 
datos personales objeto de tratamiento. Sin embargo, con la finalidad de dar mayor 
exactitud a la definición y alcance de este principio, los miembros redactores de este 
dictamen, estimamos conveniente, plasmar el principio de calidad de la siguiente manera en 
la ley que se analiza:  

"Artículo 11. El responsable procurará que los datos personales contenidos en las 
bases de datos sean pertinentes, correctos y actualizados para los fines para los 
cuales fueron recabados.  

Cuando los datos de carácter personal hayan dejado de ser necesarios para el 
cumplimiento de las finalidades previstas por el Aviso de Privacidad y las 
disposiciones legales aplicables deberán ser cancelados". 
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• Principio de finalidad.  

La manifestación esencial de la protección de la privacidad en relación con el tratamiento 
de los datos personales se funda en que el tratamiento únicamente sea llevado a cabo en el 
ámbito de finalidades determinadas, explícitas y legítimas relacionadas con la actividad del 
responsable. Junto con esta regla general, se ha venido reconociendo la posibilidad de 
proceder a este tratamiento para otros fines, siempre que los mismos no sean 
incompatibles con los que motivaron el tratamiento inicial del dato.  

El concepto de compatibilidad a los efectos de la aplicación de esta ley ha de ser 
necesariamente indeterminado, dado que resulta imposible determinar a priori cuándo 
existe o no la misma. Dicho esto, una interpretación razonable permite concluir que no sería 
posible restringir el principio considerando prohibida la utilización de datos para ninguna 
finalidad distinta de la que motivó el tratamiento, pero tampoco sería acorde con la 
protección que se pretende, el conferir una interpretación extensiva que considere que toda 
la actividad de un responsable puede considerarse compatible con la parte de la misma que 
dio lugar al tratamiento. En todo caso, la aplicación de esta regla impone al responsable la 
necesidad de encontrar legitimado el tratamiento de los datos con arreglo a los principios 
contenidos en la ley que se somete a consideración, en aquellos supuestos en los que no se 
produce tal compatibilidad.  

Ninguna de las iniciativas prevén el principio de finalidad como tal, a pesar de que de 
manera indirecta en la iniciativa del diputado Gustavo Parra se incluye el término "fin 
lícito" en su artículo 6 y por su parte, la iniciativa del Diputado Mota aborda los "fines 
primarios y secundarios". Por lo anterior, esta dictaminadora considerando esencial el 
contemplar y definir el principio de finalidad como uno de los ejes rectores de la protección 
de datos, al tiempo que se retoma el régimen de finalidades de la propuesta del diputado 
Mota de manera más concisa, para quedar de la siguiente manera:  

"Artículo 12. El tratamiento de datos personales deberá limitarse al cumplimiento 
de las finalidades previstas en el aviso de privacidad. Si el responsable pretende 
tratar los datos para un fin distinto que no resulte compatible o análogo a los fines 
establecidos en aviso de privacidad, se requerirá obtener nuevamente el 
consentimiento del titular". 

• Principio de proporcionalidad.  

Pasando ahora al principio de proporcionalidad, es menester mencionar que se encuentra 
directamente relacionado con el de finalidad. La exigencia al responsable de únicamente 
tratar datos proporcionales para la finalidad para la que se obtuvieron ha sido analizada por 
los distintos derechos regionales o nacionales desde dos perspectivas distintas, aunque 
complementarias: Por una parte, los datos sólo deberían ser los adecuados o necesarios para 
la finalidad que justifica el tratamiento (principio de proporcionalidad en sentido estricto); 
por otra, quien procede al tratamiento de los datos deberá analizar las finalidades que 
justifican el tratamiento, de modo que sólo debería tratar la mínima cantidad de 
información necesaria para conseguir la finalidad perseguida (principio de minimización).  
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Bajo este tenor, la ley que se analiza trata de vincular ambos principios, debiendo la entidad 
o persona responsable configurar, bien directamente o a través de un prestador de servicios, 
el tratamiento de los datos de forma que únicamente sean objeto de aquél los mínimos datos 
necesarios para la finalidad que lo justifica. La segunda consecuencia de la aplicación de 
este principio será que deberá tenderse siempre que sea posible en el tratamiento de los 
datos a realizar el mismo de forma anonimizada o disociada.  

Sobre el particular, ambas propuestas no incluyen en sus disposiciones este principio toral 
en todo tratamiento de datos personales, razón por la cual, los miembros redactores de este 
dictamen estimamos conveniente incorporar una disposición que recoja la definición, 
alcance y sentido del principio de proporcionalidad de la siguiente manera en la ley que se 
analiza:  

"Artículo 13. El tratamiento de datos de carácter personal será el que resulte 
necesario, adecuado y relevante en relación con las finalidades previstas en el Aviso 
de Privacidad. En particular para datos personales sensibles, el responsable deberá 
realizar esfuerzos razonables para limitar el periodo de tratamiento de los mismos a 
efecto de que sea el mínimo indispensable". 

• Principio de responsabilidad.  

Ahora bien, sin temor a equívoco, la aportación central de esta dictaminadora es el 
incorporar el principio de responsabilidad, el cual debe entenderse en el sentido de que 
corresponderá a la entidad o persona responsable el deber de velar por el cumplimiento de 
los principios y rendir cuentas al titular en caso de incumplimiento. Este principio es la 
verdadera garantía para el titular de los datos quien deposita su confianza en el responsable, 
mismo que deberá tomar todas las previsiones para que los datos sean tratados de acuerdo 
con la voluntad del dueño de la información y bajo las medidas de seguridad que se prevean 
por la vía contractual. Así, dado que existe un tráfico de datos intenso y en muchas 
ocasiones este se da fuera de las fronteras de nuestro país, el ciudadano tendrá la 
tranquilidad de que si su información ha trascendido a manos de terceros en otras latitudes, 
éste estará enterado de las cautelas con que debe tratar su información.  

El responsable es quien en última instancia decide que se proceda al tratamiento de los 
datos de carácter personal. Por este motivo, será él quien deba asegurarse de que el 
tratamiento dentro y fuera del país donde fueron recabados originalmente, se lleva a cabo 
en cumplimiento de los principios esenciales de protección de la privacidad en lo referente 
al tratamiento de los datos personales.  

Al respecto, ambas iniciativas carecen de una disposición específica que plasme el sentido 
y motivo de ser de este principio fundamental en la materia, si bien el artículo 18 de la 
Iniciativa del diputado Adolfo Mota de manera innovadora, establece el régimen de 
subrogación a las obligaciones del responsable por parte del tercero receptor del dato y del 
aviso de privacidad, los miembros redactores de este dictamen consideramos conveniente 
incorporar una disposición que recoja la definición, alcance y sentido de este principio de la 
siguiente manera en la ley que se analiza:  
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"Artículo 14. El responsable velará por el cumplimiento de los principios de 
protección de datos personales establecidos por esta ley, debiendo adoptar las 
medidas necesarias para su aplicación. lo anterior aplicará aún y cuando estos datos 
fueren tratados por un tercero a solicitud del responsable. El responsable deberá 
tomar las medidas necesarias y suficientes para garantizar que el Aviso de 
Privacidad dado a conocer al titular, sea respetado en todo momento por él o por 
terceros con los que guarde alguna relación jurídica". 

• Principio de información.  

La protección a la privacidad de la persona en lo relativo al tratamiento de sus datos 
personales ha de traducirse necesariamente en el derecho, y correlativo deber para la 
entidad o persona responsable, de poder conocer efectivamente la existencia misma del 
tratamiento y las características esenciales del mismo, en términos que le resulten 
fácilmente comprensibles. Este derecho que simultáneamente constituye un deber se 
traduce en el denominado principio de información. Este principio permite a la persona 
conocer los tratamientos de sus datos personales que están siendo llevados a cabo y, lo que 
resulta esencial, ejercer los derechos comúnmente reconocidos en relación con esos 
tratamientos. Desde el punto de vista de su extensión, el principio de información ha de 
aplicarse a todos los tratamientos que se lleven a cabo, con independencia de si los datos 
proceden del titular de los datos o de otras fuentes, así como a la información útil relativa a 
cada uno de ellos. El principio de información se materializa a través de un aviso de 
privacidad, el cual debe darse a conocer al momento de la recolección de los datos 
personales.  

Al respecto, la iniciativa del diputado Adolfo Mota define al principio de referencia como 
principio de aviso. Asimismo, establece el contenido y modalidades del aviso de 
privacidad. Por su parte, la iniciativa del diputado Gustavo Parra en los artículos 15, 16, 17 
señala la obligación del responsable de proporcionar el aviso de privacidad, el contenido y 
las modalidades de dicho aviso, respectivamente. Sin embrago, con la finalidad de dar 
mayor exactitud a la definición y alcance de este principio, los miembros redactores de este 
dictamen, estimamos conveniente, plasmar el principio de información como estableció en 
los artículos 14, 15, 16 y 17.  

• Principio de lealtad.  

Por último, en lo que toca a la inclusión de los diversos principios que rigen la materia, el 
segundo párrafo del numeral 9 contiene este principio. Adicionalmente a los anteriores, es 
preciso destacar que el Decreto contiene previsiones en el sentido de impedir la creación de 
bases de datos que contengan datos personales sensibles, sin que esta acción se justifique 
atendiendo a su finalidad y que ésta sea legítima, concreta y acorde con las actividades o 
fines explícitos que procura el sujeto regulado. En efecto, su redacción es la siguiente:  

"No podrán crearse bases de datos que contengan datos personales sensibles, sin que 
se justifique la creación de las mismas para finalidades legítimas, concretas y 
acordes con las actividades o fines explícitos que persigue el sujeto regulado". 

Datos personales sensibles.  
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No podemos dejar pasar, en este punto, la definición contenida en la fracción VI, del 
artículo 3, de la Ley, relativa a los datos personales sensibles. Al respecto, la propuesta 
establece en dicha fracción: "Datos personales sensibles: Aquellos datos personales que 
afecten a la esfera más íntima de su titular; cuya utilización indebida pueda dar origen a 
discriminación; o conllevar un riesgo grave para éste. En particular, se consideran sensibles 
aquellos que puedan revelar aspectos como origen racial o étnico, estado de salud presente 
y futuro, información genética, creencias religiosas, filosóficas y morales, afiliación 
sindical, opiniones políticas, preferencia sexual". Al respecto, cabe señalar que la misma es 
resultado de un prolongado debate entre los miembros de esta Comisión ante la necesidad 
de clarificar los alcances de esta definición. Cabe señalar que los extremos de la misma 
eran, en principio, un enunciado genérico que los conceptualizaba a partir de aquellos datos 
susceptibles de afectar la esfera más íntima de su titular y cuya utilización indebida puede 
dar origen a discriminación; o conllevar un riesgo grave para éste. Sin embargo, se estimó 
que esta definición era demasiado extensa e inclusive podría considerarse ambigua; por lo 
que se propuso eventualmente, dotarla de un contenido específico; es decir, hacer mención 
expresa de aquellos datos que en el derecho comparado son considerados como sensibles y 
aluden expresamente a la información concerniente a una persona relativa a su origen racial 
o étnico, estado de salud, creencias religiosas, filosóficas y morales, afiliación sindical, 
opiniones políticas o preferencia sexual.  

Esta Comisión optó por una definición que incluyera ambos extremos; pues, como se 
aprecia de la fracción transcrita, contenida en la propuesta, se incluye una definición de 
carácter general, enriquecida por contenidos específicos relativos, precisamente, a la 
información propia de las personas, relativa a su origen racial o étnico, estado de salud, 
creencias religiosas, filosóficas y morales, afiliación sindical, opiniones políticas o 
preferencia sexual.  

Derecho al olvido.  

El llamado "derecho al olvido", se incorpora en un tercer párrafo del artículo 11. Debido a 
que es un elemento que favorece la confianza de los particulares respecto al tratamiento de 
su información, se sugiere contemplar este derecho, cuya finalidad es establecer la 
obligación de los responsables de la base de datos de eliminar los datos personales después 
de un plazo razonable posterior, a que se presente algún incumplimiento. Con ello se 
refuerzan los derechos de los particulares a la intimidad y a la protección de su 
información. Asimismo, se homologa el régimen a lo establecido en la Ley para Regular a 
las Sociedades de Información Crediticia. Sobre el particular, se sugiere que el plazo antes 
mencionado, es decir, el del artículo 11, sea de 72 meses a efecto de que se le dé un 
tratamiento igual al que se establece en la referida Ley.  

En esa virtud, el citado párrafo queda como sigue: "El responsable de la Base de Datos 
estará obligado a eliminar la información relativa al incumplimiento de obligaciones 
contractuales, una vez que transcurra un plazo de setenta y dos meses, contado a partir de la 
fecha calendario en que se presente el mencionado incumplimiento".  

IV. Procedimiento ante el responsable y protección de derechos.  
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Los redactores de este dictamen coincidimos en que en esta materia, el procedimiento para 
que el ejercicio de los derechos de acceso, rectificación, cancelación u oposición deber ser 
sencillo, ágil, eficaz, que no conlleve demoras o costos indebidos y a través del cual los 
titulares puedan acceder, rectificar, cancelar o hacer efectivo su derecho de oposición 
respecto de los datos personales que le conciernen.  

Ahora bien, ambas iniciativas prevén procedimientos para el ejercicio de estos derechos en 
los que los plazos estipulados son muy cortos, lo cual implicaría un potencial riesgo de 
incumplimiento del responsable ante las solicitudes recibidas. Asimismo, los 
procedimientos previstos son confusos e imprecisos imposibilitando la comprensión de los 
mismos por parte de los titulares.  

De manera particular la iniciativa del diputado Gustavo Parra enumera una serie de 
excepciones por las cuales se puede negar el ejercicio de cualquiera de los derechos y las 
causales por las cuales el titular afectado en sus derechos por el responsable puede solicitar 
una declaración administrativa de infracción ante la autoridad garante.  

Por otra parte, la iniciativa del diputado Adolfo Mota prevé los siguientes aspectos relativos 
al procedimiento: a) modalidades para otorgar el acceso a los titulares ante el responsable; 
b) prevención ante una solicitud ambigua; c) plazos para el cumplimento de la obligación 
del responsable y d) notificación de la respuesta.  

Así, los miembros de esta Comisión de Gobernación, convencidos de las bondades de que 
la ley en potencia, en su aspecto adjetivo, desarrolle un procedimiento expedito mediante el 
cual los titulares puedan ejercer los derechos de acceso, rectificación, cancelación u 
oposición, y derivado de un análisis y valoración a las disposiciones contenidas en ambas 
iniciativas relativas al procedimiento aludido, consideramos establecer como ejes rectores 
la determinación de plazos razonables de respuesta; el establecimiento de causales de 
negativa del responsable para el ejercicio de los derechos referidos; la posibilidad de 
aclaración ante una solicitud ambigua; la enumeración de los requisitos que debe contener 
la solicitud del titular; así como la gratuidad en la entrega de los datos personales o costos 
pertinentes para consultas posteriores.  

Derivado de lo anterior, y por cuestiones de técnica legislativa, que deberá desencadenar en 
una mejor comprensión, interpretación y aplicación del procedimiento aludido, estimamos 
necesario crear un capítulo IV específico denominado "Del Ejercicio de los Derechos de 
Acceso, Rectificación, Cancelación y Oposición".  

V. Autoridades reguladoras.  

Los miembros de esta Comisión consideran que nuestro país debe adoptar el modelo 
regulatorio que se aplica sobre el particular en Canadá, a través del cual cada autoridad 
emite regulación secundaria derivada de la Ley, en el ámbito de sus atribuciones y, por otra 
parte, existe una instancia u órgano garante frente al titular de los datos que resuelve sus 
quejas denominadas solicitudes de protección de datos personales. De esa forma, dada la 
especialización en temas como comercio, comunicaciones y transportes o salud, 
correspondería a las Secretarías de Estado del ramo específico, el emitir lineamientos, 
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recomendaciones y criterios que permitan la adecuada observancia de los principios y 
derechos que rigen en materia de protección de datos.  

En particular, y toda vez que es en materia comercial donde se da el mayor flujo de 
información, repercutiendo directamente en el mejoramiento de la economía nacional al 
crear fuentes de empleo e impulsar la venta de bienes y servicios tanto a nivel nacional 
como internacional, será la Secretaría de Economía la que gozará de nuevas atribuciones 
para la consecución de una adecuada rectoría de esta materia.  

VI. Instituto Federal de Acceso a la Información Pública como autoridad garante.  

Respecto a la autoridad, en la iniciativa del diputado Gustavo Parra se propone la creación 
de una nueva institución que tenga por objeto la función protección de datos personales en 
posesión de entes privados denominada "Comisión Nacional de Protección de Datos 
Personales". Por otro lado, la iniciativa del diputado Adolfo Mota propone la creación de 
un "Instituto de Protección de Datos Personales", organismo descentralizado dependiente 
de la Secretaría de Economía.  

Tomando en cuenta las consideraciones de los integrantes de la Comisión de Presupuesto y 
Cuenta Pública en el sentido de que la creación de un nuevo organismo descentralizado 
impactaría negativamente en las finanzas públicas dados sus costos de implementación, se 
señala lo siguiente: Esta dictaminadora considera que el Instituto Federal de Acceso a la 
Información Pública (IFAI) debiera contar con nuevas atribuciones por virtud de esta ley 
para garantizar, además del derecho a saber de los ciudadanos, la protección de su 
información personal, por las siguientes razones:  

a) Ahorro de costos adicionales. Se evitarían gastos e inversiones importantes que 
sobrevendrían con la creación de una nueva autoridad en materia de protección de 
datos personales. En su lugar, con una economía importante, se destinarían los 
recursos humanos, financieros y materiales estrictamente necesarios para adecuar la 
estructura del IFAI, de modo que se adapte para ejercer nuevas atribuciones en el 
ámbito del sector privado.  

Pero no sólo por razones de costos de creación institucional resulta conveniente que 
el IFAI asuma la aplicación e interpretación de esta nueva pieza legislativa. En 
México, el IFAI está a cargo de la protección de datos en la Administración Pública 
Federal. La legislación mexicana reconoce el acceso y la protección de datos 
personales a través de derechos y principios reconocidos internacionalmente. Por 
otra parte, el IFAI ha expedido regulación secundaria -lineamientos y 
recomendaciones- con el objeto de establecer las políticas y los procedimientos para 
asegurar el adecuado tratamiento de los datos personales, incluido los niveles de 
seguridad atendiendo a su sensibilidad, así como su acceso y rectificación por parte 
de sus titulares. En relación con la solución de controversias, el IFAI ha resuelto 
privilegiando el acceso a los solicitantes de sus datos personales bajo el criterio de 
que no hay de causal de clasificación oponible a ese derecho fundamental.  
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Las ventajas de concentrar en el IFAI la función de proteger datos personales en 
posesión de entes privados serían las siguientes:  

b) Unicidad de criterio. Se evitarían conflictos potenciales entre los criterios de 
apertura de información y la protección de datos personales. Esto es importante para 
garantizar al ciudadano seguridad y certeza jurídicas en cuanto al alcance de dos 
derechos reconocidos constitucionalmente. En México se podrían dar casos donde 
el IFAI garantice la publicidad del nombre de personas que reciben recursos 
públicos, mientras que el órgano encargado de la protección de datos personales 
considere que esa información es confidencial. Lo anterior representaría un 
retroceso en el terreno hasta ahora ganado por el derecho a saber y el principio de 
máxima publicidad en los actos de gobierno. Asimismo, podrían presentarse 
asimetrías en el grado de observancia de los principios de protección de datos 
personales exigidos a los responsables de sistemas de datos en posesión del Estado, 
de aquellos en posesión de los particulares. Los problemas de unicidad de criterio se 
reflejan en el caso francés y portugués, sólo por mencionar dos ejemplos.  

c) Curva de aprendizaje. En el caso del IFAI se aprovecharía la acumulación de 
conocimiento y especialización en materia de datos personales, incluida la 
implementación de regulación secundaria -lineamientos y recomendaciones-, 
solución de controversias para la protección de derechos de acceso y rectificación, 
así como los que sobrevendrían de cancelación y oposición (derechos ARCO), 
supervisión del cumplimiento regulatorio -verificaciones-, promoción de la cultura y 
capacitación en la sociedad, las relaciones institucionales nacionales e 
internacionales, la membrecía de grupos de trabajo ad-hoc, organizaciones 
internacionales, así como la participación en foros especializados.  

d) Autonomía. Tal y como se pretende en ambas iniciativas, para efectos de la 
creación de un nuevo organismo, el IFAI reúne las características de ser un 
organismo descentralizado no sectorizado de la Administración Pública Federal con 
autonomía técnica y de gestión, así como con personalidad jurídica y patrimonio 
propios. Adicionalmente, tiene otras ventajas como el hecho de ser reconocido 
como un órgano especializado e imparcial con una clara autonomía presupuestaria, 
operativa y de decisión en ese respecto; su órgano máximo de decisión está 
integrado de manera colegiada -lo que se recomienda en este tipo de instituciones- y 
es la autoridad suprema tanto para efectos sustantivos -pleno- como administrativos 
-órgano de gobierno-, sin injerencia de una Junta de Gobierno integrada por 
representantes de otras instancias dependientes del Ejecutivo Federal.  

e) Posicionamiento del tema en el entorno político y social. El IFAI cuenta con 
un grado de conocimiento del público superior al 54% de la población en tan sólo 5 
años de operación. Con respecto a la percepción ciudadana sobre la confianza y la 
calificación en sus instituciones públicas, el IFAI ocupa un lugar comparable al del 
Instituto Federal Electoral y superior a la Comisión Nacional de Derechos Humanos 
y la Secretaría de Educación Pública, por lo que no sería problema orientar esa 
percepción en materia de protección de la privacidad en los entes privados. 
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VII. Procedimiento de protección de derechos ante el Instituto.  

Los redactores de este dictamen coincidimos en lo preponderante que es establecer un 
procedimiento sencillo y expedito por medio del cual los titulares que se consideren 
afectados en el ejercicio de sus derechos de acceso, rectificación, cancelación u oposición 
por parte del responsable del tratamiento, puedan presentar lo que consideramos debe 
denominarse como solicitud de protección de datos ante el Instituto Federal de Acceso a la 
Información Pública, que por efectos de esta Ley, cambia de denominación para ser el 
Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos.  

Así, la iniciativa del diputado Gustavo Parra lo denomina "procedimiento de declaración 
administrativa de infracción", en el cual describe las causales de procedencia; los plazos de 
sustanciación; la información mínima que deberá contener la solicitud del titular; los 
elementos de prueba admitidos; los requisitos que deberá cumplir los alegatos del 
responsable y la publicidad de las resoluciones de la autoridad garante.  

Por otro lado, la iniciativa del diputado Adolfo Mota prevé un procedimiento 
administrativo de protección de datos sustanciado ante la autoridad garante, en el cual 
contempla las causales de procedencia; los requisitos que deberá cumplir el titular afectado 
en su solicitud; plazos y condiciones de sustanciación; sentido de las resoluciones; causales 
de improcedencia y sobreseimiento del procedimiento y medios de impugnación de las 
resoluciones emitidas por la autoridad garante.  

Ahora bien, en ambas iniciativas los plazos previstos para emitir una resolución se 
consideran muy cortos, lo cual implica un potencial riesgo de incumplimiento de la 
autoridad garante para atender debidamente la solicitud del titular de los datos. De igual 
forma, se considera necesario aclarar algunas fases del procedimiento para brindar mayor 
certeza jurídica a las partes. En esa misma tesitura y derivado de un análisis y valoración de 
las disposiciones contenidas en ambas iniciativas y a efecto de lograr una mejor 
comprensión, interpretación y aplicación del procedimiento ante el Instituto, estimamos 
imprescindible crear un capítulo específico denominado: "Del Procedimiento de Protección 
de Derechos" en la ley que se analiza, el cual establece los ejes rectores que le dan vida al 
mismo.  

Finalmente, vale la pena señalar que se añade un procedimiento de conciliación entre el 
responsable y el solicitante, por medio del cual se busca reducir los plazos del 
procedimiento y lograr satisfacer los extremos de su petición. El acuerdo conciliatorio 
constará por escrito y tendrá efectos vinculantes para las partes y el Instituto verificará el 
cumplimiento respectivo.  

VIII. Medidas de seguridad.  

Ahora bien, la seguridad en el tratamiento de los datos de carácter personal es vital para 
garantizar de forma efectiva la privacidad de las personas, estableciendo controles o 
medidas que impidan el acceso indebido a la información.  
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Pero al propio tiempo, la adecuada garantía de la protección de datos personales exige 
también que se mantenga la integridad y exactitud de la información personal, de modo que 
con estas medidas se permita evitar la pérdida total o parcial de los datos o su alteración.  

Las medidas de seguridad no sólo deben referirse al funcionamiento de los sistemas de 
información en que se traten y almacenen datos de carácter personal –tales como la 
identificación y autenticación o el establecimiento de bitácoras, también conocidos como 
"logs" de acceso a los datos, entre otras–, sino que además deben necesariamente 
complementarse con medidas físicas y administrativas dentro de la organización que, por 
objeto, permitan el control de acceso físico a los centros de proceso de datos o la entrada y 
salida de los soportes en que puedan almacenarse datos de carácter personal y la formación 
de una cultura de seguridad integral.  

Así, tanto la persona o entidad responsable como los encargados y terceros –estos últimos 
vía contractual– deben proteger los datos de carácter personal que sometan a tratamiento 
mediante la implementación de medidas técnicas, físicas y organizativas que resulten 
idóneas para garantizar su integridad, confidencialidad y disponibilidad. Sobre el particular, 
ambas iniciativas hacen referencia a que las bases de datos deberán reunir las condiciones 
de seguridad suficientes para garantizar la debida custodia de la información que alojan; sin 
embargo, a juicio de esta Comisión, consideramos importante que las autoridades a que se 
refiere el artículo 40 de la propuesta que se presenta, puedan hacer valer los estándares 
nacionales vigentes, así como emitir recomendaciones de carácter orientativo, sobre 
estándares y mejores prácticas internacionales para lograr dicho objetivo. Para lograr lo 
anterior, se deberá tomar en cuenta, la naturaleza y tipo de datos; las finalidades del 
tratamiento, y las capacidades técnicas y económicas del responsable. Lo anterior por su 
puesto, bajo estándares de neutralidad tecnológica. Asimismo y retomando la propuesta en 
ese particular del diputado Adolfo Mota, se añade que los responsables no adoptarán 
medidas de seguridad menores a aquellas que mantengan para el manejo de su información. 
Asimismo se tomará en cuenta el riesgo existente; las posibles consecuencias para los 
titulares de los datos; la sensibilidad de los tratamientos, y el desarrollo tecnológico.  

IX. Infracciones y sanciones.  

La ley prevé un Capítulo de infracciones que retoma conductas previstas por ambas 
iniciativas y añade otras que se consideraron por esta Comisión, como supuestos que se 
presentan en el tratamiento de datos y que consideramos deben ser sancionadas desde el 
apercibimiento hasta la imposición de multas máximas, bajo un sistema de modulación de 
la penalidad, de acuerdo con la gravedad de las conductas. Al respecto, los montos de las 
sanciones fueron retomados de la iniciativa del diputado Gustavo Parra, ya que se considera 
por un lado, que la ley debe desincentivar conductas contrarias a lo establecido por la 
misma, y por otro, al tratarse de un derecho fundamental reconocido a nivel constitucional, 
consideramos fehacientemente que debe garantizarse al ciudadano que una vez que ha sido 
conculcado su derecho, habrá una consecuencia para el responsable que actuó con 
negligencia o dolo en el debido tratamiento de su información, máxime cuando ésta fuere 
sensible.  
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X. Cabe apuntar que la estructura del Decreto obedece a dos partes claramente 
diferenciadas; un artículo primero por el cual se expide la Ley Federal de Protección de 
Datos Personales en Posesión de los Particulares, brevemente reseñada en párrafos de 
antelación; y un artículo segundo el cual determina que se reforman los artículos 3, 
fracciones II y VII, y 33, así como la denominación del Capítulo II, de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental para adecuar la 
denominación del Instituto con el fin de que abarque la nueva función atribuida: La 
protección de los datos personales en posesión de particulares. En efecto, el citado artículo 
3 se modifica a efecto de contar con una definición de "Datos personales", que en su 
fracción II se define como: "Cualquier información concerniente a una persona física 
identificada o identificable". Y se reforma también la fracción VII, para definir lo que debe 
entenderse por "Instituto" en el caso de una mención de la Ley; y por tal se entiende, de 
acuerdo a esta fracción: "El Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de 
Datos, establecido en el Artículo 33 de esta Ley". Con ese mismo fin se reforma la 
denominación del Capítulo II del Título II, así como el vigente artículo 33 para quedar 
como sigue: "El Instituto es un órgano de la Administración Pública Federal, con 
autonomía operativa, presupuestaria y de decisión, encargado de promover y difundir el 
ejercicio del derecho a la información; resolver sobre la negativa a las solicitudes de acceso 
a la información y proteger los datos personales en poder de las dependencias y entidades".  

XI. Artículos transitorios.  

Del término "transitorio" se infiere que la función de estos artículos es, en principio, 
temporal y sirve para regular los procesos de cambio en el sistema jurídico. Su naturaleza 
jurídica se define por su función que se refiere a la aplicabilidad de otras normas, ya sea al 
señalar la entrada en vigor de una disposición o al derogarla. El artículo transitorio pierde 
su eficacia una vez que ha cumplido su cometido, por ello es que no puede establecer 
prescripciones genéricas con carácter vinculante a los particulares.  

Un aspecto especial de los artículos transitorios es que carecen de autonomía, es decir, 
solamente pueden existir en vinculación con otras disposiciones normativas y existen, de 
conformidad con su naturaleza, tres clases de artículos transitorios:  

a) Los que determinan la vigencia de una norma, estableciendo la entrada en vigor o 
vigencia temporal de las disposiciones a que se refiere a partir del momento de la 
promulgación o publicación de la norma. La eficacia de estos artículos transitorios 
es inmediata, por lo que su vigencia podría ser temporal, pues su función se agota al 
entrar en vigor la norma a que hacen referencia;  

b) Los que establecen la derogación de una o varias disposiciones jurídicas, así 
ponen fin a su vigencia con lo cual su función se agota, ya que las normas 
derogadas no pueden recuperar su vigencia, y  

c) Los que establecen un mandato al legislador, independientemente de que esté 
sujeto a plazo o de que se prevea una sanción en caso de infracción, la vigencia de 
estos artículos depende del cumplimiento de la condición prevista. 
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En relación con las normas que determinan la vigencia de otras normas, el primer y 
segundo tipo mencionados, ya que también las normas derogatorias se refieren a la 
vigencia, el sujeto normativo de las mismas es la autoridad que las debe aplicar. El tercer 
tipo, en cambio, se dirige al legislador o autoridad competente para emitir las disposiciones 
necesarias para la debida instrumentación de la norma, se trata normalmente de los 
reglamentos de una ley. Pero todas ellas son normas con carácter obligatorio, por lo que en 
caso de una infracción a lo prescrito o de una indebida aplicación o interpretación de éstas, 
su aplicación es impugnable por el afectado y la autoridad competente puede resultar 
responsable administrativa o judicialmente, ya que la aplicación de una norma derogada o 
que no ha entrado en vigor, vicia el acto y lo hace anulable.  

Los artículos transitorios que determinan la derogación de las normas presentan desde la 
perspectiva teórica mayores complicaciones, ya que dada su función se vincula con otra 
categoría de normas, las derogatorias, cuya naturaleza sigue en debate en la teoría del 
derecho. Este tipo de artículos transitorios se configuran como un mandato a la autoridad 
que prohíbe la aplicación de las disposiciones derogadas, y por ello tienen una doble 
función, la primera es la supresión de la vigencia de la norma, y la segunda consiste en 
impedir la aplicación futura de la norma derogada, por lo que se puede decir que su eficacia 
es permanente, y en virtud de esta segunda función su eficacia perdura aun cuando las 
disposiciones derogatorias fuesen derogadas. Kelsen, a su vez, considera que al producirse 
el efecto derogatorio, la norma derogatoria pierde también su validez respecto de la norma 
derogada, lo cual significa que su derogación no produciría efectos en relación con la 
norma derogada, ésta ya no puede recuperar su validez.  

Por lo que hace al presente dictamen, encontramos los tres tipos de artículos transitorios, 
anteriormente descritos, pues en el primer artículo se establece la entrada en vigor del 
decreto que expide la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los 
Particulares, que será al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación, así mismo el Ejecutivo Federal tiene la obligación de expedir el Reglamento de 
la Ley en un plazo de un año, contado a partir de la entrada en vigor.  

Por lo que hace al artículo sexto transitorio, se establece una abrogación de las leyes en 
materia de protección de datos personales en Posesión de los Particulares que se hubieren 
expedido y se derogan aquellas que se opongan al decreto, lo anterior en correspondencia 
con el mandato constitucional, en razón de que el artículo tercero transitorio del Decreto de 
fecha 24 de marzo de 2009 publicado en el Diario Oficial de la Federación el 30 de abril del 
mismo año por el que se adiciona la fracción XXIX-O al artículo 73 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, que a la letra dice: "Tercero. En tanto el 
Congreso de la Unión expide la ley respectiva a la facultad que se otorga en este Decreto, 
continuarán vigentes las disposiciones que sobre la materia hayan dictado las legislaturas de 
las entidades federativas, en tratándose de datos personales en Posesión de los 
Particulares".  

De esta forma podemos concluir que el presente decreto tiene la fuerza legal para imponer 
la abrogación de todas las disposiciones, que en las Entidades Federativas se hayan 
impuesto, en razón de que la Constitución Política de los Estadas Unidos Mexicanos, como 
disposición jurídica superior, dota al Congreso de la Unión de la potestad para ello.  
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Finalmente se establece en el artículo octavo transitorio, que las menciones hechas al 
Instituto Federal de Acceso a la Información, en leyes, tratados o acuerdos internacionales, 
reglamentos y demás ordenamientos, se entenderá realizada al Instituto Federal de Acceso a 
la Información y Protección de Datos Personales, con el objetivo de evitar reformas a todo 
un marco regulatorio. Lo anterior, en clara relación con el artículo segundo del decreto, ya 
comentado.  

Por lo antes expuesto, los diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, someten a 
la consideración del Pleno de esta Honorable Asamblea, el siguiente:  

DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN DE 
DATOS PERSONALES EN POSESIÓN DE LOS PARTICULARES Y SE 
REFORMAN LOS ARTÍCULOS 3, FRACCIONES II Y VII, Y 33, ASÍ COMO LA 
DENOMINACIÓN DEL CAPÍTULO II, DEL TÍTULO SEGUNDO, DE LA LEY 
FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 
GUBERNAMENTAL.  

ARTÍCULO PRIMERO. Se expide la Ley Federal de Protección de Datos Personales en 
Posesión de los Particulares.  

LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN POSESIÓN DE 
LOS PARTICULARES  

CAPÍTULO I  

Disposiciones Generales  

Artículo 1. La presente Ley es de orden público y de observancia general en toda la 
República y tiene por objeto la protección de los datos personales en posesión de los 
particulares, con la finalidad de regular su tratamiento legítimo, controlado e informado, a 
efecto de garantizar la privacidad y el derecho a la autodeterminación informativa de las 
personas.  

Artículo 2. Son sujetos regulados por esta ley, los particulares sean personas físicas o 
morales de carácter privado que lleven a cabo el tratamiento de datos personales, con 
excepción de:  

I. Las sociedades de información crediticia en los supuestos de la Ley para Regular 
las Sociedades de Información Crediticia y demás disposiciones aplicables, y  

II. Las personas que lleven a cabo la recolección y almacenamiento de datos 
personales, que sea para uso exclusivamente personal, y sin fines de divulgación o 
utilización comercial. 

Artículo 3. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:  
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I. Aviso de Privacidad: Documento físico, electrónico o en cualquier otro formato 
generado por el responsable que es puesto a disposición del titular previo al 
tratamiento de sus datos personales, de conformidad con el artículo 15 de la 
presente Ley;  

II. Bases de datos: El conjunto ordenado de datos personales referentes a una 
persona identificada o identificable;  

III. Bloqueo: La identificación y conservación de datos personales una vez 
cumplida la finalidad para la cual fueron recabados, con el único propósito de 
determinar posibles responsabilidades en relación con su tratamiento, hasta el plazo 
de prescripción legal o contractual de estas. Durante dicho periodo, los datos 
personales no podrán ser objeto de tratamiento y transcurrido éste, se procederá a su 
cancelación en la base de datos que corresponde;  

IV. Consentimiento: Manifestación de la voluntad del titular de los datos mediante 
la cual se efectúa el tratamiento de los mismos;  

V. Datos personales: Cualquier información concerniente a una persona física 
identificada o identificable;  

VI. Datos personales sensibles: Aquellos datos personales que afecten a la esfera 
más íntima de su titular, o cuya utilización indebida pueda dar origen a 
discriminación o conlleve un riesgo grave para éste. En particular, se consideran 
sensibles aquellos que puedan revelar aspectos como origen racial o étnico, estado 
de salud presente y futuro, información genética, creencias religiosas, filosóficas y 
morales, afiliación sindical, opiniones políticas, preferencia sexual;  

VII. Días: Días hábiles;  

VIII. Disociación: El procedimiento mediante el cual los datos personales no 
pueden asociarse al titular ni permitir, por su estructura, contenido o grado de 
desagregación, la identificación del mismo;  

IX. Encargado: La persona física o jurídica que sola o conjuntamente con otras 
trate datos personales por cuenta del responsable;  

X. Fuente de acceso público: Aquellas bases de datos cuya consulta puede ser 
realizada por cualquier persona, sin más requisito que, en su caso, el pago de una 
contraprestación, de conformidad con lo señalado por el Reglamento de esta Ley;  

XI. Instituto: Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos, a 
que hace referencia la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública Gubernamental.  
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XII. Ley: Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los 
Particulares;  

XIII. Reglamento: El Reglamento de la Ley Federal de Protección de Datos 
Personales en Posesión de los Particulares;  

XIV. Responsable: Persona física o moral de carácter privado que decide sobre el 
tratamiento de datos personales;  

XV. Secretaría: Secretaría de Economía;  

XVI. Tercero: La persona física o moral, nacional o extranjera, distinta del titular o 
del responsable de los datos;  

XVII. Titular: La persona física a quien corresponden los datos personales;  

XVIII. Tratamiento: La obtención, uso, divulgación o almacenamiento de datos 
personales, por cualquier medio. El uso abarca cualquier acción de acceso, manejo, 
aprovechamiento, transferencia o disposición de datos personales, y  

XIX. Transferencia: Toda comunicación de datos realizada a persona distinta del 
responsable o encargado del tratamiento. 

Artículo 4. Los principios y derechos previstos en esta Ley, tendrán como límite en cuanto 
a su observancia y ejercicio, la protección de la seguridad nacional, el orden, la seguridad y 
la salud públicos, así como los derechos de terceros.  

Artículo 5. A falta de disposición expresa en esta Ley, se aplicarán de manera supletoria 
las disposiciones del Código Federal de Procedimientos Civiles y de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo.  

Para la substanciación de los procedimientos de protección de derechos, de verificación e 
imposición de sanciones se observarán las disposiciones contenidas en la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo.  

CAPÍTULO II  
De los Principios de Protección de Datos Personales  

Artículo 6. Los responsables en el tratamiento de datos personales, deberán observar los 
principios de licitud, consentimiento, información, calidad, finalidad, lealtad, 
proporcionalidad y responsabilidad, previstos en la Ley.  

Artículo 7. Los datos personales deberán recabarse y tratarse de manera lícita conforme a 
las disposiciones establecidas por esta Ley y demás normatividad aplicable.  
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La obtención de datos personales no debe hacerse a través de medios engañosos o 
fraudulentos.  

En todo tratamiento de datos personales, se presume que existe la expectativa razonable de 
privacidad, entendida como la confianza que deposita cualquier persona en otra, respecto de 
que los datos personales proporcionados entre ellos serán tratados conforme a lo que 
acordaron las partes en los términos establecidos por esta Ley.  

Artículo 8. Todo tratamiento de datos personales estará sujeto al consentimiento de su 
titular, salvo las excepciones previstas por la presente Ley.  

El consentimiento será expreso cuando la voluntad se manifieste verbalmente, por escrito, 
por medios electrónicos, ópticos o por cualquier otra tecnología, o por signos inequívocos.  

Se entenderá que el titular consiente tácitamente el tratamiento de sus datos, cuando 
habiéndose puesto a su disposición el aviso de privacidad, no manifieste su oposición.  

Los datos financieros o patrimoniales requerirán el consentimiento expreso de su titular, 
salvo las excepciones a que se refieren los artículos 10 y 37 de la presente Ley.  

El consentimiento podrá ser revocado en cualquier momento sin que se le atribuyan efectos 
retroactivos. Para revocar el consentimiento, el responsable deberá, en el aviso de 
privacidad, establecer los mecanismos y procedimientos para ello.  

Artículo 9. Tratándose de datos personales sensibles, el responsable deberá obtener el 
consentimiento expreso y por escrito del titular para su tratamiento, a través de su firma 
autógrafa, firma electrónica, o cualquier mecanismo de autenticación que al efecto se 
establezca.  

No podrán crearse bases de datos que contengan datos personales sensibles, sin que se 
justifique la creación de las mismas para finalidades legítimas, concretas y acordes con las 
actividades o fines explícitos que persigue el sujeto regulado.  

Artículo 10. No será necesario el consentimiento para el tratamiento de los datos 
personales cuando:  

I. Esté previsto en una Ley;  

II. Los datos figuren en fuentes de acceso público;  

III. Los datos personales se sometan a un procedimiento previo de disociación;  

IV. Tenga el propósito de cumplir obligaciones derivadas de una relación jurídica 
entre el titular y el responsable;  
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V. Exista una situación de emergencia que potencialmente pueda dañar a un 
individuo en su persona o en sus bienes;  

VI. Sean indispensables para la atención médica, la prevención, diagnóstico, la 
prestación de asistencia sanitaria, tratamientos médicos o la gestión de servicios 
sanitarios, mientras el titular no esté en condiciones de otorgar el consentimiento, en 
los términos que establece la Ley General de Salud y demás disposiciones jurídicas 
aplicables y que dicho tratamiento de datos se realice por una persona sujeta al 
secreto profesional u obligación equivalente, y  

VII. Se dicte resolución de autoridad competente. 

Artículo 11. El responsable procurará que los datos personales contenidos en las bases de 
datos sean pertinentes, correctos y actualizados para los fines para los cuales fueron 
recabados.  

Cuando los datos de carácter personal hayan dejado de ser necesarios para el cumplimiento 
de las finalidades previstas por el aviso de privacidad y las disposiciones legales aplicables, 
deberán ser cancelados.  

El responsable de la base de datos estará obligado a eliminar la información relativa al 
incumplimiento de obligaciones contractuales, una vez que transcurra un plazo de setenta y 
dos meses, contado a partir de la fecha calendario en que se presente el mencionado 
incumplimiento.  

Artículo 12. El tratamiento de datos personales deberá limitarse al cumplimiento de las 
finalidades previstas en el aviso de privacidad. Si el responsable pretende tratar los datos 
para un fin distinto que no resulte compatible o análogo a los fines establecidos en aviso de 
privacidad, se requerirá obtener nuevamente el consentimiento del titular.  

Artículo 13. El tratamiento de datos personales será el que resulte necesario, adecuado y 
relevante en relación con las finalidades previstas en el aviso de privacidad. En particular 
para datos personales sensibles, el responsable deberá realizar esfuerzos razonables para 
limitar el periodo de tratamiento de los mismos a efecto de que sea el mínimo 
indispensable.  

Artículo 14. El responsable velará por el cumplimiento de los principios de protección de 
datos personales establecidos por esta Ley, debiendo adoptar las medidas necesarias para su 
aplicación. Lo anterior aplicará aún y cuando estos datos fueren tratados por un tercero a 
solicitud del responsable. El responsable deberá tomar las medidas necesarias y suficientes 
para garantizar que el aviso de privacidad dado a conocer al titular, sea respetado en todo 
momento por él o por terceros con los que guarde alguna relación jurídica.  

Artículo 15. El responsable tendrá la obligación de informar a los titulares de los datos la 
información que se recaba de ellos y con qué fines, a través del aviso de privacidad.  
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Artículo 16. El aviso de privacidad deberá contener, al menos, la siguiente información:  

I. La identidad y domicilio del responsable que los recaba;  

II. Las finalidades del tratamiento de datos;  

III. Las opciones y medios que el responsable ofrezca a los titulares para limitar el 
uso o divulgación de los datos;  

IV. Los medios para ejercer los derechos de acceso, rectificación, cancelación u 
oposición, de conformidad con lo dispuesto en esta Ley;  

V. En su caso, las transferencias de datos que se efectúen, y  

VI. El procedimiento y medio por el cual el responsable comunicará a los titulares 
de cambios al aviso de privacidad, de conformidad con lo previsto en esta Ley. 

En el caso de datos personales sensibles, el aviso de privacidad deberá señalar 
expresamente que se trata de este tipo de datos.  

Artículo 17. El aviso de privacidad debe ponerse a disposición de los titulares a través de 
formatos impresos, digitales, visuales, sonoros o cualquier otra tecnología, de la siguiente 
manera:  

I. Cuando los datos personales hayan sido obtenidos personalmente del titular, el 
aviso de privacidad deberá ser facilitado en el momento en que se recaba el dato de 
forma clara y fehaciente, a través de los formatos por los que se recaban, salvo que 
se hubiera facilitado el aviso con anterioridad, y  

II. Cuando los datos personales sean obtenidos directamente del titular por 
cualquier medio electrónico, óptico, sonoro, visual, o a través de cualquier otra 
tecnología, el responsable deberá proporcionar al titular de manera inmediata, al 
menos la información a que se refiere las fracciones I y II del artículo anterior, así 
como proveer los mecanismos para que el titular conozca el texto completo del 
aviso de privacidad. 

Artículo 18. Cuando los datos no hayan sido obtenidos directamente del titular, el 
responsable deberá darle a conocer el cambio en el aviso de privacidad.  

No resulta aplicable lo establecido en el párrafo anterior, cuando el tratamiento sea con 
fines históricos, estadísticos o científicos.  

Cuando resulte imposible dar a conocer el aviso de privacidad al titular o exija esfuerzos 
desproporcionados, en consideración al número de titulares, o a la antigüedad de los datos, 
previa autorización del Instituto, el responsable podrá instrumentar medidas compensatorias 
en términos del Reglamento de esta Ley.  
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Artículo 19. Todo responsable que lleve a cabo tratamiento de datos personales deberá 
establecer y mantener medidas de seguridad administrativas, técnicas y físicas que permitan 
proteger los datos personales contra daño, pérdida, alteración, destrucción o el uso, acceso 
o tratamiento no autorizado.  

Los responsables no adoptarán medidas de seguridad menores a aquellas que mantengan 
para el manejo de su información. Asimismo se tomará en cuenta el riesgo existente, las 
posibles consecuencias para los titulares, la sensibilidad de los datos y el desarrollo 
tecnológico.  

Artículo 20. Las vulneraciones de seguridad ocurridas en cualquier fase del tratamiento 
que afecten de forma significativa los derechos patrimoniales o morales de los titulares, 
serán informadas de forma inmediata por el responsable al titular, a fin de que este último 
pueda tomar las medidas correspondientes a la defensa de sus derechos.  

Artículo 21. El responsable o terceros que intervengan en cualquier fase del tratamiento de 
datos personales deberán guardar confidencialidad respecto de éstos, obligación que 
subsistirá aun después de finalizar sus relaciones con el titular o, en su caso, con el 
responsable.  

CAPÍTULO III  
De los Derechos de los Titulares de Datos Personales  

Artículo 22. Cualquier titular, o en su caso su representante legal, podrá ejercer los 
derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición previstos en la presente Ley. El 
ejercicio de cualquiera de ellos no es requisito previo ni impide el ejercicio de otro. Los 
datos personales deben ser resguardados de tal manera, que permitan el ejercicio sin 
dilación de estos derechos.  

Artículo 23. Los titulares tienen derecho a acceder a sus datos personales que obren en 
poder del responsable, así como conocer el Aviso de Privacidad al que está sujeto el 
tratamiento.  

Artículo 24. El titular de los datos tendrá derecho a rectificarlos cuando sean inexactos o 
incompletos.  

Artículo 25. El titular tendrá en todo momento el derecho a cancelar sus datos personales.  

La cancelación de datos personales dará lugar a un periodo de bloqueo tras el cual se 
procederá a la supresión del dato. El responsable podrá conservarlos exclusivamente para 
efectos de las responsabilidades nacidas del tratamiento. El periodo de bloqueo será 
equivalente al plazo de prescripción de las acciones derivadas de la relación jurídica que 
funda el tratamiento en los términos de la Ley aplicable en la materia.  

Una vez cancelado el dato se dará aviso a su titular.  



Gaceta Parlamentaria, Cámara de Diputados, número 2987-VI, martes 13 de abril de 2010. 
 

46 
 

Cuando los datos personales hubiesen sido transmitidos con anterioridad a la fecha de 
rectificación o cancelación y sigan siendo tratados por terceros, el responsable deberá hacer 
de su conocimiento dicha solicitud de rectificación o cancelación, para que proceda a 
efectuarla también.  

Artículo 26. El responsable no estará obligado a cancelar los datos personales cuando:  

I. Se refiera a las partes de un contrato privado, social o administrativo y sean 
necesarios para su desarrollo y cumplimiento;  

II. Deban ser tratados por disposición legal;  

III. Obstaculice actuaciones judiciales o administrativas vinculadas a obligaciones 
fiscales, la investigación y persecución de delitos o la actualización de sanciones 
administrativas;  

IV. Sean necesarios para proteger los intereses jurídicamente tutelados del titular;  

V. Sean necesarios para realizar una acción en función del interés público, y  

VI. Sean necesarios para cumplir con una obligación legalmente adquirida por el 
titular, y  

VII. Sean objeto de tratamiento para la prevención o para el diagnóstico médico o la 
gestión de servicios de salud, siempre que dicho tratamiento se realice por un 
profesional de la salud sujeto a un deber de secreto. 

Artículo 27. El titular tendrá derecho en todo momento y por causa legítima a oponerse al 
tratamiento de sus datos. De resultar procedente, el responsable no podrá tratar los datos 
relativos al titular.  

CAPÍTULO IV  
Del Ejercicio de los Derechos de Acceso, Rectificación, Cancelación y Oposición  

Artículo 28. El titular o su representante legal podrán solicitar al responsable en cualquier 
momento el acceso, rectificación, cancelación u oposición, respecto de los datos personales 
que le conciernen.  

Artículo 29. La solicitud de acceso, rectificación, cancelación u oposición deberá contener 
y acompañar lo siguiente:  

I. El nombre del titular y domicilio u otro medio para comunicarle la respuesta a su 
solicitud;  

II. Los documentos que acrediten la identidad o, en su caso, la representación legal 
del titular;  
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III. La descripción clara y precisa de los datos personales respecto de los que se 
busca ejercer alguno de los derechos antes mencionados, y  

IV. Cualquier otro elemento o documento que facilite la localización de los datos 
personales. 

Artículo 30. Todo responsable deberá designar a una persona, o departamento de datos 
personales, quien dará trámite a las solicitudes de los titulares, para el ejercicio de los 
derechos a que se refiere la presente Ley. Asimismo fomentará la protección de datos 
personales al interior de la organización.  

Artículo 31. En el caso de solicitudes de rectificación de datos personales, el titular deberá 
indicar, además de lo señalado en el artículo anterior de esta Ley, las modificaciones a 
realizarse y aportar la documentación que sustente su petición.  

Artículo 32. El responsable comunicará al titular, en un plazo máximo de veinte días 
contados desde la fecha en que se recibió la solicitud de acceso, rectificación, cancelación u 
oposición, la determinación adoptada, a efecto de que, si resulta procedente, se haga 
efectiva la misma dentro de los quince días siguientes a la fecha en que se comunica la 
respuesta. Tratándose de solicitudes de acceso a datos personales, procederá la entrega 
previa acreditación de la identidad del solicitante o representante legal, según corresponda.  

Los plazos antes referidos podrán ser ampliados una sola vez por un periodo igual, siempre 
y cuando así lo justifiquen las circunstancias del caso.  

Artículo 33. La obligación de acceso a la información se dará por cumplida cuando se 
pongan a disposición del titular los datos personales; o bien, mediante la expedición de 
copias simples, documentos electrónicos o cualquier otro medio que determine el 
responsable en el aviso de privacidad.  

En el caso de que el titular solicite el acceso a los datos a una persona que presume es el 
responsable y ésta resulta no serlo, bastará con que así se le indique al titular por cualquiera 
de los medios a que se refiere el párrafo anterior, para tener por cumplida la solicitud.  

Artículo 34. El responsable podrá negar el acceso a los datos personales, o a realizar la 
rectificación o cancelación o conceder la oposición al tratamiento de los mismos, en los 
siguientes supuestos:  

I. Cuando el solicitante no sea el titular de los datos personales, o el representante 
legal no esté debidamente acreditado para ello;  

II. Cuando en su base de datos, no se encuentren los datos personales del 
solicitante;  

III. Cuando se lesionen los derechos de un tercero;  
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IV. Cuando exista un impedimento legal, o la resolución de una autoridad 
competente, que restrinja el acceso a los datos personales, o no permita la 
rectificación, cancelación u oposición de los mismos, y  

V. Cuando la rectificación, cancelación u oposición haya sido previamente 
realizada. 

La negativa a que se refiere este artículo podrá ser parcial en cuyo caso el responsable 
efectuará el acceso, rectificación, cancelación u oposición requerida por el titular.  

En todos los casos anteriores, el responsable deberá informar el motivo de su decisión y 
comunicarla al titular, o en su caso, al representante legal, en los plazos establecidos para 
tal efecto, por el mismo medio por el que se llevó a cabo la solicitud, acompañando, en su 
caso, las pruebas que resulten pertinentes.  

Artículo 35. La entrega de los datos personales será gratuita, debiendo cubrir el titular 
únicamente los gastos justificados de envío o con el costo de reproducción en copias u otros 
formatos.  

Dicho derecho se ejercerá por el titular en forma gratuita, previa acreditación de su 
identidad ante el responsable. No obstante, si la misma persona reitera su solicitud en un 
periodo menor a doce meses, los costos no serán mayores a tres días de salario mínimo 
general vigente en el Distrito Federal, a menos que existan modificaciones sustanciales al 
aviso de privacidad que motiven nuevas consultas.  

El titular podrá presentar una solicitud de protección de datos por la respuesta recibida o 
falta de respuesta del responsable, de conformidad con lo establecido en siguiente Capítulo.  

CAPÍTULO V  
De la Transferencia de Datos  

Artículo 36. Cuando el responsable pretenda transferir los datos personales a terceros 
nacionales o extranjeros, distintos del encargado, deberá comunicar a éstos el aviso de 
privacidad y las finalidades a las que el titular sujetó su tratamiento.  

El tratamiento de los datos se hará conforme a lo convenido en el aviso de privacidad, el 
cual contendrá una cláusula en la que se indique si el titular acepta o no la transferencia de 
sus datos, de igual manera, el tercero receptor, asumirá las mismas obligaciones que 
correspondan al responsable que transfirió los datos.  

Artículo 37. Las transferencias nacionales o internacionales de datos podrán llevarse a 
cabo sin el consentimiento del titular cuando se dé alguno de los siguientes supuestos:  

I. Cuando la transferencia esté prevista en una Ley o Tratado en los que México sea 
parte;  
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II. Cuando la transferencia sea necesaria para la prevención o el diagnóstico 
médico, la prestación de asistencia sanitaria, tratamiento médico o la gestión de 
servicios sanitarios;  

III. Cuando la transferencia sea efectuada a sociedades controladoras, subsidiarias o 
afiliadas bajo el control común del responsable, o a una sociedad matriz o a 
cualquier sociedad del mismo grupo del responsable que opere bajo los mismos 
procesos y políticas internas;  

IV. Cuando la transferencia sea necesaria por virtud de un contrato celebrado o por 
celebrar en interés del titular, por el responsable y un tercero;  

V. Cuando la transferencia sea necesaria o legalmente exigida para la salvaguarda 
de un interés público, o para la procuración o administración de justicia;  

VI. Cuando la transferencia sea precisa para el reconocimiento, ejercicio o defensa 
de un derecho en un proceso judicial, y  

VII. Cuando la transferencia sea precisa para el mantenimiento o cumplimiento de 
una relación jurídica entre el responsable y el titular. 

CAPÍTULO VI  
De las Autoridades  

SECCIÓN I  
Del Instituto  

Artículo 38. El Instituto, para efectos de esta Ley, tendrá por objeto difundir el 
conocimiento del derecho a la protección de datos personales en la sociedad mexicana, 
promover su ejercicio y vigilar por la debida observancia de las disposiciones previstas en 
la presente Ley y que deriven de la misma; en particular aquellas relacionadas con el 
cumplimiento de obligaciones por parte de los sujetos regulados por este ordenamiento.  

Artículo 39. El Instituto tiene las siguientes atribuciones:  

I. Vigilar y verificar el cumplimiento de las disposiciones contenidas en esta Ley, 
en el ámbito de su competencia, con las excepciones previstas por la legislación;  

II. Interpretar en el ámbito administrativo la presente Ley;  

III. Proporcionar apoyo técnico a los responsables que lo soliciten, para el 
cumplimiento de las obligaciones establecidas en la presente Ley;  

IV. Emitir los criterios y recomendaciones, de conformidad con las disposiciones 
aplicables de esta Ley, para efectos de su funcionamiento y operación;  
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V. Divulgar estándares y mejores prácticas internacionales en materia de seguridad 
de la información, en atención a la naturaleza de los datos; las finalidades del 
tratamiento, y las capacidades técnicas y económicas del responsable.  

VI. Conocer y resolver los procedimientos de protección de derechos y de 
verificación señalados en esta Ley e imponer las sanciones según corresponda;  

VII. Cooperar con otras autoridades de supervisión y organismos nacionales e 
internacionales, a efecto de coadyuvar en materia de protección de datos;  

VIII. Rendir al Congreso de la Unión un informe anual de sus actividades;  

IX. Acudir a foros internacionales en el ámbito de la presente Ley;  

X. Elaborar estudios de impacto sobre la privacidad previos a la puesta en práctica 
de una nueva modalidad de tratamiento de datos personales o a la realización de 
modificaciones sustanciales en tratamientos ya existentes;  

XI. Desarrollar, fomentar y difundir análisis, estudios e investigaciones en materia 
de protección de datos personales en Posesión de los Particulares y brindar 
capacitación a los sujetos obligados, y  

XII. Las demás que le confieran esta Ley y demás ordenamientos aplicables. 

SECCIÓN II  
De las Autoridades Reguladoras  

Artículo 40. La presente Ley constituirá el marco normativo que las dependencias deberán 
observar, en el ámbito de sus propias atribuciones, para la emisión de la regulación que 
corresponda, con la coadyuvancia del Instituto.  

Artículo 41. La Secretaría, para efectos de esta ley, tendrá como función difundir el 
conocimiento de las obligaciones en torno a la protección de datos personales entre la 
iniciativa privada nacional e internacional con actividad comercial en territorio mexicano; 
promoverá las mejores prácticas comerciales en torno a la protección de los datos 
personales como insumo de la economía digital, y el desarrollo económico nacional en su 
conjunto.  

Artículo 42. En lo referente a las bases de datos de comercio, la regulación que emita la 
Secretaría, únicamente será aplicable a aquellas bases de datos automatizadas o que formen 
parte de un proceso de automatización.  

Artículo 43. La Secretaría tiene las siguientes atribuciones:  

I. Difundir el conocimiento respecto a la protección de datos personales en el 
ámbito comercial;  
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II. Fomentar las buenas prácticas comerciales en materia de protección datos 
personales;  

III. Emitir los lineamientos correspondientes para el contenido y alcances de los 
avisos de privacidad en coadyuvancia con el Instituto, a que se refiere la presente 
ley;  

IV. Emitir, en el ámbito de su competencia, las disposiciones administrativas de 
carácter general a que se refiere el artículo 40, en coadyuvancia con el Instituto;  

V. Fijar los parámetros necesarios para el correcto desarrollo de los mecanismos y 
medidas de autorregulación a que se refiere el artículo 44 de la presente Ley, 
incluido la promoción de Normas Mexicanas o Normas Oficiales Mexicanas, en 
coadyuvancia con el Instituto;  

VI. Llevar a cabo los registros de consumidores en materia de datos personales y 
verificar su funcionamiento;  

VII. Celebrar convenios con cámaras de comercio, asociaciones y organismos 
empresariales en lo general, en materia de protección de datos personales;  

VIII. Diseñar e instrumentar políticas y coordinar la elaboración de estudios para la 
modernización y operación eficiente del comercio electrónico, así como para 
promover el desarrollo de la economía digital y las tecnologías de la información en 
materia de protección de datos personales;  

IX. Acudir a foros comerciales nacionales e internacionales en materia de 
protección de datos personales, o en aquellos eventos de naturaleza comercial, y  

X. Apoyar la realización de eventos, que contribuyan a la difusión de la protección 
de los datos personales. 

Artículo 44. Las personas físicas o morales podrán convenir entre ellas o con 
organizaciones civiles o gubernamentales, nacionales o extranjeras, esquemas de 
autorregulación vinculante en la materia, que complementen lo dispuesto por la presente 
Ley. Dichos esquemas deberán contener mecanismos para medir su eficacia en la 
protección de los datos, consecuencias y medidas correctivas eficaces en caso de 
incumplimiento.  

Los esquemas de autorregulación podrán traducirse en códigos deontológicos o de buena 
práctica profesional, sellos de confianza u otros mecanismos y contendrán reglas o 
estándares específicos que permitan armonizar los tratamientos de datos efectuados por los 
adheridos y facilitar el ejercicio de los derechos de los titulares. Dichos esquemas serán 
notificados de manera simultánea a las autoridades sectoriales correspondientes y al 
Instituto.  
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CAPÍTULO VII  
Del Procedimiento de Protección de Derechos  

Artículo 45. El procedimiento se iniciará a instancia del titular de los datos o de su 
representante legal, expresando con claridad el contenido de su reclamación y de los 
preceptos de esta Ley que se consideran vulnerados. La solicitud de protección de datos 
deberá presentarse ante el Instituto dentro de los quince días siguientes a la fecha en que se 
comunique la respuesta al titular por parte del responsable.  

En el caso de que el titular de los datos no reciba respuesta por parte del responsable, la 
solicitud de protección de datos podrá ser presentada a partir de que haya vencido el plazo 
de respuesta previsto para el responsable. En este caso, bastará que el titular de los datos 
acompañe a su solicitud de protección de datos el documento que pruebe la fecha en que 
presentó la solicitud de acceso, rectificación, cancelación u oposición.  

La solicitud de protección de datos también procederá en los mismos términos cuando el 
responsable no entregue al titular los datos personales solicitados; o lo haga en un formato 
incomprensible, se niegue a efectuar modificaciones o correcciones a los datos personales, 
el titular no esté conforme con la información entregada por considerar que es incompleta o 
no corresponda a la información requerida.  

Recibida la solicitud de protección de datos ante el Instituto, se dará traslado de la misma al 
responsable, para que, en el plazo de quince días, emita respuesta, ofrezca las pruebas que 
estime pertinentes y manifieste por escrito lo que a su derecho convenga.  

El Instituto admitirá las pruebas que estime pertinentes y procederá a su desahogo, 
Asimismo, podrá solicitar del responsable las demás pruebas que estime necesarias. 
Concluido el desahogo de la pruebas, el Instituto notificará al responsable el derecho que le 
asiste para que, de considerarlo necesario, presente sus alegatos dentro de los cinco días 
siguientes a su notificación.  

Para el debido desahogo del procedimiento, el Instituto resolverá sobre la solicitud de 
protección de datos formulada, una vez analizadas las pruebas y demás elementos de 
convicción que estime pertinentes, como pueden serlo aquéllos que deriven de la o las 
audiencias que se celebren con las partes.  

El Reglamento de la Ley establecerá la forma, términos y plazos conforme a los que se 
desarrollará el procedimiento de protección de derechos.  

Artículo 46. La solicitud de protección de datos podrá interponerse por escrito libre o a 
través de los formatos, del sistema electrónico que al efecto proporcione el Instituto y 
deberá contener la siguiente información:  

I. El nombre del titular o, en su caso, el de su representante legal, así como del 
tercero interesado, si lo hay;  
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II. El nombre del responsable ante el cual se presentó la solicitud de acceso, 
rectificación, cancelación u oposición de datos personales;  

III. El domicilio para oír y recibir notificaciones;  

IV. La fecha en que se le dio a conocer la respuesta del responsable, salvo que el 
procedimiento inicie con base en lo previsto en el artículo 50;  

V. Los actos que motivan su solicitud de protección de datos, y  

VI. Los demás elementos que se considere procedente hacer del conocimiento del 
Instituto. 

La forma y términos en que deba acreditarse la identidad del titular o bien, la 
representación legal se establecerán en el Reglamento.  

Asimismo, a la solicitud de protección de datos deberá acompañarse la solicitud y la 
respuesta que se recurre o, en su caso, los datos que permitan su identificación. En el caso 
de falta de respuesta sólo será necesario presentar la solicitud.  

En el caso de que la solicitud de protección de datos se interponga a través de medios que 
no sean electrónicos, deberá acompañarse de las copias de traslado suficientes.  

Artículo 47. El plazo máximo para dictar la resolución en el procedimiento de protección 
de derechos será de cincuenta días, contados a partir de la fecha de presentación de la 
solicitud de protección de datos. Cuando haya causa justificada, el Pleno del Instituto podrá 
ampliar por una vez y hasta por un período igual este plazo.  

Artículo 48. En caso que la resolución de protección de derechos resulte favorable al titular 
de los datos, se requerirá al responsable para que, en el plazo de diez días siguientes a la 
notificación o cuando así se justifique, uno mayor que fije la propia resolución, haga 
efectivo el ejercicio de los derechos objeto de protección, debiendo dar cuenta por escrito 
de dicho cumplimiento al Instituto dentro de los siguientes diez días.  

Artículo 49. En caso de que la solicitud de protección de datos no satisfaga alguno de los 
requisitos a que se refiere el artículo 46 de esta Ley, y el Instituto no cuente con elementos 
para subsanarlo, se prevendrá al titular de los datos dentro de los veinte días hábiles 
siguientes a la presentación de la solicitud de protección de datos, por una sola ocasión, 
para que subsane las omisiones dentro de un plazo de cinco días. Transcurrido el plazo sin 
desahogar la prevención se tendrá por no presentada la solicitud de protección de datos. La 
prevención tendrá el efecto de interrumpir el plazo que tiene el Instituto para resolver la 
solicitud de protección de datos.  

Artículo 50. El Instituto suplirá las deficiencias de la queja en los casos que así se requiera, 
siempre y cuando no altere el contenido original de la solicitud de acceso, rectificación, 
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cancelación u oposición de datos personales, ni se modifiquen los hechos o peticiones 
expuestos en la misma o en la solicitud de protección de datos.  

Artículo 51. Las resoluciones del Instituto podrán:  

I. Sobreseer o desechar la solicitud de protección de datos por improcedente, o  

II. Confirmar, revocar o modificar la respuesta del responsable. 

Artículo 52. La solicitud de protección de datos será desechada por improcedente cuando:  
I. El Instituto no sea competente;  

II. El Instituto haya conocido anteriormente de la solicitud de protección de datos 
contra el mismo acto y resuelto en definitiva respecto del mismo recurrente;  

III. Se esté tramitando ante los tribunales competentes algún recurso o medio de 
defensa interpuesto por el titular que pueda tener por efecto modificar o revocar el 
acto respectivo;  

IV. Se trate de una solicitud de protección de datos ofensiva o irracional, o  

V. Sea extemporánea. 

Artículo 53. La solicitud de protección de datos será sobreseída cuando:  
I. El titular fallezca;  

II. El titular se desista de manera expresa;  

III. Admitida la solicitud de protección de datos, sobrevenga una causal de 
improcedencia, y  

IV. Por cualquier motivo quede sin materia la misma. 

Artículo 54. El Instituto podrá en cualquier momento del procedimiento buscar una 
conciliación entre el titular de los datos y el responsable.  

De llegarse a un acuerdo de conciliación entre ambos, éste se hará constar por escrito y 
tendrá efectos vinculantes. La solicitud de protección de datos quedará sin materia y el 
Instituto verificará el cumplimiento del acuerdo respectivo.  

Para efectos de la conciliación a que se alude en el presente ordenamiento, se estará al 
procedimiento que se establezca en el Reglamento de esta Ley.  

Artículo 55. Interpuesta la solicitud de protección de datos ante la falta de respuesta a una 
solicitud en ejercicio de los derechos de acceso, rectificación, cancelación u oposición por 
parte del responsable, el Instituto dará vista al citado responsable para que, en un plazo no 
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mayor a diez días, acredite haber respondido en tiempo y forma la solicitud, o bien dé 
respuesta a la misma. En caso de que la respuesta atienda a lo solicitado, la solicitud de 
protección de datos se considerará improcedente y el Instituto deberá sobreseerlo.  

En el segundo caso, el Instituto emitirá su resolución con base en el contenido de la 
solicitud original y la respuesta del responsable que alude el párrafo anterior.  

Si la resolución del Instituto a que se refiere el párrafo anterior determina la procedencia de 
la solicitud, el responsable procederá a su cumplimiento, sin costo alguno para el titular, 
debiendo cubrir el responsable todos los costos generados por la reproducción 
correspondiente.  

Artículo 56. Contra las resoluciones del Instituto, los particulares podrán promover el 
juicio de nulidad ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.  

Artículo 57. Todas las resoluciones del Instituto serán susceptibles de difundirse 
públicamente en versiones públicas, eliminando aquellas referencias al titular de los datos 
que lo identifiquen o lo hagan identificable.  

Artículo 58. Los titulares que consideren que han sufrido un daño o lesión en sus bienes o 
derechos como consecuencia del incumplimiento a lo dispuesto en la presente Ley por el 
responsable o el encargado, podrán ejercer los derechos que estimen pertinentes para 
efectos de la indemnización que proceda, en términos de las disposiciones legales 
correspondientes.  

CAPÍTULO VIII  
Del Procedimiento de Verificación  

Artículo 59. El Instituto verificará el cumplimiento de la presente Ley y de la normatividad 
que de ésta derive. La verificación podrá iniciarse de oficio o a petición de parte.  

La verificación de oficio procederá cuando se dé el incumplimiento a resoluciones dictadas 
con motivo de procedimientos de protección de derechos a que se refiere el Capítulo 
anterior o se presuma fundada y motivadamente la existencia de violaciones a la presente 
Ley.  

Artículo 60. En el procedimiento de verificación el Instituto tendrá acceso a la información 
y documentación que considere necesarias, de acuerdo a la resolución que lo motive.  

Los servidores públicos federales estarán obligados a guardar confidencialidad sobre la 
información que conozcan derivada de la verificación correspondiente.  

El Reglamento desarrollará la forma, términos y plazos en que se sustanciará el 
procedimiento a que se refiere el presente artículo.  
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CAPÍTULO IX  
Del Procedimiento de Imposición de Sanciones  

Artículo 61. Si con motivo del desahogo del procedimiento de protección de derechos o del 
procedimiento de verificación que realice el Instituto, éste tuviera conocimiento de un 
presunto incumplimiento de alguno de los principios o disposiciones de esta Ley, iniciará el 
procedimiento a que se refiere este Capítulo, a efecto de determinar la sanción que 
corresponda.  

Artículo 62. El procedimiento de imposición de sanciones dará comienzo con la 
notificación que efectúe el Instituto al presunto infractor, sobre los hechos que motivaron el 
inicio del procedimiento y le otorgará un término de quince días para que rinda pruebas y 
manifieste por escrito lo que a su derecho convenga. En caso de no rendirlas, el Instituto 
resolverá conforme a los elementos de convicción de que disponga.  

El Instituto admitirá las pruebas que estime pertinentes y procederá a su desahogo. 
Asimismo, podrá solicitar del presunto infractor las demás pruebas que estime necesarias. 
Concluido el desahogo de la pruebas, el Instituto notificará al presunto infractor el derecho 
que le asiste para que, de considerarlo necesario, presente sus alegatos dentro de los cinco 
días siguientes a su notificación.  

El Instituto, una vez analizadas las pruebas y demás elementos de convicción que estime 
pertinentes, resolverá en definitiva dentro de los cincuenta días siguientes a la fecha en que 
inicio el procedimiento sancionador. Dicha resolución deberá ser notificada a las partes.  

Cuando haya causa justificada, el Pleno del Instituto podrá ampliar por una vez y hasta por 
un período igual este plazo.  

El Reglamento desarrollará la forma, términos y plazos en que se sustanciara el 
procedimiento de imposición de sanciones, incluyendo presentación de pruebas y alegatos, 
la celebración de audiencias y el cierre de instrucción.  

CAPÍTULO X  
De las Infracciones y Sanciones  

Artículo 63. Constituyen infracciones a esta Ley, las siguientes conductas llevadas a cabo 
por el responsable:  

I. No cumplir con la solicitud del titular para el acceso, rectificación, cancelación u 
oposición al tratamiento de sus datos personales, sin razón fundada, en los términos 
previstos en esta Ley;  

II. Actuar con negligencia o dolo en la tramitación y respuesta de solicitudes de 
acceso, rectificación, cancelación u oposición de datos personales;  
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III. Declarar dolosamente la inexistencia de datos personales, cuando exista total o 
parcialmente en las bases de datos del responsable;  

IV. Dar tratamiento a los datos personales en contravención a los principios 
establecidos en la presente Ley;  

V. Omitir en el aviso de privacidad, alguno o todos los elementos a que se refiere el 
artículo 16 de esta Ley;  

VI. Mantener datos personales inexactos cuando resulte imputable al responsable, o 
no efectuar las rectificaciones o cancelaciones de los mismos que legalmente 
procedan cuando resulten afectados los derechos de los titulares;  

VII. No cumplir con el apercibimiento a que se refiere la fracción I del artículo 64;  

VIII. Incumplir el deber de confidencialidad establecido en el artículo 21 de esta 
Ley;  

IX. Cambiar sustancialmente la finalidad originaria del tratamiento de los datos, sin 
observar lo dispuesto por el artículo 12;  

X. Transferir datos a terceros sin comunicar a éstos el aviso de privacidad que 
contiene las limitaciones a que el titular sujetó la divulgación de los mismos;  

XI. Vulnerar la seguridad de bases de datos, locales, programas o equipos, cuando 
resulte imputable al responsable;  

XII. Llevar a cabo la transferencia o cesión de los datos personales, fuera de los 
casos en que esté permitida por esta Ley;  

XIII. Recabar o transferir datos personales sin el consentimiento expreso del titular, 
en los casos en que éste sea exigible;  

XIV. Obstruir los actos de verificación de la autoridad;  

XV. Recabar datos en forma engañosa y fraudulenta;  

XVI. Continuar con el uso ilegítimo de los datos personales cuando se ha solicitado 
el cese del mismo por el Instituto o los titulares;  

XVII. Tratar los datos personales de manera que se afecte o impida el ejercicio de 
los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición establecidos en el 
artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicano;  

XVIII. Crear bases de datos en contravención a lo dispuesto por el artículo 9, 
segundo párrafo de esta Ley, y  
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XIX. Cualquier incumplimiento del responsable a las obligaciones establecidas a su 
cargo en términos de lo previsto en la presente Ley. 

Artículo 64. Las infracciones a la presente Ley serán sancionadas por el Instituto con:  
I. El apercibimiento para que el responsable lleve a cabo los actos solicitados por el 
titular, en los términos previstos por esta Ley, tratándose de los supuestos previstos 
en la fracción I del artículo anterior;  

II. Multa de 100 a 160,000 días de salario mínimo vigente en el Distrito Federal, en 
los casos previstos en las fracciones II a VII del artículo anterior;  

III. Multa de 200 a 320,000 días de salario mínimo vigente en el Distrito Federal, 
en los casos previstos en las fracciones VIII a XVIII del artículo anterior, y  

IV. En caso de que de manera reiterada persistan las infracciones citadas en los 
incisos anteriores, se impondrá una multa adicional que irá de 100 a 320,000 días de 
salario mínimo vigente en el Distrito Federal. En tratándose de infracciones 
cometidas en el tratamiento de datos sensibles, las sanciones podrán incrementarse 
hasta por dos veces, los montos establecidos. 

Artículo 65. El Instituto fundará y motivará sus resoluciones, considerando:  
I. La naturaleza del dato;  

II. La notoria improcedencia de la negativa del responsable, para realizar los actos 
solicitados por el titular, en términos de esta Ley;  

III. El carácter intencional o no, de la acción u omisión constitutiva de la infracción;  

IV. La capacidad económica del Responsable, y  

V. La reincidencia. 

Artículo 66. Las sanciones que se señalan en este capítulo, se impondrán sin perjuicio de la 
responsabilidad civil o penal que resulte.  

Transitorios  

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación.  

Segundo. El Ejecutivo Federal expedirá el Reglamento de esta Ley dentro del año siguiente 
a su entrada en vigor.  

Tercero. Los responsables designarán a la persona o departamento de datos personales a 
que se refiere el artículo 30 de la Ley y expedirán sus avisos de privacidad a los titulares de 
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datos personales de conformidad a lo dispuesto por los artículos 16 y 17 a más tardar un 
año después de la entrada en vigor de la presente Ley.  

Cuarto. Los titulares podrán ejercer ante los responsables sus derechos de acceso, 
rectificación, cancelación y oposición contemplados en el Capítulo IV de la Ley; así como 
dar inicio, en su caso, al procedimiento de protección de derechos establecido en el 
Capítulo VII de la misma, dieciocho meses después de la entrada en vigor de la Ley.  

Quinto. En cumplimiento a lo dispuesto por el artículo tercero transitorio del Decreto por 
el que se adiciona la fracción XXIX-O al artículo 73 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 30 de abril 
de 2009, las disposiciones locales en materia de protección de datos personales en posesión 
de los particulares se abrogan, y se derogan las demás disposiciones que se opongan a la 
presente Ley.  

Sexto. Las referencias que con anterioridad a la entrada en vigor del presente Decreto, se 
hacen en las leyes, tratados y acuerdos internacionales, reglamentos y demás ordenamientos 
al Instituto Federal de Acceso a la Información Pública, en lo futuro se entenderán hechas 
al Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos Personales.  

Séptimo. Las acciones que, en cumplimiento a lo dispuesto en la Ley Federal de Protección 
de Datos Personales en Posesión de los Particulares, corresponda realizar al Ejecutivo 
federal, se sujetarán a los presupuestos aprobados de las instituciones correspondientes y a 
las disposiciones de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria.  

ARTÍCULO SEGUNDO. Se reforman los artículos 3, fracciones II y VII, y 33, así como 
la denominación del Capítulo II, del Título Segundo, de la Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública Gubernamental, para quedar como sigue:  

Artículo 3. Para los efectos de esta Ley se entenderá por:  

I. ...  

II. Datos personales: Cualquier información concerniente a una persona física 
identificada o identificable;  

III. a VI. ...  

VII. Instituto: El Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de 
Datos, establecido en el Artículo 33 de esta Ley;  

VIII. a XV. ... 

Capítulo II  
Del Instituto  
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Artículo 33. El Instituto es un órgano de la Administración Pública Federal, con 
autonomía operativa, presupuestaria y de decisión, encargado de promover y difundir el 
ejercicio del derecho a la información; resolver sobre la negativa a las solicitudes de acceso 
a la información y proteger los datos personales en poder de las dependencias y entidades.  

Transitorio  

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación.  

Notas  
1. Vid. RAWLS, John. Teoría de la Justicia, México, Fondo de Cultura Económica. 1979, p. 1.  
2. El Código de Hammurabi en la antigua Mesopotamia, las XII Tablas y el denominado Corpus Iuris Civilis 
en Roma, así como el derecho común europeo en la Alta Edad Media, entre otros.  
3. Vid. PECES- BARBA, Gregorio. Derecho positivo de los derechos humanos, Madrid, Debate, 1987,  
4. Vid. BOBBIO, Norberto. El tiempo de los derechos, Madrid, Sistema, 1991, p 109.  
5. El último reporte sobre Privacidad y Derechos Humanos 2006 del Electronic Privacy Information Center 
(EPIC), da cuenta de los desarrollos constitucionales, legales y del marco regulatorio en materia de protección 
a la privacidad en más de 75 países alrededor del mundo. Ver www.epic.or  
6. Esta afirmación corresponde, entre otros a J. DHONT y M. V. PEREZ ASINARI, "New Physics and the 
Law. A comparative Approach to the EU and US Privacy and Data Protection Regulation, looking for 
Adequate protection" en Flujos transfronterizos y extraterritorialidad: La postura europea, PUOLET, Ives, 
Revista Española de Protección de Datos p.112. Julio-Diciembre 2006. Thomson Civitas.  
7. Idem.  
8. http://www.un.org/spanish/aboutun/hrights.htm.  
9. http://www.derechos.org/nizkor/espana/doc/conveudh50.html.  
10. http://www.derechos.org/nizkor/ley/pdcp.html.  
11. http://www.oas.org/juridico/spanish/Tratados/b-32.html.  
12. Vid. Piñar Mañas, José Luis. El derecho fundamental a la protección de datos personales, en Protección de 
Datos de Carácter Personal en Iberoamérica (II Encuentro Iberoamericano de Protección de Datos La 
Antigua-Guatemala 2-6 de junio de 2003), Valencia, 2005, p 20.  
13. Ibídem.  
14. Ídem, pp. 20-21.  
15. Vid. ARENAS RAMIRO, Mónica. El derecho fundamental a la protección de datos personales en 
Europa, Valencia, Tirant lo Blanch, p. 156.  
16. ARENAS RAMIRO, Mónica. op. cit., pp. 277-278.  
17. PUENTE ESCOBAR, Agustín. Breve descripción de la evolución histórica y del marco normativo 
internacional de la protección de datos de carácter personal, en Protección de Datos de Carácter Personal en 
Iberoamérica (II Encuentro Iberoamericano de Protección de Datos La Antigua-Guatemala 2-6 de junio de 
2003), Valencia, 2005,, p. 43.  
18. Ídem.  
19. Vid. PUENTE ESCOBAR, Agustín. op. cit., p 51.  
20. Ibídem.  
21. http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/decre/LFTAIPG_06jun06.doc.  
22. Artículo 3 fracción II de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
Gubernamental.  

Palacio Legislativo de San Lázaro.– México, Distrito Federal, a veinticinco de marzo de 
dos mil diez.  

Por la Comisión de Gobernación  
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Diputados: Javier Corral Jurado (rúbrica), presidente; Mercedes del Carmen Guillén Vicente (rúbrica), 
Felipe de Jesús Rangel Vargas (rúbrica), Ilich Lozano Herrera (rúbrica), Lorena Corona Valdés (rúbrica), 
Juan Enrique Ibarra Pedroza, Claudia Ruiz Massieu Salinas (rúbrica), Gastón Luken Garza, Francisco Ramos 
Montaño (rúbrica), Gregorio Hurtado Leija, Luis Carlos Campos Villegas (rúbrica), Raúl Domínguez Rex 
(rúbrica), secretarios; Agustín Carlos Castilla Marroquín (rúbrica), Gabriela Cuevas Barron (rúbrica), Sami 
David David, Nancy González Ulloa (rúbrica), Marcela Guerra Castillo, Jorge Antonio Kahwagi Macari, 
Vidal Llerenas Morales (rúbrica), Humberto Lepe Lepe (rúbrica), Miguel Ángel Luna Munguía, José Ricardo 
López Pescador (rúbrica), Andrés Massieu Fernández (rúbrica), Sonia Mendoza Díaz (rúbrica), Dolores de los 
Ángeles Nazares Jerónimo (rúbrica), Nazario Norberto Sánchez (rúbrica), Beatriz Paredes Rangel, Julio 
Saldaña Morán, César Augusto Santiago Ramírez, Arturo Zamora Jiménez (rúbrica).  
   
   

Palacio Legislativo, a 7 de abril de 2010.  

Diputado Francisco Javier Ramírez Acuña  
Presidente de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados del Honorable Congreso 
de la Unión  
Presente  

Por este conducto, la mesa directiva de la Comisión de Gobernación de la Cámara de 
Diputados del honorable Congreso de la Unión solicita respetuosamente, en atención a lo 
preceptuado por el artículo 108 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso 
General de los Estados Unidos Mexicanos, se incorpore como parte del dictamen con 
proyecto de decreto por el que se expide la Ley Federal de Protección de Datos 
Personales en Posesión de Particulares y se reforman los artículos 3, fracciones II y 
VII, y 33, así como la denominación del Capítulo II, del Título Segundo, de la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, 
aprobado por el Pleno de la Comisión de fecha 25 de marzo de 2010, las siguientes 
adiciones:  

1. Un Capítulo XI, denominado "De los Delitos en Materia del Tratamiento Indebido de 
Datos Personales", integrado por los artículos 67,68 y 69 para quedar como sigue:  

"Capítulo XI  

De los Delitos en Materia del Tratamiento Indebido de Datos Personales  

Artículo 67. Se impondrán de tres meses a tres años de prisión al que estando 
autorizado para tratar datos personales, con ánimo de lucro, provoque una 
vulneración de seguridad a las bases de datos bajo custodia.  

Artículo 68. Se sancionará con prisión de seis meses a cinco años al que, con el fin 
de alcanzar un lucro indebido, trate datos personales mediante el engaño, 
aprovechándose del error en que se encuentre el titular o la persona autorizada para 
transmitirlos.  
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Artículo 69. Tratándose de datos personales sensibles, las penas a que se refiere este 
Capítulo se duplicarán. 

2. Un artículo octavo transitorio al decreto que expide la Ley Federal de Protección de 
Datos Personales en Posesión de Particulares, en los siguientes términos:  

"Octavo. El Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal de 
2011 considerará partidas suficientes para el adecuado funcionamiento del Instituto 
Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos en las materias de esta 
Ley". 

Se omite un análisis comparativo entre las propuestas reseñadas y el cuerpo del proyecto de 
decreto, por cuanto que se trata, en los dos casos, de adiciones tal y como se ha apuntado en 
líneas precedentes.  

La Mesa Directiva de la Comisión de Gobernación  

Diputados: Javier Corral Jurado (rúbrica), presidente; Luis Carlos Campos Villegas (rúbrica), Gregorio 
Hurtado Leija (rúbrica), Raúl Domínguez Rex (rúbrica), Juan Enrique Ibarra Pedroza (rúbrica), Mercedes del 
Carmen Guillén Vicente (rúbrica), Lorena Corona Valdés (rúbrica), Francisco Ramos Montaño, Ilich Augusto 
Lozano Herrera (rúbrica), Claudia Ruiz Massieu Salinas (rúbrica), Felipe de Jesús Rangel Vargas (rúbrica), 
Gastón Luken Garza (rúbrica), secretarios.  
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DE LA COMISIÓN DE SALUD, CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA Y 
ADICIONA LOS ARTÍCULOS 65 Y 66 DE LA LEY GENERAL DE SALUD  

Honorable Asamblea:  

A la Comisión de Salud de la LXI Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable 
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39 y 45, numeral 6, 
incisos e) y f), de La Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos 
Mexicanos, 56, 87, 88 y demás relativos al Reglamento para el Gobierno Interior del 
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, presenta el siguiente dictamen:  

I. Antecedentes  

1. Con fecha 6 de noviembre de 2009, la diputada María Cristina Díaz Salazar, del Grupo 
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, propuso la iniciativa con proyecto 
de decreto que reforma los artículos 65 y 66 de la Ley General de Salud.  

2. Esa misma fecha, la Mesa Directiva turnó la mencionada iniciativa a la Comisión de 
Salud, para su estudio y posterior dictamen.  

II. Contenido  

La iniciativa con proyecto de decreto tiene como objetivo fundamental establecer que las 
autoridades sanitarias, educativas y laborales, en sus respectivos ámbitos de competencia, 
apoyen y fomenten actividades que promuevan una alimentación equilibrada baja en grasas 
y azúcares que permitan un desarrollo sano del núcleo familiar y la obligatoriedad de 
practicar 30 minutos diarios de ejercicio físico para prevenir padecimientos de sobrepeso y 
obesidad.  

Asimismo, que las autoridades sanitarias procuraren que los alimentos proporcionados en 
las escuelas tengan un mayor aporte nutrimental, evitando los alimentos procesados altos en 
grasas y azúcares simples.  

III. Consideraciones  

Primera. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos consagra el derecho a 
la salud en el párrafo tercero del artículo 4o.:  

"Toda persona tiene derecho a la protección de la salud…. y establecerá la 
concurrencia de la federación y las entidades federativas en materia de salubridad 
general, conforme a lo que dispone la fracción XVI del artículo 73 de esta 
Constitución". 

Segunda. La obesidad es una enfermedad crónica, compleja y multifactorial que se puede 
prevenir. Es un proceso que suele iniciarse en la infancia y la adolescencia, que se establece 
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por un desequilibrio entre la ingesta y el gasto energético. En su origen se involucran 
factores genéticos y ambientales, que determinan un trastorno metabólico que conduce a 
una excesiva acumulación de grasa corporal para el valor esperado según el sexo, talla, y 
edad.  

Tercera. La Estrategia Mundial OMS sobre Régimen Alimentario, Actividad Física y 
Salud, adoptada por la Asamblea de la Salud en 2004, describe las acciones necesarias para 
apoyar la adopción de dietas saludables y una actividad física regular. La estrategia pide a 
todas las partes interesadas que actúen a nivel mundial, regional y local, y tiene por 
objetivo lograr una reducción significativa de la prevalencia de las enfermedades crónicas y 
de sus factores de riesgo comunes, y en particular de las dietas poco saludables y de la 
inactividad física.  

Cuarta. La labor de la OMS en materia de dieta y actividad física es parte del marco 
general de prevención y control de las enfermedades crónicas que tiene el Departamento de 
Enfermedades Crónicas y Promoción de la Salud, cuyos objetivos estratégicos consisten en 
fomentar la promoción de la salud y la prevención y control de las enfermedades crónicas; 
promover la salud, especialmente entre las poblaciones pobres y desfavorecidas; frenar e 
invertir las tendencias desfavorables de los factores de riesgo comunes de las enfermedades 
crónicas, y prevenir las muertes prematuras y las discapacidades evitables debidas a las 
principales enfermedades crónicas.  

Esta labor es complementada por el Departamento de Nutrición para la Salud y el 
Desarrollo, cuyos objetivos estratégicos consisten en fomentar el consumo de dietas 
saludables y mejorar el estado nutricional de la población a lo largo de toda la vida, 
especialmente entre los más vulnerables, para lo cual proporciona apoyo a los países para 
que elaboren y apliquen programas y políticas nacionales intersectoriales de alimentación y 
nutrición que permitan hacer frente a la doble carga de enfermedades relacionadas con la 
nutrición y contribuir a la consecución de los Objetivos de Desarrollo del Milenio.  

Quinta. En México, la obesidad infantil se ha convertido en un problema social y una 
preocupación pública, ya que en la actualidad la Secretaría de Educación Pública determinó 
que el 30 por ciento de la población infantil sufre sobrepeso y obesidad. Es decir, uno de 
cada diez niños es obeso al llegar a los 10 años, por lo que uno menos con esta enfermedad 
tiene más probabilidades de presentar un mayor número de enfermedades a diferencia de 
los infantes delgados.  

Sexta. El problema no radica en el exceso de peso que tiene el infante, sino en las 
enfermedades crónicas que puede presentar a largo plazo. Las enfermedades pueden ser 
cardiovasculares, diabetes, hipertensión arterial, ciertos tipos de cáncer y problemas en las 
vías respiratorias.  

Octava. La obesidad infantil contribuye a engrosar las cifras de mortalidad por estas 
enfermedades a la edad adulta.  
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Un gran porcentaje de niños que tienen exceso de peso tiene una respiración trastornada por 
el sueño, la cual se refleja en problemas conductuales, hiperactividad y dificultad para 
permanecer despierto en la escuela.  

Novena. En los últimos 20 años, la obesidad infantil en México se triplicó, por lo que es 
necesario que autoridades sanitarias, educativas y laborales de ámbitos estatales y federales 
lleven a cabo acciones responsables de la educación de los menores, que produzcan 
verdaderos cambios en el modelo de vida, tales como mayor actividad física y mejores 
hábitos alimenticios.  

Décima. Los integrantes de esta Comisión coinciden y apoyan la moción de la diputada 
promovente la cual considera necesario e indispensable realizar una campaña de 
prevención, tratamiento y control de esa enfermedad como la obesidad, ya sea por medio de 
folletos, campañas permanentes programas y actividades de educación o sistemas 
permanentes de vigilancia y pláticas de orientación médica especializadas y gratuitas, 
destacando la importancia del cuidado de la salud, que se fomente el interés y bienestar 
social de todos los mexicanos, principalmente de los menores de edad, sin distingo de clase 
social; que se encauce a todos los mexicanos, con independencia de los niveles 
socioculturales y económicos, pues las enfermedades no hacen distingos.  

Décima Primera. Asimismo se coincide respecto a que es necesario dotar a la Secretaría 
de Salud con las facultades precisas para prestar servicios básicos de salud a la población 
mexicana que presenta claros síntomas de sobrepeso y obesidad, así como para fortalecer 
los programas de educación y de nutrición que tiene por objeto promover hábitos de 
alimentación adecuados para cada individuo y, ante todo, para establecer programas y 
llevar a cabo actividades cuyo propósito sea prevenir, tratar de modo adecuado y controlar 
la obesidad en el país.  

Los integrantes de esta comisión consideran viable la propuesta realizada por la diputada.  

Por las consideraciones anteriormente expuestas los integrantes de la Comisión de Salud de 
la LXI Legislatura someten a consideración de la honorable asamblea, el siguiente proyecto 
de Decreto por el que se reforman los artículos 65 y 66 de la Ley General de Salud  

Artículo Único. Se reforman los artículos 65, fracción II; 66, primer párrafo, y se adiciona 
una fracción III, recorriéndose en su orden las demás fracciones, al artículo 66 de la Ley 
General de Salud, para quedar como sigue:  

Artículo 65. …  

I. …  

II. Las actividades recreativas, de esparcimiento, culturales y de promoción para 
proveer una alimentación equilibrada baja en grasas y azucares que permitan un 
desarrollo sano del núcleo familiar, procurando así la salud física y mental de la 
familia;  
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III. La obligatoriedad escolar de practicar 30 minutos diarios de ejercicio físico para 
prevenir padecimientos de sobrepeso y obesidad que ponen en peligro la salud física 
y mental de los menores;  

IV. y V. …. 

Artículo 66. En materia de higiene escolar, corresponde a las autoridades sanitarias 
establecer las normas oficiales mexicanas para proteger la salud del educando y de la 
comunidad escolar, procurando que los alimentos expendidos en las escuelas tengan un 
mayor aporte nutrimental evitando los alimentos procesados altos en grasas y azucares 
simples, las autoridades educativas y sanitarias se coordinarán para la aplicación de las 
mismas.  

…  

Transitorio  

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación.  

La Comisión de Salud  

Diputados: Miguel Antonio Osuna Millán (rúbrica), presidente; Marco Antonio García Ayala (rúbrica), 
María Cristina Díaz Salazar (rúbrica), Antonio Benítez Lucho (rúbrica), Rosalina Mazari Espín (rúbrica), 
Rodrigo Reina Liceaga (rúbrica), José Antonio Yglesias Arreola (rúbrica), Silvia Esther Pérez Ceballos 
(rúbrica), Heladio Gerardo Verver y Vargas (rúbrica), Carlos Alberto Ezeta Salcedo (rúbrica), María del Pilar 
Torre Canales (rúbrica), secretarios; Felipe Borja Texocotitla (rúbrica), Yolanda de la Torre Valdez, Olga Luz 
Espinoza Morales (rúbrica), Leandro Rafael García Bringas, Clara Gómez Caro (rúbrica), Delia Guerrero 
Coronado, José Manuel Hinojosa Pérez, José Luis Marcos León Perea (rúbrica), Fernando Morales Martínez, 
Alfonso Primitivo Ríos Vázquez, Ana Elia Paredes Árciga, Guadalupe Eduardo Robles Medina, Sergio 
Tolento Hernández (rúbrica), Alicia Elizabeth Zamora Villalva (rúbrica), Laura Piña Olmedo, Leticia 
Quezada Contreras (rúbrica).  



Gaceta Parlamentaria, Cámara de Diputados, número 2987-VI, martes 13 de abril de 2010. 
 

 

1 
 

049 

 

DE LA COMISIÓN DE SALUD, CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA Y 
ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL DE SALUD  

Honorable Asamblea:  

La Comisión de Salud de la LXI Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable 
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39 y 45, numeral 6, 
incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, 
56 87, 88 y demás relativos al Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General 
de los Estados Unidos Mexicanos, presenta el siguiente dictamen:  

A la Comisión de Salud fue turnada, para su estudio y dictamen, la iniciativa que reforma y 
adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Salud, a cargo de las diputadas 
Martha Angélica Tagle Martínez, Elsa de Guadalupe Conde Rodríguez, Maricela Contreras 
Julián y Lorena Martínez Rodríguez, de diversos partidos, todas integrantes de la LX 
Legislatura del honorable Congreso de la Unión.  

I. Antecedentes  

1. En sesión celebrada por la Comisión Permanente del Congreso de la Unión con fecha 24 
de abril de 2008, fue presentada la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y 
adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Salud, por las diputadas Martha 
Angélica Tagle Martínez, de Convergencia; Elsa de Guadalupe Conde Rodríguez, de 
Alternativa Socialdemócrata y Campesina; Maricela Contreras Julián, del PRD; y Lorena 
Martínez Rodríguez, del PRI.  

2. Con la misma fecha, la Mesa Directiva turnó la iniciativa mencionada a la Comisión de 
Salud de la honorable Cámara de Diputados, para estudio y posterior dictamen.  

I. Contenido  

Como manifiestan en su exposición de motivos las promoventes, por las especificidades de 
las características especiales exclusión y discriminación de las personas con discapacidad, 
en la actualidad y a partir de los tratados internacionales se busca en gran parte del mundo 
establecer y hacer efectivos los derechos que consagran la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos y la Convención Internacional de los Derechos Humanos de las 
Personas con Discapacidad, a fin de proteger su vida e integrarlos plenamente a la sociedad 
en equidad y circunstancias.  

Por lo tanto, a razón de los promoventes, se debe generar un marco jurídico nacional que 
incorpore plenamente el derecho internacional a sus preceptos a fin de garantizar y hacer 
exigibles los derechos humanos, económicos y sociales.  
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Con la participación de México en la Convención Internacional de los Derechos Humanos 
de las Personas con Discapacidad, se está ante un avance que podría cambiar el tópico de 
cómo se conciben tradicionalmente los derechos de las personas con discapacidad.  

En este orden de ideas, las personas con discapacidad, en seguimiento del artículo 25 de la 
convención antes citada tiene el derecho a ceder al más alto nivel posible de salud sin 
discriminación, debido a su condición, y deberá gozar de la misma gama, calidad y nivel de 
servicios de salud gratuitos o asequibles con calidez y eficiencia que se proporcionan a 
otras personas o buscar los servicios de salud que necesiten debido a su discapacidad.  

Es así que el confinamiento o internamiento involuntario para el tratamiento de las personas 
con discapacidad intelectual puede ser contraproducente, ya que las priva del derecho a la 
libertad y lesiona su dignidad, más aún porque no ha violado ley alguna. Dicen las 
proponentes que esta práctica, por su carácter discriminatorio debe abolirse, 
garantizándoles a estas personas, desde su espíritu del legislador y la interpretación de las 
leyes, en pleno goce de todos sus derechos humanos.  

Un aspecto más a considerar en la exposición de motivos de la propuesta y que es 
trascendente para las personas en esta situación, se refiere a la figura del consentimiento 
informado sobre el tratamiento a realizar para recuperar su salud mental y los criterios en 
que se basa; desde luego, tiene derecho a recibirlo de manera completa, objetiva, detallada, 
justa y verdadera sobre los riesgos conocidos, subyacentes y predecibles sobre los peligros 
del tratamiento que se propone y, en su caso, de los beneficios comprobados 
científicamente. Al mismo tiempo, se debe garantizar su derecho a la información sobre 
otros tratamientos alternativos. En este proceso permitirá que el paciente, cliente o receptor 
de los tratamientos de salud mental o el tutor ejercite un juicio libre e independiente 
sopesado en forma razonable sobre los posibles riesgos existentes en comparación con los 
posibles beneficios.  

Mencionan las proponentes que las personas con discapacidad intelectual, en su calidad de 
pacientes, tienen el derecho de no estar bajo el efecto de medicamentos durante el 
procedimiento legal, mediante el cual se determine su confinamiento o internamiento 
involuntario, para facilitar el estado de interdicción o similar y durante cualquier entrevista 
con su abogado persona de confianza o representante en cualquier juicio.  

Por estos motivos considerar prudente reformar y adicionar los artículos 72, 73, 74, 75, 76 
y 77 de la Ley General de Salud.  

III. Consideraciones  

Nuestra Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos consagra el derecho a la 
salud en su párrafo tercero del artículo 4o.:  

"Toda persona tiene derecho a la protección de la salud... y establecerá la 
concurrencia de la federación y de las entidades federativas en materia de salubridad 
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general, conforme a lo que dispone la fracción XVI del artículo 73 de esta 
Constitución." 

Esta comisión dictaminadora coincide con lo expuesto por las diputadas proponentes, en 
cuanto a que es de suma importancia revisar su integridad de la situación de las personas 
que padecen trastornos mentales, comenzando por el marco regulatorio que establece la 
Ley General de Salud.  

Los trastornos mentales aquejan a un gran número de personas. Son el contenido de una de 
las materias que conforman la salubridad general, según lo estipulado en el artículo 3 
fracción VIII. Asimismo, el artículo 27 de la ley señala en su fracción VI, que es para los 
efectos del derecho a la protección a la salud, se consideran servicios básicos de salud los 
referentes a la salud mental.  

Los gastos en servicios de salud y sociales y la pérdida de producción debida a las altas 
tasas de desempleo entre las personas con trastornos mentales y sus familias, son algunos 
de los costos más evidentes y mensurables de éstos padecimientos. Sin embargo, resultan 
menos evidentes los costos financieros, la reducción de la calidad de vida y la atención 
emocional padecidos por los pacientes y sus familias al someter a aquél a un tratamiento.  

Para efectos del dictamen de la presente iniciativa de reforma, es importante tomar en 
cuenta que se deben garantizar los derechos humanos, las libertades fundamentales y los 
derechos generales de las personas bajo el principio que todas las personas tienen derecho a 
una atención disponible e integral de alta calidad en materia de salud mental. Es decir, 
quienes padezcan una enfermedad mental, o que estén siendo atendidas por esa causa, serán 
tratadas con respeto a la dignidad inherente de la persona humana en el marco de la 
doctrina de los derechos humanos.  

Resulta relevante abordar el tema, a casi 10 años de publicado el reporte "Derechos 
Humanos y Salud Mental en México", por parte de la organización Mental Disability 
Rights Internacional, y cuyo objetivo fue documentar el estado de los derechos humanos en 
el sistema de salud mental de México y ofrecer recomendaciones en conformidad con los 
tratados internacionales de derechos humanos.  

A lo largo de las casi 150 páginas que conforman el documento, los especialistas de Mental 
Disability Rights Internacional atestiguan una serie de graves violaciones a los derechos de 
las personas que son tratadas en instituciones destinadas al tratamiento de personas con 
trastornos mentales y del comportamiento. Las observaciones de los expertos resultan 
escandalosas: A lo largo del país existen establecimientos destinados a la atención de 
personas con trastornos mentales, que no cumplen con un mínimo de estándar de calidad y 
salvaguardan de la dignidad de dignidad de dichas personas. Entre las faltas más 
documentadas se encuentran las irregularidades en los internamientos en estos 
establecimientos; condiciones de vida indignas para muchas de las personas que ahí se 
encuentran; la falta de atención profesional; la ausencia de una representación que vea por 
los intereses de estas personas, restricciones innecesarias impuestas a muchos de los 
pacientes; medicación con psicotrópicos en muchos casos innecesaria; y a muchas otras que 
son expuestas y que muestran la falta de atención de las autoridades en este rubro.  
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Entre las recomendaciones formuladas por los especialistas de Mental Disability Rights, se 
pone un especial énfasis en las siguientes:  

• Corregir las condiciones inhumanas y degradantes en las instituciones 
psiquiátricas.  
• Implementar tratamientos y rehabilitación adecuados.  

• Regular la admisión involuntaria.  
• Establecer el derecho a una representación personal.  

• Eliminar las detenciones arbitrarias o injustas en instituciones psiquiátricas.  
• Crear servicios comunitarios par la atención de trastornos mentales. 

Destaca el estudio realizado por la Organización Mundial de la Salud, con motivo del Día 
Internacional de los Derechos Humanos del año 2005, titulado Los olvidados: salud mental 
y derechos humanos; en el cual se establece que "64% de los países o bien carece de 
legislación en materia de salud mental o la que tiene está obsoleta", a lo cual sigue la 
siguiente afirmación: "Gran parte de las leyes vigentes sobre salud mental no protege los 
derechos de las personas con trastornos mentales".* Si atendemos a lo dispuesto por la Ley 
General de Salud y los reglamentos respectivos, podremos apreciar que injustificadamente 
México aparece en la lista de esos países a los que se refiere el informe.  

Por otra parte, la comunidad internacional ya tiene tiempo en haber puesto atención a este 
tema. Así, por ejemplo, en el año de 1971 fue emitida la Declaración de los Derechos del 
Retrasado Mental por parte de la Organización de las Naciones Unidas, documento 
vanguardista en la materia, que establece los derechos básicos que son detentados por toda 
persona que posee este tipo de trastornos.  

En 1990, la Organización Mundial de la Salud y la Organización Panamericana de la Salud, 
convocaron a una Conferencia sobre la Reestructuración de la Atención Psiquiátrica en 
América Latina dentro de los Sistemas Locales de Salud, la cual desembocó en la adopción 
de la Declaración de Caracas.  

El documento mencionado, parte del hecho de que el hospital psiquiátrico convencional, 
como única modalidad existencial para personas que padecen trastornos mentales y del 
comportamiento, crea condiciones desfavorables que ponen en peligro los derechos 
humanos y civiles del enfermo. En este tenor, en la Declaración 4 del documento, los países 
participantes (entre los que se incluyó México) establecieron lo siguiente:  

4. Que las legislaciones de los países deben ajustarse de manera que:  

a) aseguren el respeto de los derechos humanos y civiles de los enfermos mentales,  

b) promuevan la organización de servicios comunitarios de salud mental que 
garanticen su cumplimiento; 
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La Declaración de Caracas es un documento de gran importancia sobre la salud mental en 
Latinoamérica. Ha servido de referencia para defensores de los derechos humanos en el 
continente y con el paso del tiempo ha demostrado la necesidad de mantenerse en vigor. 
Por esta última razón, los convocantes de la Conferencia mencionada, ratificaron lo 
asentado en la Declaración de Caracas, mediante los Principios de Brasilia, proclamados en 
el año 2005, y en los cuales se destacó lo siguiente:  

Que la Declaración de Caracas consideró que el mejoramiento de la atención era posible 
por medio de la superación del modelo asistencial basado en el hospital psiquiátrico y su 
reemplazo por alternativas comunitarias de atención, y por acciones de salvaguarda de los 
derechos humanos e inclusión social de personas afectadas por trastornos mentales.  

Como se puede observar, los documentos emitidos y avalados por las entidades 
internacionales de mayor importancia en la materia, ponen un especial énfasis a la 
protección de los derechos fundamentales de las personas con trastornos mentales, lo que 
obliga a que en nuestro carácter de legisladores atendamos el tema.  

Con todo, es generalmente aceptado que el documento de mayor importancia en esta 
materia es el emitido por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su resolución 
46/119, del 17 de diciembre de 1991, y denominado "Principios para la protección de los 
enfermos mentales y del mejoramiento de la atención de la salud mental"  

El anterior documento funge como una carta de derechos de las personas que padecen 
trastornos mentales y del comportamiento. Estos principios han servido de estándar para la 
actividad regulatoria sobre esta materia en todo el mundo, siendo que fue preceptuado por 
estos principios sobre los que se fundaron las observaciones realizadas en el estudio 
"Derechos Humanos y Salud Mental en México", ya abordado con anterioridad.  

Es importante destacar que, por las características de los documentos mencionados con 
anterioridad, ninguno de ellos resulta vinculatorio para los países signatarios, pues se tratan 
de principios y declaraciones que por su propia naturaleza están destinados únicamente a 
servir como directrices para la toma de decisiones de las autoridades de cada estado. En 
este sentido, ninguna de las reglas ahí establecidas son obligatorias para nuestras 
autoridades, lo que hace aún más necesario la adopción de lo ahí dispuesto para tener un 
marco regulatorio que en efecto obligue a las autoridades a actuar en respeto a los derechos 
de las personas con trastornos, así como garantizar a estas los medios para defenderlos.  

También hay que aclarar que ya se han hecho importantes esfuerzos para dotar a este 
campo de la regulación requerida. Fue así que en 1995 se publicó la NOM-025SSA2-1994, 
titulada "Para la prestación de servicios de salud en unidades de atención integral 
hospitalaria médico-psiquiátrica". Aunque esta forma oficial retorna muchas de las reglas 
contenidas en los Principios de la ONU, parece inadecuado que la normatividad sobre 
derechos catalogados como fundamentales se encuentre en un cuerpo regulatorio de 
naturaleza terciaria como lo es una norma oficial, y no en el cuerpo legislativo que regula el 
derecho a la protección a la salud, que no es otro más que la Ley General de Salud.  
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En suma, la iniciativa de las diputadas, proponentes presta atención a un tema que ha sido 
olvidado por la legislación mexicana. Sin embargo, los diputados integrantes de esta 
Comisión dictaminadora consideramos que el decreto propuesto en la iniciativa en estudio 
es perfectible, y las aportaciones que pueden hacérsele las encontramos básicamente en el 
documento de Principios para la protección de los enfermos mentales y el mejoramiento de 
la atención de la salud mental, elaborado por la Organización de las Naciones Unidas.  

Así, de aprobarse en lo general la iniciativa en estudio, mientras que en lo particular es de 
proponerse las siguientes adecuaciones al texto del decreto:  

f) Como punto fundamental de la propuesta, se adiciona una fracción III al artículo 
74, a fin de establecer que la atención en esta materia incluirá la reintegración de la 
persona con trastornos a su comunidad. Esta es una tendencia global de la tención 
psiquiátrica, y es enfatizada en la Declaración de Caracas y los Principios de 
Brasilia, así como es merecedora de una importante mención en los principios de la 
ONU.  

g) La adición de un artículo 74 Bis a la Ley General de Salud es la parte medular de 
la presente propuesta legislativa. La ausencia de cualquier mención a los derechos 
de las personas con trastornos mentales y del comportamiento es el vacío más 
importante con el que cuenta la Ley General de Salud en esta materia. El artículo 
está previsto como un catálogo de derechos que son especiales para estas personas y 
de los cuales gozan independientemente de sus derechos humanos u otros 
establecidos en el sistema jurídico, tales como los derechos de los usuarios de 
servicios de salud, regulados en el Capítulo IV, Título Tercero, de la Ley General de 
Salud.  

Los derechos que se establecerían en este artículo, son los siguientes:  

• A la atención acorde con los antecedentes culturales de la persona.  

• A una representación adecuada, enfatizando que no debe existir un conflicto de 
intereses, ya que en muchos casos la representación de estas personas recae en 
personas que trabajan en el mismo establecimiento en el que son tratados.  

• Al consentimiento informado, mismo que merece una mención especial por las 
excepciones a las que está sujeto debido a las características de estos padecimientos.  

• A que le sean impuestas únicamente las restricciones necesarias para garantizar su 
protección y la de terceros. Consideramos que este es un derecho esencial para las 
personas con trastornos mentales y del comportamiento, ya que en algunos casos 
son sujetos a restricciones excesivas.  

• A que todo tratamiento a recibir sea con las características de un tratamiento 
médico. Esto es debido a que no son poco frecuentes los internamientos que no 
están sujetos a ningún tratamiento o bien que este es defectuoso.  
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• A no ser sometido a un tratamiento irreversible o que modifique la integridad de la 
persona.  

• A ser atendidos en su comunidad o lo más cerca posible, lo que constituye una 
nueva forma de tratamiento y rehabilitación de estos padecimientos.  

• A la confidencialidad psiquiátrica sobre su persona, a fin de impedir que, bajo la 
excusa de procedimientos judiciales, etcétera, se ventile información que vulnere su 
derecho a la identidad.  

h) Se reforma el artículo 75. Este artículo es el que se refiere al internamiento 
involuntario y actualmente se limita a remitir las reglas de dicho internamiento a lo 
dispuesto por normas administrativas. Consideramos que esto es incorrecto, ya que 
un asunto tan delicado como la privación de la libertad de una persona, no debe 
dejarse a una norma que no sea constitucional o legislativa. 

Debido a la afectación de derechos que conlleva, se limita el supuesto de internamiento 
involuntario, estableciendo que debe ser decidido por un médico calificado y que sólo 
puede presentarse cuando la libertad de esa persona implique un riesgo para sí misma o 
para terceros, debiendo ser dicho internamiento a solicitud de la persona interesada. Con 
esto se limita mucho el supuesto del internamiento involuntario y se cumple con un 
estándar básico de protección de derechos humanos.  

Se establece que todo internamiento involuntario deberá ser notificado y podrá ser revisado 
por la autoridad judicial, con lo que se concede participación a la única autoridad que puede 
decidir la privación de la libertad, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En este sentido se estípula que la 
decisión judicial deberá estar basada en un dictamen pericial, a fin de dotar a la resolución 
de fundamento científico requerido en estos casos.  

Por último en lo que respecta a este artículo, se establece la participación de las comisiones 
de derechos humanos en la supervisión de los establecimientos dedicados a la atención de 
personas con trastornos mentales y de comportamiento, lo que es muy importante dada la 
especial condición de vulnerabilidad en la que se encuentran los pacientes de estos 
establecimientos.  

i) Se reforma el artículo 77, a fin de incluir el término custodia, una figura prevista en la 
legislación civil y que también puede aparecer en esta materia.  

j) Por último, se adiciona un párrafo al artículo 77, con lo que se pretende que la autoridad 
sea cuidadosa, con el internamiento en menores de edad, así como proteger a estos 
señalando que su tratamiento deberá ser en un establecimiento o área específicamente 
destinada al cuidado y atención de los menores  

Por lo anteriormente expuesto, los integrantes de la Comisión de Salud de la LXI 
Legislatura ponen a consideración de la honorable asamblea, el siguiente proyecto de  
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Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Salud  

Artículo Único. Se reforman los artículos 72, 73, 74, 75, 76 y 77; y se adiciona un artículo 
74 Bis a la Ley General de Salud, para quedar como sigue:  

Artículo 72. La prevención de los trastornos mentales y del comportamiento es de 
carácter prioritario. Se basará en el conocimiento de los factores que afectan la salud 
mental, las causas de las alteraciones de la conducta, los métodos de prevención y control 
multidisciplinario de dichos trastornos, así como otros aspectos relacionados con la salud 
mental.  

Artículo 73. Para la promoción de la salud mental y la prevención de los trastornos 
mentales y del comportamiento, la Secretaría de Salud, las instituciones de salud y los 
gobiernos de las entidades federativas, en coordinación con las autoridades competentes en 
cada materia, fomentarán y apoyarán:  

I. El desarrollo de actividades educativas, socioculturales y recreativas que 
contribuyan a la salud mental, preferentemente de la infancia y de la juventud;  

II. La difusión de las orientaciones para la promoción de la salud mental, así como 
el conocimiento y prevención de los trastornos mentales y del comportamiento;  

III. La realización de programas para la prevención y control del uso de substancias 
psicotrópicas, estupefacientes, inhalantes y otras substancias que puedan causar 
alteraciones mentales o dependencia;  

IV. Las acciones y campañas de promoción de los derechos de las personas con 
trastornos mentales y del comportamiento, y  

V. Las demás acciones que directa o indirectamente contribuyan al fomento de la 
salud mental de la población. 

Artículo 74. La atención de los trastornos mentales y del comportamiento comprende:  
I. La atención de personas con trastornos mentales y del comportamiento, la 
evaluación diagnóstica integral y tratamientos integrales, y la rehabilitación 
psiquiátrica de enfermos mentales crónicos, deficientes mentales, alcohólicos y 
personas que usen habitualmente estupefacientes o substancias psicotrópicas;  

II. La organización, operación y supervisión de instituciones dedicadas al estudio, 
tratamiento y rehabilitación de personas con trastornos mentales y del 
comportamiento, y  

III. La reintegración de la persona con trastornos mentales y del 
comportamiento a su comunidad, mediante la creación de programas 
extrahospitalarios y comunitarios para la atención de estos trastornos. 
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Artículo 74 Bis. La persona con trastornos mentales y del comportamiento tendrá los 
siguientes derechos:  

I. Derecho a la mejor atención disponible en materia de salud mental y acorde 
con sus antecedentes culturales, lo que incluye el trato sin discriminación y con 
respeto a la dignidad de la persona;  

II. Derecho a contar con un representante que cuide en todo momento sus 
intereses. Para esto, la autoridad judicial deberá cuidar que no exista conflicto 
de intereses por parte del representante;  

III. Derecho al consentimiento informado de la persona o su representante, en 
relación al tratamiento a recibir. Esto sólo se exceptuará en el caso de 
internamiento involuntario, cuando se trate de un caso urgente o cuando se 
compruebe que el tratamiento es el más indicado para atender las necesidades 
del paciente;  

IV. Derecho a que le sean impuestas únicamente las restricciones necesarias 
para garantizar su protección y la de terceros. En todo caso, se deberá 
procurar que el internamiento sea lo menos restrictivo posible y a que el 
tratamiento a recibir sea lo menos alterador posible;  

V. Derecho a que el tratamiento que reciba esté basado en un plan prescrito 
individualmente con historial clínico, revisado periódicamente y modificado 
llegado el caso;  

VI. Derecho a no ser sometido a tratamientos irreversibles o que modifiquen la 
integridad de la persona;  

VII. Derecho a ser tratado y atendido en su comunidad o lo más cerca posible 
al lugar en donde habiten sus familiares o amigos, y  

VIII. Derecho a la confidencialidad de la información psiquiátrica sobre su 
persona. 

Artículo 75. El internamiento de personas con trastornos mentales y del 
comportamiento en establecimientos destinados a tal efecto, se ajustará a principios éticos 
y sociales, además de los requisitos científicos y legales que determine la Secretaría de 
Salud y establezcan las disposiciones jurídicas aplicables.  

Será involuntario el internamiento, cuando por encontrarse la persona impedida para 
solicitarlo por sí misma, por incapacidad transitoria o permanente, sea solicitado por 
un familiar, tutor, representante legal o, a falta de los anteriores, otra persona 
interesada, que en caso de urgencia solicite el servicio y siempre que exista la 
intervención de un médico calificado, que determine la existencia de un trastorno 
mental y del comportamiento y que debido a dicho trastorno existe un peligro grave o 
inmediato para sí mismo o para terceros.  
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La decisión de internar a una persona deberá ser notificada a su representante, así 
como a la autoridad judicial.  

El internamiento involuntario será revisado por la autoridad judicial a petición de la 
persona internada o de su representante. La resolución de la autoridad judicial 
deberá estar fundada en dictamen pericial y, en caso de que se resuelva la terminación 
del internamiento, deberá establecer un plazo para que se ejecute la misma. En todo 
caso, durante dicho procedimiento deberá garantizarse la defensa de los intereses de 
la persona internada.  

Las autoridades sanitarias deberán coordinarse con los organismos públicos de 
protección a los derechos humanos para que los establecimientos dedicados a la 
atención y tratamiento de las personas con trastornos mentales y del comportamiento 
sean supervisados continuamente, a fin de garantizar el respeto a los derechos de las 
personas internadas.  

Artículo 76. La Secretaría de Salud establecerá las normas oficiales mexicanas para que se 
preste atención a las personas con trastornos mentales y del comportamiento que se 
encuentran en reclusorios o en otras instituciones no especializadas en salud mental.  

A estos efectos, se establecerá la coordinación necesaria entre las autoridades sanitarias, 
judiciales, administrativas y otras, según corresponda.  

Artículo 77. Los padres, tutores o quienes ejerzan la patria potestad de menores, los 
responsables de su guarda o custodia, las autoridades educativas y cualquier persona que 
esté en contacto con los mismos, procurarán la atención inmediata de los menores que 
presenten alteraciones de conducta que permitan suponer la existencia de un trastorno 
mental y del comportamiento.  

A tal efecto, podrán obtener orientación y asesoramiento en las instituciones públicas 
dedicadas a la atención de personas con trastornos mentales y del comportamiento.  

En caso de que el diagnóstico confirme la existencia de un trastorno mental y del 
comportamiento, y que se requiera el internamiento del menor, deberá respetarse lo 
dispuesto por el artículo 75 de esta ley y dicho internamiento deberá efectuarse en un 
establecimiento o área específicamente destinada a la atención de menores. De igual 
manera, se deberán tomar las medidas necesarias a fin de proteger los derechos que 
consigna la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.  

Transitorios  

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación.  

Segundo. La Secretaría contará con un plazo de 180 días naturales para emitir las 
disposiciones administrativas necesarias para la aplicación de este decreto.  
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La Comisión de Salud  

Diputados: Miguel Antonio Osuna Millán (rúbrica), presidente; Marco Antonio García Ayala (rúbrica), 
María Cristina Díaz Salazar (rúbrica), Antonio Benítez Lucho (rúbrica), Rosalina Mazari Espín (rúbrica), 
Rodrigo Reina Liceaga (rúbrica), José Antonio Yglesias Arreola (rúbrica), Silvia Esther Pérez Ceballos 
(rúbrica), Heladio Gerardo Verver y Vargas (rúbrica), Carlos Alberto Ezeta Salcedo (rúbrica), María del Pilar 
Torre Canales, secretarios; Felipe Borja Texocotitla (rúbrica), Yolanda de la Torre Valdez, Olga Luz 
Espinoza Morales (rúbrica), Leandro Rafael García Bringas, Clara Gómez Caro (rúbrica), Delia Guerrero 
Coronado, José Manuel Hinojosa Pérez, José Luis Marcos León Perea (rúbrica), Fernando Morales Martínez, 
Alfonso Primitivo Ríos Vázquez, Ana Elia Paredes Árciga, Guadalupe Eduardo Robles Medina, Sergio 
Tolento Hernández (rúbrica), Alicia Elizabeth Zamora Villalva (rúbrica), Laura Piña Olmedo, Leticia 
Quezada Contreras (rúbrica).  
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DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE 
SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA LEY DE LA 
PROPIEDAD INDUSTRIAL  

Honorable Asamblea:  

A la Comisión de Economía de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la 
Unión, correspondiente a la LXI Legislatura, le fue turnada para su estudio y dictamen la 
minuta con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan diversos artículos de la 
Ley de la Propiedad Industrial. Lo anterior, con fundamento en los artículos 57, 60, 62 y 
63, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos 
Mexicanos.  

La Comisión de Economía, con fundamento en los artículo 39 y 45, numeral 6, incisos e) y 
f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, así como en 
los artículos 57, 60, 62 y 63, del Reglamento Interior para el Congreso General de los 
Estados Unidos Mexicanos, se abocó al estudio y análisis de la iniciativa mencionada al 
tenor de los siguientes:  

Antecedentes  

Primero. En sesión celebrada en la Cámara de Diputados el martes 2 de febrero de 2010, 
los ciudadanos secretarios de la misma dieron cuenta al pleno de esta soberanía de la 
minuta con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan diversos artículos de la 
Ley de Propiedad Industrial.  

Segundo. El presidente de la Mesa Directiva acordó dar el siguiente trámite: "Túrnese a la 
Comisión de Economía".  

Tercero. El antecedente histórico de la minuta de referencia es el siguiente:  

1. En fecha 26 de marzo de 2008, los senadores María de los Ángeles Moreno 
Uriegas, Carlos Lozano de la Torre y Ramiro Hernández García, del Grupo 
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, presentaron una Iniciativa 
para reformar y adicionar, diversos artículos de la Ley de Propiedad Industrial, la 
cual en esa fecha fue turnada para su dictamen a las Comisiones Unidas de 
Comercio y Fomento Industrial, de Salud, y de Estudios Legislativos, Segunda.  

2. Seguido su trámite legislativo, en fecha 10 de diciembre 2009, la iniciativa de 
referencia fue aprobada en segunda lectura por el pleno de la Cámara de Senadores, 
aprobándose una modificación propuesta por los senadores Eloy Cantú Segovia, 
Ernesto Saro Boardman y Juan Bueno Torio, del Grupo Parlamentario del Partido 
Revolucionario Institucional, y posteriormente en esa fecha, fue enviada a la 
Cámara de Diputados.  
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3. En fecha 2 de febrero 2010, la minuta de referencia fue turnada por la Mesa 
Directiva de esta Cámara, a la Comisión de Economía para su estudio y dictamen 
correspondiente. 

Consideraciones  

Primera. Que de conformidad con el numeral 3° del artículo 39 de la Ley Orgánica del 
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el 34 de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal, la Comisión de Economía es competente 
para conocer sobre la minuta con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan 
diversos artículos de la Ley de Propiedad Industrial.  

Segunda. Que la minuta de referencia en resumen propone lo siguiente:  

Que se publique en la Gaceta todas las resoluciones emitidas en los procedimientos 
de declaración administrativa y las que desahoguen peticiones que tengan por objeto 
modificar las condiciones de patentes o registros.  

Aclarar el alcance del término "aplicación industrial" para establecer que la 
invención deba tener la posibilidad de tener una utilidad práctica en una rama 
económica y para los fines que se describen en la solicitud.  

Se precisa que los nuevos reconocimientos de prioridad respecto de reivindicaciones 
que pretendieren derechos adicionales, se podrán sujetar al examen de novedad a 
que se refiere el artículo 38 Bis.  

Establece que a la solicitud de patente, además de lo ya establecido en la ley, se 
deberá de acompañar la información que ejemplifique la aplicación industrial del 
invento.  

Establece un procedimiento para que cualquier persona pueda aportar información 
sobre si la solicitud publicada en la Gaceta cumple con los dispuesto en los artículos 
16 y 19 de la ley, la que podrá ser utilizada para el estudio de fondo.  

Establece que el título de patente deberá de contener, además de lo ya establecido 
en la ley, la vigencia y fecha de vencimiento del mismo.  

Se abre la posibilidad a que cualquier persona pueda manifestar al Instituto 
Mexicano de la Propiedad Industrial la existencia de causales para iniciar el 
procedimiento de declaración administrativa de oficio.  

Se aclara la forma en la que se deberá de determinar el monto de la fianza y de la 
contrafianza en el caso de medidas precautorias.  
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Se incluye como infracción administrativa el hecho de que el titular de una patente o 
su licenciatario, usuario o distribuidor, inicie procedimientos los cuales ya se haya 
determinado con anterioridad la inexistencia de la infracción. 

Tercera. Que el dictamen que aprobó la minuta referida, establece como fundamento de su 
posición –que modificó la iniciativa original– lo siguiente:  

Primero. Modificaciones al artículo 6.  

Fracción VI.  

La iniciativa propone que esta fracción se modifique para quedar de la siguiente 
manera (en adelante se subrayan las modificaciones a los artículos vigentes):  

IV. Sustanciar los procedimientos de oposición, revocación, nulidad, caducidad y 
cancelación de los derechos de propiedad industrial; formular las resoluciones y 
emitir las declaraciones administrativas correspondientes, conforme lo dispone esta 
ley y su Reglamento y, en general, resolver las solicitudes que se susciten con 
motivo de la aplicación de la misma;  

En esta fracción se incorpora la competencia del Instituto Mexicano de la Propiedad 
Intelectual (en adelante IMPI) para sustanciar los procedimientos de oposición y 
revocación.  

Sobre el particular, estas comisiones advierten que el procedimiento de revocación 
no está previsto actualmente en la Ley ni se desarrolla en la iniciativa. Por su parte, 
el procedimiento de oposición es una propuesta de inclusión de esta iniciativa en un 
nuevo artículo 53 Bis, que cómo se analizará más adelante, estás comisiones 
proponen que sea sustituido por un mecanismo para que cualquier persona pueda 
realizar observaciones a partir de la publicación sobre la solicitud de una patente en 
la Gaceta del Instituto.  

Por lo anterior no se considera necesaria la reforma propuesta para esta fracción.  

Fracción X.  

La iniciativa propone que esta fracción quede de la siguiente manera:  

X. Efectuar la publicación legal, a través de la Gaceta, así como difundir la 
información derivada de las patentes, registros, declaratorias de notoriedad o fama 
de marcas, autorizaciones y publicaciones concedidos y de cualesquiera otras 
referentes a los derechos de propiedad industrial que le confiere esta ley, así como 
todas las resoluciones emitidas en los procedimientos de declaración 
administrativa que prevé esta ley.  

Deberán publicarse en el ejemplar del mes inmediato posterior a su emisión 
aquellas resoluciones del Instituto en las que se desahoguen peticiones que 
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tengan por objeto modificar las condiciones, alcance o vigencia de patentes o 
registros, aun en aquellos casos en que la petición sea negada o se estime 
improcedente.  

Las publicaciones en la Gaceta se harán para efectos de difusión general y no 
tendrán carácter vinculatorio salvo en los casos en que expresamente así lo 
señale la presente ley;  

Esta modificación tiene el propósito de delimitar el alcance jurídico de la Gaceta, 
que es la publicación mensual oficial del Instituto Mexicano de la Propiedad 
Intelectual, al señalar que las publicaciones en la misma se harán para efectos de 
difusión general y no tendrán carácter vinculatorio, salvo en los casos en que 
expresamente así lo señale la propia Ley.  

Al respecto, estas comisiones estiman que actualmente el artículo 8 y diversas 
disposiciones del Reglamento de la Ley de Propiedad Intelectual, señalan que los 
actos que consten en la Gaceta surtirán efectos ante terceros a partir del día 
siguiente de la fecha en que ésta se ponga en circulación, lo que le da actualmente 
un efecto vinculante a todas las publicaciones que aparezcan en la Gaceta. Por lo 
anterior, se considera innecesario el tercer párrafo propuesto para la fracción X, 
pues contravendría lo dispuesto actualmente en la Ley en el artículo 8. Además, 
que, se considera contribuye a la certidumbre jurídica el efecto vinculatorio de las 
publicaciones en la Gaceta.  

Por otra parte, la modificación que se refiere a la publicación de las resoluciones del 
IMPI en las que se desahoguen peticiones que tengan por objeto modificar la 
vigencia de las patentes o registros, a la que alude el segundo párrafo propuesto para 
la fracción X, resultaría contraria del artículo 23 de la Ley, el cual se señala que la 
vigencia de las patentes es improrrogable, por lo que se propone suprimir lo relativo 
a la vigencia. Asimismo, se considera que la publicación respectiva debe operar sólo 
respecto a las modificaciones o registros concedidos, pues los negados o 
improcedentes no modifican la situación jurídica previamente existente respecto a 
los mismos.  

En este orden de ideas, y toda vez que la exposición de motivos de la iniciativa 
señala que han existido casos de extensiones de vigencia, estas comisiones 
consultaron al IMPI sobre dichos casos, recibiendo información que los mismos se 
derivan de resoluciones judiciales que interpretan el artículo 12 Transitorio de la 
Ley de Fomento y Protección a la Propiedad Industrial de 1991 y que, con el 
transcurso del tiempo perderá vigencia (en junio de 2011), por lo que los casos en 
los que podría aplicarse esta excepción son ya escasos y en tal virtud no se 
considera necesario establecer una disposición general para tal efecto.  

En lo que respecta a la reforma del primer párrafo, estas comisiones consideran 
pertinente que se incluyan en el mismo las resoluciones que corresponden a los 
procedimientos de declaración administrativa (que son aquellos que resuelven una 
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nulidad, caducidad, cancelación e infracción administrativa) a fin de que sea del 
conocimiento público su contenido y alcances, la misma se traslada al nuevo 
segundo párrafo del artículo 6, pues el pasado 1 de diciembre esta Soberanía aprobó 
sin cambios una minuta que modifica el primer párrafo del mismo. Al respecto, con 
el propósito de contribuir a la certidumbre jurídica, dado el carácter vinculante que 
tienen las publicaciones en la Gaceta y que las resoluciones en comento son sujetas 
de medios de impugnación, se considera pertinente precisar en el referido párrafo, 
que las mismas se publicarán siempre que no hayan sido impugnadas. En el mismo 
sentido y alcance, se considera conveniente agregar tal precisión al segundo párrafo 
del artículo en comento.  

Segundo. Modificaciones al artículo 12, fracción IV.  

La iniciativa propone modificar el concepto de aplicación industrial, previsto en el 
artículo 12 fracción IV, para quedar como sigue:  

"IV. Aplicación industrial, al hecho de que una invención resuelva o coadyuve a 
resolver de manera práctica un problema específico o a atender una situación 
determinada y pueda ser producida o utilizada en la industria, en el comercio o en 
cualquier otra rama de la actividad económica para los fines que se describan en la 
solicitud".  

El texto vigente del referido artículo es el siguiente:  

Artículo 12. Para los efectos de este título se considerará como:  

I. a III. …  

IV. Aplicación industrial, a la posibilidad de que una invención pueda ser producida 
o utilizada en cualquier rama de la actividad económica;  

En relación con esta propuesta, es preciso destacar que la aplicación industrial es la 
función de la invención, es decir la utilidad práctica de la misma para resolver un 
problema específico o atender una situación determinada y es, junto con la novedad 
y la actividad inventiva, uno de los requisitos que hacen "patentable" una invención 
(artículo 16).  

Respecto de la definición propuesta, estas comisiones consideran que la misma es 
perfectible, pues al señalar que la invención debe "coadyuvar" a resolver un 
problema técnico, es un elemento subjetivo que sometería a discrecionalidad la 
existencia o no de la propia aplicación industrial. Por lo tanto, el introducir 
elementos como: "… coadyuve a resolver de manera práctica un problema 
específico…" sin establecer parámetros de los grados de "coadyuvancia" requeridos 
para que la invención sea merecedora de obtener un título de patente, puede resultar 
contraproducente, al abrir la disposición a criterios subjetivos y a la discrecionalidad 
de la autoridad revisora, creando incertidumbre jurídica entre los usuarios del 
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sistema de propiedad industrial. Por tal razón, estas comisiones consideran, ajustar 
la redacción propuesta para incluir que la invención correspondiente "tenga una 
utilidad práctica" con lo que se considera se atendería la necesidad de prever dicha 
utilidad, sin introducir elementos que pudieran resultar en discrecionalidad o 
generar confusión.  

Por otra parte, modificar en la definición el concepto "posibilidad" por el de 
"hecho" resulta inconveniente y contrario a lo dispuesto en el Acuerdo sobre los 
Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual Relacionados con el Comercio 
(en adelante AADPIC) instrumento internacional del que México es parte y que fue 
publicado en el Diario Oficial de la Federación del 30 de diciembre de 1994. En 
dicho Acuerdo se establece que la aplicación industrial es una "posibilidad" y no 
un "hecho".  

Se advierte que de incluirse el término "hecho" tendría que ser necesariamente 
objeto de prueba, obligando a la autoridad incluso a reproducir la invención, para 
demostrar la existencia (hecho) de la referida aplicación industrial. De igual manera, 
una negativa de la existencia de la misma por parte de la autoridad, sería también de 
compleja demostración y motivación para la autoridad administrativa, lo que en 
cualquier caso significaría una prolongación a los tiempos de resolución de las 
solicitudes de patente, en perjuicio de los usuarios del sistema de propiedad 
intelectual y de la agilidad que merecen estos procedimientos.  

No obstante lo anterior, se considera que la adición final a la fracción IV contenida 
en la iniciativa que establece "…para los fines que se describan en la solicitud." 
satisface la motivación de la reforma propuesta, que pretende limitar la práctica de 
presentar solicitudes de patente que no han concluido el desarrollo de la aplicación 
industrial, con el propósito de asegurar una fecha de presentación, sin haber 
precisado la utilidad de la invención.  

De esta manera dicha adición asegura que se vincule necesariamente la posibilidad 
de la aplicación industrial con los propósitos que se hayan establecido en la 
solicitud original, y de no actualizarse esta posibilidad, no podría concederse la 
patente.  

Por tal razón, se asientan las modificaciones referidas en el proyecto de decreto de 
este dictamen.  

Tercero. Adición al artículo 22, fracción I.  

En este artículo, se propone adicionar un segundo párrafo a la fracción I, para 
incorporar un nuevo supuesto de excepción a los derechos que confiere una patente, 
y quedar como sigue:  

Artículo 22. El derecho que confiere una patente no producirá efecto alguno contra:  
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I. Un tercero que, en el ámbito privado o académico y con fines no comerciales, 
realice actividades de investigación científica o tecnológica puramente 
experimentales, de ensayo o de enseñanza, y para ello fabrique o utilice un producto 
o use un proceso igual al patentado.  

Queda incluido en este supuesto cualquier tercero que utilice una invención o 
los datos relativos a ésta durante los 36 meses previos al vencimiento de la 
patente con fines experimentales y para reunir la información o elementos 
materiales requeridos para la aprobación de un producto o proceso por las 
autoridades competentes, el cual no podrá ser comercializado hasta que la 
patente haya vencido;  

Al respecto, estas comisiones destacan que el texto propuesto es lo que en materia 
de estudios de propiedad intelectual se conoce como "Cláusula Bolar", conforme a 
la cual se permite el desarrollo de pruebas tendientes a replicar la fabricación, 
formulación, etcétera, de un medicamento, con el propósito de obtener un registro 
sanitario, a fin de comenzar la comercialización del producto inmediatamente 
después del vencimiento de la patente.  

En este sentido, es importante destacar que dicha disposición se encuentra ya 
prevista en el artículo 167 Bis, penúltimo párrafo, del Reglamento de Insumos para 
la Salud, aplicable a aquellos productos que requieran registro sanitario, por lo que 
se considera que no es necesario agregarla a la LPI que tiene un alcance y cobertura 
mayor a la de los insumos para la salud. Por lo anterior se desecha esta propuesta.  

Cuarto. Adición al artículo 40.  

La iniciativa propone adicionar un segundo párrafo en el sentido de que las patentes 
que se acojan al derecho de prioridad (reconocimiento de la fecha en la que se 
presentó una solicitud de patente en otro país) gocen de una vigencia igual a aquella 
que tendrían si hubieran sido solicitadas o expedidas en territorio nacional sin 
prioridad reconocida, quedando el texto de la siguiente manera:  

Artículo 40. Cuando se solicite una patente después de hacerlo en otros países se 
podrá reconocer como fecha de prioridad la de presentación en aquel en que lo fue 
primero, siempre que se presente en México dentro de los plazos que determinen los 
Tratados Internacionales o, en su defecto, dentro de los doce meses siguientes a la 
solicitud de patente en el país de origen.  

Las patentes obtenidas con fundamento en el beneficio de prioridad que 
establece el párrafo previo, gozarán en México de una vigencia igual a aquella 
que tendrían si hubiesen sido solicitadas o expedidas en territorio nacional sin 
prioridad reconocida.  

Sobre el particular, estas comisiones estiman que la redacción propuesta genera la 
idea de que las patentes que se concedan en México, con base en el reconocimiento 
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de prioridad de una solicitud presentada en el extranjero, se encuentran ligadas en 
cuanto a su vigencia a la de la patente cuya prioridad se reclamó y obtuvo en el 
extranjero, lo que es inexacto, toda vez que las patentes solicitadas en diferentes 
países son independientes de las patentes obtenidas por la misma invención en 
nuestro país, pues el principio de la independencia de la protección aplica no sólo a 
que las patentes solicitadas durante el plazo de prioridad son independientes, sino 
también en cuanto a sus causas de nulidad o caducidad y vigencia, lo que se 
encuentra previsto en el artículo 4 Bis del Convenio de París para la Protección de 
la Propiedad Industrial y que señala lo siguiente:  

Artículo 4 Bis  

(Patentes: independencia de las patentes obtenidas para la misma invención en 
diferentes países)  

1) Las patentes solicitadas en los diferentes países de la Unión por los nacionales de 
países de la Unión serán independientes de las patentes, obtenidas para la misma 
invención en los otros países adheridos o no a la Unión.  

2) Esta disposición deberá ser entendida de manera absoluta, sobre todo en el 
sentido de que las patentes solicitadas durante el plazo de prioridad son 
independientes, tanto desde el punto de vista de las causas de nulidad y caducidad, 
como desde el punto de vista de la duración normal.  

3) Ella se aplicará a todas las patentes existentes en el momento de su entrada en 
vigor.  

4) Sucederá lo mismo, en el caso de adhesión de nuevos países, para las patentes 
existentes en una y otra parte en el momento de la adhesión.  

5) Las patentes obtenidas con el beneficio de prioridad gozarán, en los diferentes 
países de la Unión, de una duración igual a aquella de la que gozarían si hubiesen 
sido solicitadas o concedidas sin el beneficio de prioridad.  

Adicionalmente, en términos del artículo citado, particularmente de su inciso 5, la 
propuesta de adición resulta innecesaria dado que una disposición similar se 
encuentra prevista ya en el citado Convenio, del que México es parte y que fuera 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 de julio de 1976.  

En este orden de ideas, también la ley vigente se encuentra ajustada a dicho 
instrumento internacional al señalar en su artículo 23 lo siguiente:  

Artículo 23. La patente tendrá una vigencia de 20 años improrrogables, contada a 
partir de la fecha de presentación de la solicitud y estará sujeta al pago de la tarifa 
correspondiente.  
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Por lo expuesto, estas comisiones consideran innecesario el adicionar el párrafo 
propuesto al artículo 40.  

Quinto. Adición al artículo 41, fracción II.  

Esta adición contempla lo siguiente:  

Artículo 41. Para reconocer la prioridad a que se refiere el artículo anterior se 
deberán satisfacer los requisitos siguientes:  

I. …  

II. Que la solicitud presentada en México no pretenda el otorgamiento de derechos 
adicionales a los que se deriven de la solicitud presentada en el extranjero.  

Si se pretendieren derechos adicionales a los que se deriven de la solicitud 
presentada en el extranjero considerada en su conjunto, la prioridad deberá 
ser sólo parcial y referida a esta solicitud.  

Respecto de las reivindicaciones que pretendieren derechos adicionales, se 
podrá solicitar un nuevo reconocimiento de prioridad o, en su defecto, éstas se 
sujetarán al examen de novedad que corresponda a la fecha de presentación a 
la que se refiere el artículo 38 Bis.  

Respecto a la inclusión de un nuevo reconocimiento de prioridad, se considera que 
dicha circunstancia está regulada actualmente en la propia ley, particularmente en 
los artículos 38 Bis y 41 fracción II, pero estas comisiones estiman que es 
conveniente precisar esta previsión y que su inclusión no genera ninguna 
inconsistencia en la ley, por lo cual se considera precedente en los términos de la 
iniciativa.  

Sexto. Modificaciones al artículo 47, fracción I.  

La modificación al artículo 47 está planteada de la siguiente manera:  

Artículo 47. A la solicitud de patente se deberá acompañar:  

I. La descripción de la invención, que deberá ser lo suficientemente clara y 
completa para permitir una comprensión cabal de la misma y, en su caso, para guiar 
su realización por una persona que posea pericia y conocimientos medios en la 
materia. Asimismo, deberá incluir el mejor método conocido por el solicitante para 
llevar a la práctica la invención, cuando ello no resulte claro de la descripción de la 
invención, así como la información que acredite la aplicación industrial del 
invento.  
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Al respecto, estas comisiones estiman conveniente destacar que el artículo 28 del 
Reglamento de la ley ya prevé este requisito, al establecer que la descripción se 
formulará sujetándose a las siguientes reglas:  

I. Indicará la denominación o el título de la invención, tal como figura en la 
solicitud;  

II. Precisará el campo técnico al que se refiera la invención;  

III. Indicará los antecedentes conocidos por el solicitante sobre el estado de la 
técnica a la que la invención pertenece y citará, preferentemente, los documentos 
que reflejen dicha técnica;  

IV. Especificará la invención, tal como se reivindique, en términos claros y 
exactos que permitan la comprensión del problema técnico, aun cuando éste no 
se designe expresamente como tal, y dé la solución al mismo, y expondrá los 
efectos ventajosos de la invención, si los hubiera, con respecto a la técnica 
anterior.  

La descripción deberá ser concisa, pero tan completa como fuere posible, y 
deberán evitarse en ella digresiones de cualquier naturaleza. En la descripción 
se harán notar las diferencias de la invención que se divulga con las 
invenciones semejantes ya conocidas;  

V. Cuando se requiera el depósito de material biológico conforme a lo previsto en el 
artículo 47, fracción I, segundo párrafo de la Ley, mencionará que se ha efectuado 
dicho depósito e indicará el nombre y dirección de la institución de depósito, la 
fecha en que se efectuó y el número atribuido al mismo por dicha institución, y 
describirá, en la medida de lo posible, la naturaleza y características del material 
depositado en cuanto fuesen pertinentes para la divulgación de la invención;  

VI. Contendrá la enumeración de las distintas figuras de que se compongan los 
dibujos, haciendo referencia a ellas y a las distintas partes de que estén constituidas;  

VII. Indicará el mejor método conocido o la mejor manera prevista por el 
solicitante para realizar la invención reivindicada. Cuando resulte adecuado, la 
indicación deberá hacerse mediante ejemplos prácticos o aplicaciones 
específicas de la invención, que no sean de naturaleza ajena a la invención que se 
describe y con referencias a los dibujos, si los hubiera, y  

VIII. Indicará, explícitamente, cuando no resulte evidente de la descripción o 
de la naturaleza de la invención, la forma en que puede producirse o utilizarse, 
o ambos.  
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La descripción deberá seguir la forma y orden señalados en este artículo, salvo 
cuando por la naturaleza de la invención, una forma o un orden diferente permita 
una mejor comprensión y una presentación más práctica.  

Cada apartado de la descripción a que se refieren las fracciones II a VII anteriores, 
deberá ir precedido de un encabezado.  

Conforme a lo anterior, se observa que una descripción debe ser completa; incluir el 
mejor método conocido por el solicitante para llevar a la práctica la invención; de 
considerarse adecuado, dicha indicación deberá hacerse mediante ejemplos 
prácticos o aplicaciones específicas de la invención; así como indicar, en su caso, la 
forma en que pueda producirse o utilizarse o ambos.  

Por lo anterior, estas comisiones consideran procedente en los términos de la 
iniciativa, la inclusión de este requisito bajo el término "ejemplifique" en el artículo 
47 de la ley.  

Séptimo. Adición de un artículo 53 Bis.  

Por otra parte, la iniciativa propone la adición de un artículo 53 Bis para incorporar 
al sistema de propiedad industrial un procedimiento no contencioso de oposición, el 
cual permitirá incidir en el otorgamiento de patentes, cuya redacción se propone 
como sigue:  

Artículo 53 Bis. Dentro de los seis meses siguientes a la publicación de la solicitud 
de la patente, cualquier persona podrá oponerse a su otorgamiento, para lo cual 
deberá proporcionar al instituto argumentos o evidencia sobre la improcedencia del 
otorgamiento de ésta, de los que se desprenda que:  

I. La invención no reúne los requisitos de novedad, actividad inventiva o aplicación 
industrial, o se encuentre en alguno de los supuestos de los artículos 16 y 19 de esta 
ley, o,  

II. La solicitud contenga reivindicaciones que pretendan abarcar derechos 
adicionales a los vinculados con la descripción y el resumen de la invención, o 
cuando dichas reivindicaciones incluyan parcial o totalmente invenciones 
previamente patentadas, aun cuando se trate de patentes del mismo titular.  

El instituto notificará al solicitante de la patente del inicio del procedimiento de 
oposición para que en el plazo de un mes manifieste por escrito lo que a su derecho 
convenga.  

El instituto deberá tomar en consideración los elementos aportados en los términos 
de este artículo tanto por el solicitante como por el o los opositores, fundando o 
motivando la resolución que se adopte (sic).  



Gaceta Parlamentaria, Cámara de Diputados, número 2987-VI, martes 13 de abril de 2010. 
 

 

12 
 

Si la patente se impugna dentro de los 6 meses posteriores a su otorgamiento, ésta 
se transmitirá en los términos del Título Sexto de esta ley.  

Al respecto, estas comisiones estiman procedente que se establezca un mecanismo 
"ex ante" para permitir mayor transparencia y participación ciudadana en los 
mecanismos de otorgamiento de patentes, que al mismo tiempo permitirá al IMPI 
evaluar en su conjunto la información presentada en el proceso de conceder la 
patente, lo que disminuirá los procedimientos de declaración de nulidad y los 
recursos de revisión que se interpondrían con posterioridad a la expedición de la 
misma.  

Sin embargo, se considera que los propósitos de transparencia y participación 
ciudadana se lograrían de igual forma mediante un procedimiento no contencioso 
que evite la prolongación y demora en el otorgamiento de patentes, debido a la 
interrupción del proceso de otorgamiento en tanto se desahoga la oposición. Por ello 
sería preferible integrar un procedimiento similar que no suspenda el trámite del 
otorgamiento de patente, pero en el que la información presentada sirva al IMPI 
como apoyo técnico al realizar el examen de fondo sobre la solicitud, de tal manera 
que le permita resolver adecuadamente si concede o niega la patente.  

También conviene destacar que lo previsto por la fracción II propuesta, respecto a 
que una solicitud que contenga reivindicaciones que pretendan abarcar derechos 
adicionales a los vinculados con la descripción y el resumen de la invención, o 
cuando dichas reivindicaciones incluyan parcial o totalmente invenciones 
previamente planteadas, no considera lo dispuesto por los artículos 10, 10 Bis y 41, 
fracción II de la Ley de la Propiedad Industrial vigente, conforme a los cuales si 
varias personas hicieran la misma invención independientemente unas de otras, 
tendrá mejor derecho a obtener la patente aquella que primero presente la solicitud 
respectiva o que reivindique la prioridad de fecha más antigua, siempre que la 
solicitud no sea abandonada ni denegada.  

Asimismo, conforme al artículo 47, respecto a la reclamación del derecho de 
prioridad, es requisito para su reconocimiento que la solicitud presentada en México 
no pretenda el otorgamiento de derechos adicionales a los que se deriven de la 
solicitud presentada en el extranjero.  

Adicionalmente, estas comisiones consideran conveniente, en razón de la 
sistematización de la Ley que esta previsión se incluya en un nuevo artículo 52 Bis, 
en lugar del 53 bis propuesto en la iniciativa, toda vez que es el artículo 52 el que 
dispone la publicación en la Gaceta de la correspondiente solicitud, lo que daría 
inicio a la posibilidad de presentar la información en comento.  

En cuanto al último párrafo del artículo analizado, se observa que los tiempos que 
prevé son indeterminados pues tendría que estudiarse caso por caso la fecha de 
otorgamiento, la cual es diversa a la publicación de la patente concedida, además de 
corresponder a la nulidad ya prevista en el artículo 78.  
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Por lo anterior, se sugiere incluir en la LPI un procedimiento en el que cualquier 
persona pueda presentar la información sobre el cumplimiento de los requisitos de 
los artículos 16 y 19 de la LPI de cualquier solicitud de patente, de tal manera que 
promueva la transparencia y la oportunidad del otorgamiento de patentes sin 
prolongar los tiempos del procedimiento para el mismo ya que, de lo contrario, se 
alargaría considerablemente el trámite, al abrirse una etapa más en el procedimiento 
en donde se emitirían actos de autoridad susceptibles de ser impugnados por los 
particulares, que repercutirían de manera negativa en los tiempos y costos, causando 
incertidumbre jurídica a los particulares y disminuyendo la agilidad deseable en los 
procesos de obtención de patentes y afectando con ello la competitividad del país en 
materia de protección de la propiedad industrial.  

Finalmente, estas comisiones consideran agregar a la propuesta la previsión de que 
la validez de la patente se puede impugnar en todo tiempo a través de las acciones 
previstas en el artículo 78 de esta Ley, que se refiere al procedimiento "ex – post" 
consignado actualmente en la Ley, para solicitar la nulidad de una patente otorgada.  

Por lo anterior, estas comisiones proponen el traslado de este procedimiento al 
artículo 52 Bis, en los términos apuntados, que se incluyen en el proyecto de decreto 
contenido en los resolutivos del presente dictamen.  

Octavo. Modificación y adición al artículo 59.  

La iniciativa propone modificar los elementos que debe contener el Título de una 
patente mediante la reforma de las fracciones IV y VI, y la adición de una fracción 
VII, para quedar como sigue:  

Artículo 59. El Instituto expedirá un título para cada patente como constancia y 
reconocimiento oficial al titular. El título comprenderá un ejemplar de la 
descripción, reivindicaciones y dibujos, si los hubiere, y en el mismo se hará 
constar:  

I. a III. ...  

IV. Fechas de presentación de la solicitud y de la prioridad o prioridades 
reconocidas y, en su caso, de las reivindicaciones beneficiadas por cada una de 
las prioridades reconocidas;  

V. ...  

VI. Fecha de expedición, y  

VII. Fecha exacta del vencimiento de la vigencia de la patente.  

Respecto a la reforma de las fracciones IV y VI, se estiman innecesarias puesto que 
las reivindicaciones formar parte del Título de la patente de conformidad al primer 
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párrafo del propio artículo 59 y en la fracción IV se establece solo el plural de los 
términos ya mencionados.  

En cuanto a la adición de la fracción VII, cabe señalar que en el Título de la patente 
se asienta su vigencia, en cumplimiento a la fracción VI del artículo 59 de la Ley, la 
cual es de 20 años improrrogables (artículo 23) contados a partir de la fecha de 
presentación de la solicitud y está sujeta al pago de la tarifa correspondiente.  

Conforme a lo anterior, en el Título no podría indicarse una fecha exacta del 
vencimiento de la patente, pues ésta no se puede determinar a priori en virtud de que 
la misma se encuentra vinculada al pago de la tarifa anual para la conservación de 
los derechos que la misma otorga. En este orden de ideas, la vigencia de una patente 
puede terminar antes del cumplimiento de los 20 años, si el titular no cubre el pago 
de la tarifa anual para la conservación de los derechos que corresponda, conforme al 
artículo 80 de la Ley.  

Por lo anterior, respecto a la adición propuesta, se considera que debería asentarse 
de la siguiente manera: "Su vigencia y fecha de vencimiento, sujeta al pago de las 
tarifas de mantenimiento que señala la ley" para evitar que se ostente como vigente 
una patente caduca por falta de pago de las tarifas correspondientes.  

Cabe señalar que, de cualquier manera, en los Títulos que se otorgan, se señala de 
manera enunciativa el periodo y la fecha a partir de la cual se puede determinar la 
vigencia, de conformidad con el artículo 23 de la Ley.  

Finalmente, se advierte de la exposición de motivos de la iniciativa, que se propone 
esta adición en razón de la problemática generada por las extensiones de vigencia de 
patente que los tribunales han ordenado se efectúen, pero, como se ha señalado con 
anterioridad, los casos en los cuales se ha ordenado la extensión de la vigencia de 
patentes, son una situación de excepción al amparo del artículo Décimo Segundo 
Transitorio de la Ley de Fomento y Protección a la Propiedad Industrial modificada 
en 1991 y no una regla general.  

Por lo anterior, estas comisiones consideran procedente la modificación en comento, 
en la fracción VI de este artículo.  

Noveno. Adición al artículo 78.  

En este artículo la iniciativa propone modificar las causales de nulidad de una 
patente o registro, adicionando tres fracciones al artículo 78, para quedar como 
sigue:  

Artículo 78. La patente o el registro serán nulos en los siguientes casos:  

I. a IV. ...  
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V. Cuando el solicitante no distinga claramente las reivindicaciones que no se 
benefician de la prioridad o prioridades reclamadas;  

VI. Cuando se reivindiquen materias novedosas conjuntamente con otras que 
se encuentran en el estado de la técnica, o  

VII. Cuando el solicitante hubiere proporcionado información falsa al Instituto 
o hubiere ocultado u omitido proporcionar información que, de haber obrado 
en poder del Instituto, habría hecho que éste negara el otorgamiento de la 
patente o el registro respectivo.  

La acción de nulidad prevista en las fracciones I, II, V, VI y VII anteriores, podrá 
ejercitarse en cualquier tiempo; la que deriva de los supuestos previstos en las 
fracciones III y IV anteriores, podrá ejercitarse dentro del plazo de cinco años 
contado a partir de la fecha en que surta efectos la publicación de la patente o del 
registro en la Gaceta.  

Con excepción de las causas contempladas en las fracciones VI y VII, cuando la 
nulidad sólo afecte a una o a algunas reivindicaciones, o a una parte de una 
reivindicación, la nulidad se declarará solamente respecto de la reivindicación o 
reivindicaciones afectadas, o la parte de las reivindicaciones afectadas. La nulidad 
podrá declararse en la forma de una limitación o precisión de la reivindicación 
correspondiente.  

Respecto a la adición de las causales propuestas en las fracciones V, VI, y VII, se 
puede estimar que ya se encuentran contempladas en la actual redacción del artículo 
78, conforme a los señalamientos que a continuación se realizan.  

Conforme al artículo 41 fracción II, para el reconocimiento de la prioridad es 
requisito que la solicitud presentada en México no pretenda el otorgamiento de 
derechos adicionales a los que se deriven de la solicitud presentada en el 
extranjero.  

Si se pretendieren derechos adicionales a los que se deriven de la solicitud 
presentada en el extranjero considerada en su conjunto, la prioridad deberá ser sólo 
parcial y referida a esta solicitud. Respecto de las reivindicaciones que pretendieren 
derechos adicionales, se podrá solicitar un nuevo reconocimiento de prioridad o, en 
su caso, analizarse conforme al estado de la técnica existente a partir de la fecha de 
presentación de la solicitud.  

Analizando la fracción V se observa que su contenido se refiere al incumplimiento 
de lo dispuesto en el artículo 41 fracción II vigente, cuyos contenidos han sido 
descritos.  

En este sentido, esa causal de nulidad se encuentra regulada en el propio artículo 78 
fracción II, la cual señala que la patente será nula cuando se haya otorgado en 
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contravención a las disposiciones de la ley vigente en el momento en que se otorgó 
la patente o el registro.  

En cuanto a la causal del la fracción VI propuesta, que se refiere al caso en que se 
otorgue una patente a una invención que carezca de novedad. Su regulación ya se 
encuentra prevista en la fracción I vigente del mismo artículo 78, donde que señala 
que una patente es nula cuando se haya otorgado en contravención a las 
disposiciones sobre los requisitos necesarios para su concesión, establecida en los 
artículos 16, 19, 27, 31 y 47:  

"I. Cuando se hayan otorgado en contravención a las disposiciones sobre 
requisitos y condiciones para el otorgamiento de patentes o registros de modelos 
de utilidad y diseños industriales. Para efectos de lo dispuesto en esta fracción, se 
consideran requisitos y condiciones para el otorgamiento de patentes y 
registros los establecidos en los artículos 16, 19, 27, 31 y 47;"  

En este orden de ideas, con fundamento al artículo 16, son patentables las 
invenciones que sean nuevas, resultado de una actividad inventiva y susceptible de 
aplicación industrial. Conforme al artículo 12 de la misma Ley, es nuevo todo 
aquello que no se encuentre en el estado de la técnica, entendido éste como el 
conjunto de conocimientos técnicos que se han hecho públicos mediante una 
descripción oral o escrita, por la explotación o por cualquier otro medio de difusión 
o información, en el país o en el extranjero.  

Por lo anterior, en el caso de que se otorgara la patente a una invención que carezca 
del requisito de novedad, resulta aplicable la causal de nulidad prevista en la 
fracción I del artículo 78 y por lo tanto, la adición de la fracción VI es innecesaria.  

Asimismo, en lo relativo a esta propuesta, conforme al artículo 19 fracción VIII de 
la Ley, no se consideran invenciones la yuxtaposición de invenciones conocidas o 
mezclas de productos conocidos, su variación de uso, de forma, de dimensiones o de 
materiales, salvo que en realidad se trate de su combinación o fusión, de tal manera 
que no puedan funcionar separadamente o que las cualidades o funciones 
características de las mismas sean modificadas para obtener un resultado industrial 
o un uso no obvio para un técnico en la materia.  

Respecto a la fracción VII, esta causal ya se regula en la actual fracción IV, que 
señala que la patente será nula:  

"IV. Cuando el otorgamiento se encontrare viciado por error o inadvertencia graves, 
o se hubiese concedido a quien no tenía derecho para obtenerla."  

Respecto de la inclusión de una causal de nulidad por la declaración de datos falsos, 
no resulta positiva en la práctica, dado que en materia probatoria se observa un 
efecto negativo, ya que la carga de la prueba recae en el titular del derecho (en este 
caso, el titular de la patente), sin que el accionante aporte pruebas al respecto.  



Gaceta Parlamentaria, Cámara de Diputados, número 2987-VI, martes 13 de abril de 2010. 
 

 

17 
 

Por lo anterior, estas comisiones estiman que no es necesaria la modificación a este 
artículo.  

Décimo. Adición del artículo 78 Bis.  

Se propone la adición de un nuevo artículo 78 Bis para incluir la nulidad cuando el 
titular de una patente incurra en una conducta sancionada por la Ley Federal de 
Competencia Económica. Dicho artículo quedaría de la siguiente manera:  

Artículo 78 Bis. La patente se declarará nula cuando su titular, licenciatario o 
usuario impida ilegalmente a terceros fabricar, usar, vender, ofrecer en venta o 
importar el producto patentado o utilizar el proceso patentado, o fabricar, 
usar, vender, ofrecer en venta o importar el producto que resulte directamente 
de ese proceso patentado. La nulidad descrita en el presente párrafo se 
aplicará también cuando los actos mencionados se realicen previo al 
otorgamiento de la patente, una vez que ésta ha sido solicitada.  

Se considera que el titular de una patente, su licenciatario o usuario incurre en 
la conducta descrita en el párrafo anterior cuando la Comisión Federal de 
Competencia Económica emita una resolución declarando que la patente se ha 
usado como instrumento para incurrir en una práctica prohibida conforme a 
la Ley Federal de Competencia Económica.  

La acción de nulidad prevista en este artículo podrá ejercitarse en cualquier 
tiempo.  

Al respecto, estas comisiones analizaron el contenido de dicho artículo y se 
encuentra que el mismo es incompatible con el régimen legal de la competencia 
económica vigente en México.  

Conforme al artículo 28 de la Constitución Política las patentes no constituyen 
monopolios y en consecuencia su ejercicio no puede materializar una conducta 
ilegal en materia de competencia económica, lo cual también se encuentra previsto 
en el artículo 25 de la Ley, que establece:  

Artículo 25. El derecho exclusivo de explotación de la invención patentada confiere 
a su titular las siguientes prerrogativas:  

I. Si la materia objeto de la patente es un producto, el derecho de impedir a otras 
personas que fabriquen, usen, vendan, ofrezcan en venta o importen el producto 
patentado, sin su consentimiento, y  

II. Si la materia objeto de la patente es un proceso, el derecho de impedir a otras 
personas que utilicen ese proceso y que usen, vendan, ofrezcan en venta o importen 
el producto obtenido directamente de ese proceso, sin su consentimiento.La 
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explotación realizada por la persona a que se refiere el artículo 69 de esta ley, se 
considerará efectuada por el titular de la patente.  

Por su parte, la Ley Federal de Competencia Económica excluye de las atribuciones 
de la Comisión Federal de Competencia los derechos de los inventores, por lo que 
este artículo resultaría incompatible entre ambos marcos normativos. Al respecto, el 
artículo 5 de la Ley Federal de Competencia Económica establece:  

Artículo 5o. No se considerarán monopolios las asociaciones de trabajadores 
constituidas conforme a la legislación de la materia para la protección de sus 
propios intereses.  

Tampoco constituyen monopolios los privilegios que se conceden a los autores y 
artistas para la producción de sus obras y los que se otorguen a los inventores y 
perfeccionadores para el uso exclusivo de sus inventos o mejoras.  

No obstante lo anterior, ya existen mecanismos en la Ley y en los Tratados que 
prevén evitar que los inventores abusen de los derechos que le confiere una patente, 
como es el caso de lo previsto en los artículos 70 y 77 de la Ley, relativos a la no 
explotación de una licencia durante tres años, o a la explotación de utilidad pública 
por causales de emergencia o seguridad nacional.  

En virtud de lo anterior, estas comisiones consideran que no es procedente la 
aprobación de este artículo.  

Undécimo. Adición al artículo 187.  

La iniciativa propone adicionar este artículo para incluir los procedimientos de 
oposición y de revocación en las reglas procesales que prevé el correspondiente 
Capítulo de la Ley, para quedar como sigue:  

Artículo 187. Las oposiciones y solicitudes de declaración administrativa de 
revocación, nulidad, caducidad, cancelación e infracción administrativa que 
establece esta ley, se sustanciarán y resolverán con arreglo al procedimiento que 
señala este capítulo y las formalidades que esta Ley prevé, siendo aplicable 
supletoriamente, en lo que no se oponga, el Código Federal de Procedimientos 
Civiles.  

La iniciativa propone adicionar la solicitud de declaración administrativa de 
revocación y el procedimiento de oposición.  

Sobre la revocación, cómo se ha señalado previamente, no está actualmente prevista 
en la ley y no hay elementos adicionales en el proyecto, tales como procedimiento o 
causales.  
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En referencia a la inclusión de la oposición, se reitera la posición respecto al 
artículo 53 Bis propuesto en la iniciativa, en el sentido de que estas comisiones 
proponen un procedimiento de observaciones y no un procedimiento contencioso de 
oposición de patentes, por ende, la adición al artículo 187 se considera no necesaria 
bajo estos argumentos.  

Por lo anterior, estas comisiones consideran innecesaria la modificación de este 
artículo.  

Duodécimo. Modificación al artículo 188.  

La iniciativa propone incluir el "interés legítimo" entre los sujetos que pueden 
activar el inicio de un procedimiento de declaración administrativa, para quedar 
como sigue:  

Artículo 188. El instituto podrá iniciar el procedimiento de declaración 
administrativa de oficio o a petición de quien tenga un interés legítimo y funde su 
pretensión.  

Al respecto, estas comisiones advierten que actualmente el artículo 188 señala que 
para iniciar un procedimiento de declaración administrativa se debe acreditar interés 
jurídico y fundar la pretensión. La iniciativa propone modificar el interés "jurídico" 
por interés "legítimo"; sin embargo no establece la definición sobre lo que se 
entenderá por éste.  

A la fecha, en nuestro país, no existe una definición legal del interés legítimo, si 
bien en una algunas determinaciones de órganos jurisdiccionales se establece que: 
no se ocupa del derecho subjetivo, sino del interés jurídicamente protegido 
(generalmente grupal, no exclusivo, llamado también legítimo) propio de las 
personas que por gozar de una posición calificada, diferenciable, se ven 
indirectamente beneficiadas o perjudicadas con el incumplimiento de ciertas reglas 
de derecho objetivo, bien porque con ello vean obstaculizado el camino para 
alcanzar ciertas posiciones provechosas, bien porque sean privadas de las ventajas 
ya logradas; diversas normas administrativas conceden a estos sujetos instancias, 
acciones o recursos. (Interés jurídico. Sus acepciones tratándose de recursos e 
instancias administrativas. Tesis Aislada. Sin número en materia administrativa, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Tomo V, Segunda Parte-1, 
Enero a Junio de 1990, página: 264, correspondiente a la Octava Época.)  

La ley vigente establece que el IMPI puede iniciar un procedimiento de declaración 
administrativa ya sea de oficio o a petición de quien tenga interés jurídico, término 
acorde a los principios vigentes en el derecho mexicano.  

Al respecto, el Diccionario Jurídico Mexicano señala que en materia procesal, el 
interés jurídico es la pretensión que se tiene de acudir a los tribunales para hacer 
efectivo un derecho desconocido o violado. Es decir la necesidad de recurrir a los 
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órganos jurisdiccionales para proteger el derecho sustantivo, que es la materia del 
litigio.  

En materia de patentes, el interés jurídico corresponde al titular de una patente de 
invención o de un registro, modelos de utilidad, diseños industriales, esquemas de 
trazado de circuitos integrados, marcas y avisos comerciales, quienes pueden acudir 
al IMPI para hacer efectivo el respecto de los derechos que la Ley les confiere en 
caso de que éstos sean violados.  

Es pertinente aclarar que al tener el IMPI facultades de oficio para iniciar 
procedimientos de declaración administrativa no es imprescindible que los 
particulares hagan de su conocimiento hechos o proporcionen información 
específica para que éste pueda de acuerdo con sus atribuciones iniciar cualquier 
clase de procedimiento.  

No obstante lo anterior, estas comisiones consideran que se contribuiría a los 
principios de transparencia, participación ciudadana e interés público, con el 
establecimiento de la posibilidad de que cualquier persona pueda presentar por 
escrito al IMPI la existencia de alguna de las causales de inicio del procedimiento 
de declaración administrativa, de tal manera que en base a los elementos 
presentados el Instituto pueda ejercer su facultad de iniciar el procedimiento de 
oficio en los casos que considere pertinentes.  

Por lo anterior, estas comisiones realizan la modificación correspondiente en el 
proyecto de dictamen.  

Decimotercero. Adición al artículo 193.  

La iniciativa propone ajustar este artículo con la inclusión de los procedimientos de 
oposición y revocación, para quedar como sigue:  

Artículo 193. Admitida la solicitud de oposición o declaración administrativa de 
revocación nulidad, caducidad y cancelación, el Instituto, con la copia simple de la 
solicitud y los documentos que se le acompañaron, la notificará al titular afectado, 
concediéndole un plazo de un mes para que manifieste por escrito lo que a su 
derecho convenga. En los procedimientos de declaración administrativa de 
infracción se estará a lo dispuesto en los artículos 209 fracción IX y 216 de esta ley. 
La notificación se hará en el domicilio señalado por el solicitante de la declaración 
administrativa.  

Al respecto, estas comisiones reiteran las observaciones previstas para las 
modificaciones propuestas al artículo 187, por lo que consideran no procedente esta 
adición.  

Decimocuarto. Modificación al artículo 199 Bis 1.  
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La propuesta, relativa a la fianza y la contrafianza que se determinan en las medidas 
que el IMPI puede realizar dentro de los procedimientos de declaración 
administrativa, establece las siguientes adiciones al artículo 199 Bis 1:  

Artículo 199 Bis 1. Para determinar la práctica de las medidas a que se refiere el 
artículo anterior, el Instituto requerirá al solicitante que:  

I. Acredite ser el titular del derecho y cualquiera de los siguientes supuestos:  

a) La existencia de una violación a su derecho;  

b) Que la violación a su derecho sea inminente;  

c) La existencia de la posibilidad de sufrir un daño irreparable, y  

d) La existencia de temor fundado de que las pruebas se destruyan, oculten, pierdan 
o alteren.  

II. Otorgue fianza suficiente para responder de los daños y perjuicios que se 
pudieran causar a la persona en contra de quien se haya solicitado la medida, y  

III. Proporcione la información necesaria para la identificación de los bienes, 
servicios o establecimientos con los cuales o en donde se comete la violación a los 
derechos de propiedad industrial.  

La persona contra la que se haya adoptado la medida podrá exhibir contrafianza 
para responder de los daños y perjuicios que se causen al solicitante de la misma, a 
efecto de obtener su levantamiento.  

El instituto deberá tomar en consideración la gravedad de la infracción y la 
naturaleza de la medida solicitada para adoptar la práctica de ésta, cuidando en 
todo caso que las medidas no excedan el alcance del derecho.  

Para determinar el importe de la fianza el Instituto tomará en consideración 
los elementos que le aporte el titular del derecho. El importe de la contrafianza 
comprenderá la cantidad afianzada por el solicitante de las medidas, los gastos 
en que éste hubiese incurrido para su constitución, y el interés legal. Él interés 
legal no podrá exceder en ningún caso el correspondiente a dieciocho meses.  

Sobre el particular, estas comisiones tienen en cuenta que la aplicación de medidas 
precautorias en procedimientos de infracción constituye un mecanismo importante 
para que los titulares de los derechos de propiedad industrial puedan evitar la 
consumación de daños irreparables por la violación de dichos derechos en tanto se 
obtiene una resolución definitiva respecto de la infracción.  
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En ese sentido, la fijación de los montos a cubrir a través de las garantías previstas 
en dicho mecanismo, debe atender, en el caso de la fianza, a que su fijación sea por 
el monto suficiente para responder de los daños y perjuicios que se pudieran causar 
a la persona en contra de quien se haya solicitado la medida; de lo contario se abre 
la posibilidad de causar daños irreparables al titular de los derechos y se podría 
incentivar la violación de los derechos tutelados por la Ley.  

En el caso del monto de la garantía consistente en la contrafianza esta debe fijarse 
considerando que el mismo sea suficiente para responder de los daños y perjuicios 
que se causen al solicitante de la misma, a efecto de obtener su levantamiento.  

En ambos casos, la fijación de los montos de las garantías debe considerar que el 
objeto de las mismas es cubrir los posibles daños que pueden ocasionarse bien al 
titular o al presunto infractor, según sea el caso, para lo cual el mecanismo idóneo 
será aquel que tome en consideración de forma muy objetiva la información que 
permita determinar el monto de los posibles daños que se encuentra directamente 
relacionado con la ventas de los productos en cuestión en uno y otro caso.  

En este sentido, se considera que las disposiciones vigentes para la determinación 
de medidas provisionales, satisfacen las inquietudes que origina la propuesta de 
reformar el artículo 199 Bis 1, tomando en consideración además las disposiciones 
jurídicas que a continuación se señalan:  

El artículo 199 Bis 6 de la Ley dispone que en cualquier medida provisional que se 
practique, deberá cuidarse que esta no sirva como medio para violar secretos 
industriales o para realizar actos que constituyan competencia desleal.  

Además, el artículo 74 del Reglamento de la Ley de la Propiedad Industrial vigente 
dispone lo siguiente:  

Artículo 74. El instituto podrá requerir al solicitante la ampliación de la fianza a 
que se refiere el artículo 199 Bis 1, fracción II de la ley, cuando de la práctica de la 
medida se desprenda que la fianza otorgada inicialmente resulta insuficiente para 
responder de los daños y perjuicios que se pudieran causar a la persona en contra de 
quien se haya solicitado la medida.  

Asimismo, es importante destacar que actualmente el segundo párrafo del artículo 
199 Bis 2 de la ley, permite al IMPI modificar los términos de las medidas que haya 
adoptado tomando en consideración las observaciones que se le presenten.  

Respecto a la adición prevista en la iniciativa para el tercer párrafo del la fracción 
cuya reforma se analiza, consistente en la expresión "…cuidando en todo caso que 
las medidas no excedan el alcance del derecho" se entiende la misma como un 
mandato que se da al Instituto para que al determinar dichas medidas tome en 
cuenta la gravedad, naturaleza de la falta, las posibles afectaciones económicas y el 
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resto de la información que tenga en ese momento a su alcance, para evitar un 
exceso en la aplicación de las medidas.  

Sin embargo, estas comisiones tienen en consideración que al momento de 
determinar las medidas correspondientes, el IMPI no cuenta con toda la información 
que le permita ajustar las mismas exactamente a la gravedad y alcance de la 
presunta infracción, y que, al mismo tiempo, tiene la oportunidad de modificar 
dichas medidas una vez que haya recibido la información adicional y observaciones 
que le alleguen las partes de conformidad con lo previsto en el artículo 199 Bis 2, 
por lo que estas comisiones consideran innecesaria la expresión citada al estar ya 
dichos extremos previstos en los ordenamientos referidos.  

Por otro lado, estas comisiones advierten que si bien el IMPI tiene atribuciones en el 
Reglamento para solicitar la ampliación de la fianza a la que se refiere el artículo 
199 Bis 1, una vez que realiza las medidas y determina que la fianza ha sido 
insuficiente para responder de los daños y perjuicios, dicha facultad no está 
establecida en la Ley.  

En consecuencia, estas comisiones estiman procedente establecer en la Ley la 
atribución del IMPI de aumentar el monto de la fianza, una vez que se hayan 
practicado las medidas correspondientes, de tal manera que la fianza no resulte 
insuficiente.  

Por lo que se refiere a que el importe de la contrafianza comprenda la cantidad 
afianzada por el solicitante de las medidas, los gastos que este hubiese incurrido y el 
interés legal, se observa que la propuesta establecida en la iniciativa congruente con 
resoluciones que la Suprema Corte ha dictado al respecto determinando que la 
contrafianza debe ser, en términos generales, de más cantidad que la fianza por 
cuanto a que garantiza mayores responsabilidades. Se aplican en lo conducente las 
siguientes jurisprudencias y tesis:  

"Suspensión, contrafianza en caso de. debe ser mayor que la garantía. La 
contrafianza que se constituye en los juicios de garantías, debe ser, en términos 
generales, de más cantidad que la fianza por cuanto a que garantiza mayores 
responsabilidades".  

"Contrafianza en amparo, debe ser mayor que la fianza. La contrafianza que 
se otorgue al amparo, debe ser mayor en cuanto a su importe, que la fianza, ya 
que ésta solamente responde de los daños y perjuicios que se ocasionen al tercero 
perjudicado con la suspensión de los actos reclamados, mientras que la contrafianza, 
además de responder de los daños y perjuicios que se causen al agraviado, con la 
ejecución de los actos reclamados, debe responder de la restitución de las cosas al 
estado que guardaban antes de la violación constitucional."  

Al respecto, estas comisiones consultaron al IMPI sobre las prácticas que se siguen 
al imponer el monto de la contrafianza, resultando que en la determinación de la 
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misma se sigue un criterio general que considera un porcentaje adicional al monto 
de la fianza, normalmente el 40 por ciento adicional, por lo que se considera dicho 
monto efecto de guardar congruencia con la práctica y el espíritu de la contrafianza, 
en los términos de las resoluciones previamente señaladas.  

Asimismo, las comisiones advierten la necesidad de dotar al IMPI de la misma 
facultad de ajustar el importe de la contrafianza cuando se haya hecho lo propio con 
la fianza. Por lo anterior, se realiza la adecuación correspondiente en el proyecto de 
decreto de este dictamen.  

Decimoquinto. Modificación al artículo 213, fracción II y XXVII.  

La iniciativa propone la reforma y adición de la fracción II y XXVII del artículo 
213 de la LPI que determina las infracciones administrativas a la propia ley, para 
quedar de la siguiente forma:  

Artículo 213. Son infracciones administrativas:  

I. ...  

II. Hacer aparecer como productos patentados aquellos que no lo estén.  

III. a XXVI. ...  

XXVII. Abusar de una patente en los siguientes casos:  

a) Cuando el titular de una patente o su licenciatario, usuario o distribuidor, 
inicie procedimientos de infracción en contra de uno o más terceros, una vez 
que el Instituto haya determinado, en un procedimiento administrativo 
anterior, la inexistencia de la misma o las mismas infracciones acusadas;  

b) Cuando en el trámite de un procedimiento de infracción, el solicitante actúe 
dolosamente o de mala fe, o  

c) Cuando el peticionario de las medidas precautorias previstas en la presente 
Ley solicite su adopción manifestando hechos falsos para lograr su imposición 
o impedir su levantamiento.  

XXVIII. Las demás violaciones a las disposiciones de esta ley que no 
constituyan delitos.  

En cuanto a la propuesta de reforma a la fracción II, se destaca que elimina la 
excepción conforme a la cual sólo incurriría en infracción quien cuando la patente 
hubiere caducado o hubiere sido declarada nula, hiciere aparecer los productos 
como patentados después de un año de la fecha de caducidad o, en su caso, de la 
fecha en que hubiere quedado firme la declaración de nulidad.  



Gaceta Parlamentaria, Cámara de Diputados, número 2987-VI, martes 13 de abril de 2010. 
 

 

25 
 

El objeto de la excepción que ahora se encuentra en la Ley busca no afectar 
económicamente a quien fue el legítimo titular de una patente, pues si bien es cierto 
se trata de una patente caduca, también lo es que al término de su vigencia aún 
pudieran existir en el mercado, distribuidos para su comercialización productos 
fabricados y vendidos bajo la vigencia de la patente por lo que actualmente la ley 
prevé el plazo de un año.  

Sobre el particular estas comisiones estiman que sería de imposible cumplimiento 
suprimir esta excepción, pues al estar ya vendidos y distribuidos en el mercado los 
mismos, resultaría imposible para el Titular controlar su circulación y 
comercialización.  

Además, toda vez que en la Gaceta de la Propiedad Industrial correspondiente se 
publicara las resoluciones de las declaraciones administrativas de nulidad y 
caducidad de patentes, se considera que se da difusión pública y jurídica a estas 
situaciones.  

Por lo anterior, no se considera procedente realizar la modificación apuntada.  

Por su parte la fracción XXVII, propone tipificar conductas de abuso por parte de 
los titulares de las patentes, al respecto, estás comisiones formulan las siguientes 
observaciones.  

El inciso a) de la fracción propuesta resulta adecuada, siempre y cuando las 
infracciones y argumentos señalados sean idénticos a los que el instituto haya 
conocido y resuelto inexistentes en un procedimiento anterior y sólo cuando 
este haya causado ejecutoria, por lo que se realiza esta precisión en el texto del 
proyecto de decreto.  

En cuanto a los inciso b) y c), estas comisiones consideran las disposiciones del 
artículo 199 Bis 3 que, para evitar el abuso en las solicitudes de medidas 
provisionales, señala que el solicitante de éstas será responsable del pago de daños y 
perjuicios causados a la persona en contra quien se hubiesen ejecutado, cuando en la 
resolución definitiva se declare que no existió violación ni amenaza de violación a 
los derechos del solicitante de la medida, entre otros.  

Además, el agraviado por el abuso en la aplicación de una medida provisional, 
aparte de recibir la fianza correspondiente, puede iniciar las acciones legales para el 
pago de daños y perjuicios ocasionados.  

Por otra parte, se considera que la referencia a "hechos falsos" prevista para el 
inciso c) configura un tipo penal, cuya aplicación corresponde a autoridades 
diversas al IMPI, pero que el propio Instituto deberá denunciar en caso de existir.  
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Por lo anterior, estas comisiones consideran que los mecanismos establecidos son 
suficientes para disuadir al titular de una patente a realizar las conductas que la 
iniciativa propone en los incisos b) y c) en comento.  

De esta manera, al aprobarse sólo la hipótesis prevista en el inciso a), se realizan los 
ajustes correspondientes en el proyecto de decreto para que el mismo se convierta 
en la fracción XXVII del referido artículo 213.  

Decimosexto. Modificacion al artículo 221 Bis.  

La iniciativa propone la adición de un segundo párrafo al artículo 221 Bis, para 
quedar como sigue:  

Artículo 221 Bis. La reparación del daño material o la indemnización de daños y 
perjuicios por la violación de los derechos que confiere esta ley, en ningún caso será 
inferior al cuarenta por ciento del precio de venta al público de cada producto o la 
prestación de servicios que impliquen una violación de alguno o algunos de los 
derechos de propiedad industrial regulados en esta ley.  

Será responsable de los daños y perjuicios que cause el titular de la patente, 
licenciatario, usuario o distribuidor aquel que incurra en alguna de las 
infracciones previstas en la fracción XXVII del artículo 213 de esta ley.  

Esta reforma pretende establecer la responsabilidad del titular de la patente en caso 
de que incurra en los supuestos casos de abuso que serían previstos en el artículo 
213 de la propia iniciativa; sin embargo, estas comisiones advierten que las 
infracciones previstas en el artículo 213, son sancionadas actualmente de manera 
general, entre otras, por las disposiciones establecidas en los artículos 214 y 
221(que incluye los daños y perjuicios a los afectados) por lo que su adición se 
estima innecesaria. 

Cuarta. Que los diputados que integran ésta Comisión de Economía, estiman afortunadas 
las reformas que se plantean en la minuta de referencia, así como los argumentos que se 
apuntan en el dictamen mencionado, por lo que los hace suyos para los efectos del presente 
dictamen.  

No obstante, la comisión estima correcto aclarar que no es ajena al debate respecto de la 
fracción XXVII del artículo 213, que se propone en la minuta que se dictamina, y que versa 
sobre si dicha norma limita el legítimo derecho de defensa al considerar como infracción el 
que se presenten denuncias por violaciones a los derechos tutelados en la Ley de Propiedad 
Industrial, que ya hubiesen sido declarados inexistentes en procedimientos firmes 
anteriores; sin embargo, una vez que se examina la redacción de la reforma se aprecia que 
el supuesto para que se materialice ésta nueva infracción administrativa, es necesario que se 
trate de la "misma infracción", es decir, que los elementos de la acción en ambos 
procedimientos sean idénticos.  
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En otras palabras, lo que se está sancionando al incluirse la infracción a que se refiere la 
fracción XXVII del artículo 213, es el uso abusivo de la acción, pues es lógico que se 
sancione a quien inicia procedimientos cuyos elementos ya han sido juzgados en 
procedimientos anteriores.  

Quinta. En virtud de lo anterior, esta Comisión se manifiesta por aprobar la minuta 
Proyecto de Decreto que reforma y adiciona diversos artículos de la Ley de Propiedad 
Industrial, y remitir en su momento al Ejecutivo, para los efectos de la fracción a) del 
artículo 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el siguiente 
proyecto de  

Decreto que reforma y adiciona diversos artículos de la Ley de la Propiedad 
Industrial  

Artículo Único. Se reforman los artículos 12, fracción IV; 41, fracción II; 47, fracción I, 
primer párrafo; 59, fracción VI; 188; 199 Bis 1, tercer párrafo y se adicionan un segundo 
párrafo a la fracción X del artículo 6o; un artículo 52 Bis; un cuarto y quinto párrafos al 
artículo 199 Bis 1 y una fracción XXVII, recorriéndose la actual en su orden, al artículo 
213 de la Ley de la Propiedad Industrial, para quedar como sigue:  

Artículo 6o. ...  

I. a IX. ...  

X. …  

Deberán publicarse en el ejemplar del mes inmediato posterior a su emisión, 
todas las resoluciones emitidas en los procedimientos de declaración 
administrativa que prevé esta Ley, así como las que desahoguen peticiones que 
tengan por objeto modificar las condiciones o alcance de patentes o registros 
concedidos;  

XI. a XXII. ... 

Artículo 12. ...  
I. a III. ...  

IV. Aplicación industrial, a la posibilidad de que una invención tenga una utilidad 
práctica o pueda ser producida o utilizada en cualquier rama de la actividad 
económica, para los fines que se describan en la solicitud;  

V. y VI. ... 

Artículo 41. Para reconocer la prioridad a que se refiere el artículo anterior se deberán 
satisfacer los requisitos siguientes:  

I. ...  
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II. ...  

Si se pretendieren derechos adicionales a los que se deriven de la solicitud 
presentada en el extranjero considerada en su conjunto, la prioridad deberá 
ser sólo parcial y referida a esta solicitud.  

Respecto de las reivindicaciones que pretendieren derechos adicionales, se 
podrá solicitar un nuevo reconocimiento de prioridad o, en su defecto, éstas se 
sujetarán al examen de novedad que corresponda a la fecha de presentación a 
la que se refiere el artículo 38 Bis;  

III. y IV. ... 

Artículo 47. A la solicitud de patente se deberá acompañar:  
I. La descripción de la invención, que deberá ser lo suficientemente clara y 
completa para permitir una comprensión cabal de la misma y, en su caso, para guiar 
su realización por una persona que posea pericia y conocimientos medios en la 
materia. Asimismo, deberá incluir el mejor método conocido por el solicitante para 
llevar a la práctica la invención, cuando ello no resulte claro de la descripción de la 
invención, así como la información que ejemplifique la aplicación industrial del 
invento.  

...  

II. y IV. ... 

Artículo 52 Bis. Dentro de un plazo de seis meses, contados a partir de la fecha de 
publicación en la Gaceta, el Instituto podrá recibir información de cualquier persona, 
relativa a si la solicitud cumple con lo dispuesto en los artículos 16 y 19 de esta ley.  

El instituto podrá, cuando así lo estime conveniente, considerar dicha información 
como documentos de apoyo técnico para el examen de fondo que sobre la solicitud 
realice, sin estar obligado a resolver sobre el alcance de la misma. El Instituto dará 
vista al solicitante de los datos y documentos aportados para que, de considerarlo 
procedente, exponga por escrito los argumentos que a su derecho convengan.  

La presentación de información no suspenderá el trámite, ni atribuirá a la persona 
que la hubiera presentado el carácter de interesado, tercero o parte, y, en su caso, 
procederá el ejercicio de las acciones previstas en el artículo 78 de esta ley.  

Artículo 59. …  

I. a V. …  
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VI. Su vigencia y fecha de vencimiento, especificando que la misma estará 
sujeta al pago de las tarifas para mantener vigentes los derechos, en los 
términos señalados por la ley. 

Artículo 188. El Instituto podrá iniciar el procedimiento de declaración administrativa de 
oficio o a petición de quien tenga un interés jurídico y funde su pretensión. De igual 
manera, cualquier persona podrá manifestar por escrito al Instituto la existencia de 
causales para iniciar el procedimiento de declaración administrativa de oficio, en cuyo 
caso el Instituto podrá considerar dicha información como elementos para determinar 
el inicio del procedimiento, de considerarlo procedente.  

Artículo 199 Bis 1. …  

I. a III. ...  

...  

El instituto deberá tomar en consideración la gravedad de la infracción y la 
naturaleza de la medida solicitada para adoptar la práctica de ésta.  

Para determinar el importe de la fianza el Instituto tomará en consideración 
los elementos que le aporte el titular del derecho así como los que se 
desprendan de las actuaciones en el expediente. El importe de la contrafianza 
comprenderá la cantidad afianzada por el solicitante de las medidas y un 
monto adicional de cuarenta por ciento sobre el que se hubiere exhibido para 
la fianza.  

El instituto podrá requerir al solicitante la ampliación de la fianza, cuando de 
la práctica de las medidas se desprenda que la otorgada inicialmente resulta 
insuficiente para responder de los daños y perjuicios que se pudieran causar a 
la persona en contra de quien se haya solicitado la medida. En el mismo 
sentido, el instituto podrá ordenar el incremento de la contrafianza. 

Artículo 213. Son infracciones administrativas:  
I. a XXV. ...  

XXVI. Usar la combinación de signos distintivos, elementos operativos y de 
imagen, que permitan identificar productos o servicios iguales o similares en grado 
de confusión a otros protegidos por esta Ley y que por su uso causen o induzcan al 
público a confusión, error o engaño, por hacer creer o suponer la existencia de una 
relación entre el titular de los derechos protegidos y el usuario no autorizado. El uso 
de tales elementos operativos y de imagen en la forma indicada constituye 
competencia desleal en los términos de la fracción I de este mismo artículo;  

XXVII. Cuando el titular de una patente o su licenciatario, usuario o 
distribuidor, inicie procedimientos de infracción en contra de uno o más 
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terceros, una vez que el Instituto haya determinado, en un procedimiento 
administrativo anterior que haya causado ejecutoria, la inexistencia de la 
misma infracción, y  

XXVIII. Las demás violaciones a las disposiciones de esta ley que no constituyan 
delitos. 

Transitorio  

Único. El presente decreto entrará en vigor a los 90 días de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación.  

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 24 días del mes de marzo 2010.  

La Comisión de Economía  

Diputados: Ildefonso Guajardo Villarreal (rúbrica), Alejandro Cano Ricaud (rúbrica), Melchor Sánchez de 
la Fuente (rúbrica), Jorge Alberto Juraidini Rumilla (rúbrica), José Luis Velasco Lino, Narcedalia Ramírez 
Pineda, Norma Sánchez Romero (rúbrica), María Antonieta Pérez Reyes (rúbrica), Leoncio Alfonso Morán 
Sánchez (rúbrica), Rodrigo Pérez-Alonso González (rúbrica), Indira Vizcaíno Silva (rúbrica), Jorge Antonio 
Kahwagi Macari, Roberto Borge Angulo, Noé Fernando Garza Flores (rúbrica), Jorge Hernández Hernández 
(rúbrica), Jorge Humberto López Portillo Basave, David Penchyna Grub, Enrique Salomón Rosas Ramírez, 
David Ricardo Sánchez Guevara (rúbrica), José Antonio Arámbula López (rúbrica), María Matilde Díaz de 
León Macías (rúbrica), Sergio Gama Dufour (rúbrica), Luis Enrique Mercado Sánchez, Ramón Merino Loo 
(rúbrica), Martín Rico Jiménez, Ramón Jiménez López (rúbrica), Gerardo Leyva Hernández (rúbrica), Carlos 
Torres Piña, José M. Torres Robledo (rúbrica), Ifigenia Martha Martínez y Hernández (rúbrica).  
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